
LEY DE VIVIENDA

«Iniciativa que reforma los artículos 2o. y 4o. de la Ley de
Vivienda, a cargo del diputado José Enrique Doger Gue-
rrero, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado José Enrique Doger Guerrero, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, perteneciente a la LXII Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, los artículos 6,
numeral 1, fracción I; y 77, numerales 1 y 3 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, presenta a la considera-
ción del pleno la presente iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma el artículo 2o. y adiciona una fracción al
artículo 4o., ambos de la Ley de Vivienda, con la finalidad
de conceptualizar debidamente el término de vivienda dig-
na y decorosa; misma que se fundamenta y motiva bajo la
siguiente

Exposición de Motivos

La vivienda juega un papel muy importante para el proce-
so social, en el desarrollo de comunidades y en la cimenta-
ción de un espacio delimitado para la formación de las fa-
milias, en la que disfruten de seguridad, privacidad y un
medio ambiente sano; sin embargo, con el crecimiento de
las urbes el terreno para la construcción comenzó a escase-
ar, provocando el encarecimiento del suelo. El problema de
vivienda en México y en todo el mundo, ha llegado a ser
alarmante, orillando a la gente a residir en viviendas in-
adecuadas, con falta de servicios básicos y deterioradas, a
pesar de que el artículo 4o. constitucional establece el de-
recho de los mexicanos a una vivienda digna, pues éste se
ha centrado en una política de construcción, sacrificando la
calidad de las moradas.

Esto es así, pues de acuerdo con los expertos en la materia,
el concepto de vivienda debe cumplir con los siguientes re-
quisitos: a) estar ocupada por una familia, b) no tener más
de 2.5 habitantes por cuarto habitable, c) no estar deterio-
rada, d) contar con agua entubada en el interior, e) contar
con drenaje, f) contar con energía eléctrica. 

De hecho, la Organización de Naciones Unidas establece
como parámetro para evitar el hacinamiento, dos personas
máximo por dormitorio. Empero, los indicadores de haci-
namiento llegan a revelar un gran desatino en la vivienda
digna cuando se establece 2.5 habitantes por cuarto, cuan-
do las medidas de las habitaciones llegan a ser de 2.7 me-
tros.

Ahora bien, una deficiencia en la construcción de las vi-
viendas por parte de los desarrolladores e inmobiliarias, es
la falta de privacidad, es decir, que pueda otorgar un aisla-
miento voluntario a los ocupantes con respecto a los de-
más; esto es que existan subdivisiones del espacio interno
de la vivienda y el uso de materiales que permitan la sepa-
ración visual y acústica.

En tal virtud, la privacidad interna de la vivienda es resul-
tado también de su tamaño efectivo en relación con el nú-
mero de habitantes. Basándose en el derecho a una vivien-
da adecuada que se entiende como un lugar donde poderse
aislar si se desea espacio adecuado, seguridad adecuada,
iluminación y ventilación adecuadas, una infraestructura
básica adecuada y una situación adecuada en relación con
el trabajo y los servicios básicos, todo ello a un costo razo-
nable, respetando los derechos económicos, sociales y cul-
turales establecidos por la ONU.

De esta manera, en torno al problema de espacio habita-
cional, el gobierno federal ha implementado programas en-
focados a personas que perciben pocos salarios mínimos,
con la finalidad de apoyar a las familias marginadas para
que obtengan una vivienda de tipo progresivo.

Sin embargo, muchas veces, este tipo de programas aunque
aportan una solución de habitabilidad, no cumplen con la
condición de vivienda “digna”, ya que por una parte, per-
miten el hacinamiento y, por otra, no prevén una separa-
ción física al interior del inmueble, provocando falta de
privacidad entre sus habitantes.

Cabe destacar, que a pesar de que uno de los logros más di-
fundidos del gobierno federal en los últimos sexenios ha si-
do el aumento de la vivienda, ésta no se está realizando en
condiciones de calidad, especialmente, la vivienda popular,
por lo que la Procuraduría Federal del Consumidor recibe
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quejas constantes en la materia, superando inclusive a las
que se realizan contra la Comisión Federal de Electricidad
y las diferentes empresas de telefonía en México, por va-
rias razones, tales como la falta o tardanza excesiva en la
entrega de la vivienda, a pesar de que el consumidor haya
pagado el enganche o la casa en su totalidad, ya escritura-
das, con o sin créditos; quejas contra el Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit)
y Fondo de Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado (Fovissste), por los
descuentos a los derechohabientes, sin recibir la entrega
sus casas; acciones abusivas de algunos constructores; pro-
blemas de construcción como humedades, grietas, acaba-
dos, vicios ocultos y la falta de servicios, tales como luz,
agua y drenaje, entre otros. Esto sin olvidar problemas
existentes desde antaño como la corrupción y desinterés
que existe en el sector, construcciones en barrancas mal re-
llenadas, estudios de usos de suelo falsos, invasión de te-
rrenos federales (líneas de alta tensión de Comisión Fede-
ral de Electricidad, barrancas y laderas de ríos) problemas
de liberación de gravámenes, juicios por los terrenos, casas
vendidas varias veces, por citar algunos ejemplos.

Lo anterior sin mencionar que en muchas ocasiones el de-
sarrollo de vivienda popular se realiza en lugares alejados
de los servicios públicos más elementales, así como de las
vías de acceso a éstas y de transportación a otros lugares,
dificultando las actividades diarias de sus habitantes.

En tal virtud, pongo a consideración de este honorable
cuerpo colegiado, el siguiente proyecto de 

Decreto que reforma el artículo 2o. de la Ley de Vivien-
da y adiciona una fracción al artículo 4o. del mismo or-
denamiento legal

Artículo Primero. Se reforma el artículo 2o. y se adiciona
una fracción VIII, recorriéndose el orden de las subsecuen-
tes al artículo 4o., ambos de la Ley de Vivienda, para que-
dar como sigue:

“Artículo 2. Se considerará vivienda digna y decorosa la
que cumpla con las disposiciones jurídicas aplicables en
materia de asentamientos humanos, construcción, habitabi-
lidad, salubridad, cuente con los servicios básicos y brinde
a sus ocupantes seguridad jurídica en cuanto a su propiedad
o legítima posesión; cuente con los espacios habitables y
de higiene suficientes que garanticen la privacidad en
función al número de usuarios; provea una adecuada
iluminación y ventilación, así como de los servicios de

agua potable, desalojo de aguas residuales, energía eléc-
trica y acceso a vías de comunicación que contribuyan
a disminuir los vectores de enfermedad, así como ga-
rantizar la seguridad estructural y la adecuación al cli-
ma con criterios de sustentabilidad, y eficiencia energé-
tica y contemple criterios de calidad en sus materiales y en
su construcción para la prevención de desastres así como
protección física y seguridad de sus ocupantes ante los ele-
mentos naturales potencialmente agresivos”.

Artículo 4. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. a la VII. …

VIII. Privacidad. El ámbito de la vida personal re-
servada o privada de un individuo o de un grupo es-
pecialmente de una familia, desarrollado en un espa-
cio en donde se procure la intimidad de sus
integrantes.

IX. Producción social de vivienda: aquella que se reali-
za bajo el control de autoproductores y autoconstructo-
res que operan sin fines de lucro y que se orienta priori-
tariamente a atender las necesidades habitacionales de
la población de bajos ingresos, incluye aquella que se
realiza por procedimientos autogestivos y solidarios que
dan prioridad al valor de uso de la vivienda por sobre la
definición mercantil, mezclando recursos, procedimien-
tos constructivos y tecnologías con base en sus propias
necesidades y su capacidad de gestión y toma de deci-
siones;

X. Productor social de vivienda: la persona física o mo-
ral que en forma individual o colectiva produce vivien-
da sin fines de lucro;

XI. Política Nacional de Vivienda: el conjunto de dis-
posiciones, criterios, lineamientos y medidas de carácter
general que se establecen para coordinar las acciones de
vivienda que realicen las autoridades federales, de las
entidades federativas y municipales, así como su con-
certación con los sectores privado y social, con la fina-
lidad de cumplir con el mandato constitucional del de-
recho a la vivienda digna y decorosa;

XII. Sistema de Información: el Sistema Nacional de
Información e Indicadores de Vivienda, como el con-
junto de datos producidos por los sectores público, so-
cial y privado, organizados bajo una estructura concep-
tual predeterminada, que permita mostrar la situación de



la vivienda y el mercado habitacional, así como los
efectos de las políticas públicas en la materia, y

XIII. Suelo: los terrenos física y legalmente suscepti-
bles de ser destinados predominantemente al uso habi-
tacional conforme a las disposiciones aplicables.

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de diciembre de 2014.— Dipu-
tado José Enrique Doger Guerrero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Vivienda, para dictamen.

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia, suscrita por la diputada Martha
Lucía Mícher Camarena, del Grupo Parlamentario del
PRD, y por integrantes de la Comisión de Igualdad de Gé-
nero

Las suscritas, diputadas integrantes de la Comisión de
Igualdad de Género, con fundamento en los artículos 71,
fracción II de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someten a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforma, adiciona y deroga diver-
sas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia, por lo anterior y a efec-
to de reunir los elementos exigidos por el numeral 1 del
artículo 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, la
iniciativa se presenta en los siguientes términos:

I. Planteamiento del problema que la iniciativa preten-
de resolver

La aprobación y promulgación de la Ley General de Acce-
so de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, publicada
en el Diario Oficial de la Federación el 1 de febrero de

2007, marcó un hito en la percepción social e institucional
sobre el derecho a una vida libre de violencia. Colocó el te-
ma en la dimensión de una política pública que compren-
día la gravedad del problema de las violencias que se ejer-
cen en contra de las mujeres y suscribía un compromiso de
los poderes públicos para atajarlo.

Han transcurrido 7 años desde la entrada en vigor, período
en el que ha demostrado ser un instrumento importante pa-
ra la concreción de las políticas públicas que garanticen di-
cho derecho, garantizando particularmente, como conse-
cuencia, los derechos a la vida, la libertad, la integridad, la
seguridad, la honra y la dignidad de todas las mujeres del
país.

En armonía con las obligaciones internacionales, la ley se
inserta en la tendencia de las últimas décadas por recono-
cer y defender los derechos humanos, particularmente de
las mujeres y niñas, como una forma de garantizar una con-
vivencia pacífica entre los seres humanos. Así, la Declara-
ción de Viena, de 1993, ha reconocido en forma expresa los
derechos humanos de las mujeres como parte inalienable,
integrante e indivisible de los derechos humanos universa-
les.

De la misma forma, la Convención Interamericana sobre
Derechos Civiles y Políticos de la Mujer (1948), la Con-
vención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradi-
car la Violencia contra la Mujer (1994), la Declaración so-
bre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer (1993),
la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing (1995),
reivindican el derecho de la mujer a la no discriminación,
la prevención, atención y la erradicación de la violencia.

Asimismo, la Convención para la Eliminación de todas las
formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) que
entró en vigor en 1981, obliga a los Estados parte a la adop-
ción de medidas de carácter legislativo, político, adminis-
trativo o de otra índole que resultasen necesarias para el lo-
gro de la igualdad de los derechos de las mujeres.

Con la expedición de la ley, el Estado mexicano, entre otras
cosas, dio respuesta a las acciones propuestas en Beijing
+5 y +10 en cuanto a la urgente necesidad de implementar
acciones para que en todas las Entidades Federativas ar-
monizarán la legislación y se tomarán medidas para:

• prevenir, atender, investigar y sancionar las violencias
en contra de las mujeres y niñas;
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• tipificar como delitos aquellas conductas basadas en
actos de violencia por razones de género;

• capacitar al personal de procuración, administración e
impartición de justicia en materia de derechos humanos
de las mujeres, desde la perspectiva de género;

• diseñar dentro de la estructura institucional un anda-
miaje para prevenir, atender, investigar, sancionar y
erradicar la violencia contra las mujeres, por señalar al-
gunas.

De tal manera que, la Ley General de Acceso de las Muje-
res a una Vida Libre de Violencia, tal como quedó asenta-
do en su exposición de motivos, obedeció a la necesidad de
desarrollar un instrumento jurídico con perspectiva de gé-
nero, que estableciera las acciones y mecanismos institu-
cionales que brindaran a las mujeres garantías para vivir li-
bres de violencias, aplicable en todo el territorio nacional y
obligatoria para los tres niveles de gobierno, responsables
de aplicar las políticas públicas necesarias para dar res-
puesta a las demandas de la población respetando la con-
currencia legislativa que permita a las entidades federati-
vas tomar las acciones necesarias.

En estos 7 años de vigencia y aplicación, la ley ha demos-
trado su pertinencia, pero también algunas deficiencias,
que a la par del escrutinio al que ha sido expuesto el Esta-
do mexicano en cuanto a las acciones para atender la vio-
lencia de género, ha dejado al descubierto omisiones y
errores que han traído como consecuencia una serie de re-
comendaciones, por organismos internacionales, que aún
están pendientes de solventar.

En ese contexto advertimos que la aplicación cotidiana de
la ley ha dejado en claro la necesidad de precisar y actuali-
zar algunos conceptos y procedimientos que facilitarían a
las autoridades y las y los operadores jurídicos, tanto su
comprensión desde las perspectivas de género, derechos
humanos y niñez; así como, como su cabal aplicación.

De tal manera que, podemos afirmar que este conjunto de
reformas es también motivado por la obligación de armo-
nizar el marco jurídico con la reforma constitucional de ju-
nio de 2011, así como de atender los resolutivos de las sen-
tencias emitidas por la Corte Interamericana de Derechos
Humanos (CIDH) en respuesta a las violaciones cometidas
por el Estado mexicano, fundamentalmente aquellas que
tienen relación con la violencia contra las mujeres como
son los casos Campo Algodonero, Inés Fernández y Valen-

tina Rosendo, que generaron un cambio de visión que obli-
ga a incorporar la perspectiva de género en la interpreta-
ción y aplicación del derecho y en el quehacer de todas las
autoridades.

II. Argumentos que la sustentan

Como se expresó en el apartado anterior, la ley requiere de
una reforma integral que ayude al perfeccionamiento de los
mecanismos y políticas públicas que contiene para garanti-
zar el derecho a una vida libre de violencia. En ese sentido,
se hacen una serie de reformas estructurales que pueden es-
quematizarse de la siguiente manera:
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En primer lugar, la iniciativa propone, ampliar y armonizar
los principios rectores para el acceso de todas las mujeres
a una vida libre de violencia, que deberán ser observados
en la elaboración y ejecución de las políticas públicas fe-
derales y locales, conforme a los nuevos principios consti-
tucionales como son: 

• La igualdad sustantiva;

• El interés superior de la niñez;

• El libre desarrollo de la personalidad;

• La no revictimización;

• La reparación integral del daño;

• El principio pro persona.

Además de las definiciones que incluyen los temas funda-
mentales sobre la perspectiva de género, que se vinculan
con el contenido y espíritu de la ley— también se propone
que se amplíe el catálogo conceptos que se incorporan en
el cuerpo de la Ley para precisar de manera objetiva aque-
llos cuya descripción ha resultado insuficiente o incom-
prensible al momento de su interpretación. En ese sentido
se define lo que se entenderá por: 

• Acceso a la justicia

• Acciones afirmativas

• Agravio comparado

• Actualización y profesionalización

• Atención

• Centro de justicia para las mujeres

• Condición de víctima

• Erradicación de la violencia contra las mujeres

• Igualdad formal

• Igualdad sustantiva

• Instrumentos de coordinación

• Modelo integral de prevención, atención, sanción y
erradicación de la violencia contra las mujeres y las ni-
ñas

• Políticas públicas con perspectiva de género

• Presupuestos con perspectiva de género

• Prevención
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• Redes de apoyo

• Centros de reeducación de las personas agresoras

• Reparación integral del daño a las mujeres víctimas de
violencias

• Medidas de rehabilitación

• Medidas de satisfacción

• Indemnización compensatoria

• Daño moral y psicológico

• Daño material

• Daño al proyecto de vida

• Garantías de no repetición

• Víctima o víctima directa

• Víctima indirecta

• Revictimización o victimización secundaria

• Violencia estructural contra las mujeres

De esta manera se incorporan las definiciones que las au-
toridades deben de entender de la Ley para cumplir, en el
ámbito de sus respectivas competencias, con las obligacio-
nes de prevención, atención, investigación, sanción y erra-
dicación de todo tipo de violencia, describiendo las accio-
nes que conlleva para la autoridad cada una de estas
responsabilidades.

Se incorporan también, las definiciones de algunas expre-
siones de violencia, que en su momento quedaron exclui-
dos de la Ley, pero que al paso del tiempo, algunos estu-
dios de medición de la violencia de género, como es la
ENDIREH, identificaron como manifestaciones cotidianas
de la violencia en contra de las mujeres, como son: andro-
centrismo, misoginia, empoderamiento, relación afectiva o
de hecho, parto humanizado, entre otros. 

Asimismo, el proyecto incluye nuevas definiciones de di-
versos tipos de violencia que contienen características par-
ticulares y que han resultado ser recurrentes ya sea, en ám-
bitos específicos de la vida de las mujeres o en sectores de

la población, nos referimos por ejemplo a la violencia en el
noviazgo, la violencia obstétrica, la violencia feminicida y
la violencia de género, sin duda la explicación detallada de
estos tipos de violencia promoverán su visibilización y por
ende fijarán la atención que merecen por parte de las auto-
ridades para su debida atención.

La iniciativa se inscribe también en el contexto de las obli-
gaciones internacionales del estado mexicano, ya que bus-
ca dar cumplimiento a las Recomendaciones del Comité de
la CEDAW en una de las esferas de preocupación que des-
taca por un lado la necesidad de armonizar la legislación
nacional con los instrumentos internacionales de derechos
humanos y por el otro la derogación de las leyes discrimi-
natorias.

Para tales efectos el comité de expertas ha instado a las au-
toridades federales del Estado parte a:

a) tomar las medidas necesarias para garantizar, especial-
mente a través de una coordinación eficaz, la armonización
de la legislación pertinente coherente y consistente en to-
dos los niveles con la reforma constitucional sobre dere-
chos humanos (2011) y en el sistema de Justicia Penal
(2008);

b) tomar las medidas necesarias para eliminar las inconsis-
tencias en los marcos jurídicos entre los niveles federales,
estatales y municipales, integrando la pertinente legisla-
ción estatal y municipal el principio de no discriminación
y la igualdad entre hombres y mujeres y por la derogación
de las disposiciones discriminatorias contra la mujer, en
consonancia con el apartado g del artículo 2 de la Conven-
ción y proporcionando definiciones coherentes y sancio-
nes, relacionados, entre otras cosas, violación, aborto, des-
apariciones forzadas, tráfico, lesiones y homicidio por
razones de honor, así como sobre el adulterio;

c) acelerar sus esfuerzos para armonizar constantemente,
entre otras cosas, su legislación civil, penal y procesal, con
la ley general o local sobre el acceso de las mujeres a una
vida libre de violencia y con la Convención;

Por todo ello, consideramos oportuno incluir en la Ley,
nuevas definiciones, incluyentes, que representen mayor
protección y amplia cobertura en el ejercicio de los dere-
chos humanos de las mujeres, como es por ejemplo la pro-
puesta de definición de los derechos sexuales y reproducti-
vos.



La iniciativa establece, también, la pertinencia de incorpo-
rar un nuevo Título III, denominado “De las Acciones Le-
gislativas para garantizar a las Mujeres el Derecho a una
Vida Libre de Violencias”, con el objetivo de que se esta-
blezcan puntualmente, de manera enunciativa, las obliga-
ciones que tienen los poderes legislativos —tanto del ám-
bito federal como de las entidades federativas— para
garantizar a las mujeres el derecho a una vida libre de vio-
lencias.

A través de un Capítulo Único, se adicionan nueve artícu-
los con obligaciones específicas en materia legislativa. Di-
chas obligaciones, como ya se ha mencionado, derivan del
marco constitucional que mandata el cumplimiento de los
derechos humanos (constitucionales y constitucionaliza-
dos) bajo los principios de igualdad y no discriminación;
particularmente, tratándose de los derechos humanos de las
mujeres y niñas, dichos principios obligan al Estado mexi-
cano a erradicar todas las formas de discriminación y de
violencias que pudieran vivir por razones de género.

En este sentido, se ha establecido que el principio de efica-
cia requiere que los derechos de las mujeres y niñas se con-
viertan en una realidad y que sean implementados. En con-
secuencia, cuando el ejercicio de alguno de esos derechos
no esté garantizado de jure y de facto en la esfera de la ju-
risdicción mexicana, de acuerdo con el artículo 2 de la
Convención Americana de Derechos Humanos (en adelan-
te, Convención Americana o CADH), el Estado mexicano
se encuentra obligado a adoptar las medidas legislativas
necesarias para ponerlos en práctica. Además, la Conven-
ción Americana exige que el sistema interno ofrezca un re-
curso judicial efectivo y accesible a las mujeres que ale-
guen la violación de los derechos protegidos por la
legislación nacional o los tratados internacionales. 

De igual forma, la CEDAW y la Convención Belem do Pa-
rá, obligan al Poder Legislativo mexicano (considerando
que es un país federal, los poderes legislativos de las enti-
dades federales también se encuentran obligadas) en los si-
guientes términos:

I. Convención sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer.

• Reconocer a la mujer la igualdad con el hombre an-
te la ley.

• Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constitu-
ciones nacionales y en cualquier otra legislación

apropiada el principio de la igualdad del hombre y
de la mujer y asegurar por ley u otros medios apro-
piados la realización práctica de ese principio.

• Adoptar medidas adecuadas, legislativas, con las
sanciones correspondientes, que prohíban toda dis-
criminación contra la mujer.

• Adoptar todas las medidas de carácter legislativo
para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y
prácticas que constituyan discriminación contra la
mujer.

• Derogar todas las disposiciones penales nacionales
que constituyan discriminación contra la mujer.

• Reconocer a la mujer, en materias civiles, una ca-
pacidad jurídica idéntica a la del hombre y las mis-
mas oportunidades para el ejercicio de esa capaci-
dad. En particular, le reconocerán a la mujer iguales
derechos para firmar contratos y administrar bienes
y le dispensarán un trato igual en todas las etapas del
procedimiento en las cortes de justicia y los tribuna-
les.

II. Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar
y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de
Belém do Pará”

• Incluir en su legislación interna normas penales, ci-
viles y administrativas, así como las de otra natura-
leza que sean necesarias para prevenir, sancionar y
erradicar la violencia contra la mujer.

• Tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo
medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir
leyes y reglamentos vigentes que respalden la per-
sistencia o la tolerancia de la violencia contra la mu-
jer.

• Adoptar las disposiciones legislativas o de otra ín-
dole que sean necesarias para hacer efectiva esta
Convención.

Atendiendo a lo anterior, la incorporación de la perspecti-
va de género y de derechos humanos de las mujeres en las
agendas legislativas en la Cámara de los Diputados, en la
Cámara de Senadores y en las diversas legislaturas de los
estados; es una necesidad y a la vez una obligación inter-
nacional que de no llevarse a cabo puede llegar a constituir
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omisiones por parte del Estado y, en consecuencia, respon-
sabilidades a nivel internacional1.

En el marco de sus atribuciones y respectivas competen-
cias, esta iniciativa propone que los poderes legislativos
para garantizar el derecho a una vida libre de violencias,
tanto a nivel federal como estatal, incluyendo a la Asam-
blea Legislativa del Distrito Federal, realicen lo siguiente:

1. Sus actuaciones tendrán en consideración el cumpli-
miento de los principios rectores establecidos en los trata-
dos internacionales de derechos humanos, en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en las
leyes en la materia, garantizando la armonización de sus
respectivos instrumentos jurídicos.

Lo anterior, derivado de la importancia de que los poderes
legislativos realicen todas sus actuaciones vigilando el
cumplimiento de los principios rectores establecidos en la
constitución, por ejemplo los principios de igualdad y no
discriminación, pro persona, de interpretación conforme,
universalidad, interdependencia, indivisibilidad, progresi-
vidad, interés superior de la niñez, igualdad entre hombres
y mujeres, libre desarrollo de la personalidad, entre otros. 

Así como, aquellos principios que si bien, no se encuentran
en el texto constitucional, si están previstos en tratados in-
ternacionales de derechos humanos o en leyes en materia
de derechos de mujeres y niñas. Por ejemplo si bien el tex-
to constitucional no contempla el principio de la debida di-
ligencia, este si se establece en la Convención Belém do
Pará. De la misma forma podemos mencionar la importan-
cia de observar el principio de autonomía en el ejercicio
progresivo de los derechos de las niñas que consagra la
Convención de Derechos del Niño, por mencionar algunos. 

2. Armonizar las leyes que protegen el derecho de las mu-
jeres a una vida libre de violencia y establecer que en el di-
seño de las políticas públicas de prevención.

Se retoma la importancia de que los poderes legislativos
establezcan en sus marcos normativos políticas públicas de
prevención de las diferentes formas de violencia, por ejem-
plo:

• La realización de investigaciones y diagnósticos so-
ciales y antropológicos que permitan visibilizar las cau-
sas, factores de riesgo y daños que produce la violencia
en contra de las mujeres.

• El diseño de programas dirigidos a disminuir los fac-
tores estructurales de violencia en las regiones de mayor
incidencia de los delitos cometidos contra las mujeres
por razones de género.

• La elaboración de estrategias de intervención socioló-
gica, educativa y cultural para la construcción de identi-
dades de género, basada en valores de respeto e igual-
dad sustantiva para disminuir relaciones asimétricas
entre los géneros.

• La actualización y profesionalización permanente de
las y los funcionarios públicos de los tres niveles de go-
bierno para identificar a las probables víctimas, brindar-
les protección y asistencia.

La progresividad de los procedimientos de persecución y
judicialización de los delitos cometidos en contra de muje-
res por razones de género al interior de las instancias de
procuración de justicia.

3. Adecuar las conductas tipificadas como delitos que se
cometan en contra de las mujeres, desde la perspectiva de
género, el interés superior de la niñez y los derechos hu-
manos.

Entre las obligaciones, que en el ámbito de sus competen-
cias, se establecen para los poderes legislativos, a fin de
cumplir con las obligaciones internacionales que establece
la Convención Belém do Pará para sancionar cualquier
forma de violencia y garantizar el derecho a una vida libre
de violencia, se propone:

• Adecuar los tipos penales relacionados con violencia
contra las mujeres conforme a las conductas descritas en
los tipos y modalidades de violencia que establece esta
ley.

• Identificar y derogar aquellos tipos penales que con-
tengan elementos subjetivos basados en estereotipos y
roles de género que discriminan y obstaculizan el acce-
so a la justicia de las mujeres.

• Identificar y establecer, conforme al principio de pro-
porcionalidad las conductas delictivas que se persiguen
de oficio; y prohibir la conciliación o el otorgamiento
del perdón entre la víctima y la persona agresora.

• Tipificar las conductas que no estén consideradas co-
mo delitos.



4. Considerar diferentes elementos como agravantes de los
delitos cometidos contra las mujeres.

Se establece la necesidad de identificar y sancionar aque-
llas conductas que agravan los delitos que se cometen en
contra de las mujeres y niñas por razones de género. En
ese sentido, los poderes legislativos deberán identificar
aquellos actos o circunstancias, que no forman parte de la
conducta del tipo penal o de sus elementos, pero que ha-
cen que la ejecución del delito sea más gravosa, precisa-
mente por dirigirse de manera específica a la víctima por
su condición de género, elementos que de observarse, en
la comisión del mismo delito cometido contra hombres,
demuestran que no se ejecuta de la misma forma que tra-
tándose de mujeres y niñas. Lo último, en el entendido de
que cometer una conducta delictiva en contra de niñas,
per se, ya debe considerarse un agravante por la protec-
ción especial que requieren las personas menores de 18
años de edad. En ese sentido, de manera declarativa, se
establece que los poderes legislativos deberán considerar
como agravantes, por lo menos, las siguientes circunstan-
cias o actos:

• La magnitud y crueldad de los daños causados a la víc-
tima.

• La relación de confianza, afectiva, de poder o subordi-
nación.

• La existencia de violencia sexual.

• La destrucción o sustracción de bienes indispensables
para la supervivencia. 

• La sustracción de hijas e hijos como métodos de coac-
ción para someter la voluntad de la madre.

• El estado de orfandad de hijas e hijos y de dependien-
tes económicos.

• El abuso de poder del sujeto activo cuando tiene la
condición de garante.

• Condiciones de mayor vulnerabilidad.

De igual manera, los poderes legislativos establecerán san-
ciones proporcionales para las funcionarias o funcionarios
públicos que por dolo o negligencia retarden o entorpezcan
la procuración o administración de justicia. Tratándose de
violaciones graves a derechos humanos, deberá valorarse

la pertinencia de establecer la imprescriptibilidad para es-
tas conductas.

5. Tipificar la violencia obstétrica cometida por el personal
médico o administrativo del sistema nacional de salud.

Recientemente, dos casos de mujeres que tuvieron su par-
to en condiciones inapropiadas en centros de salud de los
servicios estatales de salud llamaron la atención de los me-
dios masivos de comunicación. Se trata de Irma López Au-
relio, mujer mazateca que dio a luz en el jardín del Centro
de Salud de San Felipe Jalapa de Díaz, en Oaxaca2; y de
María del Carmen Oceguera, que tuvo su parto en el área
de recepción del Hospital de la Mujer de Tehuacán, Pue-
bla3. Independientemente de lo que concluyan las investiga-
ciones pertinentes, estos casos ponen a la vista un viejo pro-
blema que, gracias a las tecnologías modernas, se ha hecho
más visible recientemente: la violencia obstétrica y la viola-
ción de derechos de las mujeres en los servicios de salud4.

De acuerdo con el artículo de opinión “25 años de investi-
gación sobre violencia obstétrica en México”, el mayor nú-
mero de quejas por mala práctica médica que reporta la Co-
misión Nacional de Arbitraje Médico en los años de 2000
al 2012 corresponden al área de ginecobstetricia (2 mil 877
quejas concluidas)5. De nueva cuenta: independientemente
de la resolución final adoptada para cada uno de estos ca-
sos, los números son indicativos de que estamos frente a un
frecuente problema de violación de derechos de salud y de
salud reproductiva de las usuarias, en el espacio de los ser-
vicios de salud. Es importante resaltar que no se trata de
meros problemas de “calidad de la atención” sino de viola-
ciones a derechos fundamentales de las mujeres en el mar-
co de los servicios de salud6. De ahí la importancia, que los
poderes legislativos establezcan un tipo penal, conforme a
las obligaciones internacionales, que sancione la violencia
obstétrica conforme a los siguientes criterios: 

• Que no se atienda o no brinde atención oportuna y efi-
caz a las mujeres y las adolescentes en el embarazo, par-
to, puerperio o en emergencias obstétricas.

• Que se altere el proceso natural del parto de bajo ries-
go, sin que medie causa médica justificada, mediante el
uso de técnicas de aceleración, sin informar a la mujer y
sin obtener el consentimiento informado, voluntario y
expreso de la misma.

• Que existiendo las condiciones para el parto natural se
practique la cesárea, sin causa médica justificada, sin
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obtener el consentimiento voluntario, expreso e infor-
mado.

• Que se ejerza presión psicológica, se ofenda o amena-
ce a una mujer durante el proceso de embarazo, parto o
puerperio para inhibir la libre decisión de su materni-
dad.

• Que se obstaculice el apego de la niña o el niño con su
madre o que se niegue la posibilidad de amamantarle in-
mediatamente después de nacer, sin causa médica justi-
ficada.

• Que aun cuando existan los medios necesarios para la
realización del parto humanizado, se obligue a la mujer
a parir acostada sobre su columna y con las piernas le-
vantadas o en forma distinta a la que sea propia de sus
usos, costumbres y tradiciones obstétricas siempre que
no supongan un riesgo para la salud de la mujer o del
producto.

• Que se realicen de manera rutinaria y sin causa mé-
dica justificada procedimientos como restricción de lí-
quidos o alimentos a la mujer, exámenes vaginales re-
petidos, rasurado púbico, cateterización de la vejiga,
inserción de cánulas, infusión intravenosa, episioto-
mía, posición en decúbito supino durante la dilatación,
administración de oxitócicos antes del nacimiento, ma-
nipulación activa del feto.

6. Tipificar y sancionar las conductas que mediante el uso
de tecnologías de la información y comunicación, acosen,
hostiguen o amenacen a las mujeres; así como el uso o ma-
nipulación, sin su consentimiento, de imágenes, de infor-
mación privada o datos personales, que causen daño a su
integridad psicológica, dignidad, imagen, identidad o su
seguridad.

Actualmente, se ha documentado que diferentes tipos de
violencias en contra de mujeres y niñas se ha empezado a
ejercer a través del uso de las tecnologías de la información
y la comunicación, como son los teléfonos celulares, el in-
ternet o redes sociales. En ese sentido, se observa que los
principales actos de violencia que se detectan son el acoso
y el hostigamiento, generalmente con connotación sexual
pero también con componentes de discriminación basada
en estereotipos y roles de género. Si bien, no se busca un
uso excesivo del derecho penal, si es importante generar
mecanismos que garanticen y protejan el derecho de las
mujeres y niñas a una vida libre de violencias, por ello se

establece la importancia de que los poderes legislativos
identifiquen las conductas que vulneran este derecho cuan-
do se hace uso de las nuevas tecnologías de la información
y la comunicación, a fin de poder tipificarlas como delitos
y generar sanciones adecuadas y proporcionales.

7. Armonizar y o tipificar el delito de feminicidio conside-
rando que existen razones de género.

A partir del año 2009 y hasta la actualidad, los poderes le-
gislativos, tanto federal como de las entidades federativas,
han tipificado como delito el feminicidio, estableciendo
que dicha conducta delictiva consiste en la privación de la
vida de una mujer por razones de género. Lo anterior, en
concordancia con lo establecido en la sentencia de la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos contra México,
Caso González y otras “Campo Algodonero”, en donde se
analizan precisamente los asesinatos de mujeres y niñas en
Ciudad Juárez, Chihuahua. Si bien, el Código Penal Fede-
ral establece el tipo penal de feminicidio, se ha detectado
que no hay un solo tipo penal entre la federación y las 31
entidades federativas que lo tipifican, sino que cada enti-
dad ha introducido la figura a su legislación penal de di-
versas maneras, en ocasiones con redacciones poco afortu-
nadas que hacen que la comprobación de la conducta sea
prácticamente imposible generando impunidad y por ende,
denegación del acceso a la justicia para las víctimas y sus
familias.

En razón de lo anterior, se considera muy oportuno que a
través de esta propuesta los poderes legislativos, en el ám-
bito de sus respectivas competencias y facultades, tengan
la posibilidad de hacer una revisión puntual del tipo penal,
así como de las razones de género que deberán contemplar,
que son como mínimo las siguientes:

• La víctima presente signos de violencia sexual de cual-
quier tipo.

• A la víctima se le hayan infligido lesiones infamantes
o degradantes o mutilaciones, previas o posteriores a la
privación de la vida.

• Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de vio-
lencia en el ámbito familiar, laboral, escolar, institucio-
nal, o comunitario o cualquier otro ámbito del sujeto ac-
tivo en contra de la víctima.

• Haya existido entre el activo y la víctima una relación
de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matri-



monio, concubinato, noviazgo, o cualquier otra relación
de hecho o amistad o de confianza.

• Exista o haya existido entre el activo y la víctima una
relación laboral, escolar, o cualquier otra que implique
confianza, subordinación o superioridad.

• Existan datos que establezcan que hubo amenazas,
acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la vícti-
ma.

• La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que
sea el tiempo previo a la privación de la vida.

• El cuerpo de la víctima sea expuesto, depositado, arro-
jado, colocado o exhibido en un lugar público. 

• Se deberá establecer que la persona agresora perderá
todos los derechos con relación a la víctima, incluidos
los de carácter sucesorio, patria potestad o tutela en ca-
so de existencia de hijas e hijos en común.

• Establecer como norma procedimental que toda muer-
te violenta de mujer deberá ser investigada como femi-
nicidio, y en caso de que no se acredite ninguno de los
elementos del tipo penal descritos en el artículo anterior,
se investigará como homicidio.

En esta iniciativa se decide replantear el actual capítulo IV
del Título II de la ley en un nuevo título, denominado “De
las Órdenes de Protección” y que corresponde al Título V
de la propuesta. Este título se compone de un Capítulo Úni-
co con 21 artículos.

En el análisis que se realizó para la creación de esta pro-
puesta, la experiencia de las organizaciones de la sociedad
civil en el monitoreo y tramitación de las órdenes de pro-
tección fue clave. Entre las principales críticas que se ob-
servaron a las órdenes de protección eran su inoperatividad
en el ámbito federal. De igual forma se observó que no
existía uniformidad de criterios, procedimientos y autori-
dades en la tramitación y emisión de las órdenes en los
marcos normativos de las entidades federativas.

En materia de órdenes de protección, la propuesta es uno
de los temas centrales de la iniciativa, pues a los largo de
los 7 años de vigencia de la Ley ha quedado de manifies-
to que en los términos actuales esta medida resulta com-
pleja y de difícil acceso para las mujeres, tanto por estar
sujeta a la valoración subjetiva de las autoridades, como

por el desdén de las instancias que subestiman la trascen-
dencia de esta medida en la salvaguardar de la vida de las
mujeres.

Algunas de los aspectos cuestionables es por ejemplo el
término de 72 horas de duración de las medidas de protec-
ción, lo cual ha sido replicado en muchas entidades federa-
tivas, sin reparar en el hecho de que las medidas de protec-
ción deben responder en tiempo y con acciones idóneas
para atender cada caso en concreto a partir de los elemen-
tos con que se cuente, a fin de evitar la re victimización y
el desgaste de las mujeres que implica acudir en su caso a
solicitar prórrogas, a las instancias correspondientes para
que se amplíe la medida.

Se ha comprobado que con frecuencia, las mujeres son víc-
timas de agresiones mortales luego de haber acudido a re-
clamar la protección cautelar del Estado, e incluso habien-
do sido beneficiadas con medidas de protección que no son
adecuadamente implementadas ni supervisadas. Por ejem-
plo, en materia de prevención y protección, la CIDH ha ve-
rificado que las autoridades estatales, y en particular la po-
licía, no cumplen con su deber de proteger a las mujeres
víctimas de violencia contra actos inminentes.

Otro de los primeros problemas que se presentan en la apli-
cabilidad y efectividad de las órdenes de protección gira en
torno a la competencia. Partiendo de que la competencia es
la habilitación que una norma le confiere a cierta autoridad
para desempeñar determinada función, en esta iniciativa se
precisa la competencia del Ministerio Público y de la auto-
ridad judicial para emitir órdenes de protección de acuerdo
a la situación en que se encuentre la víctima de violencia,
y se específica también la autoridad responsable de vigilar
y garantizar su cumplimiento.

Brindar protección a una mujer tan solo por 72 horas la co-
loca en un mayor riesgo frente a la persona agresora. Sobre
todo al considerar que si la víctima ya ha denunciado, es
obligación de las autoridades durante las diferentes etapas
del proceso garantizar la seguridad de la víctima, por ello
el Ministerio Público en principio debe brindar protección
de inicio y mientras persista la situación de riesgo hasta
que el Ministerio Público integré la averiguación previa.

En este mismo orden de ideas, queda claro que la armoni-
zación de las medidas de protección en casi todas las enti-
dades –salvo en Veracruz y Distrito Federal– resulta defi-
ciente, ya que en su mayoría las legislaciones locales
obligan a las mujeres a presentar denuncia, para que luego
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el Ministerio Público solicite al juez una medida de protec-
ción que únicamente será por 72 horas.

En el cuadro siguiente se puede observar que las órdenes
de protección no son homogéneas en las distintas legisla-

ciones estatales, motivo por el cual se debe realizar el tra-
bajo legislativo correspondiente para lograr su eficacia.
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Es por ello, que esta iniciativa busca que las órdenes de
protección reflejen el reconocimiento, por parte de las au-
toridades, del riesgo que enfrentan las mujeres a causa de
los actos de violencia, que viven por el hecho de ser muje-
res, y el derecho que tienen a la protección estatal. Este re-
conocimiento, producto de la determinación de una autori-
dad judicial o administrativa, constituye una forma de
protección específica para las mujeres víctimas de violen-
cia.

A la luz del reconocimiento del riesgo y de la necesidad de
protección, las autoridades se encuentran obligadas a ase-
gurar que su estructura responda efectivamente y en forma
coordinada para tramitar, cumplimentar y dar seguimiento
a las órdenes de protección emitidas por las autoridades ju-
diciales o administrativas a fin de proteger de posibles vio-
laciones a los derechos humanos de las mujeres que viven
violencia; en especial, tratándose de los derechos a la vida,
la integridad, la seguridad, la libertad, la dignidad; todos
indispensables para garantizar el derecho a una vida libre
de violencia.

Por ello se requiere que, las autoridades y las y los servi-
dores públicos que estarán a cargo de las órdenes de pro-
tección conozcan y entiendan las características y particu-
laridades jurídicas de estos recursos; comprendan que
representa una determinación judicial o administrativa de
riesgo y necesidad de protección; tengan claridad en cuáles
son sus responsabilidades y obligaciones a partir de que
tienen conocimiento de que una mujer está en riesgo; así
como, después de que se concede la orden, hasta llevarla a
su adecuado y total cumplimiento, siempre priorizando la
máxima protección de la víctima; y, sepan responder de
forma inmediata ante reportes de posibles violaciones a la
orden.

En este sentido, es importante destacar que se establece
con claridad la posibilidad de que las autoridades policia-
les irrumpan en el domicilio en casos de violencia contra
las mujeres, en aquellos casos donde el evento de violencia
esté ocurriendo. Lo anterior, de conformidad con lo esta-
blecido en la tesis jurisprudencial de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación (21/2007. Intromisión de la autori-
dad en un domicilio sin orden judicial. Eficacia de las
actuaciones realizadas y de las pruebas obtenidas,
cuando es motivada por la comisión de un delito en fla-
grancia).

Por otra parte, la iniciativa plantea una reestructuración del
Título III capítulo I, del artículo 22 al 25 que comprende lo

relativo al mecanismo de alerta por violencia de género
contra las mujeres. En este sentido cabe precisar que las
modificaciones en torno a la alerta por violencia de género
buscan la congruencia de la ley con las nuevas disposicio-
nes del Reglamento de la Ley General de Acceso las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia específicamente con los
artículos 30 al 39, que contemplan la regulación de este
mecanismo en cuanto a las atribuciones y obligaciones del
Poder Ejecutivo Federal, y las bases de coordinación entre
éste, las entidades federativas y los municipios, necesarias
para su ejecución.

Con el objetivo de lograr que las solicitudes de alerta por
violencia de género se procesen conforme a criterios obje-
tivos y profesionales desvinculados de intereses políticos,
se propone la incorporación de un nuevo órgano colegiado
que se denominará Comité de Expertas, cuya integración y
atribuciones para investigar y recomendar acciones a la au-
toridad en el marco de la Alerta por violencia de Género,
quedan detalladamente definidas en la iniciativa, lo cual
aporta transparencia al mecanismo y certidumbre jurídica a
los destinatarios de la Ley.

Las modificaciones al mecanismo de alerta por violencia
de género, también atienden las recomendaciones del Co-
mité de la CEDAW resultado del 7 y 8 informe de México
y están ubicadas dentro del ámbito de preocupación que se
refiere a la Violencia contra las mujeres y el feminicidio,
ante lo cual (16) el Comité de expertas exhorta al Estado
parte a: 

b) Revisar los mecanismos nacionales existentes para abor-
dar la violencia contra la mujer con miras a simplificar los
procesos y mejorar la coordinación entre sus miembros y
fortalecer su capacidad, a nivel federal, estatal y municipal,
proporcionando recursos humanos, técnicos y financieros
suficientes, para aumentar su eficacia en la ejecución de su
mandato general para prevenir, tratar, sancionar y erradicar
la violencia contra la mujer;

d) Con urgencia abordar los obstáculos que limitan la acti-
vación del mecanismo de alerta de género.

Con estas modificaciones se recupera el sentido original de
la alerta de violencia de género y la vuelve efectiva como
una medida de protección colectiva que obliga a actuar a
los tres niveles de gobierno federal, estatal y municipal de
manera articulada para enfrentar y erradicar –desde una
perspectiva de género, de forma pronta y expedita, sin di-
lación–, la violencia feminicida en un territorio determina-
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do, ya sea ejercida por individuos o por la propia comuni-
dad.

La propuesta define claramente los requisitos razonables y
objetivos que debe reunir la solicitud y desglosa el proce-
dimiento a seguir para activar el mecanismo de Alerta de
Violencia de género en sus dos vertientes; por agravio
comparado y por violencia feminicida.

Las modificaciones en materia de Alerta por Violencia de
Género tienen el propósito de dar una mayor articulación al
conjunto de acciones gubernamentales de investigación,
procuración y administración de justicia que deben condu-
cir a un procedimiento objetivo que desde la perspectiva de
género defina su procedencia.

Es importante dimensionar que todas las reformas que se
plantean buscan garantizar la prevención, la atención, la
sanción y la erradicación de todos los tipos de violencia
contra las mujeres durante su ciclo de vida. De igual ma-
nera las reformas buscan garantizar que cualquier política
pública que surja de la Ley, deberá elaborarse y ejecutarse
observando los principios rectores que prevé la Ley para
lograr el acceso de las mujeres a una vida libre de violen-
cia; la igualdad jurídica entre mujeres y el hombres; el res-
peto a la dignidad; la no discriminación y la libertad de las
mujeres.

El tema de los refugios es también un aspecto importante
de la iniciativa. Con la finalidad de definir los parámetros
para la instalación y funcionamiento de los refugios, así co-
mo la obligación que tiene el Estado frente a estos espacios
se amplía este capítulo.

Los refugios asociados a la Red Nacional de Refugios son
espacios que operan con gran discreción, para resguardar la
seguridad de las víctimas de violencia y del personal que
las atiende, la ubicación y el personal constituyen informa-
ción que se tutela bajo estricta confidencialidad.

Sin embargo es sabido que no todas las entidades federati-
vas cuentan con refugios de esta naturaleza, en muchas
ocasiones no se destinan recursos financieros, ni se cuenta
con reglas claras para su operación y supervisión, ya que
son instancias especializadas que requieren cumplir con
mínimos estándares para proteger y salvaguardar la inte-
gridad y la vida de las mujeres.

Un Estado que no toma en cuenta la dimensión, las diná-
micas y características de un conflicto social, no es capaz

de cumplir con la propia razón de su constitución; en el ca-
so de la violencia contra las mujeres, corresponde a éste
garantizar su protección a través de legislaciones y políti-
cas públicas que permitan el disfrute de sus derechos en
condiciones de seguridad, equidad y dignidad.

Ningún Estado que se considere democrático, debe ignorar
que la violencia contra las mujeres es muestra clara de la
falta de civilidad y desarrollo de un país, lo que las limita
a ejercer plenamente su ciudadanía y su desarrollo.

En las últimas décadas se viene destacando la importancia
de reconocer y defender los derechos humanos, particular-
mente de las mujeres, como una forma de garantizar una
convivencia pacífica entre los seres humanos, así, la De-
claración de Viena de 1993 ha reconocido en forma expre-
sa los Derechos Humanos de las Mujeres como parte in-
alienable, integrante e indivisible de los Derechos
Humanos Universales.

Contar con un marco jurídico que además de cumplir con
los tratados internacionales, ratificados por México; sea
operativo en la aplicación de sanciones, medidas de pro-
tección para las mujeres que se encuentren en situación de
riesgo o peligro; así como un texto legal que describa la
violencia hacia la mujer en sus diversas modalidades; ade-
más del abordaje sobre temas relacionados con la alerta de
género y los agravios comparados; son sólo el primer paso
para que aquellas prácticas jurídicas y consuetudinarias
que respalden la persistencia o tolerancia de la violencia
contra la mujer, sean erradicadas, dando paso al verdadero
acceso de las mujeres a una vida libre de violencia.

La presente ley busca vincular a las autoridades para que
vigilen el eficaz cumplimiento de los programas sobre la
no violencia contra las mujeres, como complemento de la
labor legislativa, que en el marco del federalismo habrá de
aplicarse en todas las entidades federativas.

En ese orden de ideas el artículo 4o. constitucional señala
que las personas tienen derecho a vivir en un medio am-
biente adecuado para su desarrollo y bienestar, el Banco
Mundial de Desarrollo ha señalado al respecto, que el me-
dio ambiente debe entenderse como un conjunto complejo
de condiciones físicas, geográficas, biológicas, sociales,
culturales y políticas que rodea a un individuo u organismo
y que en definitiva determinan su forma y la naturaleza de
su supervivencia.



Nadie puede negar hoy por hoy que la violencia de género
es uno de los grandes obstáculos para que las mujeres pue-
dan ejercer su derecho a un medio ambiente adecuado, con
la presente Ley General se pretende dotar a nuestro país de
un instrumento indicativo para las entidades federativas
que permita ir eliminando la violencia, y la discriminación
que viven las mujeres que contraviene además el espíritu
del artículo primero de la Carta Magna.

Por ello, el cuerpo normativo de la ley tiene el propósito de
reconocer el derecho de las mujeres a una vida libre de vio-
lencia, como sujetos de derechos, independientemente de
su edad, estado civil, profesión, religión, origen étnico,
condición social, y otras circunstancias en las que se pue-
dan encontrar en desventaja, en una clara violación al prin-
cipio de igualdad que nuestra Constitución señala.

Finalmente, el proyecto de ley que se somete a considera-
ción, reconoce que toda mujer que viva en el territorio na-
cional tiene derecho a vivir sin violencia, en un ambiente
de seguridad que le permita su desarrollo en todos los ám-
bitos; y a que las autoridades cumplan con su obligación de
velar por sus derechos fundamentales.

Así, es prioridad la instauración del imperio de la ley bajo
la perspectiva del respeto a los derechos humanos y por
tanto la restauración de un Estado democrático e incluyen-
te 

III. Fundamento legal

Esta iniciativa se presenta en ejercicio de las facultades que
a las suscritos, en su calidad de diputadas federales e inte-
grantes de la Comisión de Igualdad de Género de la LXII
Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, les con-
fieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, frac-
ción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

IV. Denominación del proyecto de decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia

V. Ordenamientos a modificar y adicionar

Se reforman los artículos 1, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 12, 13, 14,
15, 17, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34,

35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50,
51, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 60; se adicionan un Tí-
tulo IV con VII capítulos, un Título V con capítulo único,
un Título VI con V capítulos, un Título VII con V capítu-
los y un Título VIII con capítulo único, y los artículos 7
Bis, 7 Ter, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73,
74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 85, 86, 87, 88, 89,
90, 91, 92, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100, 101, 102, 103,
104, 105, 106, 107, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 115,
116, 117, 118, 119, 120, 121, 122, 123, 124, 125, 126, 127,
128, 129, 130, 131, 132, 133, 134, 135, 136, 137, 138, 139,
140, 141, 142, 143, 144, 145, 146, 147, 148, 149, 150, 151
y 152. Se deroga la fracción II del artículo 36.Todo de la
actual Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia. 

Por lo expuesto, las que suscriben, sometemos a su consi-
deración la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia

Artículo Único. Iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman los artículos 1, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 12, 13,
14, 15, 17, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33,
34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49,
50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 60; se adicionan un
Título IV con VII capítulos, un Título V con capítulo único,
un Título VI con V capítulos, un Título VII con V capítulos
y un Título VIII con capítulo único, y los artículos 7 Bis, 7
Ter, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75,
76, 77, 78, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 85, 86, 87, 88, 89, 90, 91,
92, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100, 101, 102, 103, 104, 105,
106, 107, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 115, 116, 117,
118, 119, 120, 121, 122, 123, 124, 125, 126, 127, 128, 129,
130, 131, 132, 133, 134, 135, 136, 137, 138, 139, 140, 141,
142, 143, 144, 145, 146, 147, 148, 149, 150, 151 y 152. Se
deroga la fracción II del artículo 36.Todo de la actual Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia.
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Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia

Título Primero

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto establecer la
coordinación entre la federación, las entidades federativas,
el Distrito Federal y los municipios para prevenir, atender,
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres de to-
das las edades, así como los principios y modalidades para
garantizar su acceso a una vida digna y a una vida libre de
violencia que favorezca su desarrollo y bienestar conforme
a los principios de igualdad formal, sustantiva y de no dis-
criminación.

…

Artículo 2. …

Artículo 3. …

Artículo 4. Los principios rectores para el acceso de todas
las mujeres a una vida libre de violencia que deberán ser
observados en la elaboración y ejecución de las políticas
públicas federales y locales son:

I. La igualdad formal.

II. La igualdad sustantiva.

III. El interés superior de la niñez.

IV. El libre desarrollo de la personalidad.

V. El respeto a la dignidad humana de las mujeres.

VI. La no revictimización.

VII. La reparación integral del daño.

VIII. La no discriminación; y,

IX. El principio pro persona.

Artículo 5. Para los efectos de la presente ley se entende-
rá por:

I. Acceso a la justicia: Conjunto de medidas y accio-
nes jurídicas que, en los diferentes ámbitos del dere-
cho, deben realizar y aplicar las dependencias, insti-
tuciones y entidades del sector público para
garantizar y hacer efectiva la exigibilidad de los de-
rechos humanos de las mujeres y las niñas. Implica,
además, la instrumentalización de medidas y órde-
nes de protección, así como el acompañamiento, la
representación y defensoría jurídica y, en su caso, la
reparación integral del daño.

II. Acciones afirmativas: Medidas especiales de ca-
rácter temporal encaminadas a garantizar la igual-
dad sustantiva entre mujeres y hombres, así como
entre niñas y niños, en todas las esferas de su vida
económica, política, civil, social y cultural, eliminan-
do todas las formas de discriminación en contra de
mujeres y niñas, que menoscaban, restringen o anu-
lan el ejercicio de sus derechos humanos.

III. Agravio comparado Es un acto u omisión que ge-
nera un daño al discriminar a una mujer o niña y no
garantizar el acceso y el pleno ejercicio de un dere-
cho universal reconocido en comparación con otras
personas que en situación similar si gozan plena-
mente de ese derecho.

IV. Agresor o persona agresora: quien inflige cual-
quier tipo de violencia contra las mujeres.

V. Actualización y profesionalización: La actualiza-
ción es el proceso permanente de formación, desde la
perspectiva de género, con la finalidad de incorporar
a la administración y gestión pública los avances y
nuevas concepciones en materia de igualdad sustan-
tiva y derechos humanos de las mujeres. Tratándose
de profesionalización se deberán proporcionar cono-
cimientos específicos, construidos desde la perspecti-
va de género, el interés superior de la niñez y los de-
rechos humanos, que deben articularse con la
disciplina académica y/o técnica de las y los funcio-
narios, a fin de aplicarlos en todo su ejercicio profe-
sional para asegurar la igualdad sustantiva entre
mujeres y hombres, los derechos humanos de las mu-
jeres, particularmente su derecho a una vida libre de
violencias.

VI. Androcentrismo: Visión, conceptualización y
construcción social y cultural que sitúa al hombre, es
decir, a la persona masculina como el centro de todas



las cosas, como la medida y referencia de lo que su-
cede en el entorno, referenciando a lo femenino como
lo que le es ajeno.

VII. Atención: Es el conjunto de medidas, acciones y
servicios especializados, integrales, gratuitos, basa-
dos en la perspectiva de género, el interés superior de
la niñez y derechos humanos, proporcionados por las
instancias gubernamentales y privadas; en favor de
las mujeres incluyendo el acceso a los servicios sin
discriminación de ningún tipo, incluyendo en su ca-
so, a sus hijas en cualquier institución pública o pri-
vada. La finalidad de la atención es el fortalecimien-
to del ejercicio pleno de los derechos de las mujeres
y las niñas, así como su empoderamiento, lo que im-
plica el resarcimiento, participación, reparación y
protección de sus derechos humanos.

VIII. Banco nacional de datos e información sobre
casos y delitos de violencia cometida en contra de
mujeres: Es un sistema digital en el cual se concen-
tra un registro con los datos generales y socio demo-
gráficos de las víctimas, las personas agresoras y las
órdenes de protección dictadas en favor de las muje-
res. Concentra la información proporcionada por las
dependencias del Sistema Nacional para Prevenir,
Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra
las Mujeres, instancias encargadas de crear, proce-
sar, dar seguimiento y actualizar los expedientes
electrónicos únicos para cada mujer que se encuen-
tre en situación de cualquier tipo y modalidad de vio-
lencia.

El objetivo del banco es contar con una herramienta
gubernamental para la generación de políticas pú-
blicas con perspectivas de género, interés superior de
la niñez y derechos humanos, a fin de prevenir, aten-
der y erradicar la violencia en contra de mujeres. La
información del banco deberá sujetarse a lo dispues-
to por las disposiciones legales en materia de acceso
a la información pública y protección de datos per-
sonales.

IX. Centro de Justicia para las Mujeres: Espacios fí-
sicos, a cargo de las autoridades de las entidades fe-
derativas, el Distrito Federal, y los municipios, cuyo
objetivo es concentrar en un mismo lugar, los servi-
cios interinstitucionales y especializados que faciliten
el acceso a la justicia, conforme al debido proceso, y
brinden la atención integral con perspectiva de gé-

nero a las mujeres que han sido víctimas de cual-
quier tipo de violencia, así como a las víctimas indi-
rectas, dando respuesta oportuna, eficaz e integral a
sus necesidades de atención, protección y acceso a la
procuración e impartición de justicia, contando con
la coordinación de instancias gubernamentales y or-
ganizaciones de la sociedad civil, para instrumentar
herramientas que propicien la toma de decisiones,
encaminadas a construir un nuevo proyecto de vida
para las mujeres, ambiente agradable, seguro y con-
fiable.

X. Condición de víctima: La situación en que se en-
cuentra una mujer que haya sufrido algún daño o
menoscabo físico, psicológico, sexual, económico, pa-
trimonial, obstétrico, al afectar sus derechos o en ge-
neral cualquiera puesta en peligro o lesión de sus bie-
nes jurídicos o derechos como consecuencia de la
comisión de un acto de violencia por razones de gé-
nero.

XI. Debida diligencia: La obligación de las y los ser-
vidores públicos, las dependencias y entidades del
gobierno, de realizar todas las actuaciones necesa-
rias dentro de un tiempo razonable, a través de una
respuesta eficiente, eficaz, oportuna, responsable con
perspectiva de género y derechos humanos para la
prevención, atención, investigación, sanción y repa-
ración integral del daño a las mujeres víctimas de
violencia. 

Tratándose de niñas y adolescentes las obligaciones,
señaladas en el párrafo anterior, se cumplirán con
especial celeridad y de forma exhaustiva, libre de
prácticas discriminatorias basadas en estereotipos
de género, de conformidad con el interés superior de
la niñez. 

XII. Derechos humanos de las mujeres: Conjunto de
derechos universales, progresivos, inalienables, in-
terdependientes e indivisibles, así como las garantías
para su protección, reconocidos en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y los ins-
trumentos internacionales ratificados por México,
especialmente los consagrados en la Convención so-
bre la Eliminación de Todos las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer (CEDAW), la Convención
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradi-
car la Violencia contra la Mujer (Belém Do Pará),
entre otros. Tratándose de los derechos humanos de
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las niñas y las adolescentes, además de lo anterior,
deberán observarse los derechos consagrados en la
Convención sobre los Derechos de la Niñez (CDN),
entre otros.

XIII. Discriminación contra las mujeres: Es toda dis-
tinción, exclusión o restricción basada en el género
que tiene por objetivo o resultado menoscabar o anu-
lar el reconocimiento, goce o ejercicio de sus dere-
chos humanos.

Esta discriminación se expresa en todas las esferas
públicas y privadas de la vida de las mujeres, a tra-
vés de actitudes misóginas y excluyentes, que sitúan
a las mujeres de todas las edades, en desventaja, in-
equidad, marginalidad y exclusión.

XIV. Empoderamiento de las mujeres: Es un proceso
por medio del cual las mujeres transitan de cualquier si-
tuación de opresión, desigualdad, discriminación, ex-
plotación o exclusión a un estadio de conciencia, auto-
determinación y autonomía, el cual se manifiesta en el
ejercicio del poder democrático que emana del goce ple-
no de sus derechos y libertades.

XV. Erradicación de la violencia contra las mujeres:
Conjunto de acciones y políticas públicas diseñadas
con la finalidad de eliminar las condiciones estructu-
rales de la violencia, como es la desigualdad entre las
mujeres en cualquier etapa de su vida con relación a
los hombres.

Consiste en la eliminación de los diferentes tipos y
modalidades de la violencia ejercida en contra de
mujeres, los estereotipos, valores, actitudes y creen-
cias misóginas y androcéntricas; con la finalidad de
garantizar las condiciones para la vigencia y acceso
al ejercicio pleno de los derechos humanos de las mu-
jeres y las niñas.

XVI. Igualdad formal: Reconocimiento ante la ley,
las normas, las políticas públicas, acciones, progra-
mas, presupuestos y ante las estructuras de Gobier-
no de la condición igualitaria entre las mujeres y los
hombres mediante la cual se asegura que todas las
personas gocen de los mismos derechos.

XVII. Igualdad sustantiva: Condición a la que las
mujeres tienen derecho y que el Estado debe garan-

tizar mediante el establecimiento de normas, leyes,
política pública, acciones, programas, presupuestos
y las medidas necesarias de carácter estructural, so-
cial y cultural para lograr el acceso de las mujeres,
de cualquier edad, al ejercicio de todos los derechos
humanos y libertades; así como al acceso a oportu-
nidades, bienes, servicios, recursos en todos los ám-
bitos de la vida, eliminando todas las formas de dis-
criminación.

XVIII. Instrumentos de coordinación: procedimien-
tos, disposiciones y normas, con perspectiva de géne-
ro, de interés superior de la niñez y derechos huma-
nos, que deberán implementarse transversalmente,
en el sector público y privado, para asegurar la eje-
cución de medidas integrales y acciones para preve-
nir, atender, sancionar y erradicar la violencia con-
tra las mujeres.

XIX. Ley: La Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia.

XX. Misoginia: Es la actitud de odio, rechazo, aver-
sión de las personas hacia las mujeres, y en general,
hacia todo lo relacionado con lo femenino conside-
rándolo como inferior.

XXI. Modalidades de violencia: Los ámbitos de ocu-
rrencia, públicos o privados, en que se presenta la vio-
lencia contra las mujeres y las niñas.

XXII. Modelo integral de prevención, atención, san-
ción y erradicación de la violencia contra las mujeres
y las niñas: Mecanismo de coordinación interinstitu-
cional que integra el conjunto de estrategias y medi-
das diseñadas científicamente con perspectiva de gé-
nero, interés superior de la niñez y derechos
humanos, a partir de una visión interdisciplinaria e
integral que implementará el Estado para la preven-
ción, atención, sanción y erradicación de la violencia
contra las mujeres.

XXIII. Niña: Mujer menor a los dieciocho años de
edad cumplidos. Para efectos de esta ley, en concor-
dancia con la Ley General de los derechos de las ni-
ñas, niños y adolescentes, se entenderá por “niña” a
la mujer menor de 12 años cumplidos y por “adoles-
cente” a la mujer que se encuentre entre los doce
años cumplidos y sea menor los 18 años.



XXIV. Relación afectiva o de hecho: Aquella en la
que se comparte una relación íntima sin convivencia
ni vínculo matrimonial o concubinato.

XXV. Parto humanizado: Modelo de atención a las
mujeres durante el parto y el puerperio, basado en el
respeto a sus derechos humanos, su dignidad, inte-
gridad, libertad y toma de decisiones relativas a có-
mo, dónde y con quien parir. La atención médica
otorgada debe estar basada en fundamentos científi-
cos y en las recomendaciones de la Organización
Mundial de la Salud, proporcionando condiciones de
comodidad y privacidad durante el parto, con lo me-
jor de la atención desmedicalizada, y garantizando
en su caso, la coordinación y los acuerdos interinsti-
tucionales para identificar, atender y resolver de ma-
nera oportuna y segura las complicaciones y emer-
gencias obstétricas.

El modelo incluye de manera explícita y directa, las
opiniones, necesidades y valoraciones emocionales
de las mujeres y sus familias en los procesos de aten-
ción del parto y puerperio, incorporando medidas
para erradicar las barreras culturales y de género
que dificultan el acceso de las mujeres a los servicios
de salud, reconociendo la diversidad cultural exis-
tente, y los aportes de la partería tradicional y otros
aportes clínico terapéuticos de salud no convencio-
nales.

XXVI. Perspectiva de género: Es el enfoque o conteni-
do conceptual que se le da al género para analizar la
realidad o fenómenos diversos a fin de evaluar las po-
líticas públicas, la legislación y el acceso al ejercicio
pleno de los derechos de las mujeres y niñas, dirigido a
diseñar estrategias y evaluar acciones, a partir del cual
se crea una interpretación de la realidad que es sensible a
las causas y efectos de las diferencias de género en el con-
texto de las sociedades y en las personas de uno u otro se-
xo.

XXVII. Políticas públicas con perspectiva de género:
Conjunto de orientaciones y directrices dirigidas a
asegurar los principios y derechos consagrados en la
Ley, para abatir las desigualdades de género y ga-
rantizar el ejercicio pleno de los derechos humanos
de las mujeres y las niñas.

La incorporación de la perspectiva de género es una
herramienta de apoyo fundamental para los proce-

sos de toma de decisiones vinculados a la formula-
ción y puesta en ejecución de las políticas públicas,
para obtener los mejores resultados en términos de
igualdad sustantiva.

XXVIII. Presupuestos con perspectiva de género:
Los presupuestos con perspectiva de género son he-
rramientas que a través de la asignación de recursos
públicos contribuyen a la elaboración, instrumenta-
ción y evaluación de políticas, y programas orienta-
dos a la transformación de la organización social ha-
cia una sociedad igualitaria.

XXIX. Prevención: Estrategias y acciones coordina-
das y anticipadas para evitar las violencias contra las
mujeres, su continuidad o incremento así como las
actitudes y los estereotipos existentes en la sociedad
acerca de las mujeres.

Tratándose de niñas, las estrategias y acciones de
prevención velarán por el cumplimiento del interés
superior de la niñez y atenderán los principios de au-
tonomía progresiva en el ejercicio de los derechos y
la libre personalidad.

XXX. Programa: El Programa Integral para Prevenir,
Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las
mujeres; es el instrumento de coordinación que con-
tiene las medidas y acciones deliberadas y concretas.
De forma planeada y coordinada deberán ser ejecu-
tadas por las dependencias y entidades del sector pú-
blico, en el corto, mediano y largo plazo a fin de pre-
venir, atender, sancionar y erradicar las violencias
contra las mujeres de todas las etapas de su vida.

XXXI. Redes de apoyo: Conjunto de relaciones in-
terpersonales e institucionales que hacen posible la
vinculación de las mujeres con personas del entorno
familiar, social o público, con la finalidad de salva-
guardar, mantener o mejorar su bienestar integral,
seguridad y su calidad de vida.

XXXII. Centros de reeducación de las personas agre-
soras: Espacio físico en donde se ofrece un conjunto
de medidas integrales, especializadas destinadas a
las personas agresoras en los términos establecidos
en la ley, con el fin de eliminar los estereotipos de gé-
nero y los patrones machistas y misóginos que gene-
ran la violencia contra las mujeres y las niñas.
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XXXIII. Reparación integral del daño a las mujeres
víctimas de violencias: Acciones que, de conformi-
dad con el Artículo 20 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de
Víctimas y demás ordenamientos jurídicos, deberán
ser implementadas por las autoridades correspon-
dientes, a favor de las mujeres víctimas de violencias,
desde una vocación transformadora; es decir, desde
un enfoque no sólo restitutivo sino también correcti-
vo, que combata las situaciones de discriminación en
que viven las víctimas.

Estas acciones se expresan en:

a) Medidas de rehabilitación: Son los tratamien-
tos médico y psicológico que requieren las vícti-
mas, previo consentimiento informado y por el
tiempo que sea necesario, incluida la provisión
gratuita de medicamentos.

b) Medidas de satisfacción: Son medidas tendien-
tes a contribuir a la reparación individual y co-
lectiva, la recuperación de la memoria de las víc-
timas, el restablecimiento de su dignidad, y la
manifestación pública de mensajes de reproba-
ción oficial a las violaciones de los derechos hu-
manos de las mujeres y de compromiso con los es-
fuerzos tendientes a que no vuelva ocurrir.

c) Indemnización compensatoria: Se deberá con-
siderar los siguientes conceptos:

i) Daño moral y psicológico: Por los sufrimientos
y aflicciones causados a la víctima y sus familia-
res.

ii) Daño material: la pérdida o detrimento de los
ingresos de las víctimas, los gastos efectuados con
motivo de los hechos y las consecuencias de ca-
rácter económico. 

d) Daño al proyecto de vida: Por la afectación o
impedimento de continuar con su proyecto de vi-
da como consecuencia de la violencia que sufrie-
ron, involucra la imposibilidad que tuvieron las
víctimas de continuar con sus estudios o su tra-
bajo, la frustración y angustia personales al ver
truncadas sus expectativas de vida ante el menos-
cabo de las oportunidades personales y profesio-
nales.

e) Garantías de no repetición. Son las medidas
generales, que evitan que hechos que motivaron
la violación a los derechos humanos de las muje-
res vuelvan a ocurrir.

f) Obligación de investigar, juzgar y sancionar
con perspectiva de género a través de los medios
legales disponibles y deberá estar orientada a la
determinación de la verdad histórica y jurídica.
Esta obligación deberá incluir la investigación y
sanción de las y los funcionarios que obstaculiza-
ron o que con su negligencia violaron los derechos
humanos de las mujeres y las niñas.

XXXIV. Sistema: El Sistema Nacional de Prevención,
Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia contra
las mujeres.

XXXV. Tipos de violencia: Los daños ocasionados
por las violencias contra las mujeres y las niñas.

XXXVI. Víctima o víctima directa: Aquella mujer o
niña que haya sido objeto de cualquier tipo y moda-
lidad de violencia, que le causara daños, ya sean físi-
cos, sexuales, psicológicos, obstétricos, contra dere-
chos reproductivos o sexuales, económicos,
patrimoniales, por distinción, exclusión, margina-
ción y discriminación.

XXXVII. Víctima indirecta: las hijas e hijos, así co-
mo familiares o aquellas personas a cargo de la víc-
tima directa que tengan una relación inmediata con
ella.

XXXVIII. Revictimización o victimización secunda-
ria: Es aquella derivada de las relaciones de la vícti-
ma con los sistemas de procuración y administración
de justicia. Las victimización secundaria es aquella
que padecen las mujeres agraviadas, cuyos derechos
en la consecución de la justicia y la reparación del
daño son menoscabados o anulados, generándose
desde las instituciones, tolerancia, violencia e impu-
nidad; y,

XXXIX. Violencia estructural contra las mujeres: Es
toda acción u omisión, que mediante la realización
de uno o varios tipos de violencia, cause daño o su-
frimiento a las mujeres, tanto en el ámbito público
como privado.



Se refiere a conductas ejercidas por las personas, el Es-
tado y la sociedad; así como la ejercida en comunida-
des, relaciones humanas, prácticas e instituciones socia-
les, que el Estado reproduce y tolera al no garantizar la
igualdad sustantiva, al perpetuar formas jurídicas, ju-
diciales, políticas, económicas y sociales androcéntricas
y de jerarquía de género; así como al no dar garantías
de seguridad a las mujeres durante todas las etapas de
su vida.

Se manifiesta en conductas asociadas con la exclusión,
la subordinación, la discriminación, la marginación y la
explotación, consustanciales a la dominación estructu-
ral de género masculina, afectando sus derechos.

Título II
De los tipos y modalidades de la violencia

Capítulo I
Tipos de violencia

Artículo 6. Los tipos de violencia contra las mujeres son: 

I. a III. …

IV. Violencia económica. Es toda acción u omisión de
la persona agresora que afecta la supervivencia eco-
nómica de la víctima. Se manifiesta a través de limi-
taciones encaminadas a controlar el ingreso de sus
percepciones económicas, así como la percepción de
un salario menor por igual trabajo, dentro de un mis-
mo centro laboral.

V. …

VI. Violencia contra los derechos sexuales y repro-
ductivos: Es toda acción u omisión que limite o vul-
nere el derecho de las mujeres de cualquier edad a
decidir de manera libre, voluntaria, e informada so-
bre su sexualidad; acceso a métodos anticonceptivos,
a una maternidad elegida y segura, al número y es-
paciamiento de las y los hijos así como a servicios de
interrupción legal del embarazo seguro en el marco
jurídico previsto en la legislación de las Entidades
Federativas, así como, a servicios de atención prena-
tal y obstétricos de emergencia.

VII. Violencia obstétrica: Es toda acción u omisión
por parte del personal de Sistema Nacional de Salud,
de tipo médico o administrativo, que dañe, lastime o

denigre a las mujeres de cualquier edad durante el
embarazo, parto o puerperio, así como la negligencia
en su atención médica; se expresa en la negación de
la apropiación del cuerpo y procesos reproductivos a
las mujeres, trato deshumanizado, abuso de medica-
ción y patologización de los procesos naturales, pér-
dida de autonomía y capacidad para decidir libre-
mente sobre sus cuerpos y sexualidad. 

Se caracteriza por:

a) Omitir la atención oportuna y eficaz de las
emergencias obstétricas;

b) Obligar a la mujer a parir en condiciones aje-
nas a su voluntad o contra sus prácticas cultura-
les, cuando existan los medios necesarios para la
realización del parto humanizado; 

c) Obstaculizar el apego precoz de la niña o niño
con su madre sin causa médica justificada, ne-
gándole la posibilidad de cargarle y amamantar-
le inmediatamente después de nacer;

d) Alterar el proceso natural del parto de bajo
riesgo, mediante el uso de técnicas de aceleración,
sin obtener el consentimiento voluntario, expreso
e informado de la mujer;

e) Practicar el parto por vía de cesárea, existien-
do condiciones para el parto natural, o;

f) Imponer bajo cualquier medio el uso de méto-
dos anticonceptivos o de esterilización sin que
medie el consentimiento voluntario, expreso e in-
formado de la mujer.

VIII. Violencia cibernética: Toda acción, que me-
diante el uso de tecnologías de la información y co-
municación, redes sociales, páginas web, correo elec-
trónico, blogs, mensajes de texto, videos, o
cualquiera otra, lesionan la dignidad, seguridad, li-
bertad e integridad de las mujeres en cualquier ám-
bito de su vida.

IX. Violencia política: Es toda acción u omisión y con-
ducta agresiva cometida por una o varias personas,
por sí o a través de terceros, que causen daño físico,
psicológico en contra de una mujer o de varias muje-
res y de sus familias, en ejercicio de la representación
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política, para impedir, restringir el ejercicio de su
cargo o inducirla a tomar decisiones en contra de su
voluntad y o de la ley.

Se consideran actos de violencia política, entre otros,
aquellos que:

a) Impongan por estereotipos de género la reali-
zación de actividades y tareas ajenas a las funcio-
nes y atribuciones de su cargo.

b) Asignen responsabilidades que tengan como
resultado la limitación del ejercicio de la función
político-pública.

c) Proporcionen a las mujeres candidatas o auto-
ridades electas o designadas información falsa,
errada o imprecisa que induzca al inadecuado
ejercicio de sus funciones político-públicas.

d) Eviten por cualquier medio que las mujeres
electas, titulares o suplentes, o designadas a una
función pública, asistan a las sesiones ordinarias
o extraordinarias o a cualquier otra actividad
que implique la toma de decisiones, impidiendo o
suprimiendo el derecho a voz y voto en igualdad
de condición que los hombres.

e) Proporcionen a los institutos electorales datos
falsos o información incompleta de la identidad o
sexo de la persona candidata.

f) Impidan o restrinjan su reincorporación al car-
go cuando hagan uso de una licencia justificada.

g) Restrinjan el uso de la palabra, en las sesiones
u otras reuniones y su participación en comisio-
nes, comités y otras instancias inherentes a su
cargo, conforme a la reglamentación establecida.

h) Impongan sanciones injustificadas, impidien-
do o restringiendo el ejercicio de sus derechos po-
líticos.

i) Discriminen a la autoridad electa designada o
en el ejercicio de la función político-pública, por
encontrarse en estado de embarazo o parto; y,

j) Divulguen o revelen información personal y
privada, de las mujeres candidatas, electas, de-

signadas o en el ejercicio de funciones político-
públicas, con el objetivo de menoscabar su digni-
dad como seres humanos y utilizar la misma pa-
ra obtener contra su voluntad la renuncia y o
licencia al cargo que ejercen o postulan.

X. Violencia feminicida. Es toda acción u omisión
discriminatoria en razón de género, por parte del Es-
tado, resultado de la violación de los derechos huma-
nos de las mujeres por el incumplimiento de las obli-
gaciones de respetar, proteger y garantizar estos
derechos tanto en los ámbitos público como privado,
que puede producir la muerte y conlleva a la impu-
nidad; y

XI. Cualesquiera otra forma análoga que lesione o sea
susceptible de dañar la dignidad, integridad o libertad de
las mujeres.

Las políticas de prevención, atención, investigación,
sanción y reparación integral del daño derivado de los
tipos de violencia del presente Capítulo, atenderán y
garantizarán en todo momento el cumplimiento de los
principios del interés superior de la niñez y la autono-
mía progresiva en el ejercicio de los derechos de las ni-
ñas.

Capítulo II
De la modalidad de la violencia en las relaciones inter-

personales, familiares y afectivas

Artículo 7. Violencia familiar: Es el acto abusivo de po-
der u omisión intencional, dirigido a dominar, someter,
controlar o agredir a las mujeres en cualquier etapa de su
vida, mediante la realización de uno o varios tipos de vio-
lencia, dentro o fuera del domicilio familiar, cuando la per-
sona agresora tenga o haya tenido relación de parentesco
por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubina-
to o mantengan o hayan mantenido una relación afectiva o
de hecho.

Artículo 7 Bis. Violencia en el noviazgo: Es el acto abu-
sivo de poder u omisión intencional, dirigido a dominar,
someter, controlar o agredir a las mujeres de cualquier
edad, mediante la realización de uno o varios tipos de vio-
lencia, durante o después de una relación de noviazgo,
una relación afectiva o de hecho o una relación sexual.

Artículo 7 Ter. Estas modalidades tienen consecuencias
temporales, prolongadas o permanentes y se manifies-



tan a través de agresiones físicas y o sexuales que van de
leves a graves, susceptibles de provocar la muerte. En la
salud mental se manifiesta en trastornos de la conduc-
ta, alimentarios y/o problemas de adicción e incluso el
suicidio.

Artículo 8. Los modelos de prevención, atención, y sanción
que establezcan la Federación, las entidades federativas, el
Distrito Federal y los municipios, son el conjunto de medi-
das y acciones para proteger a las víctimas de violencia en
las relaciones interpersonales familiares y afectivas, co-
mo parte de la obligación del Estado, de garantizar a las
mujeres su seguridad y el ejercicio pleno de sus derechos
humanos. Para ello, deberán tomar en consideración:

I. Proporcionar atención, asesoría jurídica y tratamiento
médico y psicológico especializados y gratuitos a las vícti-
mas, a fin de garantizar el acceso a la justicia, incluyen-
do la reparación integral del daño causado por dicha
violencia, así como el empoderamiento de la víctima;

II. Brindar servicios reeducativos, integrales, especializa-
dos y gratuitos, a las personas agresoras para erradicar las
conductas violentas a través de una educación que elimine
los estereotipos de supremacía masculina y los patrones
machistas que generaron la violencia;

III. Evitar que la atención que reciban la víctima y la per-
sona agresora sea proporcionada por la misma persona y
en el mismo lugar. En ningún caso podrán brindar atención,
aquellas personas que hayan sido sancionadas por ejercer
algún tipo de violencia;

IV. Evitar procedimientos de mediación o conciliación, por
ser inviables en una relación de sometimiento, control o
agresión entre la persona agresora y la víctima;

V. Favorecer la separación y alejamiento de la persona
agresora con respecto a la víctima; y,

Favorecer la instalación y el mantenimiento de refugios pa-
ra las víctimas y sus hijas e hijos; la información sobre su
ubicación será secreta y proporcionarán apoyo médico,
psicológico y legal especializados y gratuitos. Las personas
que laboren en los refugios deberán contar con la cédula
profesional correspondiente a la especialidad en que des-
arrollen su trabajo. En ningún caso podrán laborar en los
refugios personas que hayan sido sancionadas por ejercer
algún tipo violencia.

Artículo 9. Con el objeto de contribuir a la erradicación de
la violencia contra las mujeres en las relaciones interper-
sonales, familiares y afectivas, los Poderes Legislativos,
federal, de las entidades federativas y del Distrito Fede-
ral, en el respectivo ámbito de sus competencias, deberán:

I. Tipificar u homologar los delitos de violencia familiar
y en el noviazgo, que incluyan como elementos del ti-
po los contenidos en las definiciones previstas en esta
ley.

II. …

III. …

IV. …

Capítulo III
De la violencia laboral y escolar

Artículo 10. La violencia laboral y escolar: Se ejerce por
las personas que tienen un vínculo laboral, escolar o análo-
go con la víctima, independientemente de la relación jerár-
quica, consistente en un acto o una omisión en abuso de po-
der que daña la autoestima, salud, integridad, libertad y
seguridad de la víctima, e impide su desarrollo y atenta
contra la igualdad.

Puede consistir en un solo evento dañino o en una serie de
eventos cuya suma produce el daño. También incluye el
acoso o el hostigamiento sexual.

…

Artículo 11. …

Artículo 12. Constituyen violencia escolar todas aquellas
conductas, acciones u omisiones, infligidas por el personal
docente o administrativo o cualquier integrante de la comu-
nidad educativa que dañan la dignidad, salud, integridad, li-
bertad y seguridad de las víctimas.

La violencia escolar se manifiesta en todas aquellas con-
ductas cometidas individual o colectivamente, en un pro-
ceso de interacción que se realiza y prolonga tanto al in-
terior como al exterior de los planteles educativos o del
horario escolar, y se expresa mediante la realización de
uno o varios tipos de violencia contra las mujeres en
cualquier etapa de su vida.
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Artículo 13. El hostigamiento sexual es el ejercicio del po-
der, en una relación de subordinación real de la víctima
frente a la persona agresora en los ámbitos laboral y o es-
colar. Se expresa en conductas verbales, físicas o ambas,
relacionadas con la sexualidad de connotación lasciva.

…

Artículo 14. Las autoridades de la federación, las entida-
des federativas, del Distrito Federal y de los municipios, en
el ámbito de sus competencias, tomarán en considera-
ción:

I. Establecer las políticas públicas que garanticen el de-
recho de las mujeres a una vida libre de violencia en sus
relaciones laborales y o escolares.

II. Fortalecer el marco penal y civil para asegurar la san-
ción a quienes hostigan y acosan; contemplando ade-
más sanciones para quienes realicen conductas va-
liéndose del uso de las tecnologías de la información
y comunicación.

…

IV. Diseñar programas que brinden servicios reeducati-
vos integrales para las personas agresoras, mismos que
deberán de ser tendientes a modificar los patrones y
prácticas que derivaron en la comisión de actos violen-
tos.

Artículo 15. Para efectos del hostigamiento o el acoso se-
xual, los tres órdenes de gobierno en el ámbito de sus com-
petencias deberán:

I. Reivindicar la dignidad de las mujeres en todas las
etapas y ámbitos de la vida.

II. …

III. Crear procedimientos administrativos claros y pre-
cisos en las escuelas y los centros laborales, para san-
cionar estos ilícitos e inhibir su comisión, los cuales ser-
virán para la presentación de la denuncia ante las
autoridades correspondientes.

VI. Proporcionar atención médica, psicológica y legal,
especializada y gratuita a quien sea víctima de hostiga-
miento o acoso sexual; y,

VII. Garantizar la aplicación de sanciones penales y o
administrativas para las personas superiores jerár-
quicas de la persona hostigadora o acosadora en el
ámbito laboral; y en el ámbito escolar, cuando sean
omisas en recibir y/o dar curso a una queja.

Tratándose de víctimas mujeres menores de 18 años de
edad, los mecanismos implementados para detectar, in-
vestigar y sancionar la violencia en el ámbito escolar
deberán estar acorde a los principios de interés supe-
rior de la niñez y libre desarrollo de la personalidad y
contar con personal especializado.

En los casos donde se presuma la configuración de las
conductas delictivas de hostigamiento y o acoso se dará
vista a las autoridades especializadas conforme a las
disposiciones normativas en materia de justicia para
adolescentes en conflicto con la ley penal.

Capítulo IV
De la violencia en la comunidad

Artículo 16. …

Artículo 17. Los tres órdenes de gobierno, en el ámbito
de sus respectivas competencias deberán garantizar a las
mujeres la erradicación de la violencia en la comunidad, a
través de:

I. …

II. Establecer espacios públicos libres de violencia;
primordialmente, a través de políticas públicas que
garanticen el transporte público como una forma se-
gura de movilidad para las mujeres en la comunidad
y coadyuvar en el establecimiento de procedimientos
de sanción de los actos de violencia que se susciten al
interior de sus unidades y de sus instalaciones; e

III. Implementar acciones educativas destinadas a
prevenir y atender el acoso sexual en la comunidad,
e identificarlo como un acto de violencia sexual cons-
titutivo de un delito.

Capítulo V
De la violencia institucional

Artículo 18. …

Artículo 19. …



Artículo 20. …

Título III
De las Acciones Legislativas para 

Garantizar a las Mujeres el Derecho a una 
Vida Libre de Violencias

Capítulo Único

Artículo 21. Los Poderes Legislativos de la federación,
de las entidades federativas y del Distrito Federal, en el
ámbito de sus respectivas competencias, deberán pro-
mover, proteger, atender y garantizar a las mujeres el
derecho a una vida libre de violencias; por lo que, en to-
das sus actuaciones tendrán en consideración el cum-
plimiento de los principios rectores establecidos en los
tratados internacionales de derechos humanos, en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y en las leyes en la materia, garantizando la armoniza-
ción de sus respectivos instrumentos jurídicos.

Artículo 22. Los Poderes Legislativos de las entidades
federativas y del Distrito Federal, en el ámbito de sus
respectivas competencias, deberán armonizar las leyes
que protegen el derecho de las mujeres a una vida libre
de violencia y establecer que en el diseño de las políticas
públicas de prevención se asegure:

I. La realización de investigaciones y diagnósticos so-
ciales y antropológicos que permitan visibilizar las
causas, factores de riesgo y daños que produce la vio-
lencia en contra de las mujeres.

II. El diseño de programas dirigidos a disminuir los
factores estructurales de violencia en las regiones de
mayor incidencia de los delitos cometidos contra las
mujeres por razones de género.

III. La elaboración de estrategias de intervención so-
ciológica, educativa y cultural para la construcción
de identidades de género, basada en valores de res-
peto e igualdad sustantiva para disminuir relaciones
asimétricas entre los géneros.

IV. La actualización y profesionalización permanen-
te de las y los funcionarios públicos de los tres nive-
les de gobierno para identificar a las probables vícti-
mas, brindarles protección y asistencia; y,

V. La progresividad de los procedimientos de perse-
cución y judicialización de los delitos cometidos en
contra de mujeres por razones de género al interior
de las instancias de procuración de justicia.

Artículo 23. Tratándose de las conductas tipificadas co-
mo delitos que se cometan sobretodo en contra de las
mujeres; los Poderes Legislativos de la Federación, de
las Entidades Federativas y del Distrito Federal, en el
ámbito de sus respectivas competencias, deberán desde
la perspectiva de género, el interés superior de la niñez
y los derechos humanos:

I. Adecuar los tipos penales relacionados con violen-
cia contra las mujeres, conforme a las conductas des-
critas en los tipos y modalidades de violencia que es-
tablece esta ley.

II. Identificar y derogar aquellos tipos penales que
contengan elementos subjetivos basados en estereoti-
pos y roles de género que discriminan y obstaculizan
el acceso a la justicia de las mujeres.

III. Identificar y establecer, conforme al principio de
proporcionalidad las conductas delictivas que se per-
siguen de oficio; y prohibir la conciliación o el otor-
gamiento del perdón entre la víctima y la persona
agresora, y

IV. Tipificar las conductas que impliquen violencia
en contra de las mujeres y que no estén consideradas
como delitos.

Artículo 24. Los Poderes Legislativos de la federación,
de las entidades federativas y del Distrito Federal, en el
ámbito de sus respectivas competencias, deberán consi-
derar como agravantes de los delitos cometidos contra
las mujeres:

I. La magnitud y crueldad de los daños causados a la
víctima.

II. La relación de confianza, afectiva, de poder o sub-
ordinación.

III. La existencia de violencia sexual.

IV. La destrucción o sustracción de bienes indispen-
sables para la supervivencia.
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V. La sustracción de hijas e hijos como métodos de
coacción para someter la voluntad de la madre.

VI. El estado de orfandad de hijas e hijos y de de-
pendientes económicos.

VII. El abuso de poder del sujeto activo cuando tie-
ne la condición de garante; y,

VIII. Condiciones de mayor vulnerabilidad.

Artículo 25. Los Poderes Legislativos de la federación,
de las entidades federativas y del Distrito Federal, en el
ámbito de sus respectivas competencias, establecerán
sanciones proporcionales para las funcionarias o fun-
cionarios públicos que por dolo o negligencia retarden
o entorpezcan la procuración o administración de justi-
cia. Tratándose de violaciones graves a derechos huma-
nos, deberá valorarse la pertinencia de establecer la im-
prescriptibilidad.

Artículo 26. Los Poderes Legislativos de la federación,
de las entidades federativas y del Distrito Federal, en el
ámbito de sus respectivas competencias, deberán tipifi-
car la violencia obstétrica cometida por el personal mé-
dico o administrativo del Sistema Nacional de Salud,
con base en las siguientes conductas:

I. Que no se atienda o no brinde atención oportuna y
eficaz a las mujeres y las adolescentes en el embara-
zo, parto, puerperio o en emergencias obstétricas.

II. Que se altere el proceso natural del parto de bajo
riesgo, sin que medie causa médica justificada, me-
diante el uso de técnicas de aceleración, sin informar
a la mujer y sin obtener el consentimiento informa-
do, voluntario y expreso de la misma.

III. Que existiendo las condiciones para el parto na-
tural se practique la cesárea, sin causa médica justi-
ficada, sin obtener el consentimiento voluntario, ex-
preso e informado.

IV. Que se ejerza presión psicológica, se ofenda o
amenace a una mujer durante el proceso de embara-
zo, parto o puerperio para inhibir la libre decisión de
su maternidad.

V. Que se obstaculice el apego de la niña o el niño con
su madre o que se niegue la posibilidad de amaman-

tarle inmediatamente después de nacer, sin causa
médica justificada.

Que aun cuando existan los medios necesarios para
la realización del parto humanizado, se obligue a la
mujer a parir acostada sobre su columna y con las
piernas levantadas o en forma distinta a la que sea
propia de sus usos, costumbres y tradiciones obsté-
tricas siempre que no supongan un riesgo para la sa-
lud de la mujer o del producto; o,

VI. Que se realicen de manera rutinaria y sin causa
médica justificada procedimientos como restricción
de líquidos o alimentos a la mujer, exámenes vagina-
les repetidos, rasurado púbico, cateterización de la
vejiga, inserción de cánulas, infusión intravenosa,
episiotomía, posición en decúbito supino durante la
dilatación, administración de oxitócicos antes del na-
cimiento, manipulación activa del feto.

Artículo 27. Los Poderes Legislativos de la Federación,
de las Entidades Federativas y del Distrito Federal, en
el ámbito de sus respectivas competencias, deberán ti-
pificar y sancionar las conductas que mediante el uso de
tecnologías de la información y comunicación, acosen,
hostiguen o amenacen a las mujeres; así como el uso o
manipulación, sin su consentimiento, de imágenes, de
información privada o datos personales, que causen da-
ño a su integridad psicológica, dignidad, imagen, iden-
tidad o su seguridad.

Artículo 28. Los poderes Legislativos de la Federación,
las Entidades Federativas y del Distrito Federal, en el
ámbito de sus respectivas competencias, deberán armo-
nizar y/o tipificar el delito de feminicidio considerando
que existen razones de género cuando concurran una o
más de las siguientes circunstancias:

I. La víctima presente signos de violencia sexual de
cualquier tipo.

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones infa-
mantes o degradantes o mutilaciones, previas o pos-
teriores a la privación de la vida.

III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de
violencia en el ámbito familiar, laboral, escolar, insti-
tucional, o comunitario o cualquier otro ámbito del
sujeto activo en contra de la víctima.



IV. Haya existido entre el activo y la víctima una re-
lación de parentesco por consanguinidad o afinidad,
de matrimonio, concubinato, noviazgo, o cualquier
otra relación de hecho o amistad o de confianza.

V. Exista o haya existido entre el activo y la victima
una relación laboral, escolar, o cualquier otra que
implique confianza, subordinación o superioridad.

VI. Existan datos que establezcan que hubo amena-
zas, acoso o lesiones del sujeto activo en contra de la
víctima.

VII. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera
que sea el tiempo previo a la privación de la vida; y,

VIII. El cuerpo de la víctima sea expuesto, deposi-
tado, arrojado, colocado o exhibido en un lugar pú-
blico.

Además de la sanción que se imponga bajo los criterios
de proporcionalidad, se deberá establecer que la perso-
na agresora perderá todos los derechos con relación a la
víctima, incluidos los de carácter sucesorio, patria po-
testad o tutela en caso de existencia de hijas e hijos en
común.

Artículo 29. Toda muerte violenta de una mujer se pre-
sumirá e investigará como feminicidio, y en caso de que
no se acredite ninguno de los elementos del tipo penal
descritos en el artículo anterior, se investigará como ho-
micidio.

Título IV
Del Mecanismo de Alerta por
Violencia contra las Mujeres

Capítulo I
Disposiciones generales y objetivo

Artículo 30. La alerta por violencia contra las mujeres,
es el mecanismo de protección colectivo, emergente y
temporal, que concentra las acciones coordinadas de los
gobiernos federal, estatal y municipal, para garantizar
una vida libre de violencia a las mujeres, en un territo-
rio determinado.

Artículo 31. La alerta por violencia contra las mujeres
procede bajo dos supuestos:

I. Por violencia estructural en contra de las mujeres y ni-
ñas; cuando existan actos que vulneren la vida, la digni-
dad, la libertad, la integridad y la seguridad en un lugar
y/o momento determinado, y; 

II. Por agravio comparado, cuando un ordenamiento ju-
rídico aprobado o vigente y/o política pública contenga
alguno de los siguientes supuestos:

a) Distinciones, restricciones o disposiciones espe-
cíficas que discriminen a las mujeres y las niñas,
siempre y cuando no cumplan con los principios
de igualdad, legalidad, idoneidad, necesidad y
proporcionalidad.

b) Que propicie o incremente la brecha de des-
igualdad entre mujeres y hombres al brindar un
trato desigual frente al acceso y ejercicio de los
derechos humanos universales, ya sea en una En-
tidad Federativa frente a otra o en un municipio
frente a otro, o incluso en el territorio nacional a
través de normas legales discriminatorias.

c) Que contravenga o no cumpla con los estánda-
res establecidos en el derecho internacional de los
derechos humanos. 

d) Que el resultado discrimine o profundice la
desigualdad entre mujeres y hombres.

Artículo 32. En el mecanismo de alerta por violencia de
contra las mujeres intervienen:

1. La persona o personas que interponen la solicitud,
organizaciones de la sociedad civil, instituciones aca-
démicas, organismos públicos de derechos humanos
nacional o de las entidades federativas y organismos
internacionales.

2. La Secretaría de Gobernación en su calidad de Se-
cretaría Ejecutiva del Sistema Nacional para Preve-
nir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia con-
tra las Mujeres.

3. El grupo de trabajo interinstitucional; y,

4. El Comité de Expertas.
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Artículo 33. La solicitud de declaratoria de alerta por
violencia contra las mujeres podrá ser presentada ante
la Secretaría de Gobernación por:

I. Organizaciones o colectivos de la sociedad civil.

II. Comisiones de derechos humanos y/o organismos
de protección de los derechos humanos.

III. Organismos internacionales de defensa y promo-
ción de los derechos humanos.

IV. Mecanismos para el adelanto de las mujeres fe-
deral, estatales y municipales; y, 

V. Cualquier persona.

Las solicitudes de declaratoria de alerta por violencia
no serán excluyentes entre sí pudiendo ser presentadas
simultáneamente, por los mismos u otros hechos dife-
rentes, así como por una o más instancias de las men-
cionadas en este artículo.

Artículo 34. Cuando ocurran hechos públicos y noto-
rios de violencia contra las mujeres, aunque no se hu-
biese presentado la solicitud de alerta por violencia, la
Comisión Nacional de Derechos Humanos o los orga-
nismos públicos de derechos humanos de las entidades
federativas, así como la Secretaría de Gobernación, de-
berán actuar de oficio para iniciar un procedimiento de
declaratoria de alerta de violencia.

Capítulo II
Del grupo de trabajo interinstitucional 

y del Comité de Expertas

Artículo 35. El grupo de trabajo interinstitucional se
conformará por las siguientes personas:

I. La persona titular del Instituto Nacional de las
Mujeres.

II. Una invitada de la representación en México de
ONU Mujeres.

III. Una invitada representante del Poder Judicial de
la Federación, preferentemente la Titular de la Uni-
dad de Igualdad de Género de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación; 

IV: Una representante de alguna institución acadé-
mica universitaria de alto prestigio en estudios de gé-
nero; y, 

V. La titular del Programa de Asuntos de la Mujer y
de Igualdad entre Mujeres y Hombres de la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos.

Las personas integrantes contarán voz y voto en condi-
ciones de igualdad.

El grupo de trabajo interinstitucional tiene como obje-
tivo conformar un Comité de Expertas, para lo cual
evaluará y seleccionará a sus integrantes y contará con
15 días naturales improrrogables a partir del cierre de
la convocatoria para la selección de las candidatas que
integren el Comité de Expertas.

Artículo 36. El Comité de Expertas es un cuerpo técni-
co, colegiado con independencia de decisión, responsa-
ble de la recepción, análisis, evaluación, investigación,
información y la emisión de un informe con sus respec-
tivas recomendaciones relativas al mecanismo de la
alerta de violencia contra las mujeres y niñas.

Las expertas que conformen el comité serán elegidas
mediante convocatoria pública, con cobertura nacional,
que emitirá la Secretaría de Gobernación debiendo reu-
nir los siguientes requisitos:

I. No contar con inhabilitación en el servicio público
o con recomendaciones de los organismos públicos
de protección de los derechos humanos.

II. No tener un cargo público.

III. Que no se encuentre enfrentando proceso penal
por delito grave.

IV. Contar con reconocida experiencia y conocimien-
tos en perspectiva de género y derechos humanos; y,

V. Demostrar trayectoria profesional de por lo me-
nos 5 años en alguna o varias de las siguientes áreas:
atención, defensa, promoción, acceso y procuración
de justicia para la erradicación de la violencia contra
las mujeres, así como en la elaboración de políticas
públicas, estudios e investigaciones relacionadas con
estos temas. 



Artículo 37. La duración del encargo de experta del co-
mité, será por un período de dos años, pudiendo reele-
girse por una ocasión por otro periodo igual, garanti-
zando la rotación de las integrantes de forma
escalonada conforme al reglamento. 

Artículo 38. Una vez concluido el proceso de selección e
integración, el Comité de Expertas quedará conforma-
do por las mujeres que reúnan preferentemente los si-
guientes perfiles:

I. Una experta en derecho internacional, nacional y
local de los derechos humanos de las mujeres y las
niñas;

II. Una defensora, con amplia y reconocida trayecto-
ria, de los derechos humanos de las mujeres y las ni-
ñas;

III. Una experta en evaluación, diseño y reorienta-
ción de políticas públicas; así como en evaluación de
la eficiencia institucional.

IV. Una experta en procuración y administración de
justicia, con reconocida trayectoria por su trabajo en
el acceso a la justicia para las mujeres; y,

V. Una experta en seguridad ciudadana con enfoque
de seguridad humana.

Artículo 39. La Secretaría de Gobernación otorgará las
facilidades, remuneración y recursos para su funciona-
miento, conforme lo establecen los ordenamientos co-
rrespondientes.

El comité podrá solicitar a la autoridad correspondien-
te las medidas de seguridad necesarias para salvaguar-
dar su integridad en el ejercicio de sus funciones, así co-
mo para solicitar las medidas de protección necesarias
para las presuntas víctimas durante la revisión de los
casos.

Artículo 40. El Comité de Expertas deberá instalarse
formalmente para atender de manera inmediata, en un
término no mayor a 5 días naturales, las solicitudes de
alerta por violencia contra las mujeres presentadas, an-
te la Secretaría de Gobernación.

Artículo 41. El Comité de Expertas, determinará la me-
todología que emplearán para dar respuesta a cada una

de las solicitudes, cumpliendo con el procedimiento es-
tablecido en esta ley. Recibirá, analizará y emitirá un
informe y la o las recomendaciones correspondientes de
todas las solicitudes de alerta por violencia contra las
mujeres que reciba.

Artículo 42. El Comité de Expertas elegirá de entre sus
integrantes y preferentemente por consenso, a su Coor-
dinadora y su suplente, quien colaborará con la coordi-
nadora para el mejor desempeño de sus funciones; du-
rarán en su cargo un año, con opción a ser reelectas por
un año más. En caso de ausencia temporal o impedi-
mento de la coordinadora, la sustituirá la suplente y el
comité elegirá a una nueva suplente.

El comité tiene facultades para apoyarse en la opinión
de otras personas especialistas o instituciones académi-
cas y o educativas nacionales, estatales y o municipales,
cuando así lo consideren necesario, así como para de-
signar y coordinar los equipos técnicos que se requieran
para dar cumplimiento a las labores para las que fue-
ron electas.

Capítulo III
Disposiciones generales para la solicitud 

de la declaratoria de alerta por
violencia contra las mujeres

Artículo 43. La solicitud de declaratoria de Alerta por
Violencia contra las mujeres, se presentará por escrito
o bien, a través de correo electrónico, ante la oficina del
Titular de la Secretaría de Gobernación, una vez admi-
tida dará conocimiento al Sistema Nacional para Pre-
venir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia con-
tra las Mujeres y la turnará inmediatamente al Comité
de Expertas.

Artículo 44. La solicitud de alerta por violencia contra
las mujeres, deberá contener los siguientes requisitos:

I. Nombre o razón social de quién o quiénes pro-
muevan, en su caso, de su representante legal.

II. Los documentos que sean necesarios para acredi-
tar su personalidad.

III. Domicilio para recibir notificaciones, así como
nombre de la persona o personas autorizadas para
recibirlas.
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IV. Narración de los hechos violatorios de los dere-
chos humanos de las mujeres y/o por agravio com-
parado, en un territorio determinado; y

V. Los elementos con los que se cuente para funda-
mentar su petición.

Las solicitudes contendrán información constitutiva de
indicios. Será labor del Comité de Expertas, realizar las
investigaciones necesarias para determinar o no la exis-
tencia de cualquier tipo y/o modalidad de violencia en
contra de las mujeres y niñas así como la existencia o no
de agravio comparado.

Será función del Comité de Expertas, la integración de
la documentación y de la información relativa a la soli-
citud de alerta por violencia contra las mujeres y reali-
zar las investigaciones necesarias para determinar o no
la existencia de violencia contra las mujeres y niñas o de
agravio comparado.

Cuando la solicitud no contenga los requisitos del pre-
sente artículo, se deberá prevenir a quien solicita por
escrito, por una sola vez, para que subsane la omisión
dentro del plazo de cinco días hábiles. Transcurrido el
plazo sin que se desahogue la prevención, se desechará
el trámite. Una vez desahogada la prevención, se conti-
nuará con el análisis de la solicitud.

Artículo 45. Las autoridades federales, estatales, del
Distrito Federal y o municipales, deberán proporcionar
todo tipo de información y documentación que tenga
relación con los hechos que se afirman en la solicitud, o
en su caso, brindar el apoyo necesario para la realiza-
ción de la investigación correspondiente.

Artículo 46. La documentación y demás información
que genere el Comité de Expertas observará lo dispues-
to en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública Gubernamental, la Ley Federal de
Datos Personales en posesión de Particulares y demás
normatividad aplicable en esta materia. 

Capítulo IV
Del procedimiento para la declaratoria de alerta por

violencia estructural contra las mujeres

Artículo 47. En el proceso de investigación para la de-
claratoria de la alerta por violencia contra las mujeres,
solicitado bajo el supuesto del párrafo I del artículo 31,

el Comité de Expertas deberá incluir los siguientes ele-
mentos:

I. Descripción de los hechos que incluya:

a) La situación de violencia contra las mujeres y
las niñas.

b) El lugar o territorio donde acontecieron los he-
chos.

II. La metodología de revisión del caso:

a) Análisis e interpretación de la información.

b) Fuentes de información, personas y/o institu-
ciones consultadas para ampliar la investigación.

III. Conclusiones. Consideraciones de hecho y de de-
recho que resulten del análisis de los casos, los ele-
mentos que lleven a determinar si procede o no una
declaratoria de alerta por violencia contra las muje-
res.

IV. Recomendaciones:

a) La propuesta de reparación del daño a vícti-
mas directas o indirectas, si fuera procedente;

b) La procedencia en los casos donde sea perti-
nente de solicitar el inicio e investigación de las
responsabilidades administrativas y/o penales de
las y los servidores públicos involucrados; y,

c) Las acciones integrales de emergencia, preven-
tivas, de atención y sanción dirigidas a las insti-
tuciones y dependencias responsables del orden
Federal, Estatal, del Distrito Federal y/o munici-
pal respectivamente, estableciendo los plazos pa-
ra su cumplimiento.

Artículo 48. Durante la investigación, el Comité de Ex-
pertas deberá requerir, por conducto de la Secretaría
de Gobernación, al gobierno local y o municipal infor-
mación pormenorizada del tipo de violencia al que se
refiere la alerta solicitada.

De igual forma podrá solicitar información de indica-
dores de violencia en contra de las mujeres a:



a) El sistema georreferenciado de indicadores del
Instituto Nacional de Geografía y Estadística.

b) Las instancias de seguridad pública, federales, es-
tatales y o municipales.

c) Las procuradurías o fiscalías generales de Justicia
y o fiscalías especializadas en la materia.

d) Personas que realizan investigación académica en
materia de derechos humanos y violencia contra las
mujeres y niñas; y,

e) La sociedad civil.

Artículo 49. El Comité de Expertas, dispondrá de 45 dí-
as naturales prorrogable por el mismo periodo y por
una sola ocasión, para integrar una investigación sobre
los hechos y emitir un informe y sus recomendaciones.

Capítulo V
De la declaratoria de alerta de violencia 

contra las mujeres por agravio comparado

Artículo 50. Para el proceso de investigación para la de-
claratoria de la alerta por violencia contra las mujeres,
solicitado bajo el supuesto del párrafo ii del artículo 31,
deberá incluir los siguientes elementos:

I. Descripción de los hechos que incluya:

a) La situación de violencia contra las mujeres y
las niñas.

b) El lugar o territorio donde acontecieron los
hechos.

c)  Descripción de los elementos que constituyan
el agravio comparado, los elementos en este he-
cho; y,

d) El análisis y descripción, fundada y motivada
de las afectaciones de la norma o política pública,
con base en los más altos estándares internacio-
nales de protección de los derechos humanos de
las mujeres, el principio pro persona y la pers-
pectiva de género. Las recomendaciones, con los
términos necesarios para su cumplimiento.

II. La metodología de revisión del caso: 

a) El análisis e interpretación de los informes
aportados por el solicitante, si lo hiciere, la auto-
ridad responsable, y cualquier otro alternativo
que sirva para formar criterio; y,

b) Fuentes de información, personas y o institu-
ciones consultadas para ampliar la investigación,
salvaguardando los datos personales.

III. Conclusiones

a) Las medidas para eliminar la violencia contra
las mujeres y las niñas por agravio comparado.

b) La propuesta de reparación del daño a vícti-
mas directas o indirectas, si fuera procedente.

c) La sanción a servidores públicos si fuera pro-
cedente; y,

d) Las acciones integrales de emergencia, preven-
tivas, de atención y sanción dirigidas a las insti-
tuciones y dependencias encargadas de su ejecu-
ción estableciendo los plazos para su
cumplimiento.

Capítulo VI
De las obligaciones de la 

Secretaria de Gobernación ante la declaratoria por
violencia contra las mujeres

Artículo 51. Corresponderá a la Secretaría de Goberna-
ción en su calidad de Secretaría Ejecutiva del Sistema
Nacional para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar
la Violencia contra las Mujeres declarar o negar la aler-
ta por violencia contra las mujeres, debiendo fundar y
motivar su resolución, considerando de manera integral
el informe y las recomendaciones emitidas por el Comité
de Expertas.

El procedimiento de alerta de violencia contra las mu-
jeres y las niñas deberá regirse bajo los principios de:

I. Debido proceso.

II. Mayor protección.

III. Interés superior de la niñez.

IV. Debida diligencia; y,
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V. Pro persona.

Artículo 52. La Secretaría de Gobernación habiendo
recibido el informe y las recomendaciones del Comité
de Expertas determinará en un plazo de 15 días hábiles
improrrogables la emisión de la alerta por violencia
contra las mujeres o por agravio comparado, en los ca-
sos donde así se estime y deberá ser notificada a las au-
toridades señaladas en el informe en un plazo no mayor
a 5 días hábiles.

Artículo 53. La declaratoria de alerta por violencia es-
tructural que emita la Secretaría de Gobernación debe-
rá contener:

I. Las políticas, acciones y demás formas de coordi-
nación.

II. Monto de los recursos presupuestales para hacer
frente a la contingencia; y, 

III. Explicitar los plazos en que se realizarán las ac-
ciones, identificando acciones inmediatas, a media-
no, largo plazo y permanentes.

Artículo 54. La declaratoria de alerta por violencia de
género por agravio comparado que emita la Secretaría
de Gobernación, deberá contener:

I. La propuesta de modificación, reforma, adición y
o derogación de ordenamientos jurídicos; y o,

II. Todas aquellas propuestas de modificación, y eli-
minación de políticas públicas discriminatorias.

Artículo 55. En ambos supuestos, la declaratoria de
alerta por violencia deberá publicarse en el Diario Ofi-
cial de la Federación, en los periódicos o gacetas oficia-
les locales, así como en los medios impresos y electróni-
cos de mayor audiencia nacional y en la entidad de que
se trate.

Artículo 56. Una vez notificada, las autoridades señala-
das en el informe contarán con un plazo de treinta días
hábiles para realizar las acciones pertinentes, rindiendo
un informe puntual a la Secretaría de Gobernación.

Capítulo VII
Seguimiento a la alerta por

violencia contras las mujeres

Artículo 57. La Secretaría de Gobernación, en coordi-
nación con la Secretaría Ejecutiva del Sistema, dará se-
guimiento al cumplimiento de las medidas que se hayan
emitido para hacer frente a la contingencia motivo de la
Alerta por Violencia.

Artículo 58. Recibido el informe de las autoridades se-
ñaladas en las Recomendaciones, la Secretaría de Go-
bernación escuchará la opinión del Comité de Expertas,
y en un plazo de cinco días hábiles, determinará si fina-
liza la declaratoria de la Alerta por Violencia contra las
mujeres o continúa hasta en tanto se logren los objeti-
vos de la misma.

La determinación del levantamiento de la Alerta por
Violencia o el cese de sus efectos también se hará del co-
nocimiento público por parte de la Secretaría de Go-
bernación.

Artículo 59. Las autoridades federales, estatales, del
Distrito Federal y municipales que correspondan, esta-
rán obligadas en términos de esta Ley a dar cumpli-
miento a los requerimientos de información, apoyo y
determinaciones que se emitan para hacer frente a la
contingencia de Alerta por Violencia, en el entendido de
que sus omisiones, obstaculizaciones o negativas serán
causa de responsabilidad jurídica a la que haya lugar.

Artículo 60. La Secretaría de Gobernación, solicitará
cada tres meses un informe a los Poderes Ejecutivos de
las entidades federativas sobre los índices de violencia
contra las mujeres y niñas.

Título V
De las órdenes de Protección

Capítulo Único
De las órdenes de protección

Artículo 61. Las órdenes de protección deberán otor-
garse de oficio por el Ministerio Público o por el órga-
no jurisdiccional competente, en el momento de que
tenga conocimiento del hecho de violencia constitutivo
de un delito, en un término no mayor a 6 horas, evitan-
do en todo momento que la persona agresora, por sí o a
través de algún tercero, tenga contacto de cualquier ti-
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po o medio con la mujer y/o con las víctimas indirectas.
Las órdenes de protección se mantendrán vigentes por
el tiempo que sea necesario para garantizar la vida, in-
tegridad y seguridad de las mujeres, y en su caso de sus
hijas e hijos o personas que dependan directamente de
la víctima.

Artículo 62. Toda persona a quien le conste que se ha
cometido un hecho probablemente constitutivo de un
delito está obligada a denunciarlo ante el Ministerio
Público y en caso de urgencia ante cualquier agente de
la Policía.

Quien en ejercicio de funciones públicas tenga conoci-
miento de la probable existencia de un hecho que la ley
señale como delito, está obligado a denunciarlo inme-
diatamente al Ministerio Público, proporcionándole to-
dos los datos que tuviere, poniendo a su disposición a
los imputados, si hubieren sido detenidos en flagrancia.
Quien tenga el deber jurídico de denunciar y no lo ha-
ga, será acreedor a las sanciones correspondientes.

Artículo 63. Las órdenes de protección se deberán dic-
tar e implementar con base en los siguientes principios:

I. Principio de protección: considera primordial la
vida, la integridad física, la libertad y la seguridad
de las personas;;

II. Principio de necesidad y proporcionalidad: las
medidas de protección deben responder a la situa-
ción de violencia en que se encuentre la persona des-
tinataria, y deben garantizar su seguridad o reducir
los riesgos existentes.

III. Principio de confidencialidad: toda la informa-
ción y actividad administrativa o jurisdiccional rela-
cionada con el ámbito de protección de las personas,
debe ser reservada para los fines de la investigación
o del proceso respectivo.

IV. Principio de oportunidad y eficacia: Las medidas
deben ser oportunas, específicas, adecuadas y efi-
cientes para la protección de la víctima, y deben ser
otorgadas e implementadas de manera inmediata y
durante el tiempo que garanticen su objetivo.

V. Principio de accesibilidad: se deberá articular un
procedimiento sencillo para que facilite a las vícti-

mas obtener la protección inmediata que requiere su
situación.

VI. Principio de integralidad: El otorgamiento de la
medida a favor de la víctima deberá generarse en un
solo acto y de forma automática, y

VII. Principio pro persona: Para interpretar lo refe-
rente al otorgamiento de las órdenes de protección,
en caso de duda, con relación a la situación de violen-
cia, se estará a lo más favorable para la víctima, tra-
tándose de niñas siempre se garantizará que se cum-
pla en todas las decisiones que se tomen respecto de
las órdenes de protección. De igual forma, cuando las
determinaciones que se tomen respecto de una mujer
víctima de violencia pudiera impactar en los derechos
de las hijas o hijos menores de 18 años de edad.

Artículo 64. Para la emisión de las órdenes de protección
el Ministerio Público tomará en consideración:

I. Los hechos relatados por la mujer, o la niña, en si-
tuación de violencia, considerando su desarrollo evo-
lutivo y cognoscitivo, o por quien lo haga del conoci-
miento a la autoridad.

II. Las peticiones explícitas de la mujer, o la niña, en
situación de violencia, considerando su desarrollo
evolutivo y cognoscitivo, o de quien informe sobre el
hecho.

III. Las medidas que ella considere oportunas, una
vez informada de cuáles pueden ser esas medidas.
Tratándose de niñas, las medidas siempre serán de-
terminadas conforme al principio de interés superior
de la niñez.

IV. Las necesidades que se deriven de su situación; y,

V. La manifestación de actos o hechos previos de
cualquier tipo de violencia.

Artículo 65. La persona titular del Ministerio Público o
del órgano jurisdiccional competente, deberá ordenar
la protección necesaria para el caso concreto, conside-
rando:

I. Los principios establecidos en el artículo 63 de es-
ta ley.
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II. Que sea adecuada y proporcional.

III. Que los usos y costumbres no violen los derechos
humanos de las mujeres reconocidos en Constitu-
ción, así como en los tratados internacionales ratifi-
cados por el Estado Mexicano; y,

IV. La discriminación y vulnerabilidad que viven las
mujeres y las niñas por razón de: identidad de géne-
ro, orientación sexual, raza, origen étnico, edad, na-
cionalidad, discapacidad, religión, o cualquiera otra,
que las coloque en una situación de mayor riesgo.

Artículo 66. Para interpretar lo referente al otorga-
miento de las órdenes de protección, en caso de duda,
con relación a la situación de violencia, se estará a lo
más favorable para la mujer o la niña, en términos de
los principios establecidos en el artículo 63 de esta ley.

Artículo 67. La orden de protección podrá solicitarse en
cualquier entidad federativa distinta a donde ocurrie-
ron los hechos. 

Para efectos del párrafo anterior, la Procuraduría Ge-
neral de la República, y las procuradurías o fiscalías ge-
nerales de las entidades federativas, celebraran conve-
nios de colaboración que garanticen la efectiva
protección de las mujeres y las niñas conforme a los
principios rectores de las órdenes de protección.

Artículo 68. Las medidas de protección administrati-
vas, además de las previstas en otros ordenamientos,
consisten en:

I. El traslado de las víctimas a donde se requiera,
cuantas veces sea necesario en las diferentes diligen-
cias para garantizar su seguridad y protección.

II. Custodia personal y o domiciliaria a las víctimas,
que estará a cargo de los cuerpos policiacos adscritos
a la Procuraduría General de la República o las Pro-
curadurías o Fiscalías Generales de Justicia de las
entidades federativas, según corresponda. En caso
de que no exista disponibilidad podrá apoyarse en
las instituciones de seguridad pública. 

Esta medida se aplicará bajo la más estricta respon-
sabilidad del Ministerio Público y podrá solicitarse
apoyo y colaboración a los cuerpos policíacos de los

tres niveles de gobierno, incluyendo en estos apoyos
a las instancias policiales que se encuentren organi-
zadas bajo Mando Único policial. 

III. Proporcionar a las mujeres, o las niñas, en situa-
ción de violencia y en su caso a sus hijas e hijos o per-
sonas que dependan de la víctima, alojamiento tem-
poral en espacios seguros tales como casas de
emergencia, refugios y albergues que garanticen su
seguridad y dignidad, en términos de las disposicio-
nes aplicables de esta ley.

IV. Proporcionar los recursos económicos para ga-
rantizar su seguridad personal transporte, alimen-
tos, comunicación, mudanza y los trámites oficiales
que requiera entre otros.

V. Canalizar y trasladar sin demora alguna a las mu-
jeres, o las niñas, en situación de violencia sexual a
las instituciones que integran el sistema nacional de
salud para que provean gratuitamente y de manera
inmediata los servicios de:

a) Aplicación de antirretrovirales de profilaxis
post-exposición.

b) Anticoncepción de emergencia; e,

c) Interrupción legal del embarazo en el caso de
violación.

VI. Proveer los recursos y herramientas necesarias
para garantizar la seguridad y acondicionamiento de
vivienda.

VII. Los demás gastos indispensables, dentro o fuera
del país, para la mujer y en su caso sus hijas e hijos
mientras se encuentre imposibilitada de obtenerlos
por sus propios medios.

VIII. Facilitar a la mujer, o la niña, y en su caso a sus
hijas e hijos en situación de violencia, la reubicación
de domicilio, residencia o del centro educativo. Tra-
tándose de niñas víctimas de violencia, la autoridad
en todo momento ponderará su interés superior,
siendo la remisión a instituciones públicas de acogi-
da la última opción y por el menor tiempo posible.
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IX. Prohibición inmediata a la persona agresora de
acercarse al domicilio y al de familiares y amistades,
al lugar de trabajo, de estudios, o cualquier otro que
frecuente la víctima directa o víctimas indirectas.

X. Reingreso de la mujer y en su caso a sus hijas e hi-
jos en situación de violencia al domicilio, una vez que
se salvaguarde su seguridad, en caso de que así lo
desee, en concordancia con la fracción VII del ar-
tículo 70 de esta ley.

Para el cumplimiento de esta medida se garantizará
el acompañamiento, del Ministerio Público y del per-
sonal de la policía ministerial, a la mujer en situación
de violencia para acceder al domicilio, lugar de tra-
bajo u otro, con el propósito de recuperar sus perte-
nencias personales y las de sus hijas e hijos, en cual-
quier caso, podrá ser acompañada de una persona de
su confianza.

En caso de que no haya personal ministerial disponi-
ble, el acompañamiento será a cargo de personal de
cualquier institución de seguridad pública que ga-
rantice la seguridad de la mujer.

XI. Protección policíaca permanente a la mujer, o la
niña, así como a su familia.

XII. Protección por seguridad privada, en los casos
que sea necesario.

XIII. Utilización de herramientas tecnológicas que
permitan brindar seguridad a las mujeres, o niñas,
en situación de violencia; así como a las víctimas in-
directas y testigos. Entre las que pueden encontrarse
el proporcionar un teléfono móvil con contacto di-
recto para brindar auxilio policial, entre otros.

XIV. Solicitud a la autoridad judicial competente, la
suspensión temporal a la persona agresora del régi-
men de visitas y convivencia con sus descendientes.

XV. Ordenar la entrega inmediata de objetos de uso
personal y documentos de identidad a la mujer en si-
tuación de violencia, o niña, y en su caso, a sus hijas
e hijos.

XVI. La prohibición a la persona agresora de comu-
nicarse por cualquier medio o por interpósita perso-

na, con la mujer en situación de violencia y, en su ca-
so, de sus hijas e hijos u otras víctimas indirectas.

XVII. Prohibición a la persona agresora de intimi-
dar o molestar por si, por cualquier medio o interpó-
sita persona, a la mujer en situación de violencia y en
su caso sus hijas e hijos u otras víctimas indirectas o
testigos de los hechos o cualquier otra persona con
quien la mujer tenga una relación familiar, afectiva,
de confianza o de hecho.

XVIII. Resguardar las armas de fuego u objetos uti-
lizados para amenazar o agredir a la mujer, o niña,
en situación de violencia.

XIX. Solicitar a la autoridad jurisdiccional compe-
tente, la elaboración de un inventario de los bienes
gananciales de cada una de las partes y el embargo
preventivo de bienes de la persona agresora que de-
berá inscribirse con carácter temporal en el Registro
Público de la Propiedad a efectos de garantizar las
obligaciones alimentarias; y,

XX. Además de los anteriores, aquellas y cuantas se-
an necesarias para salvaguardar la integridad, la se-
guridad y la vida de la mujer o la niña en situación
de violencia.

Las medidas señaladas en este artículo, podrán ser am-
pliadas o modificadas por el órgano jurisdiccional com-
petente o Ministerio Público, siempre procurando la
mayor protección de la víctima.

Artículo 69. Las medidas de protección administrativas
se mantendrán vigentes hasta que la mujer se sienta se-
gura, o a partir de la verificación de que ha disminuido
el riesgo o ha dejado de estar presente la condición de
vulnerabilidad y exposición.

Artículo 70. Las medidas de protección judicial, ade-
más de medidas administrativas, así como de las pre-
vistas en otros ordenamientos, podrán consistir en una
o varias de las siguientes acciones:

I. La reserva del domicilio, lugar de trabajo, profe-
sión o cualquier otro dato que permita que a la per-
sona agresora o su familia puedan ubicar a la vícti-
ma.
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II. El uso de medios o dispositivos electrónicos para
impedir el contacto directo de la persona agresora
con la víctima.

III. Entrega inmediata de objetos de uso personal y
documentos de identidad de la víctima y en su caso,
de sus hijas e hijos.

IV. Medidas para evitar que se capten y/o se trans-
mitan por cualquier medio o tecnologías de la infor-
mación y la comunicación, imágenes de la mujer en
situación de violencia que permitan su identificación
o la de sus familiares. Tratándose de niñas hay una
prohibición absoluta de transmitir datos e imágenes
que permitan su identificación. 

V. Prohibirle el acceso a la persona agresora al do-
micilio, permanente o temporal de la mujer, o la ni-
ña, en situación de violencia, así como acercarse al
lugar de trabajo, estudio o cualquiera lugar que fre-
cuente.

VI. Embargo preventivo de bienes de la persona
agresora, a efecto de garantizar las obligaciones ali-
mentarias.

VII. La desocupación por la persona agresora, del
domicilio conyugal o de pareja, independientemente
de la acreditación de propiedad o posesión del in-
mueble, aún en los casos de arrendamiento del mis-
mo, y en su caso el reingreso de la mujer en situación
de violencia una vez que se resguarde su seguridad.

VIII. Obligación alimentaria provisional e inmediata.

IX. La suspensión provisional del cargo, en el caso de
personas que son funcionarias públicas, que se en-
cuentren en el ejercicio de su cargo, comisión o ser-
vicio, cuando se les involucre en un hecho de violen-
cia contra las mujeres.

En su caso la suspensión durará hasta que concluya
el proceso judicial.

X. La obligación de la persona agresora de presen-
tarse periódicamente ante el órgano jurisdiccional
que emitió la medida. 

XI. La colocación de localizadores electrónicos sin
que se afecte la integridad física de la persona agre-
sora.

XII: La prohibición a la persona agresora de salir
del país, de la localidad en la cual reside o del ámbi-
to territorial que fije el juez o la jueza, sin autoriza-
ción; y,

XIII. Las demás que se requieran para brindar una
protección adecuada a la mujer, o niña, en situación
de violencia.

Artículo 71. La tramitación y otorgamiento de una or-
den de protección podrá contener una o varias medidas,
atendiendo al principio de integralidad. No se necesita
una orden para cada medida, una sola orden de protec-
ción podrá concentrar el número de medidas necesarias
para garantizar la seguridad y bienestar de la mujer en
situación de violencia y en su caso de las víctimas indi-
rectas.

Artículo 72. Las medidas de protección judiciales esta-
rán vigentes durante el proceso penal o civil.

Artículo 73. En los casos donde la persona agresora
pertenezca a los cuerpos policiacos, militares o de segu-
ridad, ya sea de corporaciones públicas o privadas, la
autoridad deberá retirar el arma de cargo o de cual-
quier otra que tenga registrada.

Artículo 74. Al momento de dictarse sentencia las auto-
ridades judiciales competentes determinarán las órde-
nes de protección y medidas similares que deban dic-
tarse de manera temporal. Estas medidas podrán ser
dictadas de oficio, a solicitud de la mujer en situación
de violencia de su representante legal o del Ministerio
Público. Tratándose de niñas víctimas de un delito, la
autoridad judicial se encuentra obligada a hacer la de-
terminación del interés superior de la niñez, a fin de
dictar medidas de protección, aun cuando no exista una
solicitud.

Artículo 75. Las autoridades encargadas de emitir las
órdenes protección serán las responsables de garantizar
y monitorear su ejecución. En todo caso se allegarán del
personal e insumos necesarios para cumplir la medida.
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Toda aquella autoridad que no cumpla con la ejecución
de las órdenes de protección podrá ser acreedora a las
sanciones penales y administrativas correspondientes.

Artículo 76. Por ninguna circunstancia el Ministerio
Público notificará de sus actuaciones a la persona agre-
sora a través de la víctima, ésta será responsabilidad
únicamente de la autoridad, siendo el Ministerio Públi-
co o, en su caso las autoridades de la fiscalía o procura-
duría quien bajo su más estricta responsabilidad debe-
rá verificar tal circunstancia.

Artículo 77. Las mujeres, o niñas, migrantes y sus hijas
e hijos en situación de violencia, atendiendo a su volun-
tad y para garantizar su mayor protección, se les otor-
gará una visa humanitaria, en términos del ordena-
miento aplicable.

Artículo 78. Las autoridades competentes deberán de
establecer los lineamientos básicos para la implementa-
ción de las órdenes de protección en coordinación con
las instancias responsables de atender a las mujeres y
niñas en situación de violencia.

Artículo 79. Las órdenes de protección deberán ser re-
gistradas en el banco nacional de datos e información
sobre casos y delitos de violencia cometida en contra de
mujeres.

Artículo 80. En los casos donde presuntamente exista
conexidad con delitos de competencia federal, las órde-
nes de protección deberán ser otorgadas por la Procura-
duría General de la República, y en caso de que lo ame-
rite por una jueza o juez federal.

Artículo 81. En caso de que la persona agresora incum-
pla la orden de protección, se emitirán las medidas de
apremio correspondientes. Asimismo se reforzaran las
acciones que se contemplaron en un primer momento
con la finalidad de salvaguardar la vida y seguridad de
las mujeres y niñas.

Título VI
De las obligaciones de las autoridades policiales, mi-

nisteriales, judiciales y municipales para actuar con la
debida diligencia

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 82. El personal adscrito a las instancias de se-
guridad pública, procuración de justicia y órganos ju-
diciales, de la federación, de las entidades federativas y
del Distrito Federal. así como las autoridades adscritas
a las instancias municipales, ante el conocimiento de un
hecho de violencia cometido en contra de mujeres o ni-
ñas, en el ámbito de sus competencias, deberá actuar de
acuerdo a las disposiciones de esta Ley y con apego
irrestricto a los derechos humanos. Tratándose de niñas
en situación de violencia, todas las actuaciones y deci-
siones deberán garantizar el interés superior de la ni-
ñez. 

Artículo 83. El personal policial, ministerial y judicial
en el ámbito de sus competencias, ante hechos de vio-
lencia cometidos en contra de mujeres o niñas, tiene
prohibido incitar, promover o realizar cualquier acto de
conciliación o mediación entre la víctima y la persona
agresora.

Artículo 84. En los casos que la mujer o niña en situa-
ción de violencia acuda a solicitar auxilio, se deberá de
proteger y garantizar su vida, integridad y seguridad.

Artículo 85. El personal policial, ministerial y judicial,
en el ámbito de sus competencias, ante hechos de vio-
lencia contra las mujeres, deberán aplicar las medidas
necesarias para asegurar que las mujeres en situación
de violencia no sufran victimización secundaria.

Artículo 86. El personal policial, ministerial y judicial,
en el ámbito de sus competencias, ante hechos de vio-
lencia cometidos en contra de mujeres o niñas, en todas
sus actuaciones, deberán garantizar:

I. La actuación en todo momento conforme a la de-
bida diligencia.

II. El respeto a la dignidad de la mujer o niña en si-
tuación de violencia, con estricto apego a los dere-
chos humanos reconocidos por la Constitución Polí-
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tica de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados
internacionales.

III. Facilitar el acceso a la justicia, la restitución de
sus derechos y la sanción a las personas responsa-
bles.

IV. La separación física de la persona agresora res-
pecto de la mujer o niña en situación de violencia,
desde el primer momento que tengan conocimiento
del hecho.

V. Los servicios de defensoría profesional con cono-
cimientos en materia de derechos humanos de las
mujeres, que brinde información sobre la situación
del proceso y procedimientos, así como de los benefi-
cios o apoyos a que tienen derecho. Tratándose de ni-
ñas, los servicios de defensoría profesional deberán
también tener conocimientos sobre los de derechos
humanos de niñas, niños y adolescentes y determina-
ción de los principios de interés superior de la niñez
y participación, garantizando el derecho a emitir su
opinión en los procesos que sean de su incumbencia.
Dicha opinión será valorada conforme al desarrollo
evolutivo y cognitivo de la niña.

VI. Las declaraciones de mujeres o niñas víctimas de
violencia; así como el testimonio de las personas en
calidad de testigos se realizarán libre de intimidación
o temor por su seguridad y su vida o las de sus fami-
liares.

VII. Los servicios de intérprete y traducción especia-
lizada, ajustes y medidas de accesibilidad que permi-
tan que la víctima conozca sus derechos y compren-
da el procedimiento en su idioma o forma de
comunicación de acuerdo con su nacionalidad, ori-
gen étnico o discapacidad.

VIII. La copia simple, de forma gratuita e inmedia-
ta, de las diligencias en la que intervenga.

IX. La implementación de mecanismos judiciales y
administrativos que permitan obtener reparación
integral mediante procedimientos expeditos, justos,
poco costosos y accesibles; así como toda la infor-
mación sobre sus derechos para obtener reparación
mediante estos mecanismos.

X. La información veraz, suficiente, clara, accesible,
oportuna y exhaustiva a la víctima sobre los progra-
mas de protección, asistencia, beneficios a los que tie-
ne derecho en su calidad de víctima que le permitan
garantizar sus derechos y el acceso a la justicia; y, 

XI. Todas aquellas que resulten pertinentes para sal-
vaguardar su vida, integridad, seguridad, libertad,
dignidad. Así como todos los derechos humanos que
pudieran verse afectados y la reparación integral del
daño.

Capítulo II
De las obligaciones de la policía para 

actuar con la debida diligencia

Artículo 87. El personal policial de los tres órdenes de
gobierno, en el ámbito de sus competencias, deberá res-
ponder ante toda denuncia o solicitud de asistencia re-
lativa a situaciones de violencia contra mujeres y niñas
garantizando la debida diligencia en todas sus actua-
ciones.

Artículo 88. El personal policial de los tres órdenes de
gobierno, en el ámbito de sus competencias, acudirá de
manera inmediata ante una denuncia o solicitud de
asistencia, aun cuando quien haga del conocimiento el
hecho de violencia, no sea la víctima.

Artículo 89. El personal policial de los tres órdenes de
gobierno, en el ámbito de sus competencias, deberá
frente a hechos de violencia:

I. Ingresar al domicilio o lugar donde se está reali-
zando la agresión para salvaguardar la integridad y
la vida de la víctima.

II. Hacer la detención y la debida presentación, ante
la autoridad competente, de la o las personas agreso-
ras; o y,

III. Resguardar las armas que encuentre durante su
actuación.

Artículo 90. Al atender las situaciones de violencia con-
tra mujeres y niñas, el personal policial, de los tres ór-
denes de gobierno, deberá abstenerse de emitir juicios
de valor o comentarios de carácter sexista o discrimi-
natorios, o de minimizar los hechos, evitando corres-
ponsabilizar a la víctima.
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El personal policial que incurra en estas prácticas será
sancionado de acuerdo a las disposiciones correspon-
dientes.

Artículo 91. El personal policial de los tres órdenes de
gobierno, en el ámbito de sus competencias, coadyuva-
rá en el estricto cumplimiento de las medidas cautelares
o medidas de protección dictadas a favor de víctimas de
violencia contra las mujeres, de acuerdo a lo dispuesto
en esta Ley y en otras disposiciones aplicables.

Artículo 92. El personal policial de los tres órdenes de
gobierno, en el ámbito de sus competencias, informará
a la víctima de sus derechos, en términos de lo estable-
cido en la Constitución, la Ley General de Víctimas, la
presente ley y demás disposiciones vigentes. 

Artículo 93. El personal policial de los tres órdenes de
gobierno, en el ámbito de sus competencias, en todos los
casos deberá realizar y presentar su informe policial de
manera objetiva, exhaustiva y detallada, sobre los he-
chos de violencia y su actuación.

Artículo 94. En los ámbitos estatal y municipal prefe-
rentemente se deberá contar con una unidad especiali-
zada policial para la atención de casos de violencia con-
tra las mujeres.

A esta unidad especializada se le deberá asignar el pre-
supuesto necesario para el cumplimiento de sus respec-
tivas atribuciones, así como para realizar la interven-
ción directa en los casos de violencia contra las mujeres,
derivada de la atención de los servicios telefónicos de
emergencia de la localidad o de la entidad federativa
respectivamente. Su actuación estará guiada de acuer-
do con los protocolos especializados establecidos.

A esta unidad especializada le corresponde salvaguar-
dar la integridad y el cuidado de la víctima tanto en el
domicilio donde atiende la emergencia como en su tras-
lado. Igualmente, le corresponde, en caso de que proce-
da, arrestar a la persona agresora y trasladarla a la
agencia del Ministerio Público correspondiente. 

Pudiendo realizar actividades de acompañamiento y de
traslado a favor de la víctima para garantizar su segu-
ridad.

Capítulo III
De las obligaciones de las autoridades y órganos auxi-
liares de procuración de justicia para actuar con la de-

bida diligencia

Artículo 95. El Ministerio Público de la federación, de
las entidades federativas y del Distrito Federal, en el
ámbito de sus competencias, deberá actuar e investigar
cualquier caso de violencia contra las mujeres y las ni-
ñas con base en lo establecido en esta ley, garantizando
la debida diligencia la debida y la perspectiva de géne-
ro en todas sus actuaciones.

Artículo 96. El Ministerio Público de la federación, de
las entidades federativas y del Distrito Federal, en el
ámbito de sus competencias, está obligado a garantizar
el derecho a interponer denuncias a las mujeres vícti-
mas de violencia, sin restringirlo o negarlo por requisi-
tos de carácter formal. 

Artículo 97. La denuncia que recabe el Ministerio Pú-
blico de la federación, de las entidades federativas y del
Distrito Federal, en el ámbito de sus competencias, ade-
más de contemplar los requisitos establecidos en otras
disposiciones legales, tratándose de hechos de violencia
contra mujeres y niñas deberá:

I. Respetar la forma espontánea en que la víctima re-
alice su declaración.

II. Establecer las circunstancias de los hechos que se
denuncian incorporando la perspectiva de género.

III. Incluir, en su caso, la descripción de los antece-
dentes de violencia y si éstos fueron o no denuncia-
dos.

IV. Contener los datos de la persona agresora y de la
víctima.

V. Reservar de la información del lugar en que se en-
cuentre la víctima.

VI. Identificar los tipos y modalidades de la violen-
cia; y,

VII. Asentar en su caso, la existencia de personas a
quienes consten los hechos de violencia.
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Se deberá informar a las víctimas de los servicios y apo-
yos económicos a los que puede acceder de conformidad
con lo establecido en la Ley General de Víctimas, las le-
yes de las entidades federativas y del Distrito Federal en
la materia, así como informar sobre las instancias que
los otorgan.

Artículo 98. Desde el primer momento se deberán de re-
alizar las diligencias básicas que permitan corroborar
la declaración de la víctima, como lo son:

I. La toma de fotografías, con la finalidad de identi-
ficar lesiones, heridas, agresiones, lugares de violen-
cia. Salvaguardando en todo momento la identidad
de la víctima.

II. Dictámenes médicos, psicológicos y de otras peri-
ciales que tengan como finalidad identificar el tipo
de lesiones, agresiones, contexto, tipos de violencia;
así como determinar las consecuencias; y,

III. Obtener el parte policial, el cual deberá describir
de manera amplia y clara los hechos de que tuvo co-
nocimiento, así como identificar a personas con cali-
dad de testigos. 

Artículo 99. En la declaración de la víctima así como
en la declaración a cualquier testigo del hecho, se de-
berán observar los siguientes lineamientos:

I. Abstenerse de poner en duda el relato de la víctima
y responsabilizarla por los hechos.

II. Contar con capacitación y actualización en vio-
lencia de género, perspectiva de género y el marco
jurídico nacional e internacional en materia de dere-
chos humanos; y,

III. Realizar las entrevistas en lugares que garanti-
cen privacidad a las personas involucradas.

Artículo 100. En caso de que la mujer en situación de
violencia, se encontrase herida o con lesiones que pon-
gan en riesgo su vida o integridad, el personal que co-
nozca de la denuncia deberá asegurar que reciba aten-
ción inmediata de los servicios de salud.

Corresponde a las instituciones del Sistema Nacional de
Salud brindar a las víctimas servicios de atención mé-

dica y psicológica integral e interdisciplinaria, que sea
especializada y garantice su atención con perspectiva
de género.

Artículo 101. Cuando la o las víctimas sean referidas o
atendidas por alguna institución de salud, pública o pri-
vada, se procederá a solicitar copia del expediente del
caso, datos de la institución que refiere, y demás ele-
mentos que aporten información para la investigación.

Estas actuaciones pueden ser requeridas vía telefónica
por su urgencia y entregadas por algún medio electró-
nico que facilite su acceso, debiendo quedar constancia
de la misma para los efectos legales correspondientes.

Artículo 102. En los casos en que la víctima o las vícti-
mas lo necesiten o así lo soliciten, deberán ser traslada-
das, junto con sus hijas e hijos o personas a su cargo o
cuidado, a un refugio en términos de lo dispuesto en la
presente ley.

Artículo 103. Tratándose de los servicios proporciona-
dos por los Centros de Justicia para las Mujeres; el per-
sonal Ministerial cuenta con la facultad de trasladarse
al domicilio de la víctima, cuando decida permanecer
en éste y quiera iniciar una denuncia.

El personal ministerial explicará el procedimiento para
iniciar una denuncia penal y otros aspectos legales de-
terminantes, una vez obtenido el consentimiento infor-
mado de la víctima, iniciará la averiguación previa co-
rrespondiente; la víctima contará con el apoyo,
acompañamiento y asesoría legal de una o un abogado
victimal adscrito Centro de Justicia para las Mujeres.

Capítulo IV
De las obligaciones de las autoridades judiciales para

actuar con la debida diligencia

Artículo 104. Las y los servidores públicos que inter-
vengan en procesos judiciales en casos de violencia con-
tra las mujeres, además de las obligaciones contenidas
en otras disposiciones legales, deberán:

I. Contar con protocolos especializados de atención
con perspectiva de género, interés superior de la ni-
ñez y derechos humanos, que atiendan los diferentes
niveles de discriminación múltiple que afectan a las
mujeres víctimas de delitos.
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II. Garantizar la participación oportuna, efectiva y
adecuada de las víctimas en el proceso, con respeto a
su dignidad y velando por la protección de su inte-
gridad y privacidad.

III. Asegurar que los interrogatorios, comparecen-
cias y demás diligencias sean estrictamente las nece-
sarias, debiendo realizarlas servidoras y servidores
públicos capacitados en perspectiva de género y de-
rechos humanos.

IV. Informar a las víctimas, de manera comprensible
y en su caso a través de intérpretes o traductores, so-
bre sus derechos en el marco de los procesos judicia-
les, especialmente:

a. La facultad de participar activamente durante
el proceso.

b. Las posibilidades de obtener asistencia jurídi-
ca gratuita.

c. El poder promover diligencias dentro del pro-
ceso, independiente de su naturaleza.

d. El poder comparecer a través de cámara de Ge-
sell u otras herramientas tecnológicas, que salva-
guarden su integridad física y psicológica.

e. El resguardo de la identidad y otros datos per-
sonales; y,

f. El derecho a obtener medidas de protección
adicionales a su favor a las establecidas en el
marco civil y penal correspondiente.

V. Abstenerse de sugerir como solución al proceso
mecanismos de conciliación, mediación o soluciones
alternativas de conflicto; y,

VI. Actuar de manera coordinada con las demás ins-
tituciones vinculadas al proceso.

Artículo 105. Tratándose de los procesos judiciales re-
lacionados con violencia contra mujeres y niñas, la jue-
za o el juez, deberá vigilar que durante el proceso se
tenga la información relacionada con los hechos de vio-
lencia y el contexto en que se desarrollaron, particular-
mente:

I. Se cuenten con todos los antecedentes relativos a
todo hecho de violencia anterior, estableciéndose la
relación de la violencia contra las mujeres y las niñas
en la que se haya visto involucrada la víctima o la
persona agresora;

II. Requerir a diversas instancias información sobre
la atención que haya recibido la víctima.

III. Facilitar la presentación y desahogo de cualquier
tipo de peritajes que puedan ayudar a acreditar los
hechos, los cuales deberán ser tramitados de manera
inmediata.

Artículo 106. Cuando la mujer víctima de violencia
manifieste su intención de desistirse durante el pro-
ceso, las autoridades encargadas deberán: 

I. Indagar sobre las razones de dicho desistimiento.

II. Evaluar si éste es realizado de manera libre y vo-
luntaria.

III. Procurar que la manifestación de la víctima de
su intención de desistirse no implique la inmediata
terminación del proceso; y, 

IV. Dejarlo asentado en el expediente del caso.

Tratándose de niñas víctimas de violencia, ante el desis-
timiento que presente quien ejerza la patria potestad, la
tutela o la custodia, la autoridad judicial deberá garan-
tizar en todo momento su interés superior, particular-
mente de aquellas que se encuentran en la primera in-
fancia o no puedan expresar su opinión sobre el
desistimiento. Tratándose de niñas y adolescentes que
puedan expresar su opinión sobre el desistimiento, se
deberá garantizar previamente, a tomar una determi-
nación, el ser escuchadas. Dichas opiniones se valora-
ran conforme a su desarrollo evolutivo y cognitivo. 

Artículo 107. En las resoluciones de los órganos judi-
ciales que se emitan sobre delitos relacionados con he-
chos de violencia contra mujeres, además de lo estable-
cido en otras disposiciones legales, se deberán
considerar la reparación integral del daño causado, el
cuál considerará:

I. La indemnización material por el daño sufrido.
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II. El acceso a tratamientos médicos para la rehabi-
litación de la víctima o víctimas indirectas.

III. El reconocimiento de la violencia ejercida contra
esa mujer, o niña, como una violación a los derechos
humanos que no será tolerada por las instancias del
estado; y

IV. Las demás disposiciones de esta ley sobre repara-
ción integral del daño a las víctimas.

Artículo 108. Como parte de la resolución judicial en
sentencias condenatorias por delitos relacionados con
hechos de violencia contra mujeres y niñas, podrá esta-
blecerse como parte de la sanción que la persona sen-
tenciada deberá participar en los programas de reedu-
cación integral.

Artículo 109. Concluido el proceso judicial, en caso de
que la víctima enfrente una situación de riesgo, deberán
establecerse las medidas de seguridad necesarias para
proteger su vida, integridad y seguridad personales,
mismas que serán otorgadas de acuerdo a los estánda-
res de mayor protección a la víctima y garantizando
que su temporalidad no sea una limitante en la protec-
ción.

Artículo 110. El órgano judicial que conozcan del pro-
ceso judicial relacionado con hechos de violencia contra
mujeres y niñas dará seguimiento a las medidas de se-
guridad o de protección que se hayan determinado. Pa-
ra su mejor cumplimiento deberán coordinarse con las
instancias correspondientes dentro del poder ejecutivo
para garantizar su adecuada aplicación. 

Artículo 111. En caso de ser necesario se deberá remitir
a la víctima a los servicios de salud, para recibir asis-
tencia médica y psicológica de urgencia, así como trata-
miento especializado, de conformidad con lo estableci-
do en la Ley General de Víctimas y otras disposiciones
legales aplicables. 

Artículo 112. En los casos que la víctima lo requiera, se
le deberá trasladar en su caso con sus hijas e hijos o
personas a su cargo o cuidado a un refugio o albergue
en términos de lo previsto por esta ley.

Capítulo V
De las obligaciones de las autoridades municipales pa-

ra actuar con la debida diligencia

Artículo 113. Cuando la autoridad municipal compe-
tente tenga conocimiento de un hecho de violencia, de-
berá resguardar y proteger a la víctima, así como a las
víctimas indirectas y dar aviso al Ministerio Público
más cercano.

Artículo 114. Cuando se le requiera, la autoridad muni-
cipal competente, deberá coadyuvar con el Ministerio
Público y con las autoridades policiales en la imple-
mentación de las medidas de protección.

Título VII
De la Coordinación y los Mecanismos para 
Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra las Mujeres

Capítulo I
Del sistema nacional para prevenir, atender, sancionar y

erradicar la violencia contra las mujeres

Artículo 115. …

Artículo 116. El sistema se conformará por las y los titula-
res de:

I. …

II. …

III. Se deroga.

IV. a XI. …

Artículo 117. …

Capítulo II
Del programa integral para prevenir, atender, 

sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres

Artículo 118. …

I. a IX. …

X. Se deroga.

XI. a XIII. …
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Artículo 119. …

Capítulo III
De la distribución de competencias en materia de preven-
ción, atención, sanción y erradicación de la violencia con-

tra las mujeres

Artículo 120. …

Sección Primera. De la Federación

Artículo 121. …

Sección Segunda. De la Secretaría de Gobernación

Artículo 122. Corresponde a la Secretaría de Gobernación:

I. a XIV. …

XV. Diseñar la política integral para la prevención de
delitos de mayor impacto contra las mujeres, en los
ámbitos público y privado.

XVI. Establecer las acciones y medidas que se debe-
rán tomar para la reeducación y reinserción social de
la persona agresora.

XVII. Diseñar, con una visión transversal, la política
integral con perspectiva de género orientada a la
prevención, atención, sanción y erradicación de los
delitos de mayor impacto contra las mujeres.

XVIII. Diseñar y administrar una página de Internet
específica que concentre información general y los
datos de identificación de las mujeres y niñas que se-
an reportadas como desaparecidas. La información
deberá ser pública y permitir que la población en ge-
neral pueda aportar información sobre el paradero
de las mujeres y niñas desaparecidas. Esta página
deberá actualizarse de forma permanente.

XIX. Coordinar, integrar y actualizar el banco na-
cional de datos e información sobre casos y delitos de
violencia contra las mujeres.

XX. Publicar semestralmente la información general
y estadística del banco nacional de datos e informa-
ción sobre casos y delitos de violencia contra las mu-
jeres.

XXI. Supervisar y apoyar el funcionamiento de los
Centros de Justicia para las Mujeres; y 

XXII. Las demás previstas para el cumplimiento de la
presente ley.

Sección Tercera. De la Secretaría de Desarrollo Social

Artículo 123. …

I. a VIII. …

IX. Garantizar que los procesos de planeación y pro-
gramación atiendan las necesidades básicas las mu-
jeres; así como la mejoría en todos los aspectos que
impactan la calidad de vida para contribuir a su ade-
lanto, mediante el acceso igualitario a los bienes, re-
cursos y beneficios del desarrollo humano sustenta-
ble y sostenido.

X. Proporcionar información completa, oportuna y
veraz al Banco Nacional de Datos e Información so-
bre Casos y Delitos de Violencia contra las Mujeres
y las Niñas.

XI. Publicar y actualizar trimestralmente en sitio
oficial de internet, la información general y estadís-
tica proporcionada al Banco Nacional de Datos e In-
formación sobre Casos y Delitos de Violencia contra
las Mujeres y las Niñas; y,

XII. Las demás previstas para el cumplimiento de la
presente ley.

Sección Cuarta. 
De la Secretaría de Educación Pública

Artículo 124. Corresponde a la Secretaría de Educación
Pública:

I. a XV. …

XVI. Promover la potenciación y la reivindicación de
la importancia de la participación de las mujeres, de
todas las edades, en todos los ámbitos de la sociedad.

XVII. Garantizar que ninguna mujer, particular-
mente las adolescentes embarazadas o en situación
de maternidad sean expulsadas de los centros educa-
tivos. Aplicando las medidas necesarias que aseguren
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su permanencia o continuación en el sistema nacio-
nal de educación.

XVIII. Proporcionar información completa, oportu-
na y veraz al banco nacional de datos e información
sobre casos y delitos de violencia contra las mujeres.

XIX. Publicar y actualizar trimestralmente en sitio
oficial de internet, la información general y estadís-
tica proporcionada al banco nacional de datos e in-
formación sobre casos y delitos de violencia contra
las mujeres; y

XX. Las demás previstas para el cumplimiento de la
presente ley.

Sección Quinta. 
De la Secretaría de Salud

Artículo 125. … 

I. a XIV. …

XV. Informar de manera científica y veraz respecto
del ejercicio de sus derechos sexuales y reproducti-
vos, garantizar su acceso al conocimiento de progra-
mas informativos en particular sobre la planificación
familiar, el uso de contraceptivos y la píldora de
emergencia; los riesgos de los embarazos precoces; la
prevención del VIH/SIDA y la prevención y el trata-
miento de las infecciones de transmisión sexual.

XVI. Garantizar la atención médica integral a toda
adolescente embarazada, por considerarse en un es-
tado de alto riesgo obstétrico y perinatal, en todas las
instancias del Sistema Nacional de Salud.

XVII. Proporcionar información completa, oportuna
y veraz al Banco Nacional de Datos e Información
sobre Casos y Delitos de Violencia contra las Muje-
res.

XVIII. Publicar y actualizar trimestralmente en sitio
oficial de internet, la información general y estadís-
tica proporcionada al Banco Nacional de Datos e In-
formación sobre Casos y Delitos de Violencia contra
las Mujeres; y,

XIX. Las demás previstas para el cumplimiento de la
presente ley.

Sección Sexta
De la Secretaría del Trabajo y Previsión Social

Artículo 126. …

I. a VIII. …

IX. Implementar programas permanentes para pre-
venir, detectar, sancionar y erradicar el trabajo do-
méstico infantil realizado por mujeres menores de 15
años de edad; así como, el realizado por mujeres ma-
yores de 15 años de edad cumplidos en contra de su
voluntad; privadas de su libertad; mediante la vio-
lencia, amenaza o coacción; o, derive de la comisión
del delito de trata de personas.

X: Proporcionar información completa, oportuna y
veraz al Banco Nacional de Datos e Información so-
bre Casos y Delitos de Violencia contra las Mujeres.

XI. Publicar y actualizar trimestralmente en sitio
oficial de internet, la información general y estadís-
tica proporcionada al Banco Nacional de Datos e In-
formación sobre Casos y Delitos de Violencia contra
las Mujeres; y,

XII. Las demás previstas para el cumplimiento de la
presente ley.

Sección Séptima. 
De la Procuraduría General de la República

Artículo 127. Corresponde a la Procuraduría General de la
República:

I. a VIII. …

IX. …

La información del registro al que se refiere esta
fracción deberá ser proporcionada al banco nacional
de datos e información sobre casos y delitos de vio-
lencia contra las mujeres.

X. Publicar y actualizar trimestralmente en sitio ofi-
cial de internet, la información general y estadística
proporcionada al Banco Nacional de Datos e Infor-
mación sobre Casos y Delitos de Violencia contra las
Mujeres.
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XI. Elaborar y aplicar protocolos especializados con
perspectiva de género en la búsqueda inmediata de mu-
jeres y niñas desaparecidas, para la investigación de los
delitos de discriminación, feminicidio, trata de personas
y contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual.

XII. Crear una base nacional de información genética
que contenga la información personal disponible de mu-
jeres y niñas desaparecidas a nivel nacional, la informa-
ción genética y muestras celulares de los familiares de
las personas desaparecidas que lo consientan; la infor-
mación genética y muestras celulares provenientes de
los cuerpos de cualquier mujer o niña no identificada.

La información integrada en esta base deberá ser res-
guardada y únicamente podrá ser utilizada para la con-
frontación de información genética entre cuerpos no
identificados y personas desaparecidas; y,

XIII. Las demás previstas para el cumplimiento de la
presente ley.

Sección Octava
Del Instituto Nacional de las Mujeres

Artículo 128. …

I. a IX. …

X. Proporcionar información completa, oportuna y
veraz al banco nacional de datos e información sobre
casos y delitos de violencia contra las mujeres.

XI. Publicar y actualizar trimestralmente en sitio
oficial de internet, la información general y estadís-
tica proporcionada al banco nacional de datos e in-
formación sobre casos y delitos de violencia contra
las mujeres; y,

XII. Las demás previstas para el cumplimiento de la
presente ley.

Sección Novena
Del Sistema Nacional para el 

Desarrollo Integral de la Familia

Artículo 129. Corresponde al Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia:

I. Realizar acciones de prevención y atención de mu-
jeres y niñas maltratadas o víctimas de violencia fa-
miliar.

II. Celebrar acuerdos y convenios de colaboración, y
concertar acciones en la materia.

III. Coadyuvar con las dependencias e instancias que
integran el Sistema para favorecer su consolidación.

IV. Difundir la cultura de respeto a los derechos hu-
manos de las mujeres y niñas; así como promover
que las instancias de procuración de justicia garanti-
cen la integridad de mujeres y niñas en situación de
violencia de género que denuncian hechos relativos a
la comisión de delitos.

V. Celebrar convenios de cooperación, coordinación
y concertar acciones en materia de asistencia social a
mujeres y niñas e situación de violencia de género,
con los sectores público, social y privado de las enti-
dades federativas Federal; sí como con organismos
internacionales. 

VI. Proporcionar información completa, oportuna y
veraz al Banco Nacional de Datos e Información so-
bre Casos y Delitos de Violencia contra las Mujeres
y las Niñas.

VII. Publicar y actualizar trimestralmente en sitio
oficial de internet, la información general y estadís-
tica proporcionada al Banco Nacional de Datos e In-
formación sobre Casos y Delitos de Violencia contra
las Mujeres y las Niñas; y,

VIII. Las demás previstas para el cumplimiento de la
presente ley.

Sección Décima
De las Entidades Federativas

Artículo 130. …

I. a XXII. …

XXIII. Establecer en concordancia con esta ley, las
adecuaciones al marco normativo para el mecanismo
de alerta por violencia de género contra las mujeres
estatal, así como para las órdenes de protección.
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XXIV. Coordinar, integrar y actualizar el banco es-
tatal de datos e información sobre casos y delitos de
violencia contra las mujeres, que incluya la clasifica-
ción de los hechos de los que tenga conocimiento, lugar
de ocurrencia y lugar de hallazgo de los cuerpos, carac-
terísticas socio demográficas de las víctimas y del suje-
to activo, especificando su tipología, relación entre el
sujeto activo y pasivo, móviles, diligencias básicas a re-
alizar, así como las dificultades para la práctica de dili-
gencias y determinaciones; los índices de incidencia y
reincidencia, consignación, sanción y reparación del da-
ño. Este registro se integrará a la estadística criminal y
victimal para definir políticas en materia de prevención
del delito, procuración y administración de justicia.

Proporcionar la información a que se refiere esta
fracción de forma completa, oportuna y veraz al
banco nacional de datos e información sobre casos y
delitos de violencia contra las mujeres.

XXV. Publicar semestralmente la información gene-
ral y estadística del banco estatal de datos e infor-
mación sobre casos y delitos de violencia contra las
mujeres.

XXVI. Elaborar y aplicar protocolos especializados con
perspectiva de género en la búsqueda inmediata de mu-
jeres y niñas desaparecidas, para la investigación de los
delitos de discriminación, feminicidio, trata de personas
y contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual;
y,

XXVII. Las demás aplicables a la materia, que les con-
ceda la ley u otros ordenamientos legales.

Sección Décima Primera
De los Municipios

Artículo 131. …

Capítulo IV
De la atención a las víctimas

Artículo 132. …

Artículo 133. …

Artículo 134. …

Capítulo V
De los centros de justicia y refugios para las mujeres víc-

timas de violencia

Artículo 135. Los Centros de Justicia para las Mujeres
tienen como objetivo contribuir a que las mujeres vícti-
mas de violencia logren ejercer plenamente su derecho
a una vida libre de violencia, a través de los siguientes
lineamientos:

I. Brindar, en un mismo espacio, a las mujeres y a sus
hijas e hijos todos los servicios especializados y mul-
tidisciplinarios que sean necesarios para que tomen
decisiones informadas; reduzcan las posibilidades de
que continuar siendo víctimas de violencia y delitos;
y mejorar su capacidad de ejercer todos sus dere-
chos, incluido el derecho a las garantías procesales y
al acceso a la justicia.

II. Ofrecer servicios de atención integral, con pers-
pectiva de género, en materia de salud, trabajo, edu-
cación, información y acceso a la justicia a las muje-
res que hayan sufrido violencia, que podrán ser
ampliados a sus hijos e hijas y víctimas indirectas
que dependan de la víctima; y,

III. Servir como centros comunitarios que no sola-
mente atiendan a mujeres que hayan sufrido algún
tipo de violencia, sino que ofrezcan actividades para
prevenir y contrarrestar la violencia contra las mu-
jeres, en una comunidad determinada.

Artículo 136. Los criterios de actuación de los Centros
de Justicia para las Mujeres son:

I. Proporcionar atención expedita y sin discrimina-
ción.

II. Trato personalizado empático.

III. Estricto respeto a los derechos humanos.

IV. Apego a la debida diligencia.

V. Actuación conforme al principio pro persona.

VI. Atención será deontológica.

VII. Respeto a la privacidad y la confidencialidad del
caso; y,
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VIII. Atención individualizada, gratuita y efectiva.

Artículo 137. Los procedimientos generales de atención
que se realizan en los Centros de Justicia para las Mu-
jeres son:

I. Atención telefónica.

II. Atención in situ, esta puede ser domiciliaria, hos-
pitalaria o en el lugar en que se encuentre la víctima
y este viendo un acto de violencia o tenga un riesgo
de sufrirla;

III. Atención presencial en el Centro de Justicia pa-
ra las Mujeres; y, 

IV. Atención por sistema de referencia y contrarrefe-
rencia a otras instituciones u organizaciones de la so-
ciedad civil.

Artículo 138. Los servicios integrales que se proporcio-
nan en los Centros de Justicia para las mujeres son:

I. Ruta personalizada de acompañamiento para cada
víctima: se analizará de manera integral el caso y se
le ofrecerán todas las opciones interdisciplinarias de
atención a la víctima, quien decidirá los servicios a
los que desee acceder. Cada víctima tendrá acceso
disponible a servicios legales, psicológicos, médicos o
de trabajo social.

II. Atención jurídica: Se contará con un grupo de
abogadas y abogados victímales que brinde servicios
especializados de representación a las víctimas desde
el inicio del proceso hasta la conclusión del mismo. 

III. Atención psicológica: se brindará por personal
especializado y en un espacio físico con un entorno
cómodo, privado y seguro para la víctima

Las terapias deberán enfocarse a atender aspectos
concretos, como: erradicar sentimientos suicidas de
la víctima, brindar herramientas para salir del cír-
culo de violencia; lograr la autonomía de la mujer y
su familia; construir un proyecto de vida y lograr su
empoderamiento.

IV. Servicios médicos: se brindará atención de pri-
mer nivel y en caso necesario se referirá a la víctima
a los servicios de salud específico que requiera.

Los servicios médicos deberán comprender el ejerci-
cio de los derechos sexuales y reproductivos de las
mujeres; se deberá informar de forma precisa y
completa sobre el uso de métodos anticonceptivos y
sobre la salud reproductiva; el acceso a métodos an-
ticonceptivos, como la píldora de emergencia para
lograr la interrupción del embarazo, sobre todo en
casos de violación. Además se deberá aplicar las nor-
mas oficiales mexicanas en materia de salud: 005,
010, 040, 045, 046, 173 y 190.

V. Servicios de Trabajo Social: se realizarán las si-
guientes funciones:

a) Preventivas: el área de trabajo social realizará
diagnósticos antropológicos y socioculturales so-
bre violencia contra las mujeres en territorios de-
terminados, cuyos resultados serán insumo para
el diseño de políticas públicas para la prevención
preventiva focalizada de este tipo de violencia.

b) Seguimiento y empoderamiento: a cada traba-
jadora social se le asignarán casos y expedientes
específicos, con el fin de generar un esquema de
apoyo y acceso a los servicios sociales que la mu-
jer y sus hijas e hijos requieran.

c) Canalización, apoyo y acompañamiento a la
víctima a los refugios: Se deberá informar a las
mujeres sobre la opción y requisitos de ingreso y
permanencia en los Refugios y dar puntual segui-
miento a los casos canalizados.

d) Coordinación el área de voluntariado.

e) Difusión comunitaria sobre los servicios que
ofrece el Centro de Justicia para las Mujeres.

f) Gestión de apoyos y donaciones: las cuales pue-
den incluir comida, ropa, donativos de dinero o
en especie, entre otros.

g) Canalización, acompañamiento y seguimiento
a las mujeres en casos especiales que impliquen
atención de largo plazo.

h) Gestión de otro tipo de apoyos no previstos por
el Centros de Justicia para las Mujeres.
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i) Gestión de todos los servicios escolares para las
y los hijos de la víctima.

j) Fungir como peritos en trabajo social.

k) Realizar trámites ante el registro civil para la
obtención de documentos; y,

l) Ayudar a las mujeres a su retorno al lugar de
origen cuando así lo deseen.

Artículo 139. Los Centros de Justicia para las Mujeres
a cargo de las entidades federativas, del Distrito Fede-
ral y de los municipios, deberán de contar con protoco-
los de actuación y atención, así como con la infraes-
tructura adecuada. La Secretaría de Gobernación es la
instancia encargada de la supervisión de dichos centros. 

Artículo 140. Los refugios son espacios confidenciales,
seguros y gratuitos que ofrecen hasta por tres meses o
en algunos casos por un tiempo mayor, servicios de se-
guridad y protección, así como de atención integral es-
pecializada para las mujeres, hijas e hijos de mujeres
víctimas de violencia. Lo anterior con el fin de salva-
guardar su integridad física y emocional, contribuyen-
do a superar la situación de violencia y facilitar su pro-
ceso de autonomía y empoderamiento

Los refugios deberán estar regulados y acatar en todo mo-
mento la normatividad vigente sobre la materia.

Artículo 141. Los refugios deberán prestar a las vícti-
mas y, en su caso, a sus hijas e hijos los siguientes servi-
cios especializados y gratuitos:

I. Protección, seguridad y salvaguarda de su integri-
dad personal.

II. Hospedaje.

III. Alimentación.

IV. Vestido y calzado.

V. Servicio de enfermería y gestiones para los servi-
cios especializados de salud.

VI. Acompañamiento y representación jurídica.

VII. Atención psicológica especializada para muje-
res, 

VIII. Atención psicológica y educativa para niñas y
niños. 

IX. Servicios de trabajo social y gestoría para las
mujeres y sus hijas e hijos.

X. Programas educativos e información suficiente
para que tomen libremente decisiones sobre su pro-
yecto de vida.

XI. Capacitación laboral y acompañamiento en su
proceso de inserción en alguna actividad remunera-
da; y,

XII. Gestiones para obtener créditos para vivienda
en corresponsabilidad con los gobiernos estatales y
municipales.

Artículo 142. La permanencia de las víctimas en los re-
fugios podrá ser de hasta tres meses o más, si persiste su
inestabilidad física, psicológica o su situación de riesgo.
Por lo tanto la permanencia deberá:

I. Definirse conforme a la evaluación de las necesi-
dades de las víctimas por parte del equipo multidis-
ciplinario del refugio; y,

II. Ser voluntaria, ya que en ningún caso se podrá
mantener a las víctimas en contra de su voluntad.

Artículo 143. En los refugios, se otorgarán todos los ser-
vicios sin discriminación alguna y de acuerdo a las si-
guientes consideraciones:

I. El ingreso de las víctimas será voluntario previa
firma del consentimiento informado.

II. En caso de mujeres menores de edad cuya vida se
encuentre en riesgo por cualquier tipo de violencia,
podrán ingresar previa solicitud firmada de la ma-
dre, padre o tutor legalmente designado o por quien
ejerza la patria potestad, o bien de la Fiscalía del
Menor y la familia del DIF o del Juez o Jueza com-
petente, o en su caso, a petición del Ministerio Públi-
co como una medida precautoria.
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III. Cuando se identifique a una víctima con una pro-
blemática severa de enfermedad fisca, trastorno psi-
quiátrico y o adicción, deberá ser valorada su estancia
en el refugio y en su caso ser canalizadas a las instan-
cias correspondientes clínicas, hospitales psiquiátricos
y centros de desintoxicación entre otros, por un perio-
do previo a su ingreso en el refugio, siendo obligato-
rio para la Secretaria de Salud brindar la atención
médica integral especializada y asegurar el acceso
gratuito a los servicios de salud para cada una de las
víctimas; y,

IV. El ingreso al refugio deberá ser por referencia es-
crita o canalización de cualquier centro de atención
externa, o del Centro de Justicia para las Mujeres o
de cualquier instancia especializada en violencia
contra las mujeres previa valoración integral del ca-
so concreto.

Artículo 144. Para garantizar la seguridad de las vícti-
mas y del personal que las atiende, los refugios deberán
cumplir con las siguientes medidas de seguridad:

I. La ubicación del refugio será absolutamente confi-
dencial.

II. Ninguna persona o servidora o servidor público
que tenga conocimiento sobre la ubicación de los re-
fugios podrá proporcionar información alguna a ter-
ceros y mucho menos sobre las personas beneficia-
rias de sus servicios, por ello, deberán abstenerse de
enviar cualquier tipo de notificación al domicilio del
refugio.

III. Toda persona que colabore en los Refugios y Cen-
tros de Atención Externa, ya sean privados o públicos
deberá mantener el anonimato y secrecía de la direc-
ción del Refugio, así como la identidad y los datos per-
sonales de las víctimas; en caso de requerir fotografí-
as estás deberán proteger el rostro de las víctimas.

IV. Resguardar toda la información personal e infor-
mación sensible de las mujeres que reciban los servi-
cios así como la de sus hijas e hijos de conformidad
con lo establecido en la Ley de Protección de Datos
Personales en posesión de Particulares; y, 

V. Las servidoras o servidores públicos que infrinjan
esta disposición serán sancionados/as conforme a la

Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores
Públicos.

Artículo 145. Los refugios funcionaran:

I. Los 365 días del año y las 24 horas del día.

II. Con recursos financieros etiquetados anualmente
en el Presupuesto de Egresos de la Federación espe-
cíficamente para la sustentabilidad y permanencia
de los mismos; y,

III. De conformidad con la normatividad vigente en
la materia y adecuándose a los estándares interna-
cionales sobre protección de las mujeres víctimas de
violencia.

Artículo 146. Los refugios contaran con las instalacio-
nes suficientes y adecuadas para ofrecer a las mujeres
atención integral con perspectiva de género a través de
servicios profesionales, con calidad y calidez, que ga-
ranticen su privacidad y seguridad.

Artículo 147. El egreso de las víctimas deberá realizarse
con apego a la normatividad vigente y de acuerdo con un
plan personalizado para cada caso, que deberá incluir un
análisis para identificar los riesgos y el grado de vulne-
rabilidad que prevalece previo a su externación.

Artículo 148. El personal que labore en los refugios y en
los Centros de Atención Externa deberá contar con:

a) Un nivel de formación profesional actualizado en
atención a la violencia contra las mujeres desde la
perspectiva de género, derechos humanos de las mu-
jeres y protocolos de protección y seguridad; y, 

b) Experiencia en la atención a víctimas, y deberá
cumplir con los requisitos legales para el ejercicio de
su respectiva profesión. 

Artículo 149. La Secretaría de Gobernación será la en-
tidad responsable de monitorear y dar seguimiento al
funcionamiento de los refugios. En la supervisión de las
actividades y los servicios que brindan los refugios, la
secretaría contará con la participación de las organiza-
ciones y personas de la sociedad civil.
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Artículo 151. Los gobiernos federal, estatales, del Dis-
trito Federal y de los municipios, deberán de forma co-
ordinada:

I. Destinar los recursos financieros necesarios para
garantizar la sustentabilidad y permanencia de los
refugios.

II. Gestionar y facilitar los bienes inmuebles para ser
operados como Refugios, manteniendo la seguridad
y confidencialidad de los mismos; y,

III. Asegurar la operatividad y funcionamiento de
los refugios en el marco de las disposiciones legales
aplicables.

Título VIII
De las Responsabilidades y Sanciones

Capítulo Único
De las responsabilidades y sanciones

Artículo 152. …

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Los Poderes Legislativos de las entida-
des federativas contarán con un plazo de 120 días hábiles,
contados a partir de la entrada en vigor del presente decre-
to, para realizar la armonización y homologación legislati-
va a las que se refieren las disposiciones de esta Ley, ha-
ciendo las consideraciones pertinentes al proyecto de
presupuesto de las Dependencias y del Poder Judicial, res-
ponsables directos de la implementación de las disposicio-
nes que se homologarán. 

Artículo Tercero. La Secretaría de Gobernación deberá es-
tablecer dentro de su proyecto de presupuesto, a partir del
año siguiente de la entrada en vigor de este decreto, las par-
tidas necesarias para atender la ejecución, las obras de in-
fraestructura, la contratación de personal, la capacitación y
todos los demás requerimientos que sean necesarios para
cumplir con el adecuado funcionamiento del mecanismo
de alerta de violencia de género contra las mujeres, así co-
mo del Banco Nacional de Datos e Información sobre ca-

sos y Delitos de Violencia cometida en contra de Mujeres,
conforme a las disposiciones de esta ley.

Artículo Cuarto. La Secretaría de Gobernación, en un pla-
zo que no exceda de 90 setenta días naturales después de
publicado el presente decreto, deberá publicar las reformas
al reglamento de la ley que resulten necesarias para la im-
plementación de este ordenamiento.

Artículo Quinto. La Procuraduría General de la Repúbli-
ca deberá establecer dentro de su proyecto de presupuesto,
a partir del año siguiente de la entrada en vigor de este de-
creto, las partidas necesarias para atender la ejecución, las
obras de infraestructura, la contratación de personal, la ca-
pacitación y todos los demás requerimientos que sean ne-
cesarios para cumplir con el adecuado funcionamiento de
las órdenes de protección conforme a las disposiciones de
esta ley.

Notas:

1 Cfr. Diagnóstico del trabajo del Poder Legislativo en materia de de-

rechos humanos de las mujeres en la Legislatura XLI. Retos y pen-

dientes, Centro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la Equi-
dad de Género, ISBN: en trámite, honorable Congreso de la Unión,
Cámara de Diputados, LXII Legislatura, México, diciembre 2012, pá-
gina 19.

2 Véase: Inicia CNDH queja por parto en patio. Reforma. 4 de octubre
de 2013. Cita en: 25 años de investigación sobre violencia obstétrica

en México, Roberto Castro y Joaquina Erviti, Revista Conamed, volu-
men 19, número 1, enero-marzo 2014, páginas 37-42, ISSN 1405-
6704.

3 Véase: “Ya se va a aliviar; pásala no seas malito”. Reforma. 12 de oc-
tubre de 2013. Cita en Ídem.

4 25 años de investigación sobre violencia obstétrica en México, Ro-
berto Castro y Joaquina Erviti, Revista Conamed, volumen 19, núme-
ro 1, enero-marzo 2014, págs. 37-42, ISSN 1405-6704.

5 Véase: Conamed. Información solicitada directamente por la y el au-
tor. 2013. Cita en Ídem.

6 25 años de investigación sobre violencia obstétrica en México, Ro-
berto Castro y Joaquina Erviti, Revista Conamed, volumen 19, núme-
ro 1, enero-marzo 2014, páginas 37-42, ISSN 1405-6704.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de diciembre de
2014.— Diputadas: Martha Lucía Mícher Camarena, María del Rocío
García Olmedo, DoraMaría Talamante Lemus, Rosalba de la Cruz Re-
guera, Delfina Elizabeth Guzmán Díaz, María Guadalupe Sánchez
Santiago, Guadalupe Moctezuma Oviedo, Blanca Jiménez Castillo, Joa-
quina Navarrete Contreras, Judit Magdalena Guerrero López, Margari-
ta Licea González, Mario Miguel Carrillo Huerta (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 62, 63 y 78 de Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Ernesto Núñez Aguilar, del Grupo Parlamenta-
rio del PVEM, y suscrita por integrantes de la Comisión de
Desarrollo Municipal

El suscrito, Ernesto Núñez Aguilar, diputado a la LXII Le-
gislatura del Congreso de la Unión, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, nume-
ral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, y suscrita por diputadas y diputados integrantes
de la Comisión de Desarrollo Municipal someto a la consi-
deración de esta asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 62, 63 y 78 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de
conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa con proyecto de decreto tiene la fi-
nalidad de fortalecer en el marco constitucional vigente, el
principio fundamental de incompatibilidad que desde el
texto original de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos de 1917 no ha sido modificado. Ello a
pesar de la trascendencia y actualidad que cobra dicho
principio en la sociedad mexicana; así como en diversas
manifestaciones ciudadanas. Y de las múltiples demandas
sociales, las cuales ponderan que cuando una o un legisla-
dor en funciones tiene la legítima aspiración de contender
a otra comisión o empleo deben abdicar o renunciar al en-
cargo conferido y no de pedir licencia a éste.

Respecto a lo anterior es importante considerar las premi-
sas que se presentan a continuación, con la finalidad de es-
tablecer un marco de motivaciones que nos llevan a forta-
lecer el principio de incompatibilidad mencionado. Y a la
vez justificar el presente decreto, en el que se propone sus-
tituir el concepto de licencia por el de abdicación o renun-
cia al cargo de legislador. Cambio con el que se pretende,
a su vez, perfeccionar el modelo de representación política,
el cual se obtiene a través del mandato popular, originado
éste en el ejercido de los procesos democráticos.

El significado de la palabra compatibilidad se origina en la
idea o condición de coincidencia con algo o alguien. En
ello se presume la afinidad, una buena relación o concu-
rrencia. Por el contrario, cuando se hace referencia a la in-
compatibilidad, según el diccionario de la Lengua Españo-
la (2012), significa en primer lugar, repugnancia que tiene
una cosa para unirse con otra, o de dos o más personas en-
tre sí o, en su caso, es impedimento o tacha legal para ejer-
cer una función determinada, o para ejercer dos o más car-
gos a la vez.

A partir de esa dicotomía compatibilidad-incompatibilidad
y desde la perspectiva de la función legislativa, materia de
la presente iniciativa, se establece una diferenciación de
funciones y la ausencia de afinidades de éstas en el orden
jurídico, las cuales no pueden realizarse de manera simul-
tánea o al mismo tiempo. Es decir, el legislador está limi-
tado a realizar ciertas acciones mientras se encuentre en el
desempeño de la actividad legislativa y otras no. En ese
sentido, la concreción de incompatibilidad supone lo si-
guiente:

“[…] prohibición expresa, de orden constitucional, del
ejercicio simultáneo del mandato parlamentario con la
ocupación de cargos públicos o privados (sobrevenir el
cargo de secretario o subsecretario o mantener la titula-
ridad de un despacho jurídico), o la aceptación de cier-
tas gracias(condecoraciones, títulos nobiliarios); y, […]
La obligación de optar entre el cargo colectivo y el de
designación, acto éste que pone de relieve la contradic-
ción entre la libertad de optar y la prohibición constitu-
cional.”1

Efectivamente, la incompatibilidad desde el marco consti-
tucional es una limitación formal que se establece para
otorgar certidumbre jurídica al encargo o función legislati-
va. Se dispone de ella, como una garantía que obliga a las
personas a mantener un rango obligatorio de responsabili-
dad sobre un mandato otorgado por la ciudadanía. Manda-
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to dado, a partir de la voluntad popular, por lo cual se li-
mita a la o al legislador a desarrollar otras funciones, que
por su naturaleza puedan contradecir o vulnerar el núcleo
esencial de la función legislativa y, a su vez, tener influen-
cia en otro ámbito de competencia del estado.

En ese sentido la doctrina señala como otras finalidades del
régimen de incompatibilidades las siguientes:2

• La defensa y garantía del interés del parlamento en la
actuación de sus miembros o integrantes;

• La dedicación de los parlamentarios, en su caso, legis-
ladores al cargo electivo y sus exigencias;

• La buena administración de la moral legislativa;

• Impedir que se ejerza influencia en distintos ámbitos
de desempeño y respetar, así, la autonomía entre órga-
nos de estado (división horizontal) y entre el Parlamen-
to o Congreso general, las entidades federativas y las
municipalidades (división vertical o federativa); y,

• La independencia e imparcialidad de los parlamenta-
rios o legisladores.

En el mismo orden de ideas, sin embargo, se presenta lo
que se conoce, tanto en el ámbito constitucional y en las le-
yes de diversas materias, como licencia. La cual se refiere
principalmente, a la separación sin renuncia del cargo que
se ostente. Ésta puede ser, al igual que la incompatibilidad
en diversos ámbitos de funcionamiento del estado, e inclu-
so de los órganos autónomos constitucionales, u otros.
Cuando alguien solicita la licencia, se refiere principal-
mente a que: el o la legisladora pueden regresar a la fun-
ción legislativa nuevamente, una vez concluida la actividad
para la cual se solicitó la licencia. Al respecto se establece
la siguiente premisa:

“La licencia persigue generalmente por objeto que el
funcionario pueda dedicarse a otro empleo o comisión,
incompatible con las funciones protegidas por el fuero;
así sucede por mandamiento constitucional respecto a
los diputados y senadores (artículo 62) y a los ministros
de la Suprema Corte de Justicia (artículos 100 y 101),
con la sanción nada menos que de la pérdida de la in-
vestidura. La licencia en estos casos no es permiso para
desempeñar al mismo tiempo las funciones incompati-
bles, como lo ha entendido una interpretación torcida, si-
no separación del cargo sin renuncia a él, según lo expli-

ca respecto a los miembros del Congreso el artículo
62.”3

A efecto de lo anterior, el principio de incompatibilidad
confrontado con lo establecido en el artículo 62 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos que per-
mite la solicitud de licencia, es decir separarse del cargo
sin renunciar a él, tiene varias debilidades. Entre las que se
pueden mencionar, de manera enunciativa y no limitativa,
sólo las siguientes:

a) La primera que no se respeta el mandato conferido
por el votante, a la legisladora o legislador, logrado en
el proceso electoral correspondiente en el que ganó; 

b) En segundo lugar, se desatiende una obligación cons-
titucional que los legisladores se comprometen a reali-
zar durante el inicio del encargo conferido por el man-
dato;

c) En tercer lugar, se da una competencia desleal entre
el legislador que pretende otro puesto de elección popu-
lar y el candidato que no cuente con un cargo inmedia-
to semejante;

d) En cuarto lugar, se incentiva a la ciudadanía a consi-
derar el uso del puesto obtenido para un beneficio per-
sonal y no social y colectivo para el que fueron electos;
y,

e) En quinto lugar, se incentiva al legislador a buscar
otros puestos para asegurar su capital político, sin haber
dado término el primer puesto que le fue conferido gra-
cias a la confianza ciudadana.

En ese tenor, las manifestaciones de diversos grupos socia-
les, han priorizado el tema de la licencia al cargo de legis-
lador, con la finalidad de ponderar sus alcances. Es decir,
se manifiesta la necesidad de establecer mecanismos de
control del poder político a quienes detentan el poder del
estado. En este caso se trata de establecer limitaciones for-
males a las y los legisladores, tanto diputados como sena-
dores, que tiene aspiraciones legítimas, pero que no inte-
rrumpan el encargo conferido por la voluntad de la
ciudadanía o de lo contrario que renuncien a él.

Por ello, se hace pertinente considerar la importancia que
tienen ése tipo de manifestaciones sociales en el contexto
de la democratización mexicana que se construye día a día
en México y en el mundo. Efectivamente, la petición de va-
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rios sectores de la sociedad para perfeccionar la represen-
tación democrática es necesaria de tomarse en cuenta. Ello
en virtud de mejorar, no sólo los procesos elección popular
que nos llevan a la representación política y ciudadana, si-
no lo que resulta de ellos, tal es el caso del mandato confe-
rido a las y los legisladores que hemos tenido y tenemos el
honor de representar a la sociedad.

En ese orden de ideas, es importante dejar claro que la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, no pretende ago-
tar la problemática y las soluciones que aquejan a los me-
xicanos, solamente se busca incentivar la integración y
participación política para mejorar el desempeño del siste-
ma de representación mexicano en los procesos de elec-
ción, así como engrandecer la relación entre gobernantes y
gobernados, para dar cauce y solución a las demandas so-
ciales de la población que por diversas razones se han plan-
teado desde la tribuna pública y desde distintas partes del
país.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se somete a la
consideración de esta asamblea, el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman el artículo 62; párrafo
segundo del artículo 63; y fracción VIII del artículo 78
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Único. Se reforman el artículo 62; párrafo segundo del ar-
tículo 63; y fracción VIII del artículo 78 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar co-
mo siguen:

Artículo 62. Los diputados y senadores propietarios du-
rante el periodo de su encargo, no podrán desempeñar nin-
guna otra comisión o empleo de la federación o de los es-
tados por los cuales se disfrute sueldo, sin abdicación de la
Cámara respectiva; por lo que renunciarán definitivamente
de sus funciones representativas. La misma regla se obser-
vará con los diputados y senadores suplentes, cuando estu-
viesen en ejercicio. La infracción de esta disposición será
castigada con la pérdida del carácter de diputado o senador.

Artículo 63. (…)

Se entiende también que los diputados o senadores que fal-
ten diez días consecutivos, sin causa justificada del presi-

dente de su respectiva Cámara, con la cual se dará conoci-
miento a ésta, renuncian a concurrir hasta el periodo inme-
diato, llamándose desde luego a los suplentes.

(…)

(…)

Artículo 78. (…)

La Comisión Permanente, además de las atribuciones que
expresamente le confiere esta Constitución, tendrá las si-
guientes:

I. (…)

II. (…)

III. (…)

IV. (…)

V. (…)

VI. (…)

VII. (…)

VIII. Conocer y resolver sobre las abdicaciones o re-
nuncias que le sean presentadas por los legisladores.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. Del Pilar, Hernández, María, “Comentario Artículo 62”, en Dere-

chos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones, to-
mo XVIII, México, Cámara de Diputados LIX Legislatura, Senado de
la República LIX Legislatura, Suprema Corte de Justicia, Tribuna
Electoral del Poder Judicial de la Federación, Instituto Federal Electo-
ral y Miguel Ángel Porrúa, séptima edición 2006, pp. 213. 

2. Ídem.

3. Tena Ramírez, Felipe, Derecho constitucional mexicano, México,
Editorial Porrúa, 40 edición, 2011, p. 567

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2014 / Apéndice V775



Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de diciembre de 2014.— Dipu-
tados: Ernesto Núñez Aguilar (rúbrica), Tanya Rellstab Carreto (rúbri-
ca), Abraham Montes Alvarado (rúbrica), María Fernanda Schoroeder
Verdugo, Leslie Pantoja Hernández, Víctor Rafael González Manrí-
quez, Víctor Manuel Bautista López, Ramón Montalvo Hernández,
Lorena Méndez Denis, Tomás Brito Lara, Jorge del Ángel Acosta, An-
tonio de Jesús Díaz Athié, Josefina García Hernández (rúbrica), Noé
Hernández González, Adriana Hernández Iñiguez, Teresa de Jesús Mo-
jica Morga (rúbrica), Verónica García Reyes (rúbrica), Ángel Cedillo
Hernández, Escobar y Vega Arturo, Ana Paola López Birlain.»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

«Iniciativa que reforma el artículo 104 de la Ley de Desa-
rrollo Rural Sustentable, a cargo del diputado José Fran-
cisco Coronato Rodríguez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

José Francisco Coronato Rodríguez, integrante de la LXII
Legislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 6, fracción I, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
del pleno de esta asamblea iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma el artículo 104 de la Ley de De-
sarrollo Rural Sustentable, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el campo mexicano se exhiben muchos de los proble-
mas más graves del país; en el ámbito rural operan reglas
diseñadas en principio a favor de los pobres, que terminan
por actuar en su contra, tan es así que algunos de los esce-
narios más lacerantes de pobreza en todo el territorio na-
cional se concentran en este sector.

De conformidad con datos estadísticos para 2008 había
más de 19.4 millones de personas en condiciones de po-
breza alimentaria en nuestro país; 12.2 millones se concen-
traban en el ámbito rural. Esto a pesar de que en el campo
residen solamente alrededor de 25 millones de los 108 mi-
llones de mexicanos.

El campo enfrenta asimismo grandes problemas de compe-
titividad, derivado entre otras cosas a la prevalencia de
abultados trámites premiosos, falta de información de los
ejidatarios, y escaso valor agregado en los productos y tie-
rras. Por otra parte, el gasto público en el sector es de vital
importancia, sin embargo, ha sido capturado en gran pro-
porción por la burocracia y líderes de organizaciones clien-
telares.

Las unidades de producción campesina se caracterizan en-
tre otras cosas por su dispersión geográfica y su atomiza-
ción; por lo que para que sus productos puedan llegar al
mercado, al consumidor final, o a diferentes canales de ex-
portación, son concentrados en distintas formas de lotes.

Esta labor se lleva a cabo generalmente por agentes econó-
micos conocidos como coyotes, intermediarios o comisio-
nistas, conformando una red de relaciones económicas, so-
ciales y patrones culturales que tienen como consecuencia
que el pequeño productor entregue al comisionista su pro-
ducto, que en ocasiones pase a fases productivas menos ries-
gosas y de mayor generación de valor por lo que se apropian
de grandes porciones de ganancias, en detrimento del pro-
ductor primario.

Los coyotes en la comercialización de los productos del
campo, son quienes después de poner precios a su arbitrio,
deciden a qué productores les compran y a qué precio, trá-
tese de granos básicos, fruta, hortalizas, legumbres, etcéte-
ra.

Aunado a lo anterior, es necesaria la instalación de agroin-
dustrias para darle valor agregado a los productos del cam-
po, ya que cuando se venden en fresco, siempre hay la po-
sibilidad de que los coyotes hagan de las suyas y bajen los
precios al mínimo y luego ellos venden caro ese producto,
estimándose que se llevan consigo por más de 50 por cien-
to de ganancia, cuando al productor pagan sólo 5 o 6 por
ciento del precio, lo que en muchos casos no alcanza al
productor ni siquiera para sacar los gastos de cultivo.

El coyote pone precio de uno o dos pesos por kilogramo, lo
cual no es un precio suficiente para que los productores ob-
tengan ganancias y en ocasiones ni siquiera para pagar lo
que se invirtió en el ciclo agrícola y por ello “quedan en-
deudados para el próximo año”.

La inmensa y grosera diferencia entre lo que se paga a pro-
ductores y el costo que pagan los consumidores, es una ri-
queza que han saqueado acaparadores y comercializadores
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solapados por las Secretarías de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; de Economía; de
Hacienda y Crédito Público; y de Desarrollo Social.

La práctica del coyotaje utiliza supuestas leyes del merca-
do donde obtienen ganancias excesivas en la compraventa
de productos básicos para la población que, por una parte,
castigan los precios de los productores, impidiéndoles re-
cuperar sus costos de producción, pagar sus créditos y pro-
yectar ciclos de producción futuros, y que por otro lado,
mantienen elevados precios a los consumidores que desti-
nan hasta 70 por ciento de sus ingresos para la compra de
alimentos.

Es la desarticulación productiva y de comercialización lo
que ha permitido el desarrollo y expansión de un interme-
diarismo altamente rentable que al contar con la liquidez
financiera, transporte, información de mercados, infraes-
tructura de acopio y distribución, le permite captar volú-
menes considerables de mercancías a bajos precios.

Promover modelos de economía solidaria, que implican
entre otros ejemplos, apoyar las familias productoras en el
desarrollo de cooperativas y redes comunitarias que pro-
muevan la comercialización asociativa, así como la pro-
moción de tianguis locales y redes de comercialización jus-
tas, para superar las restricciones de volumen y disminuir
costos, a fin de aumentar la capacidad negociadora de los
productores familiares, su eficacia y productividad.

La emigración provoca la aparición de nuevas pautas de
consumo con efectos distorsionantes sobre la economía na-
cional y local. En el campo produce el abandono de los cul-
tivos y la desaparición de las formas de trabajo colectivo
basadas en la reciprocidad, mejorar aspectos logísticos, es-
pecialmente vías de comunicación, almacenamiento y
transporte.

Fortalecimiento de los mercados locales como otra forma
de circuitos cortos de comercialización, así como cadenas
de valor locales justas de consumo urbano y rural, y rural-
rural, garantizando un acceso equitativo al mercado de pro-
ductos procedentes de la agricultura familiar y dar priori-
dad a los mercados locales frente a los nacionales.

Por lo fundado y expuesto se somete a consideración de la
Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto por el que se reforma el artículo 104 de la Ley
de Desarrollo Rural Sustentable

Único. Se reforma el artículo 104 de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, como sigue:

Artículo 104. El intercambio mercantil de los productos
de origen agrícola planeará, promoverá y apoyará la co-
mercialización de la de los bienes y servicios que se gene-
ren en el ámbito de las regiones rurales mediante esquemas
de contratación directa, en todas las cadenas de pro-
ducción con el agroproductor, favoreciendo en todo mo-
mento la articulación productiva, a fin de erradicar los
escenarios de intermediarismo que permitan coordinar
los esfuerzos de las diversas dependencias y entidades pú-
blicas, de los agentes de la sociedad rural y sus organiza-
ciones económicas, con objeto de facilitar el acceso a los
mercados, acreditando la condición sanitaria, de calidad,
inocuidad, el carácter orgánico, sostenible y sustentable de
los productos y procesos productivos y elevando la compe-
titividad de las cadenas productivas, así como la formación
y consolidación de las empresas comercializadoras y de los
mercados que a su vez permitan asegurar el abasto interno
y aumentar la competitividad del sector, en concordancia
con las normas y tratados internacionales aplicables en la
materia.

Texto de vigente

Artículo 104. Se promoverá y apoyará la comercializa-
ción agropecuaria y demás bienes y servicios que se re-
alicen en el ámbito de las regiones rurales, mediante es-
quemas que permitan coordinar los esfuerzos de las
diversas dependencias y entidades públicas, de los agen-
tes de la sociedad rural y sus organizaciones económi-
cas, con el fin de lograr una mejor integración de la pro-
ducción primaria con los procesos de comercialización,
acreditando la condición sanitaria, de calidad e inocui-
dad, el carácter orgánico o sustentable de los productos
y procesos productivos y elevando la competitividad de
las cadenas productivas, así como impulsar la formación
y consolidación de las empresas comercializadoras y de
los mercados que a su vez permitan asegurar el abasto
interno y aumentar la competitividad del sector, en con-
cordancia con las normas y tratados internacionales
aplicables en la materia.
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Texto propuesto

Artículo 104. El intercambio mercantil de los pro-
ductos de origen agrícola planeará, promoverá y apo-
yará la comercialización de la de los bienes y servicios
que se generen en el ámbito de las regiones rurales me-
diante esquemas de contratación directa, en todas las
cadenas de producción con el agroproductor, favore-
ciendo en todo momento la articulación productiva,
a fin de erradicar los escenarios de intermediarismo
que permitan coordinar los esfuerzos de las diversas de-
pendencias y entidades públicas, de los agentes de la so-
ciedad rural y sus organizaciones económicas, con ob-
jeto de facilitar el acceso a los mercados, acreditando
la condición sanitaria, de calidad, inocuidad, el carácter
orgánico, sostenible y sustentable de los productos y
procesos productivos y elevando la competitividad de
las cadenas productivas, así como la formación y con-
solidación de las empresas comercializadoras y de los
mercados que a su vez permitan asegurar el abasto in-
terno y aumentar la competitividad del sector, en con-
cordancia con las normas y tratados internacionales
aplicables en la materia.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en Palacio Legislativo, a 9 de diciembre de 2014.— Diputado Jo-
sé Francisco Coronato Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Rural, para dic-
tamen.

LEY DE LA ECONOMIA SOCIAL Y SOLIDARIA, 
REGLAMENTARIA DEL PARRAFO SEPTIMO DEL
ARTICULO 25 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN LO REFE-
RENTE AL SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMIA

«Iniciativa que reforma el artículo 14 de la Ley de la Eco-
nomía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Sépti-
mo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en lo Referente al Sector Social de

la Economía, a cargo del diputado Fernando Bribiesca Sa-
hagún, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

El suscrito, Fernando Bribiesca Sahagún, miembro del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en la LXII legisla-
tura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo es-
tablecido en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicio-
na una fracción XXIII del artículo 14 de la Ley de la
Economía Social y Solidaria, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

Un país que busca reducir los márgenes de pobreza y ofre-
cer oportunidades económicas a los ciudadanos ofrece di-
versas políticas públicas destinadas a fomentar la econo-
mía social para que las familias puedan generar fuentes de
empleo dignas con apoyo de su gobierno.

Es labor del gobierno federal fortalecer instrumentos que
permitan a los ciudadanos organizados acceder a mejores
condiciones de desarrollo social y económico, con el pro-
pósito de una distribución equitativa del ingreso, logrando
disminuir la pobreza y generar un mayor patrimonio social,
por medio del impulso de proyectos productivos que, a su
vez, impulsen de manera decidida el sector social de la
economía.

Actualmente no se considera en la ley un instrumento que
permita conocer de forma sostenida los casos de éxitos so-
bre proyectos productivos que permitan ser una referencia
para los ciudadanos que quieran emprender un negocio, es
decir, información que sea accesible para el sector social de
la economía que haga referencia a proyectos que puedan
ser parámetro para su creación en otros estados o comuni-
dades.

Muchas ocasiones se percibe que el apoyo que puede reci-
bir un beneficiario es únicamente de índole económico; sin
embargo, se olvidan aspectos cualitativos para la elabora-
ción de un proyecto como es el incentivo de observar casos
de proyectos similares, elaborados en otras comunidades,
que puedan motivar a una organización y/o familia el po-
der llevar a cabo el proyecto de negocio que lo presenta co-
mo idea y que le va dando forma en el proceso de presen-
tación ante el Instituto Nacional de la Economía Social y
Solidaria (Inaes).
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El instituto tiene como función general en su artículo 14
fracción VII: “Llevar a cabo estudios, investigaciones y la
sistematización de información que permitan el conoci-
miento de la realidad de los organismos del sector y de su
entorno, para el mejor cumplimiento de su objeto”.

Esa fracción muestra la importancia que tiene para el sec-
tor el generar estudios y sistematización de información, en
este caso, de los organismos del sector. Así pues, ha de ser
importante generar información sobre casos de éxitos del
instituto que muestre la eficiencia del seguimiento y pues-
ta en marcha de la solicitud de apoyos en esta instancia.

Argumentación

Uno de los principales objetivos del gobierno federal es el
impulso de proyectos productivos en las comunidades con
más pobreza del país, con el objeto de que se tengan ins-
trumentos que permitan a los ciudadanos el fomentar, des-
arrollar y fortalecer su actividad económica de manera per-
manente.

La información asequible para los ciudadanos es una he-
rramienta fundamental a fin de generar propuestas e ideas
que pueden mejorar las ya existentes, tal es el caso de los
proyectos productivos que ante la documentación y siste-
matización de casos exitosos, podrá servir de estímulo a
otros beneficiarios para fortalecer sus proyectos y generar
nuevas ideas para el negocio.

La documentación de experiencias no solo es un compen-
dio de casos que servirá para mostrar que el recurso otor-
gado a proyectos y su seguimiento se ha realizado de for-
ma adecuada, sino que, además, es un elemento básico de
aprendizaje para quienes tienen la idea de presentar un pro-
yecto productivo, así como el compartir experiencias sobre
la forma en que pueden consolidar un negocio retomando
aspectos para su desarrollo y establecimiento.

Al Inaes servirá para generar estadísticas de proyectos que
tienden a ser exitosos y poder generar estudios e investiga-
ción que oriente a las políticas públicas sobre el sector a
que formulen mayores casos de éxito y se identifiquen los
aspectos más importantes que hacen que un negocio se
mantenga en el tiempo.

El esfuerzo por documentar experiencias tiene como obje-
to repercutir en el desarrollo de ideas de los nuevos bene-
ficiarios, dicha información tenderá a concentrar las mejo-

res prácticas establecidas, centrándose de manera impor-
tante en las lecciones aprendidas y la forma en que se ma-
nejaron los aspectos técnicos, materiales, financieros, de
mercadotecnia u otros de interés para la formación del pro-
yecto.

Recopilar la información de negocios exitosos permitirá
fortalecer una cultura emprendedora del sector social de la
economía, ya que promoverá ideas de desarrollo sobre em-
presas innovadoras con potencial de crecimiento y mejo-
ras, bajo la premisa de compartir experiencias de desarro-
llo del proyecto y su establecimiento.

Un proyecto productivo por sí mismo tiende a impulsar el
establecimiento y desarrollo de negocios que permitan sa-
tisfacer una necesidad económica del ciudadano y sea un
núcleo potencial de generación de empleos, mejorando el
nivel de vida de la comunidad y de la familia al que perte-
necen los beneficiarios.

Para el desarrollo de mejoras en la política pública del sec-
tor es importante la evaluación de experiencias de éxito
que se mantienen en el tiempo, puesto que generan la bús-
queda creativa de propuestas que pueden responder a las
necesidades de puesta en marcha de negocios que si van a
ser permanentes en el tiempo y que pueden cumplir con la
demanda que requiere satisfacer la comunidad.

Esta iniciativa pretende que el Inaes desarrolle y aplique
mecanismos que hagan posible en intercambio de leccio-
nes, vivencias y testimonios entre actores vinculados en el
sector social de la economía. Instrumentos como el pro-
puesto deben formar parte de una estrategia institucional
que genere una cooperación horizontal, a través de la reco-
pilación, análisis y sistematización de avances logrados en
diferentes estados y sus comunidades respecto a la puesta
en marcha de sus negocios.

En este tipo de documentos se podrá conocer el camino que
vivieron los beneficiarios para solicitar el recurso al Inaes,
así como la forma en que idearon el negocio; incluso las di-
ferentes etapas de su desarrollo, desafíos que enfrentaron y
las lecciones aprendidas.

Dentro de las lecciones aprendidas se podría conocer

• La forma de organización del negocio y los pasos pa-
ra gestionar recursos y dinamizar la puesta en marcha de
su negocio;
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• La forma en que se construyeron las capacidades de
manejo de un negocio;

• Las situaciones y contextos que se tuvieron que en-
frentar para que el negocio se mantuviera con el tiempo;
y

• Los retos y desafíos que se observan en el negocio y
que se deben considerar para abatir el mayor número de
problemas que se puedan presentar.

La documentación de experiencias fomenta un acerca-
miento con la ciudadanía de manera que estimula la parti-
cipación ciudadana, ya que los apoyos económicos no se
reducen al otorgamiento del recurso sino del reconoci-
miento del esfuerzo que hacen los beneficiarios para llevar
a cabo un proyecto que beneficiará a su familia y comuni-
dad.

La participación ciudadana en el impulso de proyectos pro-
ductivos, como parte de las políticas de gobierno en el tema
económico, contribuye al cumplimiento de los fines marcados
en la citada ley, además de favorecer la atención de los com-
promisos de la presente administración en materia de impulso
a la participación social y ciudadana en los diversos sectores
de desarrollo del país.

Generar espacios de participación en el tema económico ha-
rá un entorno más eficiente y representativo, orientado a
consolidar un sistema democrático que permita una evolu-
ción en la implantación de programas de mayor impacto so-
cial que logren generar mejores vías de crecimiento econó-
mico para los integrantes de las organizaciones sociales y
las familias mexicanas.

Por otro lado, es un referente para la transparencia y rendi-
ción de cuentas, ya que se muestra que los proyectos apo-
yados sí tienen un impacto real en la comunidad en que se
encuentran y que tienen un resultado directo en los benefi-
ciarios que adquieren un verdadero compromiso con su
proyecto, su familia y el país, con el negocio que pretenden
establecer.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de inte-
grante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en la
LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-

canos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, presento ante esta soberanía
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que adiciona una fracción XXIII al ar-
tículo 14 de la Ley de la Economía Social y Solidaria,
Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

Artículo Único. Se adiciona una fracción XXII al artículo
14 de la Ley de la Economía Social y Solidaria.

Artículo 14. El instituto tendrá como funciones las si-
guientes:

I. a XXI. …

XXII. Documentar y publicar, vía digital e impresa,
los casos de éxito de beneficiarios de apoyos y estí-
mulos públicos para proyectos productivos que sir-
van de referencia para otros beneficiarios; y

XXIII. Las demás que señale el acuerdo que emita el
secretario de Economía.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo San Lázaro, a 9 de diciembre de
2014.— Diputados: Fernando Bribiesca Sahagún, Adán David Ruiz
Gutiérrez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Fomento Cooperativo y Eco-
nomía Social, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, a cargo del diputado Óscar
Bautista Villegas, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Óscar Bautista Villegas, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
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tucional de la LXII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, fracción I,
77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a la consideración de esta asamblea la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un
párrafo a la fracción XII del artículo 3o.; una fracción XII
al artículo 27 y al artículo 77 Bis 1 de la Ley General de
Salud, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

Las transformaciones de la población del país en su diná-
mica de consumo alimentario, el sedentarismo y la predis-
posición genética, han repercutido en el desarrollo de en-
fermedades que por el alto índice de mortandad y los
costos de su intervención, se han convertido en un proble-
ma de salud pública. Es el caso de las denominadas como
crónico degenerativas, entre las que se encuentran la dia-
betes mellitus, cardiovasculares y los diferentes tipos de
cáncer.

De acuerdo a datos oficiales, en México existen 6.4 millo-
nes de personas que han sido diagnosticadas medicamente
con Diabetes mellitus, de las cuales sólo el 25% presenta
un adecuado tratamiento médico. Entre los mexicanos con
diagnóstico previo de diabetes, se incrementó la propor-
ción de los que reciben tratamiento con insulina de 7.3 a
13.1%, crecimiento que es más notorio en los servicios fi-
nanciados por el Seguro Popular, en donde pasó de 4.6 a
14.8%.

Por otra parte, datos del Consejo Nacional para la Preven-
ción de Accidentes señala que tanto en mujeres como en
hombres, la segunda causa de muerte son las enfermedades
cardiovasculares, las cuales son un grupo de padecimientos
que afectan al corazón y a los vasos sanguíneos. Dentro de
estas enfermedades, se encuentran la hipertensión arterial
sistémica o presión alta, accidentes cerebrovasculares (co-
nocidas como embolia), infartos y otros daños de las arte-
rias que irrigan el corazón. La más frecuente es el infarto al
corazón, responsable de más de la mitad de las muertes que
tienen que ver con éste órgano.

El cáncer es la tercera causa de muerte en México, según
estimaciones de la Unión Internacional contra el Cáncer,
cada año se suman más de 128,000 casos de mexicanos.
Existen 100 tipos de cáncer, la mayoría son curables si se
detectan en etapas tempranas.

En 2009 la tasa de mortalidad por cáncer en México fue de
65 por cada 100,000 habitantes, según las cifras más re-
cientes, del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(INEGI). Los 5 tipos de cáncer más comunes en México
son: 

a) El cáncer de próstata. El cáncer de próstata afecta
más a los adultos mayores. En el 2009, el 9.3% de los
pacientes con dicho padecimiento tenía entre 70 a 74
años de edad, mientras que el 19.7% era mayor de 80
años.

b) Cáncer de mama. En 2008, el 10.9% de los casos de
cáncer en México estaban relacionados con tumores en
las mamas. Este tipo de cáncer ocupa el segundo lugar
en prevalencia a nivel nacional, es el primero, si se to-
ma en cuenta únicamente a la población femenina. Se-
gún el INEGI casi el 70% de los casos de cáncer de ma-
ma se presenta en mujeres de entre 30 y 59 años de
edad. Sin embargo, la tasa de mortalidad más alta se da
en las mujeres mayores de 60 años. En el 2009, se re-
gistraron 25.5 muertes por cada 100,000 habitantes,
mientras que para las mujeres de 30 a 59 años, la mor-
talidad fue de siete por cada 100,000 habitantes.

c) Cáncer cervicouterino. La presencia de tumores
malignos en el cuello del útero, es el tercer tipo de cán-
cer con mayor prevalencia en México. Según el IN-
EGI, el porcentaje más alto de prevalencia en este tipo
de padecimiento se concentra en la población de entre
45 a 49 años, que representa el 15.1% de las pacientes
con tumores malignos. Las mujeres de entre 40 y 44
años y las de 50 a 54 años alcanzan una proporción de
14% y 13.2% respectivamente.

d) Cáncer de pulmón. En México, el 7.2% de los pa-
cientes con cáncer tienen tumores malignos en los pul-
mones, es el segundo más mortal para los hombres, con
el 14% de las muertes por tumores malignos, después
del de próstata, según el INEGI.

e) Cáncer de estómago. Es el cáncer con la mayor tasa
de mortalidad de los órganos digestivos, al ocasionar 15
decesos por cada 100,000 habitantes en adultos de 30 a
59 años, según cifras del Inegi.

Esta situación afecta a millones de personas en el país, re-
duciendo radicalmente  las expectativas de vida y su cali-
dad, afectando severamente su economía, debido a los al-
tos y permanentes costos que implican los tratamientos. 
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Si bien, en el país se ha desarrollado un Sistema de Segu-
ridad Social que atiende a un número importante de la po-
blación a través del IMSS, ISSSTE y Seguro Popular, prin-
cipalmente, según datos del Coneval, existen en el país
25.3 millones de personas carentes de los servicios de sa-
lud.

El Seguro Popular, tiene una cobertura de afiliación de 53
millones de personas, otorga cobertura a algunos de los pa-
decimientos indicados, conforme los señala el Catalogo
Universal de Servicios de Salud (Cuses) a través de asegu-
ramiento público y voluntario para aquellas personas que
no son derechohabientes de ninguna institución de seguri-
dad social.

Este programa inicio con una prueba piloto durante los
años 2002 y 2003, con las modificaciones a diversas dis-
posiciones de la Ley General de Salud, entrando en opera-
ciones en el 2004. En el Seguro Popular, las familias afi-
liadas al programa, acceden a un conjunto de beneficios de
atención médica comprendido en el Cuses que contempla
634 medicamentos e insumos médicos, 284 intervenciones
médicas, así como 59 intervenciones correspondientes al
Fondo de Protección contra Gastos Catastróficos –FPGC.

Pese a este esfuerzo institucional para posibilitar el derecho
a la salud, los servicios de salud que se obtienen a través del
Seguro Popular, no pueden ser equiparados a la derechoha-
biencia de instituciones de seguridad social como IMSS o
ISSTE, en tanto que los derechohabientes a estas institucio-
nes cuentan con mayores beneficios como la Cobertura Inte-
gral de los Padecimientos. Esta, se refiere al conjunto de ac-
ciones tendientes a atender un problema de salud que van
desde el diagnóstico, los análisis de laboratorios y el trata-
miento.

La cobertura médica integral de los padecimientos es uno
de los aspectos que es necesario atender a la brevedad, si se
considera que los beneficiarios del Seguro Popular, son los
sectores de la población con menores ingresos, situación
que imposibilita un adecuado acceso a la salud de esta po-
blación.

El estudio realizado por el Coneval “Indicadores de acce-
so y uso efectivo de los servicios de salud de afiliados al
Seguro Popular”, confirma esta aseveración al señalar en-
tre otros aspectos, la falta de medicamentos cuando se re-
quieren, lo cual hace que el derechohabiente tenga que pa-
garlos, lo mismo sucede con los análisis, estudios y
tratamientos.

Por otra parte, si bien el Seguro Popular contempla una am-
plia cobertura de padecimientos contenida en el Cause y en
el FPGC, que se amplia para el Seguro Médico Siglo XXI,
hay otros padecimientos que no se incluyen.

Estos aspectos ausentes en el Seguro Popular, la Cobertura
Médica Integral de Padecimientos y el universo limitado de
atención medico a enfermedades, son factores que evitan
que este Programa, cubra uno de los objetivos más impor-
tantes establecidos en la Ley General de Salud, la protec-
ción financiera de la población no derechohabiente y, con
ello, dar un efectivo cumplimiento al derecho a la protec-
ción a la salud establecido en la Constitución.

Contenido de la iniciativa con proyecto de decreto

A fin de dar un cabal cumplimiento al artículo cuarto Cons-
titucional respecto al derecho a la protección de la salud,
principalmente a la población carente de seguridad social a
través de la protección social, particularmente en aquellas
enfermedades que presentan un alto índice de prevalencia,
se considera pertinente adicionar en la fracción XII del ar-
tículo tercero de la Ley General de Salud, el cual establece
la materia de Salubridad General, a la Diabetes Tipo I y II
así como del cáncer de próstata, mama, cervicouterino, de
pulmón y del estómago. De la misma forma, se adiciona
una fracción XII al artículo 27, en el cual se determina los
Servicios Básicos de Salud, a la diabetes tipos I y II así co-
mo del cáncer de próstata, mama, cervicouterino, de pul-
món y del estómago.

Asimismo se incorpora el concepto de cobertura médica
integral de padecimientos en el segundo párrafo del artícu-
lo 77 Bis 1, el cual establece la finalidad del Sistema de
Protección Social en Salud.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo a la fracción
XII del artículo 3o.; una fracción XII al artículo 27 y al
artículo 77 Bis 1 de la Ley General de Salud

Artículo Primero: Se adiciona un párrafo a la fracción XII
del artículo tercero así como una fracción XII a la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 3o. En los términos de esta Ley, es materia de sa-
lubridad general:
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I. a IX. …

XII. La prevención, orientación, control y vigilancia en
materia de nutrición, enfermedades respiratorias, enfer-
medades cardiovasculares; a la Diabetes Tipo I y II así
como del cáncer de próstata, mama, cervicouterino,
de pulmón y del estómago y aquellas atribuibles al ta-
baquismo;

XIII…

Artículo 27. Para los efectos del derecho a la protección
de la salud, se consideran servicios básicos de salud los
referentes a:

I. a XI…

XII. La atención a la Diabetes Tipo I y II así como
del cáncer de próstata, mama, cervicouterino, de
pulmón y del estómago.

Artículo 77 Bis 1. Todos los mexicanos tienen derecho a
ser incorporados al Sistema de Protección Social en Salud
de conformidad con el artículo cuarto de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin importar su
condición social.

La protección social en salud es un mecanismo por el cual
el Estado garantizará la Cobertura Médica Integral de
Padecimientos, el acceso efectivo, oportuno, de calidad,
sin desembolso al momento de utilización y sin discrimi-
nación a los servicios médico-quirúrgicos, farmacéuticos y
hospitalarios que satisfagan de manera integral las necesi-
dades de salud, mediante la combinación de intervenciones
de promoción de la salud, prevención, diagnóstico, trata-
miento y de rehabilitación, seleccionadas en forma priori-
taria según criterios de seguridad, eficacia, costo, efectivi-
dad, adherencia a normas éticas profesionales y
aceptabilidad social. Como mínimo se deberán contemplar
los servicios de consulta externa en el primer nivel de aten-
ción, así como de consulta externa y hospitalización para
las especialidades básicas de: medicina interna, cirugía ge-
neral, ginecoobstetricia, pediatría y geriatría, en el segundo
nivel de atención.

…

Artículo Transitorio

Único. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9  de noviembre de 2014.— Dipu-
tado Óscar Bautista Villegas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo, a cargo del diputado Ernesto Núñez Aguilar, del
Grupo Parlamentario del PVEM, y suscrita por integrantes
de la Comisión de Desarrollo Municipal

EL suscrito Ernesto Núñez Aguilar, diputado federal de la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, y las diputadas y diputados integrantes de la Comi-
sión de Desarrollo Municipal, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete-
mos a la consideración de esta asamblea, la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versos artículos de la Ley Federal de Procedimiento
Contencioso Administrativo, de conformidad con la si-
guiente

Exposición de Motivos

“[...] que todo aquél que se queje con justicia, 
tenga un Tribunal que lo escuche, lo ampare y 

lo defienda contra el arbitrario”
José María Morelos y Pavón

En el año de 2009 el Congreso de la Unión realizó una de
las reformas más importantes en México en materia de
nuevas tecnologías aplicadas al sistema de justicia admi-
nistrativa. Puso en marcha una serie de disposiciones jurí-
dicas de vanguardia en los procesos electrónicos para esta-
blecer, a su vez, nuevos retos en los procesos
jurisdiccionales. Tal es el caso de la adición de diecinueve
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artículos del 58-A al 58-S que integran el Capítulo X, de-
nominado de la Justicia en línea, correspondiente a la Ley
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, pu-
blicados en el Diario Oficial de la Federación de fecha 12
de junio de 2009.

Las nuevas disposiciones instauraron una serie de caracte-
rísticas de esta nueva modalidad procesal. Los contenidos
de dicho modelo de justicia en línea, con los cuales se des-
arrollan los procesos jurisdiccionales de manera novedosa
y pronta, producen nuevas expectativas y se fundan princi-
palmente en las siguientes premisas:1

a) En el juicio contencioso administrativo federal se
permite promover, substanciar y resolver, a través del
Sistema de Justicia en línea que desarrolla el Tribunal de
lo Contencioso Administrativo. Por lo que cuando el de-
mandante ejerce su derecho a presentar su demanda por
esta vía, las autoridades demandadas deben comparecer
y tramitar el juicio en la misma vía;

b) En el Sistema de Justicia en Línea del Tribunal se in-
tegra el Expediente Electrónico, mismo que incluye to-
das las promociones, pruebas y otros anexos que pre-
senten las partes. Así mismo, en los juicios en línea, la
autoridad requerida, desahogar las pruebas testimonia-
les con el método de videoconferencia, cuando ello sea
posible;

c) Se desarrolló la tecnología para realizar los procedi-
mientos jurisdiccionales con firma electrónica avanza-
da, clave de acceso y contraseña que se proporcionarán,
a través del Sistema de Justicia en Línea del Tribunal,
previa obtención del registro y autorización correspon-
dientes;

d) La Firma electrónica avanzada produce los mismos
efectos legales que la firma autógrafa y garantiza la in-
tegridad del documento, teniendo el mismo valor proba-
torio. Exclusivamente, las partes, las personas autoriza-
das y delegados tienen acceso al Expediente
Electrónico, para su consulta, una vez que tengan regis-
trada su Clave de Acceso y Contraseña;

e) Una vez recibida por vía electrónica cualquier pro-
moción de las partes, el Sistema de Justicia en Línea del
Tribunal emite acuse de Recibo Electrónico, señalando
la fecha y la hora de recibido. En el mismo sentido, to-
das las actuaciones y resoluciones que deben notificarse
en forma personal, mediante correo certificado con acu-

se de recibo, o por oficio, se pueden realizar a través del
Sistema de Justicia en Línea del Tribunal;

f) Cualquier actuación en el Juicio en línea se efectúa a
través del Sistema de Justicia en Línea del Tribunal. Di-
chas actuaciones son validadas con las firmas electróni-
cas y firmas digitales de los Magistrados y Secretarios
de Acuerdos que den fe según corresponda;

g) El actuario elabora la minuta electrónica en la que
precise la actuación o resolución a notificar, así como
los documentos que se adjunten a la misma. Dicha mi-
nuta, debe contener la Firma Electrónica Avanzada del
actuario, será ingresada al Sistema de Justicia en Línea
del Tribunal junto con la actuación o resolución respec-
tiva y los documentos adjuntos.

h) El actuario envía a la Dirección de Correo Electróni-
co de la o las partes a notificar, un aviso informándole
que se ha dictado una actuación o resolución en el Ex-
pediente Electrónico, la cual está disponible en el Siste-
ma de Justicia en Línea del Tribunal; 

i) Se tiene como legalmente practicada la notificación,
cuando el Sistema de Justicia en Línea del Tribunal ge-
nere el Acuse de Recibo Electrónico donde conste la fe-
cha y hora en que la o las partes notificadas ingresaron
al Expediente Electrónico, lo que sucede dentro del pla-
zo de tres días hábiles siguientes a la fecha de envío del
aviso a la Dirección de Correo Electrónico de la o las
partes a notificar; y,

j) Si el Sistema de Justicia en Línea del Tribunal no ge-
nera el acuse de recibo donde conste que la notificación
fue realizada, la misma se efectúa mediante lista y por
Boletín Procesal al cuarto día hábil contado a partir de
la fecha de envío del Correo Electrónico, fecha en que
se tendrá por legalmente notificado.

Dentro de los beneficios de la justicia en línea “podemos
observar la comodidad de las partes de presentar sus pro-
mociones y escritos de manera electrónica, sin necesidad
de acudir físicamente al Tribunal; la extensión del horario
para presentar las promociones ya que el sistema de justi-
cia en línea se encuentra abierto las 24 horas del día los dí-
as laborables del Tribunal; la ventaja económica y hasta
ecológica de no tener que sacar copias de la demanda y de
todos los documentos anexos a ella para correr traslado a
las partes; la comodidad de revisar [los] expedientes en
cualquier lugar donde haya internet; la simplificación ad-

Año III, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2014 / Apéndice V Diario de los Debates de la Cámara de Diputados784



ministrativa de la que gozará el Tribunal al no tener que no-
tificar personalmente a las partes dentro del juicio; los jui-
cios van a sustanciar de forma más acelerada; entre otros.”2

En el mismo sentido esa nueva modalidad que se presenta
para realizar el juicio contencioso administrativo responde
a los avances en la tecnología y tiene como beneficios tam-
bién una simplificación significativa de trámites y resolu-
ción de los juicios para todas las partes involucradas. De
acuerdo a diversos abogados fiscalistas las medidas aplica-
das de 2009 tienen aspectos importantes entre los que se
han destacado principalmente los siguientes:3

• El juicio tradicional no desaparece, el particular puede
optar por tramitar su demanda de la manera tradicional
o a través de medios electrónicos; con la salvedad que
una vez tomada la opción, la misma no podrá ser modi-
ficada;

• El señalamiento del correo electrónico del demandan-
te se convierte en un requisito fundamental para el de-
sarrollo del juicio en línea, ya que si no lo señala expre-
samente en su demanda, el juicio se llevara a cabo en la
vía tradicional;

• Las autoridades cuyos actos puedan ser impugnados
ante el Tribunal deberán registrar su correo electrónico
institucional, de no hacerlo, todas las notificaciones se
realizaran a través del boletín procesal;

• La firma electrónica avanzada, la clave de acceso y la
contraseña se proporcionan a través del sistema de jus-
ticia en línea del tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa. La firma electrónica avanzada produce
los mismos efectos legales que la firma autógrafa;

• Todas las actuaciones dentro del juicio en línea son va-
lidadas por los Magistrados y Secretarios de Acuerdos,
según sea el caso, a través de su firma electrónica y di-
gital;

• Las pruebas documentales también se ofrecen y “pre-
sentan” por vía electrónica, manifestando si son copia
simple, certificada u original con firma autógrafa. Por lo
anterior, ya no son necesarias las copias para correr tras-
lado, excepto cuando haya un Tercero interesado, que
manifieste en su momento si desea continuar con el jui-
cio en línea o en la vía tradicional; y,

• El sistema de justicia en línea está abierto las 24 horas
del día de los días en que labore el tribunal. Si por algún
motivo se interrumpe el sistema de justicia en línea, se
suspenderán también los plazos previstos en la Ley; la
sala hará constar dicha situación en el expediente elec-
trónico.

Vale la pena subrayar que el fundamento que motivó los
avances descritos en la impartición la justicia administrati-
va, a través de las nuevas tecnologías, se encuentran, pre-
cisamente en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en los tres primeros párrafos del artículo
17, principalmente en los preceptos de prontitud e impar-
cialidad en la aplicación de la justicia por parte de los tri-
bunales. Cito: 

“Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni
ejercer violencia para reclamar su derecho. […] Toda per-
sona tiene derecho a que se le administre justicia por tribu-
nales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y
términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de
manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gra-
tuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas ju-
diciales. […] El Congreso de la Unión expedirá las leyes
que regulen las acciones colectivas. Tales leyes determina-
rán las materias de aplicación, los procedimientos judicia-
les y los mecanismos de reparación del daño. Los jueces
federales conocerán de forma exclusiva sobre estos proce-
dimientos y mecanismos.”4

En ese orden de ideas, la presente Iniciativa con Proyecto
de Decreto tiene como finalidad, mejorar el modelo de pro-
cedimiento de lo contencioso en la justicia administrativa
tradicional, con los mismos preceptos que contiene la Ley
Federal de Procedimiento Contenciosos Administrativo, en
lo relativo, exclusivamente, en las notificaciones por línea.
En otras palabras, se trata de otorgar al demandante, ins-
trumentos y mecanismos en línea para que pueda agilizar
sus trámites con elementos electrónicos que son vigentes
en la justicia en línea y con los cuales se puede beneficiar
en el procedimiento tradicional. Se trata también de com-
binar los mecanismos de la justicia en línea con los de la
justicia tradicional, exclusivamente en lo relativo a las no-
tificaciones.

De lograrse lo propuesto, las personas contarán con mayo-
res facilidades para acceder a la justicia administrativa, a la
vez de que las autoridades gubernamentales enriquecerán
el sistema de justicia tradicional y desahogaran de manera
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pronta y expedita, con nuevos elementos, los trámites y la
impartición de la justicia administrativa. Se trata también
de otorgar certeza a las formalidades de las notificaciones
y garantizar la comunicación de los procesos contenciosos
administrativos en un marco institucional de eficiencia y
eficacia. 

En los mismo términos, es importante dejar claro que la
presente Iniciativa con Proyecto de Decreto, no pretende
agotar la problemática y las soluciones que aquejan a los
mexicanos, solamente se busca incentivar y mejorar los
procesos jurisdiccionales con la utilización de las nuevas
tecnologías para mejorar el desempeño institucional, así
como engrandecer la relación entre gobernantes y goberna-
dos, para dar cauce y solución a las demandas sociales de
la población que por diversas razones se han planteado des-
de la tribuna pública y desde distintas partes del país.

Vale la pena promover la utilización de las nuevas tecnolo-
gías en los distintos ámbitos de los sistemas organizativos
y estructurales del Estado, tanto en los sistemas financieros
y fiscales como en los sistemas electorales y de justicia, es-
tableciendo mecanismos de garantía y fortaleciendo los de-
rechos fundamentales de las personas.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se somete a la
consideración de esta Asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma y adicional la Ley Fede-
ral de Procedimiento de lo Contencioso Administrativo

Único. Se adiciona un párrafo segundo y tercero al artícu-
lo 65; se reforman el artículo 66; el primer párrafo del ar-
tículo 67; el tercer párrafo del artículo 68; tercer párrafo del
artículo 69; el artículo 70; el artículo 71; y el artículo 72; y
se deroga el primero y segundo párrafo del artículo 68 de
la Ley Federal de Procedimiento de lo Contencioso Admi-
nistrativo, para quedar como siguen:

Capítulo I
De las Notificaciones

Artículo 65. Toda resolución debe notificarse a más tardar
el tercer día siguiente a aquél en que el expediente haya si-
do turnado al actuario para ese efecto y se asentará la razón
respectiva a continuación de la misma resolución.

En cualquier etapa procesal, las partes, cuando así lo soli-
citen expresamente, podrán pedir que todas las notificacio-
nes que se les tenga que practicar, aun las de carácter per-
sonal, se les realicen a través del Sistema de Justicia en
Línea del Tribunal, siempre que le hayan dado cumpli-
miento a los requerimientos establecidos en el artículo 58-
E de la Ley.

Las partes que hayan solicitado se les practiquen las notifi-
caciones en la forma prevista en el párrafo anterior, se su-
jetaron a lo dispuesto en los artículos 58-E, 58-F, 58-G, 58-
H, 58-J, 58-N, 58-O, 58-R y las fracciones II, III, IV y V
del 58-S de la Ley. 

Las notificaciones que se realicen a las autoridades o a per-
sonas morales por conducto de su Oficialía de Partes u Ofi-
cina de recepción, se entenderán legalmente efectuadas
cuando en el documento correspondiente obre el sello de
recibido por tales oficinas.

Al actuario que sin causa justificada no cumpla con esta
obligación, se le impondrá una multa de una a tres veces el
salario mínimo general de la zona económica correspon-
diente al Distrito Federal, elevado al mes, sin que exceda
del 30% de su salario. Será destituido, sin responsabilidad
para el Estado, en caso de reincidencia.

Artículo 66. En las notificaciones, el actuario deberá asen-
tar razón del envío por correo o entrega de los oficios de
notificación, así como de las notificaciones personales, o
las que se realicen por Boletín, o por el Sistema de Justicia
en Línea. Los acuses postales de recibo, de recibo electró-
nico, así como de las piezas certificadas devueltas, se agre-
garán como constancia al expediente del juicio que se tra-
mita en la forma tradicional.

Artículo 67. Una vez que los particulares se apersonen en
el juicio, deberán señalar domicilio o dirección electrónica,
para recibir notificaciones, en el que se les harán saber, per-
sonalmente o por correo certificado con acuse de recibo, y
por el Sistema de Justicia en Línea, las siguientes resolu-
ciones:

I. La que corra traslado de la demanda, en el caso del
tercero, así como el emplazamiento al particular en el
juicio de lesividad a que se refiere el artículo 13, frac-
ción III de esta Ley;
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II. La que mande citar al testigo que no pueda ser pre-
sentado por la parte oferente y la que designe al perito
tercero, en el caso de dichas personas;

III. El requerimiento o prevención a que se refieren los
artículos 14, 15, 17 y 21 de esta Ley a la persona que de-
ba cumplirlo, y

IV. La resolución de sobreseimiento en el juicio y la
sentencia definitiva, al actor y al tercero.

En los demás casos, las notificaciones se ordenarán hacer a
los particulares por medio del Boletín Electrónico.

Artículo 68. En el caso de las autoridades que sean parte
en los juicios tramitados de la forma tradicional, las notifi-
caciones que se les practiquen, se realizaran por oficio úni-
camente a la unidad administrativa que corresponda su re-
presentación en juicio de la autoridad demandada, de
conformidad con lo dispuesto por el artículo 5, tercer pá-
rrafo, de esta Ley.

El requerimiento o notificación a otras autoridades admi-
nistrativas se hará por oficio.

Si el domicilio de la sede principal de la autoridad se en-
cuentra en el lugar de la sede de la Sala, el actuario hará la
entrega, recabando la constancia de recibo correspondien-
te.

Artículo 69. La lista de autos y resoluciones dictados por
un Magistrado o Sala, se publicará en el Boletín Electróni-
co al día hábil siguiente de su emisión para conocimiento
de las partes.

La publicación señalará la denominación de la Sala y po-
nencia del Magistrado que corresponda, el nombre del par-
ticular y la identificación de las autoridades a notificar, la
clave del expediente, así como el contenido del auto o re-
solución.

Se tendrá como fecha de notificación, la del día en que se
publique en el Boletín Electrónico y el actuario lo hará
constar en el auto o resolución de que se trate, o bien, la
que se desprenda del acuse de recibo electrónico.

El Tribunal llevará en archivo especial, las publicaciones
atrasadas del Boletín Electrónico y hará la certificación que
corresponda, a través de los servidores públicos competen-
tes.

La lista también podrá darse a conocer mediante documen-
to impreso que se colocará en un lugar accesible de la Sa-
la en que estén radicados los juicios, en la misma fecha en
que se publique en el Boletín Electrónico.

Artículo 70. Las notificaciones, cualquiera que sea su
modalidad de realización, surtirán sus efectos, el día há-
bil siguiente a aquél en que fueren hechas.

Artículo 71. La notificación personal o por correo certifi-
cado, o por el Sistema de Justicia en Línea con acuse de
recibo, también se entenderá legalmente efectuada cuando
se lleve a cabo por cualquier medio por el que se pueda
comprobar fehacientemente la recepción de los actos que
se notifiquen.

Artículo 72. Una notificación omitida o practicada irre-
gularmente en cualquiera de las formas antes previstas,
se entenderá legalmente hecha a partir de la fecha en que el
interesado se haga sabedor de su contenido.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en del Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, México,
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, última reforma publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 2013.

2 Fernández Sagardi, Augusto, “Juicio en línea”, México, Abogados
Fiscalistas, documento en línea, dirección URL: http://www.abogados-
fiscalistas.mx/uncategorized/juicio-en-linea/ [consulta: 8 de noviem-
bre de 2014].

3 Ídem.

4 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, México,
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. Texto vigente; última
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de julio de
2014.

México, Distrito Federal, Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de di-
ciembre de 2014.— Diputados: Ernesto Núñez Aguilar (rúbrica), Tan-
ya Rellstab Carreto (rúbrica), Abraham Montes Alvarado (rúbrica),
María Fernanda Schoroeder Verdugo, Leslie Pantoja Hernández, Víc-
tor Rafael González Manríquez, Víctor Manuel Bautista López, Ra-
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món Montalvo Hernández, Lorena Méndez Denis, Tomás Brito Lara,
Jorge del Ángel Acosta, Antonio de Jesús Díaz Ahité, Josefina García
Hernández (rúbrica), Noé Hernández González, Adriana Hernández
Iñiguez, Teresa de Jesús Mojica Morga (rúbrica), Verónica García Re-
yes, Ángel Cedillo Hernández, Arturo Escobar y Vega, Ana Paola Ló-
pez Birlain.»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Rubén Benjamín Félix Hays, del Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza

El suscrito, Rubén Benjamín Félix Hays, diputado federal
miembro del Grupo Parlamentario Nueva Alianza en la
LXII legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo establecido en la fracción II del artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía, la siguiente iniciativa con decreto por el
que se reforma el párrafo cuarto del artículo 4o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor
del siguiente

Planteamiento del problema

El sistema de Salud en México está compuesto por dos sec-
tores: i) el público que comprende a las instituciones de se-
guridad social Instituto Mexicano del Seguro Social
(IMSS), Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado (ISSSTE), Petróleos Mexicanos
(Pemex) ahora Empresa Productiva del Estado, Secretará
de la Defensa Nacional (Sedena), Secretaría de Marina
(Semar) y otros, que prestan servicios a los trabajadores del
sector formal de la economía, y ii) las instituciones que
protegen o prestan servicios a la población sin seguridad
social, dentro de las que se incluyen el Seguro Popular de
Salud (SPS), la Secretaría de Salud, los Servicios Estatales
de Salud y el Programa IMSS-Oportunidades.

Por otro lado, se encuentra el sector privado, que presta
servicios a la población con capacidad de pago.

El financiamiento del sector público proviene de tres fuen-
tes principales:

1. Contribuciones Gubernamentales;

2. Contribuciones del empleador (en el caso del ISS-
STE, Pemex, Sedena y Semar es el mismo gobierno);

3. Contribuciones del empleado.

El sector privado en cambio, se financia con los pagos que
hacen los usuarios al momento de recibir la atención y con
las primas de los seguros médicos privados, y ofrece servi-
cios en consultorios, clínicas y hospitales particulares.

En esta división del sector, es donde puede identificarse gran
parte del origen de la realización desigual del derecho a la
salud en México. La universalidad y la no discriminación,
principios esenciales de los derechos humanos, están clara-
mente ausentes bajo este esquema.

Si bien, en teoría la Secretaría de Salud debía atender a la
población sin seguridad social, las deficiencias estructura-
les de esa institución, principalmente la falta de personal e
infraestructura, la desigual distribución de recursos entre
entidades y la importante diferencia existente entre el fi-
nanciamiento de la salud pública con respecto a las institu-
ciones de seguridad social, derivaron en una institución en-
deble, con un importante déficit de recursos de todo tipo,
con mínima capacidad resolutiva y, por lo tanto, incapaz de
responder íntegramente a las obligaciones del Estado me-
xicano en la materia.

Según datos de la Organización Mundial de la Salud, México
tenía para 2012 una población total de 121,000,000 habitan-
tes, con un ingreso nacional bruto per cápita (en dólares inter-
nacionales, al  2012) de 16,450.

El mismo organismo internacional ha señalado, que la es-
peranza de vida al nacer de los hombres es de 73 años y pa-
ra las mujeres de 79.

El gasto total en salud por habitante para el 2012 era de
1,062 (dólares internacionales), representando esto un gas-
to total en salud como porcentaje del PIB de 6.2.

En el cuadro contiguo se establecen las cifras registradas
por el INEGI hasta el 2014 de derechohabiencia en el país
obtenido del portal de internet del mismo Instituto.
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a Para 2003, no se reporta información debido a que únicamente se cuenta con cifras estimadas de po-
blación total, realizada a partir de la muestra del XII Censo de Población y Vivienda 2000.

b La estadística de “población derechohabiente del IMSS” incluye tanto a asegurados y pensionados,
como a sus familiares dependientes. Las cifras de asegurados y pensionados son determinadas con ba-
se en los registros administrativos del IMSS, mientras que las relativas a sus familiares corresponden
a estimaciones determinadas con base en coeficientes familiares. Los coeficientes familiares corres-
ponden al promedio del número de derechohabientes por familia y se aplican al número de trabajado-
res asegurados y de pensionados. Por su parte, la estadística de “población derechohabiente adscrita a
Unidad de Medicina Familiar (UMF) del IMSS” es determinada, tanto las cifras de asegurados y pen-
sionados como la de sus familiares, con base en registros administrativos del Sistema de Acceso a De-
rechohabientes (AcceDer).

c De 2005 a 2008, la Sedena no reportó información.

d Para el IMSS y Seguro popular, cifras al mes de junio; para el ISSSTE, cifras estimadas al mes de
diciembre.

NA: No aplicable.

ND: No disponible.

R Cifras revisadas.

Fuente: Para IMSS, ISSSTE y Seguro Popular: PR. Segundo Informe de Gobierno 2013 - 2014. Ane-
xo Estadístico. Páginas 150 y 151 (Consulta: 02 de septiembre de 2014).

Para Pemex, Sedena, Semar y Estatales:

2000 a 2002: SSA. Boletín de Información Estadística. Programas sustantivos. Volumen III. Núm
20-22. 

2004 a 2012: SSA. Boletín de Información Estadística. Servicios Otorgados y Programas Sustan-
tivos. Volumen III. Núm. 24-32.

Fecha de actualización: Miércoles 3 de septiembre de 2014”



La Encuesta Nacional de Salud y Nutrición 2012, señala
que existen 44.4 millones de mexicanos reconocidos en el
Sistema de Protección Social de Salud (SPSS).

En el Grupo Parlamentario Nueva Alianza estamos con-
vencidos que la salud de la población es un elemento esen-
cial para el desarrollo económico de cualquier país, por lo
que representa y se constituye como una prioridad de las
políticas públicas para buscar y mantener el bienestar so-
cial.

No podemos olvidar que en México la historia de los dere-
chos sociales está ligada a la desigualdad; si bien en la
Constitución de 1917 se lograron conjugar las llamadas
“Garantías Individuales” y los derechos sociales, el mode-
lo corporativo de distribución emanado de la Revolución
necesariamente conllevó a un ejercicio diferenciado de de-
rechos.

Tenemos claro que el diseño actual del sistema de salud na-
cional ha ignorado el criterio de repartición universal de sa-
tisfactores, fundamento de los derechos humanos, ya que
fue concebido de tal forma que la población organizada y
asalariada fuera la receptora de los beneficios de la seguri-
dad sociales.

La insatisfacción generalizada por los servicios de salud a
nivel nacional es preocupante, la lentitud del mismo, así
como la poca calidad en el servicio, son los factores que la
presente iniciativa busca combatir, para profesionalizar el
sistema y unificarlo, haciéndolo universal y gratuito para
toda la población.

La Organización Mundial de la Salud (OMS), ha mencio-
nado que el objetivo de la cobertura sanitaria universal es
garantizar que todas las personas reciban los servicios sa-
nitarios que necesitan, sin tener que pasar penurias finan-
cieras para pagarlos.

El mismo organismo señala que para que una comunidad o
un país pueda alcanzar la cobertura sanitaria universal se
han de cumplir varios requisitos, a saber:

1. Existencia de un sistema de salud sólido, eficiente y
en buen funcionamiento, que satisfaga las necesidades
de salud prioritarias en el marco de una atención centra-
da en las personas (incluidos servicios de VIH, tubercu-
losis, paludismo, enfermedades no transmisibles, salud
materno infantil) para lo cual deberá:

• Proporcionar a las personas información y estímu-
los para que se mantengan sanas y prevengan enfer-
medades,

Detectar enfermedades tempranamente,

Disponer de medios para tratar las enfermedades,

Ayudar a los pacientes mediante servicios de rehabi-
litación.

2. Asequibilidad: debe haber un sistema de financiación
de los servicios de salud, de modo que las personas no
tengan que padecer penurias financieras para utilizarlos.
Esto se puede lograr por distintos medios.

3. Acceso a medicamentos y tecnologías esenciales pa-
ra el diagnóstico y tratamiento de problemas médicos.

4. Una dotación suficiente de personal sanitario bien ca-
pacitado y motivado para prestar los servicios que satis-
fagan las necesidades de los pacientes, sobre la base de
las mejores pruebas científicas disponibles.

La OMS destaca que la cobertura sanitaria universal tiene
consecuencias directas para la salud de la población. El ac-
ceso a los servicios sanitarios permite a las personas ser
más productivas y contribuir más activamente al bienestar
de sus familiares y comunidades. Además, asegura que los
niños puedan asistir a la escuela y aprender. Al mismo
tiempo, la protección contra riesgos financieros impide que
las personas se empobrezcan al tener que pagar de su pro-
pio bolsillo los servicios de salud.

Por lo tanto, la cobertura universal es un componente fun-
damental del desarrollo sostenible y la reducción de la po-
breza, y un elemento clave de todo esfuerzo por reducir las
desigualdades sociales. 

En Nueva Alianza pugnamos por garantizar irrestrictamen-
te el acceso a la salud para las y los mexicanos, convenci-
dos de esta necesidad sabemos que la cobertura universal
de salud es y puede ser el sello distintivo de un gobierno
determinado a mejorar el bienestar de todos sus ciudada-
nos.

Argumentación

El artículo 4 de nuestra Carta Magna señala expresamente
“Toda persona tiene derecho a la protección de la salud”.
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Del precepto antes señalado se desprende la importancia
de la presente iniciativa, en el entendido que después de
la reforma del 2011 en materia de derechos humanos, la
protección a la salud es un precepto que el Estado debe
garantizar universal e íntegramente.

En materia internacional, el artículo 10 del “Protocolo de
San Salvador” señala:

“Artículo 10

Derecho a la salud

1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida co-
mo el disfrute del más alto nivel de bienestar físico,
mental y social.

2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los
Estados Partes se comprometen a reconocer la salud co-
mo un bien público y particularmente a adoptar las si-
guientes medidas para garantizar este derecho:

a. La atención primaria de la salud, entendiendo como
tal la asistencia sanitaria esencial puesta al alcance de
todos los individuos y familiares de la comunidad;

b. La extensión de los beneficios de los servicios de
salud a todos los individuos sujetos a la jurisdicción
del Estado;

c. La total inmunización contra las principales enferme-
dades infecciosas;

d. La prevención y tratamiento de las enfermedades en-
démicas, profesionales y de otra índole; 

e. La educación de la población sobre la prevención y
tratamiento de los problemas de salud, y

f. La satisfacción de las necesidades de salud de los gru-
pos de más alto riesgo y que por sus condiciones de po-
breza sean más vulnerables.”

La OMS señala que la cobertura universal es “un objetivo
político compartido por la mayoría de los países”, pero po-
cos la han conseguido implementar.

Aproximadamente 50 países han alcanzado una cobertura
sanitaria universal o casi universal para 2008. Algunos de

los ejemplos más conocidos son Reino Unido, que cuenta
con el Servicio Nacional de Salud, y el Sistema Canadien-
se de Salud Pública.

En Brasil, la cobertura sanitaria gratuita es reconocida co-
mo un derecho ciudadano.

Los brasileños tienen sistemas sanitarios privado y público.
El Sistema Único de Saúde, un programa nacionalizado,
ofrece asistencia sanitaria primaria, mientras que una red
de hospitales públicos y contratados otorgan asistencia es-
pecializada.

Aproximadamente el 80% de la población de Brasil depen-
de de la asistencia pública, mientras que el 20% más rico
puede pagar asistencia sanitaria privada, según el Centro
para estudios Estratégicos e Internacionales (CSIS, por sus
siglas en inglés).

Durante las tres décadas desde los cambios más importan-
tes en asistencia sanitaria del país, la mortalidad infantil
disminuyó y la esperanza de vida aumento 10.6años, según
un artículo publicado en 2011 en la revista médica The
Lancet.

Otro ejemplo Latinoamericano es Chile, la Constitución de
este país garantiza el derecho a la protección de la salud.

Los chilenos pueden optar por asistencia pública o recibir
cobertura de empresas de seguros médicos privadas.

Los ciudadanos más ricos pueden comprar seguros de las
Instituciones de Salud Previsional u obtener cobertura por
parte de su empleador. Un 7% de los ingresos fiscales fi-
nancian el sistema de asistencia de salud público. 

La asistencia pública incluye servicios médicos, dentales y
de obstetricia gratuitos, administrados localmente. El segu-
ro privado tiende a enfocarse en tratamientos de especialis-
tas.

Según la OMS, Chile ha garantizado acceso universal a tra-
tamiento de calidad para algunas condiciones incluyendo
ciertos cánceres, VIH, neumonía, depresión y asistencia
dental, lo que ha mejorado el cuidado para las personas de
escasos recursos.

Un país que ha sido ejemplo a nivel mundial es sin duda
China, estableció en 2009 una reforma a su sistema de sa-
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lud para implementar servicios de salud básicos, seguros y
económicos para toda su población; una tarea que parecía
complicada para un país con 1,300 millones de personas.

El gobierno Chino comprometió aproximadamente 1,260
millones de dólares para reformar la calidad y eficiencia de
su asistencia sanitaria, y asegurar medicación económica y
de calidad.

En el caso de China la OMS ha señalado que el problema
de equidad en la asistencia sanitaria persiste. “Todavía hay
disparidades significativas en los estatus de salud entre re-
giones, áreas urbanas y rurales, y entre grupos de la pobla-
ción”. 

Según, cifras de la OMS cada año, 100 millones de perso-
nas caen en la pobreza porque tienen que pagar directa-
mente los servicios de salud. Con la finalidad de reducir es-
tos riesgos económicos, algunos países, como Tailandia,
están dejando atrás un sistema financiado principalmente
por pagos directos para pasar a otro de prepago que com-
bina fondos provenientes de los impuestos y aportaciones
a los seguros. 

El mismo organismo internacional ha señalado que la mejor
manera de proporcionar la cobertura universal consiste en
repartir los costos entre toda la población, de esta manera,
las personas hacen aportaciones obligatorias, ya sea por me-
dio de los impuestos o los seguros, a un fondo mancomu-
nado, en caso de enfermedad, pueden hacer un retiro de fon-
dos que es independiente de lo que han aportado. En
Kirguistán, por ejemplo, la mancomunación de ingresos ge-
nerales e impuestos sobre la nómina de sueldos para cubrir
el seguro ha ayudado a mejorar el acceso a la asistencia sa-
nitaria.

En 2010, un total de 79 países miembros de Naciones Uni-
das destinaron a la asistencia sanitaria menos del 10% del
gasto gubernamental. Es preciso que los gobiernos den más
prioridad a la salud en el presupuesto central porque la fi-
nanciación interna es imprescindible para sostener la co-
bertura universal a largo plazo. 

La organización, destaca que todos los países pueden me-
jorar sus mecanismos de recaudación de impuestos. Tam-
bién pueden considerar la conveniencia de introducir gra-
vámenes o impuestos especiales en favor de la salud, como
los (impuestos de castigo) sobre las ventas de productos de
tabaco y bebidas alcohólicas. Ghana por ejemplo financió

en parte el seguro nacional de salud mediante un aumento
del 2.5% al impuesto sobre el valor agregado.

Derivado de lo anterior, en el Grupo Parlamentario Nueva
Alianza estamos convencidos que el Sistema de Salud Uni-
versal será crucial para garantizar a las y los mexicanos una
vida más saludable y productiva.

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de Diputado Federal integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Nueva Alianza a la LXII Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión; con fun-
damento en los artículos 71.II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y 6.1.I, 77.1 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, presento ante esta
soberanía iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 4 párrafo
cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Artículo Primero.

Artículo 4o. …

…

…

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. El
Sistema Universal de Salud, garantizará la calidad, exi-
gibilidad, universalidad, equidad, no discriminación,
participación ciudadana y el respeto a los Derechos
Humanos de los pacientes. La Ley definirá las bases y
modalidades para el acceso gratuito a los servicios de sa-
lud y establecerá la concurrencia de la Federación y las en-
tidades federativas así como de las Instituciones públicas
en materia de salubridad general, de la misma forma es-
tablecerá los lineamientos a los que se adecuarán las
Instituciones para el financiamiento del Sistema Uni-
versal de Salud conforme a lo que dispone la fracción XVI
del artículo 73 de esta Constitución.

…

…

…
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…

…

…

…

…

…

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. El Congreso de la Unión deberá emitir la Ley del
Sistema Universal de Salud en un plazo de 180 días a par-
tir de la publicación del presente decreto en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Tercero. A partir de la entrada en vigor del presente decre-
to, se derogaran todas aquellas disposiciones contrarias a la
misma.

Cuarto. El Congreso de la Unión realizará en un plazo no
mayor a 90 días después de la entrada en vigor del presen-
te decreto, las adecuaciones al marco jurídico, a fin de ho-
mologar las mismas con el presente decreto.

Dado en la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
el 9 de diciembre del 2014.— Diputado Rubén Benjamín Félix Hays
(rúbrica)»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

CODIGO PENAL FEDERAL Y LEY FEDERAL PARA
PREVENIR Y ELIMINAR LA DISCRIMINACION

«Iniciativa que reforma los artículos 149 Ter del Código
Penal Federal, y 9o. y 20 de la Ley Federal para prevenir y
eliminar la Discriminación, a cargo de la diputada Lucila
Garfias Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza

La suscrita, Lucila Garfias Gutiérrez, diputada a la LXII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, del Gru-
po Parlamentario de Nueva Alianza, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo 55, fracción II, y 56, 85, 94 y 179 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de es-
ta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma y adiciona el artículo 149 Ter del Có-
digo Penal Federal, y se reforma la fracción III del artícu-
lo 9 y XLIII y XLIX del artículo 20 de la Ley Federal pa-
ra Prevenir y Eliminar la Discriminación, en materia de
discriminación escolar, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

La discriminación en México continúa siendo un problema
de raíz, tan sólo la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación (LFPED)1 menciona que se entenderá por
discriminación a cualquier situación que niegue o impida el
acceso en igualdad a cualquier derecho, aunque cabe seña-
lar que no todo trato diferenciado será considerado como
discriminación.

Es decir, para efectos jurídicos, la discriminación sólo ocu-
rre cuando hay una conducta que demuestre distinción, ex-
clusión y/o restricción injustificada, a causa de alguna ca-
racterística propia de la persona que tenga como
consecuencia anular o impedir el ejercicio de un derecho.
Algunos de los ejemplos que utiliza el Consejo Nacional
para Prevenir la Discriminación (Conapred) son:

• Impedir el acceso a la educación pública o privada por
tener discapacidad, otra nacionalidad o credo religioso.

• Prohibir la libre elección de empleo o restringir las
oportunidades de acceso, permanencia y ascenso en el
mismo, por ejemplo a consecuencia de la corta o avan-
zada edad.

• Establecer diferencias en los salarios, las prestaciones
y las condiciones laborales para trabajos iguales, como
pude ocurrir con las mujeres.

• Negar o limitar información sobre derechos reproduc-
tivos o impedir la libre determinación del número y es-
paciamiento de los hijos e hijas.
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• Negar o condicionar los servicios de atención médica
o impedir la participación en las decisiones sobre su tra-
tamiento médico o terapéutico dentro de sus posibilida-
des y medios.

• Impedir la participación, en condiciones equitativas,
en asociaciones civiles, políticas o de cualquier otra ín-
dole a causa de una discapacidad.

• Negar o condicionar el acceso a cargos públicos por el
sexo o por el origen étnico.

Partiendo de estos principios, es evidente que los actos de
distinción, maltrato, y desprecio, que pueden recibir las ni-
ñas, niños y adolescentes en cualquier espacio u entorno,
merecen ser castigados, aún más aquellos que son origina-
dos en el ámbito escolar.

Por tal motivo, las medidas que se implementen para pro-
teger el bienestar y buen desarrollo físico y emocional de
las niñas, niños y adolescentes nunca serán suficientes, mo-
tivo por el cual se torna necesario fortalecer los mecanis-
mos que garanticen la protección de los menores de edad.

En el país no se conoce con exactitud la numeraria de ni-
ños víctimas del maltrato en espacios educativos, pero las
principales denuncias son realizadas en medios de comuni-
cación y ante la Comisión Nacional de Derechos Humanos
(CNDH)2.

En este sentido, en la CNDH podemos encontrar un regis-
tro de quejas más preciso en materia de discriminación es-
colar en las que se ven involucrados profesores, alumnos,
padres de familia, y autoridades educativas en hechos o ac-
tos discriminatorios. Al respecto, se observa que en 2005
dicha comisión recibió 868 quejas sobre esta problemática,
cifra que aumentó a mil 682 quejas para el 2012, lo que sig-
nifica un aumento de 93.7 por ciento en quejas de discri-
minación escolar, de acuerdo a la Agenda Nacional de De-
rechos Humanos de 20133.

Ejemplo de ello es la recomendación número 39/2014,
emitida el 5 de octubre de 2013, debido a que la directora
de la escuela Montessori 1, violentó física y verbalmente a
un niño, sacudiéndolo y pegándole en las mejillas mientras
le decía “espabílate, estás vivo”, hechos que ocurrieron
dentro de las instalaciones de dicha escuela; derivado de ta-
les hechos la CNDH emitió ocho recomendaciones a la Se-
cretaría de Educación Pública y seis al gobierno del Distri-
to Federal.

Así, para evitar que los menores reciban acciones discrimi-
natorias, y que la CNDH tenga que emitir recomendacio-
nes en ese sentido, es necesario reforzar la ley, que lleve a
la aplicación de mayores sanciones, que impidan todo tipo
de discriminación y garanticen el derecho a una educación
incluyente, libre de violencia, segmentación, maltrato y
conductas contrarias hacia el interés superior del menor.

Entre otros de los lamentables sucesos cometidos contra in-
fantes, del cual nos hemos enterado a través de los medios
de comunicación, podemos mencionar la reciente discrimi-
nación cometida en el colegio La Salle de Seglares4, hacia
un menor mazateco de cuatro años, quien sufrió el acoso
no sólo de sus compañeros, sino de las profesoras de in-
glés, español, e incluso la sicóloga de dicho instituto; quie-
nes manifestaban al menor que no era apto para estar en di-
cha escuela debido a que no pertenecía a ese nivel
socioeconómico y juzgaban el trabajo de su madre quien se
desempeñaba como empleada doméstica.

Tales hechos fueron denunciados ante la Procuraduría
General de Justicia del Distrito Federal (PGJDF) señalan-
do como responsables del delito de discriminación en
contra del menor por su origen indígena a las profesoras
de inglés, español y a la psicóloga del instituto.

Eventos de esta naturaleza podríamos seguir exponiendo,
ya que la discriminación es un hecho que se genera y mul-
tiplica fácilmente, debido a esa convivencia que se forja
cotidianamente entre los alumnos y los docentes, directi-
vos, personal administrativo, de intendencia, entre otros,
estableciéndose una red de relaciones sociales que desafor-
tunadamente conlleva a modalidades y dinámicas que se
convierten en acciones discriminatorias. 

Argumentación

La discriminación en México es una conducta que continúa
manifestándose en todos los ámbitos de la sociedad; obser-
vándola diariamente en acciones o tratos desfavorables o
de desprecio inmerecido hacia otros, promovido desde la
casa, la calle, los medios de comunicación y lugares públi-
cos, por lo que, son acciones que menoscaban los derechos
humanos de todas las personas. 

En el país, la discriminación no sólo se da en los áreas an-
teriormente mencionadas, sino que es preocupante ver có-
mo es un evento que también se origina y practica en espa-
cios o centros escolares, provocando una gran variedad de
problemas, sobre todo hacia los menores de edad, quienes
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son los principales afectados por este fenómeno al percibir
acciones que afectan, perjudican y dañan su desarrollo e in-
tegridad física, moral y social.

La no aceptación a las preferencias sexuales por parte de la
sociedad propicia desigualdad y discriminación, así lo se-
ñala un estudio del Consejo Nacional para Prevenir la Dis-
criminación (Conapred) denominado La Normatividad en
el Sistema Educativo: Acceso, Trato y Exclusión, que seña-
la que las escuelas son sitios donde las personas perciben
discriminación por discapacidad (29.1 por ciento), prefe-
rencia sexual (25.7 por ciento), origen geográfico (17.7 por
ciento) y religión (15.2 por ciento).5

Por lo que, la discriminación escolar es un hecho palpable
que no sólo se manifiesta entre compañeros, sino que tam-
bién es un acontecimiento que se presenta de adultos hacia
los menores, aun cuando dichas conductas se encuentran
prohibidas constitucionalmente. Se trata de una práctica
motivada por razones de origen étnico o racial, género,
edad, discapacidad, condición social, condiciones de salud,
religión, expresión de opiniones, ideologías, preferencias
sexuales, estado civil o cualquier otra condición y que
atenta contra la dignidad humana, teniendo por objeto anu-
lar o menoscabar los derechos y libertades de las personas.

En términos generales, podemos observar una gran canti-
dad de actos discriminatorios hacia los menores, debido a
que, de acuerdo al Conapred las y los niños forman parte
de los once grupos que sufren más discriminación en Mé-
xico.

En nuestro país, la población menor de 18 años representa
33 por ciento del total del país según datos del Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía (Inegi)6; la matrícula es-
tudiantil de niños de entre 3 y 17 años que están inscritos
en el sistema educativo es del orden de 27.5 millones de es-
tudiantes, por lo que su cuidado y atención resulta una ne-
cesidad prioritaria. Dicho lo anterior, vale la pena destacar
que en al ámbito escolar la discriminación más usual se
presenta por las siguientes causas:

a) Por su capacidad intelectual, la cual puede ser un
gran motivo de burla, de este modo, vemos cómo 30 por
ciento de los estudiantes con un coeficiente intelectual
estándar sufren acoso o discriminación escolar.7

b) Por cuestiones religiosas; en la escuela se presenta
el hostigamiento y discriminación a las y los niños per-

tenecientes a minorías religiosas, ante su negativa de
participar en actos cívicos, provocando sanciones, bur-
las y regaños.

Por lo anterior, la discriminación por motivos religiosos
en nuestro país es grave, ya que afecta a las personas en
sus convicciones más íntimas y trascendentes.

c) Por su origen étnico, los infantes son discriminados
por no aprender bien el español, una lengua que no es la
materna, y esto evidentemente afecta a su autoestima,
además de que algunos no tienen la posibilidad de acce-
der a una educación en su lengua materna.

d) Por cuestiones de discapacidad, se presenta en los
menores en las escuelas e implica la humillación, des-
precio y agresión; según datos del Censo de Población y
Vivienda de 2010 realizado por el Inegi en México hay
5 millones 900 mil personas con discapacidad, de ellos
un millón 200 mil son niños o adolescentes de hasta 19
años, lo que representa 1.46 por ciento de la población.
Además, en las zonas rurales, 23 por ciento de la pobla-
ción tiene alguna discapacidad y en las zonas urbanas 77
por ciento enfrenta dicha circunstancia8.

Por otra parte de acuerdo con el Fondo para la Infancia
de la Unicef, 47 por ciento de los niños con discapaci-
dad no va a preescolar, 17 por ciento no asiste a educa-
ción primaria, y 27 por ciento nunca llega a estudiar la
secundaria.

e) Por sus preferencias sexuales, es difícil comprender
que a una edad tan corta, las niñas y los niños puedan
sufrir hostigamiento, agresiones o molestias, por querer
jugar o realizar alguna actividad contraria a la que co-
mún o culturalmente está determinada por la sociedad y
que por su rol de hombre o mujer tienen funciones y
gustos establecidos y, el no seguirlos, los lleve a recibir
discriminación y rechazo social.

Esta discriminación se inicia en el hogar y se reproduce en
las escuelas, lo que provoca la violación a su derecho de
preferencia sexual, y que consecuentemente se refleja en
los datos que a nivel nacional encontró el estudio que rea-
lizó la Conapred denominado El combate a la homofobia:
entre avances y desafíos9 en el que se señala que 4 de ca-
da 10 mexicanas y mexicanos, en un rango de edad de 12
a 49 años, opinan que la preferencia sexual provoca una
considerable división entre la población.
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Estas son sólo algunas de las variantes que provocan la dis-
criminación; y que a su vez presentan efectos devastadores
que laceran el tejido social, debido a que las y los estu-
diantes aprenden a ver en la discriminación un comporta-
miento social aceptado y legítimo, no sólo de parte de sus
compañeros, sino también, de sus padres, sus profesores o
personal encargado de su atención o cuidado, lo que pro-
voca que los afectados pierdan la confianza en sus capaci-
dades y tengan un desempeño escolar inadecuado, bajo
rendimiento y en algunos casos abandono de los estudios.

La discriminación dentro de las escuelas es un problema
poco tratado, y en la mayoría de los casos es pasado por al-
to o disfrazado como un ejercicio de poder o de autoridad.
Motivo por el cual, es difícil contar con una estadística re-
al que indique el porcentaje de alumnos que son discrimi-
nados diariamente dentro de los recintos educativos ya sea
por profesores o por el personal encargado de los centros
escolares; sin embargo, existen datos sobre distintos facto-
res que existen y que dan propensión a que haya discrimi-
nación de niñas, niños y adolescentes.

Asimismo, los abusos y actos de discriminación también
son generados debido a que aún persiste en el país la pers-
pectiva de que las y los niños no tienen derechos por ser
menores de edad, percepción que se corrobora con los da-
tos de la Encuesta Nacional sobre Discriminación en Mé-
xico 2010 (Enadis), donde 3.6 por ciento de la población
encuestada consideró precisamente lo ya señalado10.

Bajo este marco, toda discriminación que se origina en las
escuelas, conlleva a una grave falta hacia los derechos hu-
manos, además de que viola el derecho superior de la ni-
ñez; máxime considerando que se trata de espacios creados
para construir su desarrollo y futuro; en donde la educación
y los valores tendrían que ser los únicos elementos que de-
biesen aprender por parte de docentes, personal adminis-
trativo y conserjes, incluso hasta de los propios padres ha-
cia otros alumnos.

Simplemente, la discriminación institucional que sufre la
niñez y la juventud, debe evitarse, por lo que, es necesario
que toda persona que, por acción u omisión, comenta con-
ductas tendientes a discriminar a las personas dentro de los
recintos pedagógicos, sea sancionada, y que a su vez exis-
ta el respaldo jurídico para los menores. Se debe terminar
con todo tipo de conductas discriminatorias, ya que, según
los datos de la Enadis, la percepción que se tiene sobre el
trato hacia las y los niños es aún muy grave, es decir, 24.8

por ciento de la población considera que se justifica el pe-
garle a un niño para que obedezca; 35 por ciento de las y
los niños entre seis y nueve años a nivel nacional ha sufri-
do violencia de parte de su familia.

Asimismo, 5.1 por ciento de los niños entre 9 y 11 años de
edad experimentan enojo, tristeza o miedo en la escuela; y
uno de cada diez siente esta misma emoción respecto a sus
maestros. 6 por ciento de los niños y 10 por ciento de las
niñas afirman que no son tomados en cuenta por sus maes-
tros.11

Por su parte, 2 millones 678 mil niñas, niños y adolescen-
tes entre los cinco y 17 años no asisten a la escuela, de los
cuales, 122 mil no va por razones de inseguridad, discrimi-
nación, o bien por la distancia a la que está la escuela, per-
cibiendo conductas negativas e innecesarias, en mayor
magnitud, debido a que los menores pasan la mayor parte
del tiempo en ellos, además de que, como ya se dijo, se ubi-
can como una población vulnerable, al recibir una gran va-
riedad de arbitrariedades.

Todas las circunstancias mencionadas vuelven necesario
luchar contra las diferentes expresiones de la discrimina-
ción en la escuela, en el hogar y en los espacios públicos,
fortaleciendo el derecho a una educación de calidad, a
aprender, así como a hacer valer sus derechos como niñas
y niños.

Así pues, al ser parte de los grupos más vulnerables dentro
de la sociedad, se propone incrementar la sanción hacia
aquellas personas (docentes, personal administrativo, cola-
boradores dentro de las instituciones de educación, y hacia
los propios padres de familia) que dentro de los recintos
educativos manifiesten claramente conductas que discrimi-
nen a las niñas, niños y adolescentes.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de 

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 149
Ter,  del Código Penal Federal y se reforma la fracción
III del artículo 9, y las fracciones XLIII y XLIX del ar-
tículo 20; de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación, en materia de discriminación

Primero. Se reforma y adiciona el artículo 149 Ter del Có-
digo Penal Federal, para quedar como sigue:
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Artículo 149 Ter. Se aplicará sanción de uno a tres años de
prisión o de ciento cincuenta a trescientos días de trabajo a
favor de la comunidad y hasta doscientos días multa a
quien cometa los actos contenidos en el artículo 9 de la Ley
Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación y al
que por razones de origen o pertenencia étnica o nacional,
raza, color de piel, lengua, género, sexo, preferencia se-
xual, edad, estado civil, origen nacional o social, condición
social o económica, condición de salud, embarazo, opinio-
nes políticas o de cualquier otra índole atente contra la dig-
nidad humana o anule o menoscabe los derechos y liberta-
des de las personas y mediante la realización de cualquiera
de las siguientes conductas:

I. a III. … 

IV. A los padres de familia, tutores, docentes, directo-
res, personal administrativo y cualquier otra persona
que sea responsable del cuidado, instrucción y asis-
tencia del menor que promuevan por acción u omisión
conductas discriminatorias dentro y alrededor de los
espacios educativos en los términos del artículo 9 de la
Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discrimina-
ción.

Al servidor público que, por las razones previstas en el
primer párrafo de este artículo, niegue o retarde a una per-
sona un trámite, servicio o prestación a que tenga derecho
se le aumentará en una mitad la pena prevista en el primer
párrafo del presente artículo, y además se le impondrá des-
titución e inhabilitación para el desempeño de cualquier
cargo, empleo o comisión públicos, por el mismo lapso de
la privación de la libertad impuesta.

Las sanciones previstas en el presente artículo en lo re-
ferente a los días de trabajo a favor de la comunidad y
a los días multa, se incrementarán en una tercera parte
cuando se actualice la hipótesis prevista en la fracción
IV de este artículo.

…

…

…

…

Segundo. Se adiciona la fracción I Bis y se reforma la frac-
ción III del artículo 9, y las fracciones XLIII y XLIX del
artículo 20 de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación, para quedar como sigue:

Artículo 9. …

I. …

I. Bis. Incentivar, aplicar, generar o promover actos
u omisiones concernientes a las fracciones XIII, XV,
XVI, XIX, XXII Ter, XXIII, XXV, XXIV, XXVII,
XXVIII de este artículo, así como a los correspon-
dientes al artículo 149 Ter, y fracción III del Código
Penal Federal, en los centros educativos públicos y
privados del país; que reproduzcan los docentes,
personal administrativo, colaboradores dentro de las
instituciones de educación, y padres de familia.

II. Establecer contenidos, métodos o instrumentos pe-
dagógicos en que se asignen papeles contrarios a la
igualdad o que difundan una condición de subordina-
ción; y que afecten o dañen la integridad física, mo-
ral y social, de aquellos a quienes van dirigidos.

III. al XXXIV. …

Artículo 20. Son atribuciones del Consejo:

I. al XLII. …

XLIII. Proponer a las instituciones del sistema educati-
vo nacional, lineamientos y criterios para el diseño, ela-
boración o aplicación de contenidos, materiales pedagó-
gicos y procesos de formación en materia de igualdad y
no discriminación y celebrar convenios para llevar a ca-
bo procesos de formación que fortalezcan la multiplica-
ción y profesionalización de recursos en la materia; vi-
gilando el cumplimiento de los mismos, y que eliminen
la discriminación escolar. 

XLIV. al XLVIII. …

XLIX. Efectuar, fomentar, coordinar y difundir estudios
e investigaciones sobre el derecho a la no discrimina-
ción y estadísticas nacionales relacionadas con las dife-
rentes prácticas discriminatorias que existen en el país. 

L. al LVI. …
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/262.pdf 

2. Comisión Nacional de Derechos Humanos, recomendación No.
38/2014, México, D.F., a 29 de agosto de 2014. http://www.cndh.
org.mx/sites/all/fuentes/documentos/Recomendaciones/2014/REC_20
14_038.pdf

3. Agenda Nacional de Derechos Humanos del 2013 Visto 16 Octubre
de 2014 http://www.cndh.org.mx/sites/all/fuentes/documentos/conoce-
nos/Agenda_2013_1.pdf 

4. Excélsior, “Discriminan a niño indígena en colegio La Salle, acusa
COPRED”  17 Febrero de 2014. Visto el 10 Octubre de 2014.
http://www.excelsior.com.mx/comunidad/2014/02/17/944252

5. Conapred, La Normatividad en el Sistema Educativo: acceso, trato
y exclusión. 2005. http://www.conapred.org.mx/documentos_cedoc/E-
04-2005_final.pdf. 

6. Sin Embargo, Discriminados en México: 11 grupos que sufren por
el color de su piel, su edad, sus capacidades o su sexualidad, abril
2013. Visto el 9 de Septiembre del 2014. http://www.sinembargo.mx/
28-04-2013/599520

7. Conapred; Discrimina y desperdicia México el talento intelectual de
niños, niñas y jóvenes en

http://www.conapred.org.mx/index.php?contenido=noticias&id=4029
&id_opcion=&op=447

8. CNN México, Los niños con discapacidad aún son excluidos en Mé-
xico, según Unicef, Martes, 18 de junio de 2013. http://mexico.cnn.
com/salud/2013/06/18/los-ninos-con-discapacidad-aun-son-excluidos-
en-mexico-segun-unicef

9. Conapred; El combate a la homofobia: entre avances y desafíos
http://www.conapred.org.mx/documentos_cedoc/DocumentoHomofo-
bia_ACCSS.pdf

10. Conapred, Encuesta Nacional sobre Discriminación en México,
Enadis 2010, Resultados generales. http://www.conapred.org.mx/user-
files/files/Enadis-2010-RG-Accss-002.pdf

11. El Universal, 7.5 millones  son víctimas de “bullying”, octubre
2011, http://www.eluniversal.com.mx/nacion/190078.html.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de diciembre de 2014.— Dipu-
tada Lucila Garfias Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia y de Dere-
chos Humanos, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, a cargo de la diputada Lucila
Garfias Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza

La suscrita, Lucila Garfias Gutiérrez, diputada federal de la
LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, del
Grupo Parlamentario Nueva Alianza, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo 55, fracción II, y 56, 85, 94 y 179 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de es-
ta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman y adicionan la fracción II del ar-
tículo 3, la fracción III del artículo 27 y  fracción I del ar-
tículo 112; así como los artículos 162, 163 y se adiciona el
artículo 163 Bis de la Ley General de Salud, en materia de
atención médica a menores de edad víctimas de quemadu-
ras, al tenor del siguiente:

Planteamiento del problema

En México, el derecho a la protección de la salud está de-
terminado en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en su artículo 4o., por lo que, es un derecho
que todo mexicano debe poseer; permitiendo la conserva-
ción y prolongación de la propia vida, sin importar la edad,
situación económica, raza o sexo; sin embargo, no todas, ni
todos los mexicanos pueden gozar de esta garantía consti-
tucional.
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En el país, los servicios de salud resultan ser insuficientes,
comparados con la gran demanda de necesidades que se
extienden en todo el territorio, así, la población en general
y sobre todos los menores de edad, sufren graves conse-
cuencias, al no recibir ni contar con servicios médicos rá-
pidos y adecuados que den respuesta a enfermedades o pro-
blemas que se conciben en el trascurso de su vida
cotidiana, en donde la mayoría de ellos son ocasionados
por accidentes.

Los accidentes en el país son originados principalmente en
el hogar y en los centros educativos, a partir de descuidos
o imprudencias de otras personas; por lo que los envenena-
mientos, caídas, golpes, estragamientos, asfixia, electrocu-
ciones y las quemaduras son las lesiones más comunes que
padecen los infantes.

Simplemente, de acuerdo con los datos de la Secretaría de
Salud, cada año, más de 35,000 niñas y niños mexicanos
sufren de lesiones por quemaduras afectando primordial-
mente a menores de 5 años.1 De tal forma que dichos acci-
dentes, son la segunda causa general de muerte en niñas, y
niños menores de 14 años, representando el 12% de todos
los fallecimientos en menores de edad.2

Así, las lesiones por quemadura representan un problema
de salud desatendido, con secuelas graves para todas las
niñas y niños en términos de calidad de vida, costos so-
ciales y económicos, y aquellos que sobreviven en muchas
ocasiones presentan alguna discapacidad física o psicoló-
gica, que afecta el sano desarrollo de su vida y la de sus fa-
miliares.

Lo anterior se convierte en una problemática que se agrava
por la falta de unidades médicas especializadas en sus lo-
calidades, razones por las que las y los menores de edad no
son atendidos con prontitud; teniendo que perder su valio-
so tiempo al trasladarse hacia las pocas clínicas que existen
en el país, sobre todo hacia la ciudad de México, poniendo
en riesgo su salud y en ocasiones la vida.

Además, también se observa que los infantes que no logran
encontrar asistencia médica pública, tampoco pueden ser
llevados a instituciones privadas, ya que los costos son
muy altos, lo que difícilmente puede cubrir la mayoría de
las familias mexicanas, por lo que ante este tipo de acci-
dentes las y los menores no reciben atención médica ade-
cuada. 

Ante este escenario, y considerando la necesidad que exis-
te en el país en términos de ésta problemática, con el obje-
tivo de que se garantice la atención médica nacional a to-
das las y los menores de edad que sufran algún tipo de
quemaduras, para que sean atendidos de forma profesional,
rápida y oportunamente, es que se presenta la siguiente
propuesta que busca fomentar la creación y equipamiento
de unidades, centros y hospitales especializados para aten-
der a menores de edad con lesiones por quemaduras en to-
das las Entidades de la República.

Dichos centros u hospitales deben contar con médicos mul-
tidisciplinarios y especializados; unidades de cuidado in-
tensivo; programas de prevención y de apoyo a las y los
menores que presenten quemaduras de primer, segundo y
tercer grado, y de aquellos con secuelas, que los lleve a te-
ner alguna discapacidad física o psicológica.

Exposición de Motivos

En el país, la vida de los niños puede verse interrumpida
por accidentes de todo tipo que ponen en evidencia su vul-
nerabilidad. De acuerdo con el Centro Nacional para la
Prevención de Accidentes (Conapra), los accidentes en el
hogar son la principal causa de muerte infantil, represen-
tando el 40% del total de muertes en niñas y niños de 1 a
14 años de edad.3 Por lo que, la primera etapa de vida im-
plica generar mayores cuidados y protección de los padres,
tutores o responsables del menor, debido a que es un rango
de edad en el que se observa mayor tendencia de mortali-
dad, la cual puede en algunos casos ser previsible, evitan-
do situaciones de riesgo para preservar su vida en un esta-
do sano y de calidad.

Así, los efectos de la mortalidad infantil producida por fac-
tores externos, y no por enfermedades naturales o por ma-
les congénitos; sino por accidentes, emergencias u negli-
gencias de cualquier tipo, requieren de una mayor
vigilancia que logren evitar dicha circunstancia.

Contexto, que también es señalado por  el Informe Mundial
sobre la Prevención de las lesiones en los niños, el cual ex-
terioriza que la Organización Mundial de la Salud (OMS)
junto con el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia
(UNICEF), proponen que la prevención de las lesiones en
los niños, sea una prioridad para los responsables de la sa-
lud pública y del desarrollo en el mundo.4 En el caso de los
accidentes o lesiones por fuego o llamas, los países de in-
gresos bajos concentran una tasa de mortalidad 11 veces
mayor que en los países de ingresos altos.5
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Así en México éste tipo de lesiones como ya se mencionó
ocupan el segundo lugar de muertes en menores de catorce
años; y asimismo el primer lugar en lesiones ocurridas en
el hogar, seguidos de los ahogamientos y envenenamien-
tos.6

Aunque en este 2014 se alcanzó a reducir a dos tercios el
número de niñas y niños que morían antes de los cinco
años, logrando cumplir con el objetivo fijado por la ONU
en relación a la reducción de la tasa de mortalidad,7 las
quemaduras hoy en día siguen representando un alto índi-
ce de muertes, o vidas con consecuencias de discapacidad
física, psicológica, social para las niñas y niños que las pa-
decen.

Un dato importante a resaltar es que las lesiones por que-
maduras aumentan en épocas decembrinas o en fiestas pa-
trias, ya que los menores están en contacto con juego piro-
técnicos lo que los coloca en situaciones de  gran riesgo de
resultar con quemaduras si no cuentan con la supervisión
correcta.  Por ejemplo, tan sólo a inicio del 2014, la unidad
de quemados del Hospital Pediátrico de Tacubaya, reportó
un sobrecupo de 40% en niños internados por quemaduras
durante la temporada de fin de año.8

En este tenor, las quemaduras son la causa más frecuentes
de atención medica en las salas de urgencias en el país, en
donde el 18% de los lesionados hospitalizados no sobrevi-
ve, a diferencia del 5.4% reportado en otros países;9 de es-
ta manera los tratamientos de urgencias, son factores de-
terminantes en términos de mortalidad, al no recibir
atención médica primaria, necesaria para conservar la vida.

El informe que en el 2009 emitió la Secretaria de Salud en
materia de accidentes por quemaduras, demuestra que exis-
tió un  incremento en la incidencia de quemaduras pasando
de 109 mil 479 registradas en 2007 a 114 mil 385 en
2008.10

En los últimos seis años, se han registrado un promedio
anual de 115 mil personas con quemaduras, de ellos 13 mil
requieren de hospitalización, y  seis mil presentan lesiones
severas. Del total mencionado el 60 por ciento (69 mil) se
presenta en menores de 15 años; concentrando una tasa na-
cional promedio de 107.26 quemaduras por cada 100 mil
habitantes.11

Dicha problemática se complica debido a que en nuestro
país se carece de atención focalizada hacia éste fenómeno:
sólo 11 Estados de la República y el Distrito Federal cuen-

tan con unidades especializados que brindan atención a pa-
cientes con lesiones por quemadura.

A nivel nacional contamos con un total de 18 unidades12

equipadas para la atención de pacientes por quemadura:
cinco en el Distrito Federal, una en: Toluca, estado de Mé-
xico; Morelia, Michoacán; Guadalajara, Jalisco; Villaher-
mosa, Tabasco; Tlaxcala, Tlaxcala; Chihuahua, Chihuahua;
Ciudad Victoria, Tamaulipas; Monterrey, Nuevo León;
Hermosillo, Sonora; Xalapa, Veracruz, y tres en el puerto
de Veracruz, Veracruz. 

Cabe destacar que en el 2011 fue creado el Centro Nacio-
nal de Investigación y Atención de Quemados en la Ciudad
de México, el cual brinda atención a todas y todos los me-
xicanos, además de que realiza investigación; sin embargo,
éste Centro también resulta de difícil acceso para las per-
sonas que viven fuera de la Ciudad de México, ya que im-
plica costos de traslado y de hospedaje, además de que el
factor tiempo también es determinante para la sobreviven-
cia de los menores, toda vez que las primeras 24 horas son
esenciales, circunstancia por la que se requieren unidades
médicas en lugares y puntos estratégicos de todo el país.

Un ejemplo de lo anterior es que de acuerdo al reporte de-
nominado “Tendencia de mortalidad por quemaduras en
México, 1979-2009”, las tasas de mortalidad por quema-
duras (estandarizadas) en el 2005-2009,13 fueron más altas
en los estados de Baja California, Chihuahua, Baja Cali-
fornia Sur, Sonora y Durango todos ubicados en la región
noroeste del país, debido precisamente a la falta de la co-
bertura en los servicios y aquellas limitantes ya menciona-
das; situación contraria a lo que ocurre en la ciudad de Mé-
xico, en donde se tiene la existencia de mayores
alternativas en la atención de este padecimiento. 

Otra limitante es la inscripción a los sistemas de salud, es
decir, en el Distrito Federal, a través de las clínicas de Pe-
mex, IMSS e ISSSTE se brinda el servicio sólo para pa-
cientes afiliados tales como el Hospital Central sur de Pe-
mex “Picacho” con 14 camas, Hospital de Pemex
Atzcapotzalco con 20 camas, Hospital de Traumatología
“Dr. Victorio de la Fuente Narváez” (Magdalena de las Sa-
linas) del IMSS con 20 camas, Hospital Lomas Verdes del
IMSS con 20 camas, Hospital Militar de la ciudad de Mé-
xico con 7 camas de la Sedena y el Centro Médico Nacio-
nal 20 de Noviembre del ISSSTE con 15 camas.

Por su parte, las unidades hospitalarias que se encuentran
en el Distrito Federal que brindan atención al paciente con
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lesiones por quemadura y dependientes de la Secretaria de
Salud del Distrito Federal son las únicas que pueden aten-
der a la población abierta, (Hospital General Doctor Rubén
Leñero con 15 camas, Hospital de Urgencias Balbuena con
6 camas, Hospital Pediátrico Tacubaya con 15 camas, Hos-
pital Infantil de México Federico Gómez y Hospital Ma-
terno Pediátrico de Xochimilco), pero con sus limitantes,
ya que la amplia demanda de atención que tienen les impi-
de cubrir el servicio a la población afectada.

Y aunque se ha tratado de realizar un trabajo en conjunto,
por parte de organizaciones no gubernamentales y el go-
bierno, éste resulta ser todavía insuficiente, debido a la
gran cantidad de infantes que sufren estos altercados; por
eso es deber del Estado contar con una mayor infraestruc-
tura que dé atención a esta demanda, sin necesidad de tras-
ladarse hacia otras zonas fuera de su lugar de origen.

De acuerdo con algunos datos de organizaciones de la so-
ciedad civil, por cada niña o niño que lleguen a atender,
existen 100 infantes que requieren algún tipo de atención
médica, mismos que tardan en recibir atención por razones
de costos y servicios. 

Asimismo, en muchos casos las y los niños requieren ser
llevados hacia hospitales fuera del país para recibir aten-
ción integral, de la cual se carece aún en México, por lo
que con su ayuda son canalizados hacia centros especiali-
zados en los Estados Unidos de América, ( hospital  de
Shriners en Galveston, Sacramento, Cincinnati y Boston en
Estados Unidos), lo que genera un estimado de 80 a 100
traslados de menores anualmente, lo que representa una
erogación por operativo de 10 mil a 12 mil dólares.

Dichos menores de edad han sido atendidos sin costo algu-
no, debido a los acuerdos que estas organizaciones han po-
dido celebrar con los hospitales de ese país,  ya que se es-
tima que el monto aproximado que se requiere para la
atención de paciente con quemaduras con más del 50 % de
su cuerpo, oscila entre 500 mil y 1 millón de dólares, es de-
cir, 15 mil dólares diarios, tratamiento que incluye investi-
gación, y con un tiempo de estancia en estos hospitales que
varía de 10 días hasta meses, generándose una recupera-
ción paulatina. 

Por tal motivo, la siguiente iniciativa se enfoca en reforzar
el derecho constitucional que tienen los pacientes de ser
atendidos por lesiones por quemaduras y con ello reducir la
tasa de mortalidad por dicha causa; mejorar la calidad de
vida de estos pacientes al contar con servicios altamente

especializados en diagnóstico, tratamiento, rehabilitación
física, psicológica y social.

Asimismo, busca  se tengan unidades especializadas, que
atiendan a menores con lesiones por quemaduras, y que a
su vez cumplan con los lineamientos internacionales: habi-
taciones aisladas con sistemas de filtración especial; quiró-
fano únicamente para los pacientes de la unidad; área de
baño-terapia; área de recuperación; y temperatura de entre
36 y 38 grados, entre otros. 

Pero primordialmente es indispensable, que toda emergen-
cia que padezcan los menores tenga una respuesta oportu-
na y de calidad, por parte de las autoridades, evitando todo
tipo de negligencia, que ponga en peligro su vida.

Asimismo, es forzoso determinar la actuación inicial en ca-
so de urgencia, con la que deben contar todo padre de fa-
milia, y la sociedad en general, por lo que es necesario que
existan campañas y programas de educación preventiva en
las escuelas para que sean llevadas a cabo en sus hogares
(padres de familia), que genere una sociedad más educada
y preparada en el tema. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan la fracción
II del artículo 3, la fracción III del artículo 27 y la frac-
ción I del artículo 112; así como los artículos 162, 163, y
se adiciona el artículo 163 Bis de la Ley General de Sa-
lud

Para quedar como sigue:

Artículo Único. Se reforman y adicionan la fracción II del
artículo 3, la fracción III del artículo 27 y la fracción I del
artículo 112; así como los artículos 162, 163 y se adiciona
el artículo 163 Bis.

Artículo 3o. En los términos de esta Ley, es materia de sa-
lubridad general:

I. …

II. La atención médica oportuna, de calidad y especia-
lizada, preferentemente en beneficio de grupos vulnera-
bles;
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III. al  XXVIII. …

Artículo 27. Para los efectos del derecho a la protección de
la salud, se consideran servicios básicos de salud los refe-
rentes a:

I. y   II.  …

III. La atención médica integral, que comprende la
atención médica integrada de carácter preventivo,
acciones curativas, paliativas y de rehabilitación,
incluyendo la atención de urgencias con motivo de
enfermedades, afecciones y accidentes ocurridos en
el hogar, espacios públicos, centros escolares y en
las áreas de trabajo. 

Tratándose de menores de edad víctimas de acciden-
tes con padecimientos por lesiones de quemaduras y
corrosiones en múltiples regiones del cuerpo en pri-
mer, segundo y tercer grado, entre otros, la atención
se brindará de forma inmediata y especializada.

Para lo previsto en la presente fracción, la atención
médica integrada de carácter preventivo consiste en re-
alizar todas las acciones de prevención y promoción de
la salud, de acuerdo con la edad, sexo y los determinan-
tes físicos y psíquicos de las personas, realizadas prefe-
rentemente en una sola consulta; 

IV. a XI. …

Artículo 112. La educación para la salud tiene por objeto:

I. Fomentar en la población el desarrollo de actitudes, con-
ductas y habilidades que le permitan participar en la pre-
vención y asistencia oportuna de enfermedades indivi-
duales, colectivas y de accidentes provocados en el hogar,
espacios públicos, centros escolares y en las áreas de
trabajo, y protegerse de los riesgos que pongan en peligro
su salud;

Capítulo IV
Accidentes

Artículo 162. Para los efectos de esta Ley, se entiende por
accidente el hecho súbito que ocasione daños a la salud de
manera transitoria o permanente,  y que se produzca por
la concurrencia de condiciones potencialmente preveni-
bles. 

Artículo 163. La acción en materia de prevención, protec-
ción y control de accidentes comprende:

I. El conocimiento de las causas más usuales que gene-
ran accidentes en el hogar, espacios públicos, centros
escolares y en áreas de trabajo;

II. La adopción de medidas para prevenir accidentes en
el hogar, espacios públicos, centros escolares y en
áreas de trabajo;

III… 

IV. El fomento, dentro de los programas de educación
para la salud, de la orientación a la población para la
prevención de accidentes en el hogar, espacios públi-
cos, centros escolares y en las áreas de trabajo; diri-
gido con mayor énfasis hacia  los grupos vulnerables; 

V. La atención especializada de los padecimientos que
se produzcan como consecuencia de ellos, que pro-
mueva la rehabilitación física, psicológica y la rein-
tegración social, y

VI. La promoción de la participación y capacitación de
la comunidad en la prevención, protección y primeros
auxilios de accidentes.

Para la mayor eficacia de las acciones a las que se refie-
re este Artículo, se creará el Consejo Nacional para la
Prevención de Accidentes del que formarán parte repre-
sentantes de los sectores público, social y privado.

Artículo 163 Bis. Los establecimientos públicos de salud
y las instituciones públicas de seguridad social a nivel
federal y estatal, deberán contar con áreas o unidades
especializadas para brindar atención médica urgente
por lesiones y afecciones ocasionadas por quemaduras y
corrosiones, con médicos multidisciplinarios especiali-
zados y bajo las normas y conforme a los lineamientos,
manuales y protocolos que para tales efectos expida la
Secretaría de Salud. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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Notas:

1 Diagnóstico general sobre la causalidad de los accidentes en México.
México Previene,  pág. 10. file:///C:/Users/Usuario/Downloads/mexi-
co_previene.pdf  

2 Quemaduras infantiles, costos y retos en salud pública; Forbes Mé-
xico, junio 2013, http://www.forbes.com.mx/los-ninos-quemados-en-
mexico-un-problema-desatendido/  

3 Prevención de accidentes en el Hogar, http://www.spps.gob.mx/avi-
sos/1873-accidentes-hogar.html

4 Informe Mundial sobre la Prevención de las lesiones en los niños,
Organización Panamericana de la Salud, Organización Mundial de la
Salud, UNICEF, 2012.  Pág. V

file:///C:/Users/Usuario/Downloads/paho_sde_prevencion_lesiones_ni
nos_resumen%20(1).pdf  

5 Ibídem. Página 4.

6 Secretaria de Salud,  portal del Consejo Nacional para la Prevención
de Accidentes (Conapra) http://conapra.salud.gob.mx/Programas/Acci-
dentes_Hogar.html 

7 El Universal, Bajo la Mortalidad Infantil: Unicef, 17 de Septiembre
del 2014, http://www.eluniversal.com.mx/nacion-mexico/2014/impre-
so/bajo-mortalidad-infantil-unicef-218695.html 

8 Excélsior, Saturan pediátrico por 32 quemaduras en el Hospital de
Tacubaya, enero 2014, http://www.excelsior.com.mx/comuni-
dad/2014/01/07/936944 

9 Gaceta Médica de México, 2012. Tendencia de mortalidad por que-
maduras en México, 1979-2009 pág. 350 http://www.anmm.org.mx/
GMM/2012/n4/GMM_148_2012_4_349-357.pdf 

10 Ibídem. 

11 Subsecretaría de Prevención y promoción de Salud,
http://www.spps.gob.mx/avisos/939-primera-medida-contra-quemadu-
ras-prevenirla.html 

12 Centro Nacional de Investigación y Atención de Quemados Unida-
des para quemados, http://www.inr.gob.mx/ceniaq03.html

13 Op. Cit. Gaceta Médica de México, pág. 355.

Palacio Legislativo de San Lázaro a 9 de diciembre de 2014.— Dipu-
tada Lucila Garfias Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

EXPIDE LA LEY DE INSTITUCIONES DE SEGURIDAD
PUBLICA DEL DISTRITO FEDERAL

«Iniciativa que expide la Ley de Instituciones de Seguridad
Pública del Distrito Federal, a cargo de la diputada Marga-
rita Saldaña Hernández, del Grupo Parlamentario del PAN

Exposición de Motivos

Con la reforma constitucional de 18 de Junio de 2008, Mé-
xico no solo adoptó un nuevo sistema de justicia penal, si-
no un nuevo modelo de Seguridad Pública, que es una fun-
ción a cargo del Estado como un todo, con el fin de
salvaguardar los derechos de las personas y garantizar el
ejercicio de sus libertades, mediante la preservación del or-
den y la paz públicos. Esta función se desarrolla a través de
un conjunto de políticas, mecanismos, estrategias y accio-
nes tendientes a equilibrar el orden social y la libertad in-
dividual, en el marco del Estado de Derecho y la consoli-
dación de instituciones, que hagan propicio el
mantenimiento de la estabilidad y tranquilidad de la socie-
dad. Históricamente, esta función primigenia ha evolucio-
nado tanto cómo las circunstancias; realidades sociales,
económicas y políticas lo han demandado. Sin ella, la exis-
tencia del Estado, carecería de todo sentido.

Y es así, que el Distrito Federal como parte del Estado, y
comprometido con la protección a sus habitantes, requiere
evolucionar y actualizar su marco legal, obedeciendo a la
dinámica social, caracterizada por desafíos y oportunida-
des de un mundo globalizado que exige y demanda solu-
ciones a las nuevas necesidades que surgen en el acontecer
social cotidiano.

Hoy, la sociedad reclama soluciones al problema de la in-
seguridad pública, con el objetivo de disfrutar de la vida
cotidiana sin temor a sufrir algún menoscabo en su integri-
dad personal o en su patrimonio a mano de la delincuencia.
No atender este problema conlleva al Gobierno del Distri-
to Federal a incumplir sus deberes como garante de la vi-
da, la libertad, la integridad, los bienes y demás derechos
de los gobernados.
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Actualmente, nos enfrentamos a un fenómeno delictivo a
nivel nacional que demanda Instituciones de Seguridad
Pública con mayores capacidades de reacción, capacita-
ción, coordinación y especialización, por ello el Distrito
Federal en aras de fortalecer y homologar sus Instituciones
de Seguridad Pública con base en los nuevos estándares es-
tablecidos por la reforma Constitucional aludida y la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, se so-
mete a consideración de esa Honorable Soberanía, la expe-
dición de la Ley de Instituciones de Seguridad Pública del
Distrito Federal, con base en la siguiente estructura y con-
tenido:

La nueva Ley se encuentra estructurada en Diez Títulos,
cuyo propósito de agilizar su manejo, así como para gene-
rar un sentido de orden y lógica a los temas de regulación,
funcionamiento y ejecución de las Instituciones de Seguri-
dad Pública del Distrito Federal.

En su contenido se definen los alcances de la ley, la segu-
ridad pública, sus responsables; el señalamiento de las au-
toridades competentes y sus atribuciones en materia de se-
guridad pública; se ordena la creación de un Programa de
Seguridad Pública en el que se incluya un diagnóstico de la
situación que guarda el Distrito Federal en la materia, las
líneas estratégicas de acción, metas, criterios y responsa-
bles para la ejecución, y un mecanismo de rendición de
cuentas anual ante los representantes populares.

Se dispone quienes integran a las Instituciones de Seguri-
dad Pública, sus derechos y obligaciones, sistema de retri-
bución y recompensas; un mecanismo de certificación pa-
ra que puedan ingresar o permanecer los miembros de las
Instituciones de Seguridad Pública, que permitan identifi-
car los perfiles requeridos para cada Institución, así como
aquellos peligros o factores de riesgo que impidan un ade-
cuado desarrollo de las funciones encomendadas.

Se crea un servicio de carrera Ministerial y Pericial a fin de
garantizar el ingreso y permanencia de Ministerios Público
y Peritos con base en los criterios establecidos por el Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública y la Ley General de la
materia; asimismo, se crea un sistema de desarrollo policial
que al igual que el servicio de carrera Ministerial y Peri-
cial, establece las bases para su ingreso, permanencia, de-
sarrollo, profesionalización y reconocimiento dentro de las
Instituciones de Seguridad Pública, siempre velando por el
óptimo desempeño de las función encomendada y el servi-
cio a los gobernados.

Haciendo énfasis en la capacitación de los elementos de las
Instituciones Policiales en el conocimiento del Nuevo Sis-
tema de Justicia Penal Acusatorio que como parte del cam-
bio estructural que enfrenta el país, se debe garantizar su
preparación y especialización.

Las Instituciones de Seguridad Pública deben guardar un
régimen disciplinario integro, como base de su funciona-
miento e integridad, aplicable tanto a mandos como a per-
sonal operativo. De tal suerte, que se cuenta con sanciones
y correctivos disciplinarios que garanticen el honor y pres-
tigio del servidor público y de la Institución que represen-
ta, así como procedimientos y responsables de llevarlos a
cabo, destacando el Consejo de Honor y Justicia como pie-
za angular de la aplicación, control y supervisión de las
disciplina.

En la actualidad no es posible construir acciones de cam-
bio sin tomar en cuenta la participación ciudadana, por lo
que se crea un título en el que se regula la relación Estado
y Ciudadano en materia de Seguridad Pública, dándole la
potestad de participar en la toma de decisiones y el impul-
so de políticas que beneficien el desarrollo de cada área,
espacio, público o colonia.

Respecto de los servicios privados de seguridad, su regula-
ción se sujeta a la ley especial; sin embargo, son conside-
rados auxiliares en materia de seguridad pública en los ca-
sos marcados por la ley.

Pocas acciones se pueden desarrollar sin contar con los re-
cursos financieros y la Seguridad Pública no es la excep-
ción, así que los fondos federales de apoyo en la materia,
tendrán una estricta vigilancia en su asignación y ejercicio
y serán informados por el Gobierno del Distrito Federal a
través de los mecanismos establecidos por el Sistema Na-
cional de Seguridad Pública por conducto de su Secretario
Ejecutivo.

Y por último, se incluye un título de Responsabilidades a
quienes incumplan lo dispuesto por la presente ley.

Por lo expuesto y con fundamento en la facultad que me
confiere el artículo 122, apartado C, Base Primera, fracción
V, inciso o, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someto a la consideración del Honorable
Congreso de la Unión, la siguiente
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Iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide
la Ley de Instituciones de Seguridad Pública del Distri-
to Federal

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo Único
De la Seguridad Pública y sus Fines

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés
general, tiene por objeto normar la función de seguridad
pública en el territorio del Distrito Federal, así como esta-
blecer sus bases de coordinación en materia de seguridad
pública y privada en los términos de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

La coordinación se dará en un marco de respeto a las atri-
buciones entre las instancias del Distrito Federal con la Fe-
deración, los Estados y municipios.

Artículo 2. La seguridad pública es una función a cargo de
la Federación y el Distrito Federal, que tiene como fines
salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así
como preservar las libertades, el orden y la paz públicos y
comprende la prevención social de los delitos en sus ver-
tientes especial y general, la investigación para hacerla
efectiva, así como la investigación y la persecución de los
delitos, la reinserción social del individuo y la sanción de
las infracciones administrativas, en las competencias res-
pectivas en términos de esta Ley y demás ordenamientos
jurídicos aplicables.

Las acciones en el ejercicio de la función de seguridad pú-
blica tendrán como eje central a la persona humana y, por
ende, contribuirán al establecimiento de la seguridad ciu-
dadana, la cual tiene por objeto proteger a las personas;
asegurar el ejercicio de su ciudadanía, sus libertades y de-
rechos fundamentales; establecer espacios de participación
social corresponsable y armónica; propiciar la solución pa-
cífica de los conflictos interpersonales y sociales; fortale-
cer a las instituciones, y propiciar condiciones durables que
permitan a los ciudadanos desarrollar sus capacidades, en
un ambiente de paz y democracia.

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entenderá por:

I. Centro: al Centro de Evaluación y Control de Con-
fianza de las Instituciones de Seguridad Pública;

II. Constitución Federal: a la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos;

III. Instituciones Policiales: a los cuerpos de policía, de
vigilancia y custodia de los establecimientos penitencia-
rios, de detención preventiva y de centros de arraigos; y
en general, todas las dependencias encargadas de la se-
guridad pública en el Distrito Federal, que realicen fun-
ciones similares;

IV. Instituciones de Seguridad Pública: a las Institucio-
nes Policiales, de Procuración de Justicia, del Sistema
Penitenciario y dependencias encargadas de la seguri-
dad pública en el Distrito Federal;

V. Jefe de Gobierno: al Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral;

VI. Ley General: a la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública;

VII. Procurador: al Procurador General de Justicia del
Distrito Federal;

VIII. Procuraduría: a la Procuraduría General de Justi-
cia del Distrito Federal;

IX. Secretaría: a la Secretaría de Seguridad Pública del
Distrito Federal, y

X. Secretario: al Secretario de Seguridad Pública del
Distrito Federal.

XI. Registro Nacional: el Registro Nacional de Personal
de las Instituciones de Seguridad Pública; 

Artículo 4. Las Instituciones de Seguridad Pública serán
de carácter civil, disciplinado y profesional y se regirán por
los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, honra-
dez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la
Constitución Federal y en los Tratados Internacionales de
los que México sea parte. Deberán fomentar la participa-
ción ciudadana y rendir cuentas en términos de Ley y de-
más normas aplicables.

Artículo 5. La función de seguridad pública se realizará,
en los diversos ámbitos de competencia, por conducto de
las Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia, de
los responsables de la prisión preventiva y ejecución de
sentencias, de las autoridades competentes en materia de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2014 / Apéndice V805



justicia para adolescentes, de las instancias encargadas de
aplicar las infracciones administrativas, y de las demás au-
toridades que en razón de sus atribuciones deban contribuir
directa o indirectamente al objeto de esta Ley.

Artículo 6. Corresponde al Gobierno del Distrito Federal,
a la Secretaría y a la Procuraduría, coordinadamente la fun-
ción de seguridad pública en sus respectivos ámbitos de
competencia. 

Artículo 7. Corresponde al Presidente Constitucional de
los Estados Unidos Mexicanos el Mando Supremo de las
Instituciones Policiales, en los términos previstos en el Es-
tatuto de Gobierno del Distrito Federal.

Artículo 8. Los mandos de las Instituciones de Seguridad
Pública se determinarán conforme a las leyes orgánicas
respectivas y sus reglamentos, de conformidad con la nor-
matividad aplicable a la Administración del Gobierno del
Distrito Federal.

Artículo 9. Conforme a las bases que establece el artículo
21 de la Constitución Federal, las Instituciones de Seguri-
dad Pública del Distrito Federal deberán coordinarse con
las instituciones de la Federación, los Estados y los muni-
cipios, en el ámbito de su competencia, en los términos de
esta Ley, para cumplir con los fines de la seguridad públi-
ca.

Las instancias de los tres órdenes de gobierno, en un mar-
co de respeto al ámbito competencial de cada uno, deberán
coordinarse, según sea el caso, para:

I. Integrar el Sistema Nacional de Seguridad Pública, así
como distribuir actividades específicas para el cumpli-
miento de sus objetivos y fines; 

II. Formular políticas integrales, sistemáticas, continuas
y evaluables, así como programas y estrategias, en ma-
teria de seguridad pública;

III. Ejecutar, dar seguimiento y evaluar las políticas, es-
trategias y acciones, a través de las instancias previstas
en esta Ley;

IV. Proponer, ejecutar y evaluar los programas naciona-
les y locales de procuración de justicia, de seguridad pú-
blica y demás instrumentos programáticos en la materia
previstos en otros ordenamientos jurídicos; 

V. Regular los procedimientos de selección, ingreso,
formación, actualización, capacitación, permanencia,
evaluación, reconocimiento, certificación y registro de
los servidores públicos de las Instituciones de Seguridad
Pública;

VI. Regular los sistemas disciplinarios, así como de re-
conocimientos, estímulos y recompensas;

VII. Determinar criterios uniformes para la organiza-
ción, operación y modernización tecnológica de las Ins-
tituciones de Seguridad Pública;

VIII. Establecer y controlar los registros y bases de da-
tos correspondientes al Distrito Federal que integran a
los Sistema Nacional y las Registros Locales;

IX. Realizar acciones y operativos conjuntos entre las
Instituciones de Seguridad Pública; 

X. Participar en la protección y vigilancia de las instala-
ciones estratégicas del Distrito Federal y del país en los
términos de esta Ley y demás disposiciones aplicables;

XI. Determinar y coordinar la participación de la ciuda-
danía, comunidad, organizaciones sociales, institucio-
nes de seguridad pública y de instituciones académicas
en la elaboración, monitoreo y modificación de las polí-
ticas públicas integrales de prevención social de la vio-
lencia y la delincuencia, así como del delito, a través de
mecanismos eficaces;

XII. Implementar mecanismos de evaluación en la apli-
cación de los fondos de ayuda federal para la seguridad
pública;

XIII. Fortalecer los sistemas de seguridad social de los
servidores públicos, sus familias y dependientes, e ins-
trumentar los complementarios a éstos; y

XIV. Realizar las demás acciones que sean necesarias
para incrementar la eficacia en el cumplimiento de los
fines de la seguridad pública.

Artículo 10. El Distrito Federal podrá celebrar convenios
con la Federación, los Estados y municipios que contribu-
yan al adecuado funcionamiento de las Instituciones de Se-
guridad Pública.
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Artículo 11. Se consideran instalaciones estratégicas, para
efectos de esta Ley, a los espacios, inmuebles, construccio-
nes, muebles, equipo y demás bienes, destinados al funcio-
namiento, mantenimiento y operación de las actividades
consideradas como estratégicas por la Constitución Fede-
ral, así como de aquellas que tiendan a mantener la integri-
dad, estabilidad y permanencia del Distrito Federal, en tér-
minos de la Ley de Seguridad Nacional; así como, los
señalados en el artículo 32 de la Ley Orgánica de la Secre-
taría de Seguridad Pública del Distrito Federal.

Artículo 12. Las Instituciones de Seguridad Pública del
Distrito Federal coadyuvarán en la protección y desarrollo
de las acciones necesarias para la vigilancia de las instala-
ciones estratégicas y para garantizar su integridad y opera-
ción, de conformidad con los acuerdos generales que para
tal efecto expida el Ejecutivo Federal.

Artículo 13. Las Instituciones de Seguridad Pública están
obligadas a ejecutar los acuerdos del Consejo Nacional,
respecto al bloqueo de las señales de telefonía celular en
las instalaciones de carácter estratégico para cumplir con
los fines de la seguridad pública.

Título Segundo
De las Autoridades Competentes en Materia de 

Seguridad Pública y sus Atribuciones

Capítulo Primero
De las Autoridades del Estado

Artículo 14. Son autoridades en materia de seguridad pú-
blica:

I. El Jefe de Gobierno;

II. El Secretario de Gobierno;

III. El Secretario de Seguridad Pública;

IV. El Procurador General de Justicia; y

V. Los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pú-
blica.

Dichas autoridades tendrán las atribuciones que se estable-
cen en esta Ley y demás disposiciones aplicables.

Capítulo Segundo
Del Jefe de Gobierno

Artículo 15. Son atribuciones del Jefe de Gobierno:

I. Ejercer las funciones de dirección de las instituciones
de seguridad pública, por sí o por conducto del Secreta-
rio o el Procurador, en los términos de la Constitución
Federal, el Estatuto de Gobierno, esta Ley y demás dis-
posiciones aplicables, a fin de salvaguardar la integridad
física y los derechos de las personas, así como preservar
las libertades, el orden y la paz públicos;

II. Proponer al Presidente de la República el nombra-
miento del Secretario de Seguridad Pública;

III. Establecimiento de las políticas generales de seguri-
dad pública para el Distrito Federal; 

IV. Realizar los diagnósticos, diseño y metodologías de
evaluación de las políticas públicas de seguridad públi-
ca en  el Distrito Federal;

VI. El nombramiento y remoción libre de los servidores
públicos de jerarquía inferior a las del servidor público
que tenga a su cargo el mando directo de la fuerza pú-
blica del Distrito Federal;

VII. La determinación de la división del Distrito Fede-
ral en áreas geográficas de atención y el nombramiento
y remoción libre de los servidores públicos responsables
de las mismas;

VIII. La creación de academias de formación policial;

IX. Expedir los reglamentos y disposiciones administra-
tivas, relativos a la seguridad pública;

X. Establecer las instancias de coordinación en el Dis-
trito Federal, para la integración y funcionamiento del
Sistema Nacional;

XI. Promover la participación de la comunidad a través
programas de prevención social de la violencia y pro-
gramas de prevención del delito, evaluación y observa-
ción del funcionamiento de las instituciones de seguri-
dad  y para estimular propuestas de solución a los
problemas de seguridad pública, directamente o por
conducto de los servidores públicos en quienes delegue
esta función;
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XII. Fortalecer los sistemas de seguridad social de los
servidores públicos de las Instituciones de Seguridad
Pública, sus familias y dependientes; 

XIII. Suscribir convenios de coordinación y colabora-
ción con la Federación, el Distrito Federal y los estados,
así como supervisar la ejecución de los acuerdos y polí-
ticas adoptados en el marco del Sistema Nacional; 

XIV. Aplicar y vigilar el cumplimiento de esta Ley, re-
glamentos, convenios y demás disposiciones en materia
de seguridad pública, por conducto de la dependencia
competente;

XV. Acordar la integración de las comisiones que consi-
dere necesarias en materia de seguridad y prevención
social de la violencia y la delincuencia, en las que parti-
ciparán los funcionarios competentes; y

XVI. Las demás que le confieran la Constitución Fede-
ral, el Estatuto de Gobierno, esta Ley y los demás orde-
namientos jurídicos aplicables.

Capítulo Tercero
Del Secretario de Gobierno

Artículo 16. Son atribuciones del Secretario de Gobierno:

I. Normar, operar y administrar los reclusorios, centros
de readaptación social y los centros de internamiento y
tratamiento externo para adolescentes; 

II. Coadyuvar con el Órgano Judicial del Distrito Fede-
ral, en la ejecución de sentencias penales por delitos del
fuero común, y ejecutar las medidas de protección,
orientación y tratamiento impuestas a los adolescentes
en términos de las normas aplicables, y

III. Vigilar, en el ámbito administrativo, el cumplimien-
to de los preceptos constitucionales y convencionales
por parte de las autoridades del Distrito Federal, espe-
cialmente en lo que se refiere a los derechos humanos,
así como dictar las medidas administrativas que requie-
ra su cumplimiento.

Capítulo Cuarto
Del Secretario de Seguridad Pública

Artículo 17. Son del Secretario de Seguridad Pública:

I. Dictar las disposiciones necesarias para asegurar y
proteger en forma inmediata el orden y la paz públicos,
la integridad física de las personas y sus bienes, preve-
nir la comisión de delitos e infracciones administrativas,
auxiliar a las autoridades competentes cuando así lo so-
liciten en la investigación y persecución de los delitos y
concurrir, en términos de la ley, con las autoridades en
casos de siniestro o desastre;

II. Impulsar las acciones necesarias para promover la
prevención de los delitos y la participación de la comu-
nidad en materia de seguridad pública;

III. Ejercer el mando directo de las Instituciones Poli-
ciales, en los términos de esta Ley y demás disposicio-
nes jurídicas aplicables, a fin de salvaguardar la integri-
dad física y los derechos de las personas, así como
preservar las libertades, el orden y la paz públicos;

IV. Coordinar a las Instituciones Policiales y a los orga-
nismos a que se refiere la presente Ley, en el ámbito de
su competencia, y ejecutar políticas y programas en ma-
teria de seguridad pública en colaboración con la Fede-
ración, los Estados y los municipios; 

V. Impulsar la coordinación de las Instituciones Policia-
les y proponer, en el ámbito de sus facultades, la adop-
ción y aplicación de políticas y programas de coopera-
ción en materia de seguridad pública, con la Federación,
los Estados y los municipios;

VI. Implementar esquemas de investigación preventiva,
a través de protocolos que tendrán que ser elaborados de
manera conjunta con el Procurador;

VII. Someter a consideración del Jefe de Gobierno los
convenios, programas y acciones estratégicas, tendien-
tes a mejorar y ampliar la prevención del delito;

VIII. Promover la formación, capacitación, profesiona-
lización, actualización, adiestramiento y especialización
de las Instituciones Policiales, conforme a lo estableci-
do en el Programa Rector de Profesionalización de las
Instituciones Policiales a nivel nacional y las demás dis-
posiciones legales aplicables;

IX. Coordinar la evaluación del funcionamiento de la
seguridad pública;
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X. Participar, en coordinación con la Procuraduría, en el
diseño e implementación de la política criminal del Dis-
trito Federal y realizar investigaciones criminológicas;

XI. Intervenir en el auxilio de víctimas y ofendidos del
delito en el ámbito de su competencia;

XII. Verificar que toda la información generada por las
Instituciones Policiales, sea debidamente sistematizada;

XIII. Promover criterios uniformes para el desarrollo
policial, en términos de esta Ley;

XIV. Verificar que los elementos de las Instituciones Po-
liciales se sometan a las evaluaciones de control de con-
fianza y cuenten con el Certificado Único Policial, de
conformidad con las disposiciones legales aplicables;

XV. Definir criterios homogéneos para la recopilación,
sistematización y manejo de información por parte de
las Instituciones Policiales y promover su aplicación;

XVI. Supervisar la actuación de las Instituciones Poli-
ciales, en la investigación de delitos, bajo el mando y
conducción del ministerio público;

XVII. Participar en la Conferencia Nacional de Secreta-
rios de Seguridad Pública u órganos equivalentes; 

XVIII. Ejecutar, en el ámbito de su competencia, los
acuerdos tomados en la Conferencia Nacional de Secre-
tarios de Seguridad Pública;

XIX. Coordinar y supervisar las acciones en materia de
protección civil; 

XX. Emitir los acuerdos, instructivos, manuales de or-
ganización y de procedimientos, y demás normatividad
que rija las actividades de las Instituciones Policiales, y

XXI. Las demás que establezcan el Estatuto de Gobier-
no, la Ley Orgánica de la Secretaría de Seguridad Pú-
blica del Distrito Federal, esta Ley y demás ordena-
mientos de la materia, así como las que le confiera el
Jefe de Gobierno.

Capítulo Quinto
Del Procurador General de Justicia

Artículo 18. Son atribuciones del Procurador General de
Justicia:

I. Promover y, en su caso, establecer la coordinación y
colaboración entre el ministerio público y las Institucio-
nes Policiales, para la prevención, investigación y per-
secución de delitos;

II. Fijar criterios de cooperación y coordinación con las
Instituciones Policiales, para el cumplimiento de man-
damientos judiciales y ministeriales, aseguramiento de
bienes y desahogo de diligencias judiciales, ministeria-
les y periciales;

III. Verificar que toda la información generada por la
Procuraduría, sea debidamente sistematizada, salvo
aquella que pueda comprometer el éxito de las investi-
gaciones;

IV. Emitir bases y reglas para la investigación conjunta
de los delitos, de conformidad con los ordenamientos le-
gales aplicables, así como para la realización de opera-
tivos de investigación conjuntos;

V. Implementar esquemas de investigación preventiva, a
través de protocolos que tendrán que ser elaborados de
manera conjunta con el Secretario;

VI. Promover la capacitación, actualización y especiali-
zación de los integrantes de la Procuraduría, de confor-
midad con el Programa Rector de Profesionalización a
nivel nacional de las Instituciones de Procuración de
Justicia y demás disposiciones aplicables; 

VII. Promover la capacitación de los cuerpos policiales
en materia de procuración de justicia, cadena de custo-
dia de evidencias, preservación de la escena del delito y
atención a víctimas y ofendidos en el ámbito de su com-
petencia;

VIII. Verificar que los elementos de la Procuraduría se
sometan a las evaluaciones de control de confianza, de
conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 

IX. Impulsar las acciones necesarias para promover la
denuncia de los delitos y la participación de la comuni-
dad en las actividades de procuración de justicia;
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X. Formular estrategias de coordinación en materia de
combate a la corrupción, protección de personas y aten-
ción a víctimas y ofendidos de delitos;

XI. Proponer programas de cooperación con la Federa-
ción y los Estados en materia de procuración de justicia;

XII. Promover la homologación de criterios para la re-
gulación e instrumentación de la cadena de custodia de
los indicios, huellas o vestigios del hecho delictuoso y
de los instrumentos, objetos o productos del delito, de
conformidad con los acuerdos de la Conferencia Nacio-
nal de Procuración de Justicia;

XIII. Participar en la Conferencia Nacional de Procura-
ción de Justicia; 

XIV. Ejecutar, en el ámbito de su competencia, los
acuerdos tomados en la Conferencia Nacional de Procu-
ración de Justicia; 

XV. En casos excepcionales y por el tiempo que dure la
contingencia, nombrar agentes del ministerio público,
de la Policía Ministerial o peritos a personas con expe-
riencia profesional, dispensándolos sólo de la presenta-
ción de los concursos de ingreso. Dichas personas debe-
rán estar en pleno ejercicio de sus derechos y satisfacer
los requisitos exigidos por esta Ley, la Ley Orgánica y
su Reglamento, quienes no ingresarán al Servicio de Ca-
rrera hasta en tanto acrediten los concursos y evaluacio-
nes correspondientes; y

XVI. Las demás que establezcan el Estatuto de Gobier-
no, la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Jus-
ticia del Distrito Federal, esta Ley y demás ordenamien-
tos de la materia, así como las que le confiera el Jefe de
Gobierno.

Título Tercero
Del Programa de Seguridad Pública 

para el Distrito Federal

Capítulo Único

Artículo 19. El Programa de Seguridad es el instrumento
programático en materia de seguridad pública. Su aproba-
ción y expedición corresponde al Ejecutivo Federal a pro-
puesta del Jefe de Gobierno y es obligatorio para todos los
servidores públicos de la administración pública del Distri-
to Federal. El programa deberá contener: 

I. La política pública integral sobre seguridad pública;

II. Las metas y objetivos específicos de dicha política;

III. Las políticas públicas y acciones que, en forma pla-
neada y coordinada, deberán realizar las Instituciones de
Seguridad Pública, para la prevención del delito;

IV. El diagnóstico de la situación que presenta la segu-
ridad pública en el Distrito Federal;

V. Las metas y objetivos específicos a alcanzar;

VI. Las líneas de estrategia;

VII. Los subprogramas específicos, incluidos los regio-
nales con sus respectivas acciones y metas operativas
correspondientes, incluyendo aquellas que sean objeto
de coordinación con dependencias y organismos de la
administración pública federal o con los gobiernos de
las entidades federativas o ayuntamientos de los Muni-
cipios colindantes con el Distrito Federal y aquellas que
requieran de concertación con los grupos sociales; 

VIII. Los criterios uniformes para la organización, ope-
ración y modernización tecnológica de las instituciones
de seguridad;

IX. Las unidades administrativas responsables de su eje-
cución; y

X. Las demás consideraciones necesarias para el cum-
plimiento de sus fines.

El Programa de Seguridad deberá guardar congruencia con
el Plan Nacional de Desarrollo, los Programas Nacionales
previstos en la Ley General y las metas y objetivos especí-
ficos convenidos, en el marco del Sistema Nacional.

Artículo 20. El Programa de Seguridad deberá elaborarse
y someterse a aprobación dentro de los seis meses siguien-
tes a la publicación del Plan Nacional de Desarrollo.

Artículo 21. El Programa de Seguridad deberá revisarse
anualmente, conforme a los objetivos y metas programa-
dos, los no logrados, las circunstancias presentadas en su
realización, así como en las observaciones que se realicen
al mismo e informarse a la Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal.
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Artículo 22. El Programa de Seguridad y sus revisiones se
publicarán en el Diario Oficial de la Federación y en la Ga-
ceta Oficial del Gobierno del Distrito Federal.

Artículo 23. Corresponde a los titulares de las Institucio-
nes de Seguridad Pública en el ámbito de sus respectivas
competencias, la implementación del Programa.

Título Cuarto
De los Integrantes de las 

Instituciones de Seguridad Pública

Capítulo Primero
De los Derechos y Obligaciones de los Integrantes de

las Instituciones de Seguridad Pública

Artículo 24. Con el objeto de garantizar el cumplimiento de
los principios constitucionales de legalidad, objetividad, efi-
ciencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos
humanos, los integrantes de las Instituciones de Seguridad
Pública tendrán los derechos y obligaciones siguientes:

A. Derechos:

I. Percibir la remuneración neta por el desempeño de su
servicio, salvo las deducciones y descuentos que proce-
dan en términos de Ley, que tenderá a ser un salario dig-
no acorde con el servicio;

II. Gozar de un trato digno y decoroso por parte de sus
superiores jerárquicos, iguales o subalternos; 

III. Ser sujeto de los ascensos, condecoraciones, estímu-
los, recompensas y distinciones a que se hayan hecho
merecedores, así como permanecer en el servicio de ca-
rrera en términos de las disposiciones legales corres-
pondientes;

IV. Recibir formación, capacitación, adiestramiento y
profesionalización;

V. Recibir el vestuario, armamento y equipo necesario
para el desempeño de sus funciones;

VI. Recibir asesoría legal en asuntos relacionados con el
ejercicio de sus funciones;

VII. Gozar de los beneficios y prestaciones de seguridad
social en términos de las disposiciones legales aplica-
bles;

VIII. Recibir oportuna atención médica, sin costo algu-
no, cuando sean lesionados en cumplimiento de su de-
ber; en casos de extrema urgencia o gravedad, deberán
ser atendidos en la institución médica pública o privada
más cercana al lugar donde se produjeron los hechos;

IX. Ser recluido en lugares especiales cuando sea sujeto
a prisión preventiva y a la pena de prisión;

X. Acceder a las bibliotecas, museos, e instalaciones de
uso social y deportivas con que se cuente; y 

XI. Gozar de un seguro de vida, en términos de las dis-
posiciones legales aplicables. 

B. Obligaciones:

I. Generales:

a) Conducirse siempre con dedicación y disciplina,
así como con apego al orden jurídico y respeto a los
derechos humanos y garantías reconocidos en la
Constitución Federal;

b) Preservar la secrecía de los asuntos que por razón
del desempeño de su función conozcan, en términos
de las disposiciones aplicables;

c) Cumplir sus funciones con absoluta imparcialidad
y sin discriminación alguna;

d) Fomentar la disciplina, responsabilidad, decisión,
integridad, espíritu de cuerpo y profesionalismo, en
si? mismo y en el personal bajo su mando; 

e) Observar un trato respetuoso con todas las perso-
nas, debiendo abstenerse de todo acto arbitrario y de
limitar indebidamente las acciones o manifestacio-
nes que en ejercicio de sus derechos constitucionales
y con carácter pacífico realice la población;

f) Velar por la vida, integridad física y psicológica
de las personas detenidas, ya sea por la probable co-
misión de un delito o de una falta administrativa;

g) Abstenerse en todo momento de infligir o tolerar
actos de tortura, aun cuando se trate de una orden su-
perior o se argumenten circunstancias especiales, ta-
les como amenaza a la seguridad pública, urgencia
de las investigaciones o cualquier otra; al conoci-
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miento de ello, lo denunciará inmediatamente ante la
autoridad competente;

h) Desempeñar su misión sin solicitar ni aceptar
compensaciones, pagos o gratificaciones distintas a
las previstas legalmente. En particular se opondrán a
cualquier acto de corrupción y en caso de tener co-
nocimiento de alguno, deberán denunciarlo;

i) Utilizar los protocolos de investigación y de cade-
na de custodia adoptados por las Instituciones de Se-
guridad Pública;

j) Participar en operativos y mecanismos de coordi-
nación con otras Instituciones de Seguridad Pública,
así como brindarles, en su caso, el apoyo que con-
forme a derecho proceda;

k) Abstenerse de disponer de bienes asegurados pa-
ra beneficio propio o de terceros;

l) Preservar, conforme a las disposiciones aplicables,
las pruebas e indicios de probables hechos delictivos
o faltas administrativas de forma que no pierdan su
calidad probatoria y se facilite la correcta tramita-
ción del procedimiento correspondiente;

m) Abstenerse de sustraer, ocultar, alterar o dañar in-
formación o bienes en perjuicio de las Instituciones;

n) Abstenerse conforme a las disposiciones aplica-
bles, de dar a conocer por cualquier medio a quien
no tenga derecho, documentos, registros, imágenes,
constancias, estadísticas, reportes o cualquier otra
información reservada o confidencial de la que ten-
ga conocimiento en ejercicio y con motivo de su em-
pleo, cargo o comisión;

ñ) Atender con diligencia las solicitudes de auxilio
que se les formulen, o en su caso, turnarlo al área
competente;

o) Abstenerse de introducir a las instalaciones de sus
instituciones bebidas embriagantes, sustancias psi-
cotrópicas, estupefacientes u otras sustancias adicti-
vas de carácter ilegal, prohibido o controlado salvo
cuando sean producto de detenciones, cateos, asegu-
ramiento u otros similares y que previamente exista
la autorización correspondiente;

p) Abstenerse de consumir, dentro o fuera del servi-
cio, sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras
sustancias adictivas de carácter ilegal, prohibido o
controlado, salvo los casos en que el consumo de los
medicamentos controlados sea autorizado mediante
prescripción médica, avalada por los servicios médi-
cos de las Instituciones o los casos en los que se
cuente con la autorización correspondiente por tra-
tarse de operación encubierta y sea estrictamente in-
dispensable para los fines de dicha operación o sal-
vaguardar la integridad física con motivo de esta; 

q) Abstenerse de realizar conductas que desacrediten
su persona o la imagen de las Instituciones, dentro o
fuera del servicio;

r) Evitar que personas ajenas a sus instituciones rea-
licen actos inherentes a las atribuciones que tenga
encomendadas. Asimismo, no podrá hacerse acom-
pañar de dichas personas al realizar actos de servi-
cio;

s) Abstenerse de instruir a sus subordinados la reali-
zación de actividades ajenas al servicio de seguridad
pública;

t) Someterse a evaluaciones periódicas para acredi-
tar el cumplimiento de sus requisitos de permanen-
cia, así como obtener y mantener vigente la certifi-
cación respectiva;

u) Informar al superior jerárquico, de manera inme-
diata, las omisiones, actos indebidos o constitutivos
de delito, de sus subordinados o iguales en categoría
jerárquica;

v) Cumplir y hacer cumplir con diligencia las órde-
nes que reciban con motivo del desempeño de sus
funciones, evitando todo acto u omisión que produz-
ca deficiencia en su cumplimiento;

w) Fomentar la disciplina, responsabilidad, deci-
sión, integridad, espíritu de cuerpo y profesionalis-
mo, en sí mismo y en el personal bajo su mando; 

x) Atender las instrucciones de su superior jerárqui-
co; y

y) Las demás que establezca esta Ley y otras dispo-
siciones aplicables. 

Año III, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2014 / Apéndice V Diario de los Debates de la Cámara de Diputados812



II. Aplicables sólo a los agentes del ministerio público:

a) Abstenerse de ordenar la detención de persona al-
guna sin cumplir con los requisitos previstos en los
ordenamientos constitucionales y legales aplicables;

b) Dictar las medidas de protección que procedan de
oficio en las investigaciones correspondientes; 

c) Dictar las medidas cautelares o providencias pre-
cautorias que procedan dentro de las investigacio-
nes;

d) Ordenar oportunamente las diligencias de investi-
gación necesarias para el esclarecimiento de los he-
chos delictuosos y requerir los informes y documen-
tos pertinentes; 

e) Comparecer a las audiencias ante las autoridades
competentes el día y hora que para tal efecto se se-
ñale; y

f) Las demás que establezca esta Ley y otras dispo-
siciones aplicables. 

III. Aplicables sólo a los peritos:

a) Actualizarse en el empleo de métodos de investi-
gación que garanticen la recopilación técnica y cien-
tífica de evidencias;

b) Rendir en el tiempo establecido por el ministerio
público los dictámenes periciales que le soliciten;

c) Comparecer ante las autoridades competentes a
explicar sus dictámenes periciales; y

e) Las demás que establezca esta Ley y otras dispo-
siciones aplicables. 

IV. Aplicables sólo a los miembros de las Institucio-
nes Policiales:

a) Prestar auxilio a las personas amenazadas por al-
gún peligro o que hayan sido víctimas u ofendidos
de algún delito, así como brindar protección a sus
bienes y derechos de manera congruente, oportuna y
proporcional al hecho, de conformidad con el marco
jurídico aplicable en la materia;

b) Abstenerse de realizar la detención de persona al-
guna cuando no se cumpla con los requisitos previs-
tos en los ordenamientos constitucionales y legales
aplicables;

c) Inscribir las detenciones en el Registro Adminis-
trativo de Detenciones conforme a la Ley General y
la presente Ley;

d) Registrar en el Informe Policial Homologado los
datos de las actividades e investigaciones que reali-
ce;

e) Remitir a la instancia que corresponda la infor-
mación recopilada, en el cumplimiento de sus mi-
siones o en el desempeño de sus actividades, para su
análisis y registro. Asimismo, entregar la informa-
ción que le sea solicitada por otras Instituciones de
Seguridad Pública, en términos de las disposiciones
aplicables;

f) Apoyar a las autoridades que así se lo soliciten en
la investigación y persecución de delitos, así como
en situaciones de grave riesgo, catástrofes o desas-
tres;

g) Ejecutar los mandamientos judiciales y ministe-
riales, así como aquellos de los que tengan conoci-
miento, con motivo de sus funciones;

h) Obtener y mantener actualizado su Certificado
Único Policial;

i) Obedecer las órdenes de los superiores jerárquicos
o de quienes ejerzan sobre él funciones de mando
cumpliendo con todas sus obligaciones, realizándo-
las conforme a derecho;

j) Responder al superior jerárquico correspondiente,
sobre la ejecución de las órdenes directas que reciba,
respetando preponderantemente la línea de mando;

k) Participar en operativos de coordinación con otras
corporaciones policiales, así como brindarles, en su
caso, el apoyo que conforme a derecho proceda;

l) Mantener en buen estado el armamento, material,
municiones y equipo que se asigne con motivo de
sus funciones, haciendo uso racional de ellos solo en
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el desempeño del servicio y tomar las medidas nece-
sarias para evitar su pérdida, extravío o deterioro;

m) Portar su uniforme, insignias y equipo en térmi-
nos del reglamento respectivo;

n) Abstenerse de asistir uniformado a bares, canti-
nas, centros de apuestas y juegos, u otros lugares de
este tipo, si no existe orden expresa o en caso de fla-
grancia, o en durante el desempeño de sus funciones,
si no existe orden al respecto. 

o) Hacer uso de la fuerza pública, en cumplimiento
de su deber, de manera racional, congruente, oportu-
na y con respeto a los derechos humanos; y

p) Las demás que establezca esta Ley y otras dispo-
siciones aplicables.

Artículo 25. Las Instituciones Policiales deberán capacitar
a sus integrantes para que se apeguen a los protocolos, las
disposiciones normativas y administrativas aplicables A
efecto de asegurar el respeto a los derechos humanos al uso
racional, congruente, proporcional y oportuno el uso de la
fuerza.

Artículo 26. Las Instituciones de Seguridad Pública emiti-
rán un documento de identificación a cada uno de sus inte-
grantes, con las características siguientes:

I. Nombre del integrante de la Institución de Seguridad
Pública;

II. Cargo y nivel jerárquico;

III. Fotografía del integrante debidamente sellada en
uno de sus extremos con las protecciones tecnológicas
que se implementen para evitar su reproducción ilegal;

IV. Huella digital del integrante de la Institución de Se-
guridad Pública;

V. Clave de inscripción en el Registro Nacional de Per-
sonal de Seguridad Pública;

VI. Firma del integrante;

VII. Nombre, cargo, nivel jerárquico y firma del servi-
dor público que emite el documento de identificación; y

VIII. En su caso, señalar que el documento de identifi-
cación ampara la portación de arma de cargo, precisan-
do los datos de la licencia oficial colectiva, en términos
de las disposiciones aplicables.

Todos los elementos de las Instituciones de Seguridad Pú-
blica tienen la obligación de identificarse, salvo los casos
previstos en la ley, a fin de que el ciudadano se cerciore de
que cuenta con el registro correspondiente.

Artículo 27. Los elementos de todas las Instituciones de
Seguridad Pública deberán contar, para su ingreso y per-
manencia, con el Certificado y registro correspondientes,
los cuales deberán ser inscritos en el Registro Nacional de
Personal de las Instituciones de Seguridad Pública del Sis-
tema Nacional, y en la Base de Datos de Personal de Insti-
tuciones de Seguridad Pública del Distrito Federal, de con-
formidad con lo establecido por la Ley General, esta Ley y
demás disposiciones jurídicas aplicables, asegurándose que
la información que conste en ambos registros sea la misma.
Las Instituciones de Seguridad Pública que cancelen algún
Certificado, deberán hacer la anotación respectiva de in-
mediato.

El Distrito Federal podrá proporcionar servicios de protec-
ción, custodia, vigilancia y seguridad a dependencias y or-
ganismos públicos, sociedades mercantiles, asociaciones,
instituciones educativas y particulares, por conducto de los
organismos que se creen con base en las normas legales
aplicables, en su carácter de auxiliares de la función de se-
guridad pública y sus integrantes serán denominados como
policía complementaria. Su organización, funcionamiento
y tarifa por concepto de pago del servicio, se regulará en
las disposiciones administrativas que emitan las dependen-
cias del Gobierno del Distrito Federal competentes, suje-
tándose a los sistemas de control y fiscalización a cargo de
las instancias competentes.

El personal que integre los organismos antes referidos de-
berá sujetarse a las disposiciones que establece esta Ley en
materia de desarrollo policial, así como someterse a las
evaluaciones para contar con la certificación respectiva.

Artículo 28. El Servicio Profesional de Carrera es el siste-
ma de administración y control del personal que promueve
su profesionalización, desarrollo y permanencia, aseguran-
do la igualdad de oportunidades de ingreso, ascensos, estí-
mulos y beneficios con base en el mérito y la experiencia a
fin de contar con servidores públicos capaces, mejorar la
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calidad del servicio y fortalecer la confianza ciudadana en
sus instituciones.

Artículo 29. En caso de que los órganos jurisdiccionales
determinen que la resolución por la que se impone la sepa-
ración, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de ter-
minación del servicio de cualquier ministerio público, po-
licía, perito o elemento de las Instituciones de Seguridad
Pública, es injustificada, la Institución respectiva sólo esta-
rá obligada a la indemnización y al otorgamiento de las
prestaciones a que tenga derecho el servidor público, sin
que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio,
cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de de-
fensa que se hubiese promovido, de conformidad con el ar-
tículo 123, Apartado B, fracción XIII de la Constitución
Federal. Tal circunstancia será inscrita en el Registro Na-
cional de Personal de las Instituciones de Seguridad Públi-
ca del Sistema Nacional, y en la Base de Datos de Personal
de Instituciones de Seguridad Pública del Distrito Federal.

Capítulo Segundo
De los Sistemas de Seguridad Social 

y Reconocimientos

Artículo 30. Las Instituciones de Seguridad Pública a fin
de propiciar el fortalecimiento de la seguridad social de los
integrantes de las instituciones policiales, crearán un siste-
ma complementario de seguridad social y reconocimientos,
de acuerdo con lo previsto en el artículo 123, apartado B,
fracción XIII, tercero párrafo de la Constitución Federal.

Artículo 31. Las Instituciones de Seguridad Pública, con-
forme a lo dispuesto en la Ley General, realizarán y some-
terán a las autoridades que correspondan los estudios téc-
nicos pertinentes para la revisión, actualización y fijación
de sus tabuladores y las zonas en que éstos deberán regir.

Artículo 32. El régimen de estímulos es el mecanismo por
el cual las Instituciones Policiales otorgan el reconoci-
miento público a sus integrantes por actos de servicio me-
ritorios o por su trayectoria ejemplar, para fomentar la ca-
lidad y efectividad en el desempeño del servicio,
incrementar las posibilidades de promoción y desarrollo de
los integrantes, así como fortalecer su identidad institucio-
nal.

Todo estímulo otorgado por las instituciones será acompa-
ñado de una constancia que acredite el otorgamiento del
mismo, la cual deberá ser integrada al expediente del ser-

vidor público y, en su caso, con la autorización de porta-
ción de la condecoración o distintivo correspondiente.

Cada Institución de Seguridad Pública del Distrito Federal
dentro de su Reglamento interno establecerá los tipos y
procedimientos para otorgar los estímulos, condecoracio-
nes y reconocimientos.

Capítulo Tercero
De la Certificación

Artículo 33. La certificación es el proceso mediante el cual
los integrantes de las instituciones de seguridad pública se
someten a las evaluaciones periódicas establecidas por el
Centro de Control de Confianza autorizado, en los proce-
dimientos de ingreso, promoción y permanencia.

Los aspirantes que ingresen a las instituciones de seguridad
pública deberán contar con el Certificado y registro corres-
pondientes, de conformidad con lo establecido por la Ley
General.

Ninguna persona podrá ingresar o permanecer en las insti-
tuciones de seguridad pública sin contar con el Certificado
y registro vigentes.

Las evaluaciones de control de confianza comprenderán
los exámenes médico, toxicológico, psicológico, poligráfi-
co, estudio socioeconómico y los demás que se consideren
necesarios de conformidad con la normatividad aplicable.

Artículo 34. La certificación tiene por objeto:

A. Reconocer habilidades, destrezas, actitudes, conoci-
mientos generales y específicos para desempeñar sus
funciones, conforme a los perfiles aprobados por las au-
toridades competentes.

El Instituto Técnico de Formación Policial y el Instituto
de Formación Profesional serán los órganos encargados
de aplicar las evaluaciones para acreditar el cumpli-
miento de los perfiles a que se refiere el párrafo anterior,
así como de expedir la constancia correspondiente.

B. Identificar los factores de riesgo que interfieran, re-
percutan o pongan en peligro el desempeño de las fun-
ciones de los miembros de las instituciones de seguridad
pública, con el fin de garantizar la calidad de los servi-
cios, enfocándose a los siguientes aspectos:
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I. Cumplimiento de los requisitos de edad y el perfil
físico, médico y de personalidad que exijan las dis-
posiciones aplicables;

II. Observancia de un desarrollo patrimonial justifi-
cado, en el que sus egresos guarden adecuada pro-
porción con sus ingresos;

III. Ausencia de alcoholismo o el no uso de sustan-
cias psicotrópicas, estupefacientes u otras que pro-
duzcan efectos similares;

IV. Ausencia de vínculos con organizaciones delicti-
vas;

V. Notoria buena conducta, no haber sido condena-
do por sentencia irrevocable por delito doloso, ni es-
tar sujeto a proceso penal y no estar suspendido o in-
habilitado, ni haber sido destituido por resolución
firme como servidor público; y

VI. Cumplimiento de los deberes establecidos en la
Ley General.

Artículo 35. El Centro emitirá el Certificado correspon-
diente a quienes acrediten los requisitos de ingreso que es-
tablece esta Ley y la Ley General.

El Certificado tendrá por objeto acreditar que el servidor
público es apto para ingresar o permanecer en las institu-
ciones de seguridad pública, y que cuenta con los conoci-
mientos, el perfil, las habilidades y las aptitudes necesarias
para el desempeño de su cargo.

Artículo 36. El Certificado a que se refiere el artículo an-
terior, para su validez, deberá otorgarse en un plazo no ma-
yor a sesenta días naturales contados a partir de la conclu-
sión del proceso de certificación, a efecto de que sea
ingresado en el Registro Nacional. Dicha certificación y re-
gistro tendrán una vigencia de tres años.

Artículo 37. Los servidores públicos de las instituciones
de seguridad pública deberán someterse a los procesos de
evaluación con seis meses de anticipación a la expiración
de la validez de su Certificado y registro, a fin de obtener
la revalidación de los mismos, en los términos que deter-
minen las autoridades competentes.

La revalidación del Certificado será requisito indispensa-
ble para su permanencia en las instituciones de seguridad

pública y deberá registrarse para los efectos a que se refie-
re el artículo anterior.

Artículo 38. La certificación que otorgue el Centro deberá
contener los requisitos y medidas de seguridad que para tal
efecto acuerde el Centro Nacional de Certificación y Acre-
ditación.

Los servidores públicos de las instituciones de seguridad
pública que deseen prestar sus servicios en otra institución,
ya sea en la Federación o en las Entidades Federativas, de-
berán presentar el Certificado que les haya sido expedido
previamente.

Las instituciones de seguridad pública del Distrito Federal
reconocerán la vigencia de los certificados debidamente
expedidos y registrados, conforme a la Ley General, esta
Ley y demás ordenamientos aplicables. En caso contrario,
previo a su ingreso, el servidor público deberá someterse a
los procesos de evaluación.

En todos los casos se deberán realizar las inscripciones que
correspondan en el Registro Nacional.

Artículo 39. La cancelación del Certificado de los servi-
dores públicos de las instituciones de seguridad pública
procederá:

I. Al ser separados de su encargo por incumplir con al-
guno de los requisitos de ingreso o permanencia a que
se refiere la Ley General, esta Ley y demás disposicio-
nes aplicables;

II. Al ser removidos de su encargo;

III. Por no obtener la revalidación de su Certificado; y

IV. Por las demás causas que establezcan las disposicio-
nes aplicables.

Título Quinto
Del Servicio de Carrera de la Procuraduría 

General de Justicia del Distrito Federal

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 40. El Servicio de Carrera de la Procuraduría
comprende lo relativo al ministerio público y a los peritos.
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La Policía de Investigación se sujetará a lo dispuesto en es-
ta Ley para las Instituciones Policiales en materia de carre-
ra policial.

Las reglas y procesos en materia de carrera policial y régi-
men disciplinario de la Policía Ministerial, serán aplicados,
operados y supervisados por la Procuraduría.

Los servidores públicos que tengan bajo su mando a agen-
tes del ministerio público o peritos no formarán parte del
Servicio de Carrera por ese hecho; serán nombrados y re-
movidos conforme a los ordenamientos legales aplicables;
se considerarán trabajadores de confianza, y los efectos de
su nombramiento se podrán dar por terminados en cual-
quier momento, sin que para ello sea necesario agotar pro-
cedimiento administrativo alguno.

Artículo 41. El Servicio de Carrera Ministerial y Pericial
comprenderá las etapas de ingreso, desarrollo y termina-
ción del servicio, conforme a lo siguiente:

I. El ingreso comprende los requisitos y procedimientos
de selección, formación y certificación inicial, así como
registro;

II. El desarrollo comprenderá los requisitos y procedi-
mientos de formación continua y especializada, de ac-
tualización, de evaluación para la permanencia, de eva-
luación del desempeño, de desarrollo y ascenso, de
dotación de estímulos y reconocimientos, de reingreso y
de certificación. De igual forma, deberá prever medidas
disciplinarias y sanciones para los miembros del Servi-
cio de Carrera; y

III. La terminación comprenderá las causas ordinarias y
extraordinarias de separación del Servicio, así como los
procedimientos y recursos de inconformidad a los que
haya lugar, ajustándose a lo establecido por las leyes y
disposiciones aplicables.

Artículo 42. El Servicio de Carrera se organizará de con-
formidad con las bases siguientes:

I. Tendrá carácter obligatorio y permanente; abarcará
los planes, programas, cursos, evaluaciones, exámenes
y concursos correspondientes a las diversas etapas que
comprende;

II. Se regirá por los principios de legalidad, objetividad,
eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los de-

rechos humanos reconocidos en la Constitución Federal.
Tendrá como objetivos la preparación, competencia, ca-
pacidad y superación constante del personal en tareas de
Procuración de Justicia;

III. El contenido teórico y práctico de los programas de
capacitación, actualización, especialización y certifica-
ción fomentará que los integrantes de la Procuraduría
logren la profesionalización y ejerzan sus atribuciones
con base en los principios y objetivos referidos y pro-
moverán el efectivo aprendizaje y el pleno desarrollo de
los conocimientos, habilidades, destrezas y actitudes
necesarios para el desempeño del servicio público;

IV. Contará con un sistema de rotación del personal;

V. Determinará los perfiles, niveles jerárquicos en la es-
tructura y de rangos;

VI. Contará con procedimientos disciplinarios, sustenta-
dos en principios de justicia y con pleno respeto a los
derechos humanos;

VII. Buscará el desarrollo, ascenso y dotación de estí-
mulos con base en el mérito y la eficiencia en el desem-
peño de sus funciones;

VIII. Buscará generar el sentido de pertenencia institu-
cional;

IX. Contendrá las normas para el registro y el reconoci-
miento de los certificados del personal; y

X. Contendrá las normas para el registro de las inciden-
cias del personal.

Capítulo Segundo
Del Ingreso al Servicio de Carrera

Artículo 43. El ingreso al Servicio de Carrera se hará por
convocatoria pública.

Los aspirantes a ingresar, deberán cumplir con los requisi-
tos siguientes:

A. Ministerio Público

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno
ejercicio de sus derechos;
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II. Contar con título de licenciado en derecho expedido
y registrado legalmente, con la correspondiente cédula
profesional;

III. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Na-
cional;

IV. Ser de notoria buena conducta, no haber sido conde-
nado por sentencia irrevocable como responsable de un
delito doloso, ni estar sujeto a proceso penal;

V. No estar suspendido ni haber sido destituido o inha-
bilitado por resolución firme como servidor público, ni
estar sujeto a procedimiento de responsabilidad admi-
nistrativa federal o local, en los términos de las normas
aplicables;

VI. No hacer uso de sustancias psicotrópicas, de estupe-
facientes u otras que produzcan efectos similares, ni pa-
decer alcoholismo;

VII. Aprobar el curso de ingreso, formación inicial o bá-
sica que se establezcan en términos de las normas apli-
cables;

VIII. Presentar y aprobar las evaluaciones de control de
confianza previstas en las disposiciones aplicables; y

IX. Los demás que establezcan las disposiciones aplica-
bles y en su caso, los específicos que se prevengan en la
convocatoria respectiva, en función de los servicios re-
queridos. 

B. Peritos

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y en pleno
ejercicio de sus derechos; 

II. Acreditar que ha concluido, por lo menos, los estu-
dios correspondientes a la enseñanza media superior o
equivalente;

III. Tener título legalmente expedido y registrado por
autoridad competente que lo faculte para ejercer la cien-
cia, técnica, arte o disciplina de que se trate, o acreditar
plenamente los conocimientos correspondientes a la dis-
ciplina sobre la que deba dictaminar cuando de acuerdo
con las normas aplicables no necesite título o cédula
profesional para su ejercicio;

IV. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Na-
cional;

V. Aprobar el curso de ingreso, formación inicial o bási-
ca que se establezcan en términos de las normas aplica-
bles;

VI. Ser de notoria buena conducta, no haber sido con-
denado por sentencia irrevocable por delito doloso, ni
estar sujeto a proceso penal;

VII. No estar suspendido ni haber sido destituido o in-
habilitado por resolución firme como servidor público,
ni estar sujeto a procedimiento de responsabilidad ad-
ministrativa federal o local, en los términos de las nor-
mas aplicables;

VIII. No hacer uso de sustancias psicotrópicas, de estu-
pefacientes u otras que produzcan efectos similares, ni
padecer alcoholismo;

IX. Presentar y aprobar las evaluaciones de control de
confianza; y

X. Los demás que establezcan las disposiciones aplica-
bles y en su caso, los específicos que se prevengan en la
convocatoria respectiva, en función de los servicios re-
queridos.

Artículo 44. Previo al ingreso de los aspirantes a los cur-
sos de formación inicial, deberán consultarse sus antece-
dentes en el Registro Nacional.

Asimismo, deberá verificarse la autenticidad de los docu-
mentos presentados por los aspirantes.

Artículo 45. Los aspirantes a ingresar al Servicio de Ca-
rrera de la Procuraduría deberán cumplir con los estudios
de formación inicial, que impartirán los institutos y centros
educativos correspondientes, en términos de las normas
que sean expedidas al efecto.

Capítulo Tercero
Del Desarrollo del Servicio de Carrera

Artículo 46. Son requisitos de permanencia del ministerio
público y de los peritos, los siguientes:

I. Cumplir los requisitos de ingreso durante el servicio;
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II. Cumplir con los programas de profesionalización;

III. Aprobar las evaluaciones de control de confianza y
aquellas otras que determine el Procurador;

IV. Contar con la certificación y registro actualizados a
que se refiere la Ley General;

V. Ser de notoria buena conducta, no haber sido conde-
nado por sentencia irrevocable por delito doloso, ni es-
tar sujeto a proceso penal;

VI. Cumplir las órdenes de rotación;

VII. Cumplir con las obligaciones que les impongan las
leyes respectivas; y

VIII. Los demás requisitos que establezcan las disposi-
ciones aplicables.

Artículo 47. Los integrantes de la Procuraduría deberán
someterse y aprobar los procesos de evaluación de control
de confianza y del desempeño con la periodicidad y en los
casos que establezcan las disposiciones aplicables y cuan-
do así lo determine el Procurador.

Los resultados de los procesos de evaluación y los expe-
dientes que se formen con los mismos serán confidencia-
les, salvo en aquellos casos en que deban presentarse en
procedimientos administrativos o judiciales y se manten-
drán en reserva en los términos de las disposiciones aplica-
bles, salvo en los casos que señala la presente ley.

Artículo 48. Las solicitudes de reincorporación al servicio
de carrera se analizarán y en su caso, concederán con arre-
glo a las disposiciones aplicables, siempre que el motivo de
la baja haya sido por causas distintas al incumplimiento a
los requisitos de permanencia o al seguimiento de un pro-
ceso de responsabilidad administrativa o penal, local o fe-
deral.

Capítulo Cuarto
De la Comisión del Servicio Profesional 

de Carrera Ministerial y Pericial

Artículo 49. La Procuraduría establecerá la Comisión del
Servicio Profesional de Carrera Ministerial y Pericial, co-
mo órgano colegiado para el seguimiento de las carreras
ministerial y pericial.

Artículo 50. La Comisión del Servicio Profesional de Ca-
rrera Ministerial y Pericial, estará integrada por: 

I. El Procurador o el servidor público en quien delegue
esta facultad;

II. Un representante de los agentes del ministerio públi-
co de trayectoria reconocida en el servicio, designado
por el Procurador;

III. Un representante de la Coordinación General de
Servicios Periciales de la Procuraduría de trayectoria re-
conocida en el servicio, designado por el Procurador; y 

IV. El titular del área jurídica de la Procuraduría.

Artículo 51. Las promociones y ascensos de los agentes
del ministerio público y peritos se realizarán en base a los
méritos, experiencia y desempeño del servidor público; y
su procedimiento se establecerá en las disposiciones regla-
mentarias correspondientes.

Capítulo Quinto
De la Terminación del 

Servicio Profesional de Carrera

Artículo 52. La terminación del Servicio Profesional de
Carrera será:

I. Ordinaria, que comprende:

a) Renuncia;

b) Incapacidad permanente para el desempeño de las
funciones; y

c) Jubilación.

El trámite de la terminación ordinaria del Servicio
Profesional de Carrera corresponderá a las unidades
administrativas competentes de la Procuraduría,
conforme a la Ley Orgánica y su Reglamento.

II. Extraordinaria, que comprende:

a) Separación por el incumplimiento de los requisi-
tos de ingreso y permanencia; o
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b) Remoción por incumplir las obligaciones estable-
cidas en la Ley General, esta Ley, la Ley Orgánica y
su Reglamento y demás disposiciones aplicables.

El proceso de separación o remoción por causas ex-
traordinarias es independiente y autónomo de las
causas de responsabilidad administrativa que se es-
tablecen en la Ley Federal de Responsabilidades de
los Servidores Públicos.

Artículo 53. La correspondiente unidad jurídica de la Pro-
curaduría llevará a cabo el procedimiento por el que se re-
suelva la separación o remoción, como causas de termina-
ción extraordinaria del servicio, de conformidad con lo
establecido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de
la Constitución Federal, la Ley General, esta Ley y demás
ordenamientos aplicables, en el ámbito de su competencia.

La resolución correspondiente deberá ser emitida por el
Procurador o por los servidores públicos en quienes de-
legue esta atribución. Con relación al procedimiento
mencionado se observarán las reglas siguientes:

I. Se realizará en los términos de las leyes aplicables;

II. Antes, al inicio o durante la tramitación del procedi-
miento, el titular de la unidad jurídica, previo acuerdo
de su superior jerárquico, podrá determinar, como me-
dida precautoria, la suspensión temporal del agente del
ministerio público o perito de que se trate, hasta en tan-
to se resuelva el procedimiento correspondiente, con el
objetivo de salvaguardar el interés social, el interés pú-
blico o el orden público derivado de las funciones que
realizan en la investigación y persecución de los delitos,
de así convenir para el mejor cumplimiento del servicio
de procuración de justicia.

III. La medida precautoria aludida en el párrafo anterior,
no prejuzga sobre la responsabilidad que se impute.

IV. Durante el período de la suspensión el agente del mi-
nisterio público o el perito de que se trate, no tendrá de-
recho a percibir su salario y demás prestaciones que le
correspondan.

V. En contra de las resoluciones por las que se resuelva
la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra for-
ma de terminación del servicio, se podrá interponer el
recurso administrativo de inconformidad ante la autori-

dad que emitió la resolución o juicio ante el Tribunal de
lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal.

VI. De interponerse el recurso ante la autoridad que lo
emitió, resolverá el Procurador en su calidad de superior
jerárquico.

Artículo 54. En caso de que los órganos jurisdiccionales
determinen que la resolución por la que se impone la sepa-
ración o remoción es injustificada, la Procuraduría sólo es-
tará obligada a la indemnización de tres meses de sueldo y
al pago de las prestaciones de ley, entendiendo éstas por el
pago de la parte proporcional de aguinaldo, vacaciones y
las demás contempladas en las leyes.

En ningún caso procede el pago de sueldo, salarios caídos,
haberes dejados de percibir o remuneración diaria ordina-
ria por el tiempo en que el servidor público haya estado
suspendido, separado o removido del cargo, de conformi-
dad con el artículo 123, Apartado B, fracción XIII de la
Constitución Federal. Tal circunstancia será inscrita en el
Registro Nacional correspondiente.

Capítulo Sexto
De la Profesionalización

Artículo 55. El Programa Rector de Profesionalización,
aprobado por las instancias competentes del Sistema Na-
cional, es el instrumento en el que se establecen los linea-
mientos, programas, actividades y contenidos mínimos pa-
ra la profesionalización del personal.

Artículo 56. Los planes de estudios se integrarán por el
conjunto de contenidos teóricos y prácticos estructurados
en unidades didácticas de enseñanza y aprendizaje, en los
que se incluyan talleres de resolución de casos.

Artículo 57. Los servidores públicos de la Procuraduría es-
tán obligados a participar en las actividades de profesiona-
lización que determine la institución, los cuales deberán
cubrir los contenidos, prácticas y horas clase que se esta-
blezcan en los planes y programas de estudio.
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Título Sexto
Del Desarrollo Policial

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 58. El Desarrollo Policial es un conjunto integral
de reglas y procesos debidamente estructurados y enlaza-
dos entre sí que comprenden la Carrera Policial, los esque-
mas de profesionalización, la certificación y el régimen
disciplinario de los Integrantes de las Instituciones Policia-
les, y tiene por objeto garantizar el desarrollo institucional,
la estabilidad, la seguridad y la igualdad de oportunidades
de los mismos; elevar la profesionalización, fomentar la
vocación de servicio y el sentido de pertenencia, así como
garantizar el cumplimiento de los principios a que se refie-
re esta Ley.

Artículo 59. Las relaciones jurídicas entre las Instituciones
Policiales y sus integrantes se rigen por la fracción XIII del
apartado B del artículo 123 de la Constitución Federal, la
Ley General, esta Ley y demás disposiciones aplicables.

Todos los servidores públicos de las Instituciones Policia-
les que no pertenezcan a la Carrera Policial, se considera-
rán trabajadores de confianza. Los efectos de su nombra-
miento se podrán dar por terminados en cualquier
momento, de conformidad con las disposiciones aplica-
bles, y en caso de que no acrediten las evaluaciones de con-
trol de confianza, sin que para ello sea necesario agotar
procedimiento administrativo alguno.

Artículo 60. Las Instituciones Policiales, para el mejor
cumplimiento de sus objetivos, desarrollarán, cuando me-
nos, las siguientes funciones:

I. Investigación: a través de sistemas homologados de
recolección, clasificación, registro, análisis, evaluación
y explotación de información, siempre bajo el mando y
conducción del ministerio público;

II. Prevención: tendiente a prevenir la comisión de deli-
tos e infracciones administrativas, así como acciones de
inspección, vigilancia y vialidad en su circunscripción; 

III. Reacción: a fin de garantizar, mantener y restablecer
el orden y la paz públicos, y

IV. Complementaria: con el fin de brindar servicios de
protección, custodia, vigilancia y seguridad a dependen-

cias y organismos públicos, sociedades mercantiles,
asociaciones, instituciones educativas y particulares en
su carácter de auxiliares de la seguridad pública.

La integración de las diferentes unidades señaladas, se
regirá en términos de los reglamentos que se emitan pa-
ra tal efecto.

Artículo 61. La Policía de Investigación será la encargada
de la investigación científica de los delitos y estará dentro
de la estructura orgánica de la Procuraduría. Las Institu-
ciones Policiales del Distrito Federal podrán tener unida-
des operativas de investigación que, en el ejercicio de esta
función, se sujetarán a la conducción y mando del ministe-
rio público.

En todo caso, las unidades de investigación de las Institu-
ciones Policiales y la Policía de Investigación de la Procu-
raduría se coordinarán entre sí para el cumplimiento de sus
funciones, conforme a las instrucciones del ministerio pú-
blico.

Las unidades de las Instituciones Policiales en funciones de
prevención y reacción, atenderán y cumplirán las instruc-
ciones que dicte el ministerio público con motivo de sus
atribuciones de investigación y persecución de los delitos,
así como en materia de medidas cautelares y de protección
que se ordenen. 

La Policía Complementaria estará integrada por la Policía
Auxiliar, Bancaria e Industrial y otras en términos de su re-
glamento respectivo, teniendo como obligación auxiliar a
las Instituciones de Seguridad Pública cuando sea reque-
rida.

El incumplimiento a lo dispuesto por el presente artículo
será causa de responsabilidad en los términos de esta Ley.

Artículo 62. Las unidades de policía encargadas de la in-
vestigación científica de los delitos se coordinarán en los
términos de esta Ley y demás disposiciones aplicables, pa-
ra el efectivo cumplimiento de sus funciones, y tendrán,
entre otras, las facultades siguientes:

I. Recibir las denuncias sobre hechos delictuosos, sólo
cuando debido a las circunstancias del caso aquéllas no
puedan ser formuladas directamente ante el ministerio
público, al que deberán informar de inmediato, así como
de las diligencias practicadas, y dejarán de actuar cuan-
do él lo determine;
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II. Verificar la información de las denuncias que le sean
presentadas cuando éstas no sean lo suficientemente
claras o la fuente no esté identificada, e informar al mi-
nisterio público para que, en su caso, le dé trámite legal
o la deseche de plano;

III. Practicar las diligencias necesarias que permitan el
esclarecimiento de los delitos y la identidad de los pro-
bables responsables, en cumplimiento de los mandatos
del ministerio público;

IV. Efectuar las detenciones en los casos del artículo 16
de la Constitución Federal;

V. Participar en la investigación de los delitos, en la de-
tención de personas y en el aseguramiento de bienes que
el ministerio público considere se encuentren relaciona-
dos con los hechos delictivos, observando las disposi-
ciones constitucionales y legales aplicables;

VI. Registrar de inmediato la detención en términos de
las disposiciones aplicables, así como remitir sin demo-
ra y por cualquier medio la información al ministerio
público;

VII. Poner a disposición de las autoridades competen-
tes, sin demora alguna, a las personas detenidas y los
bienes que se encuentren bajo su custodia, observando
en todo momento el cumplimiento de los plazos consti-
tucionales y legales establecidos;

VIII. Preservar el lugar de los hechos y la integridad de
los indicios, huellas o vestigios del hecho delictuoso, así
como los instrumentos, objetos o productos del delito.
Las unidades de la policía facultadas para el procesa-
miento del lugar de los hechos, deberán fijar, señalar,
levantar, embalar y almacenar la evidencia física para su
procesamiento, informando al ministerio público en tér-
minos de las disposiciones aplicables.

IX. Proponer al ministerio público que requiera a las au-
toridades competentes, incluso las judiciales, informes y
documentos para fines de la investigación, cuando se
trate de aquellos que sólo pueda solicitar por conducto
de éste;

X. Dejar constancia de cada una de sus actuaciones, así
como llevar un control y seguimiento de éstas. Durante
el curso de la investigación deberán elaborar informes
sobre el desarrollo de la misma, y rendirlos al ministe-

rio público, sin perjuicio de los informes que éste le re-
quiera;

XI. Emitir los informes, partes policiales y demás docu-
mentos que se generen, con los requisitos de fondo y
forma que establezcan las disposiciones aplicables, para
tal efecto se podrán apoyar en los conocimientos que re-
sulten necesarios;

XII. Proporcionar atención a víctimas, ofendidos o tes-
tigos del delito; para tal efecto deberá:

a) Prestar protección y auxilio inmediato, de confor-
midad con las disposiciones legales aplicables;

b) Procurar que reciban atención médica y psicoló-
gica cuando sea necesaria;

c) Adoptar las medidas que se consideren necesarias
tendientes a evitar que se ponga en peligro su inte-
gridad física y psicológica, en el ámbito de su com-
petencia;

d) Preservar los indicios y elementos de prueba que
la víctima y ofendido aporten en el momento de la
intervención policial y hacerlo del conocimiento de
inmediato al ministerio público encargado del asun-
to para que éste acuerde lo conducente; y

e) Asegurar que puedan llevar a cabo la identifica-
ción del imputado sin riesgo para ellos.

XIII. Dar cumplimiento a las órdenes de aprehensión y
demás mandatos ministeriales y jurisdiccionales de que
tenga conocimiento con motivo de sus funciones; y

XIV. Las demás que le confieran las disposiciones apli-
cables.

Artículo 63. El Procurador y el Secretario establecerán de
común acuerdo los protocolos de actuación de las Institu-
ciones Policiales para la debida investigación y persecu-
ción de los delitos. Estos protocolos serán de observancia
obligatoria para las Instituciones Policiales. 

En el ejercicio de facultades de investigación preventiva,
se aplicarán las técnicas especiales que establezcan las dis-
posiciones aplicables conforme a los protocolos antes refe-
ridos.
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Los protocolos de actuación policial tendrán la calidad de
información reservada en términos de la Ley de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Fe-
deral; por tanto, no podrán ser difundidos o publicados ba-
jo ningún concepto.

Capítulo Segundo
De la Profesionalización

Artículo 64. Los Programas de Profesionalización de la
Instituciones Policiales atenderán a las recomendaciones
del Sistema Nacional, pero su elaboración y operación es
responsabilidad del Instituto Tecnológico de Formación
Policial y el Instituto de Formación Profesional, según co-
rresponda y deberá por lo menos garantizar a sus integran-
tes:

I. Capacitación;

II. Especialización, y 

III. Actualización.

Artículo 65. Todos los integrantes de Instituciones Policia-
les, deberán recibir por lo menos capacitación en:

I. Derechos Humanos;

II. Formación Policial Básica; 

III. Uso legítimo de la fuerza;

IV. Preservación y procesamiento de la escena de un de-
lito y la cadena de custodia;

V. Elaboración de informes policiales;

VI. Conocimientos del Sistema Penal Acusatorio, debe-
res y obligaciones;

VII. Apoyo a víctimas del delito;

VIII. Técnicas de investigación;

IX. Recuperación de Activos;

X. Uso y aprovechamiento de Tecnologías;

XI. Desahogo de Interrogatorio en juicios orales;

XII. Entrevista de testigos, y

XIII. Recepción y atención de denuncias.

Artículo 66. Tratándose de los integrantes de la policía de
investigación, deberán capacitarse y especializarse en la in-
vestigación científica y técnica de los delitos, con base en
los programas respectivos.

Capítulo Tercero
De las Bases de la Carrera Policial

Artículo 67. La Carrera Policial es el sistema de carácter
obligatorio y permanente, conforme al cual se establecen
los lineamientos que definen los procedimientos de reclu-
tamiento, selección, ingreso, formación, certificación, per-
manencia, evaluación, promoción y reconocimiento; así
como la separación o baja del servicio de los integrantes de
las Instituciones Policiales.

Artículo 68. Los fines de la Carrera Policial son:

I. Garantizar el desarrollo institucional y asegurar la es-
tabilidad en el empleo, con base en un esquema propor-
cional y equitativo de remuneraciones y prestaciones
para los integrantes de las Instituciones Policiales;

II. Promover la responsabilidad, honradez, diligencia,
eficiencia y eficacia en el desempeño de las funciones y
en la óptima utilización de los recursos de las Institu-
ciones Policiales;

III. Fomentar la vocación de servicio y el sentido de per-
tenencia, mediante la motivación y el establecimiento
de un adecuado sistema de promociones que permita sa-
tisfacer las expectativas de desarrollo profesional y re-
conocimiento de los integrantes de las Instituciones Po-
liciales;

IV. Instrumentar e impulsar la capacitación y profesio-
nalización permanente de los integrantes de las Institu-
ciones Policiales para asegurar la lealtad institucional en
la prestación de los servicios; y

V. Los demás que establezcan las disposiciones aplica-
bles.

Artículo 69. La organización jerárquica de las Institucio-
nes Policiales, se considerará al menos las categorías si-
guientes:
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I. Comisarios;

II. Inspectores;

III. Oficiales; y

IV. Escala Básica.

En la Policía de Investigación se establecerán niveles je-
rárquicos equivalentes a las primeras tres fracciones del
presente artículo, con las respectivas categorías, confor-
me al modelo policial previsto en la Ley General.

En el caso de los demás integrantes de las Instituciones Po-
liciales, la integración de las categorías y jerarquías serán
de acuerdo a su presupuesto.

Artículo 70. En las Instituciones Policiales las categorías
previstas en el artículo anterior serán:

I. Comisarios:

a) Comisario General;

b) Comisario Jefe; y

c) Comisario.

II. Inspectores:

a) Inspector General;

b) Inspector Jefe; y

c) Inspector.

III. Oficiales:

a) Subinspector;

b) Oficial; y

c) Suboficial.

IV. Escala Básica:

a) Policía Primero;

b) Policía Segundo;

c) Policía Tercero; y

d) Policía.

Artículo 71. Las Instituciones Policiales se organizarán
bajo un esquema de jerarquización terciaria, cuya célula
básica se compondrá invariablemente por tres elementos,
sin perjuicio de lo dispuesto en los protocolos respectivos.

Los titulares de las categorías jerárquicas estarán faculta-
dos para ejercer la autoridad y mando policial en los diver-
sos cargos o comisiones.

Artículo 72. El orden de las categorías jerárquicas y gra-
dos tope del personal de la Instituciones Policiales será de-
finido y establecido en la reglamentación correspondiente,
incluyendo cuando menos las jerarquías de: 

I. Comisarios; 

II. Inspectores; 

III. Oficiales, y 

IV. Escala Básica. 

Artículo 73. La remuneración de los integrantes de las Ins-
tituciones Policiales será acorde con la calidad y riesgo de
las funciones en sus rangos y puestos respectivos, así como
en las misiones que cumplan, las cuales no podrán ser dis-
minuidas durante el ejercicio de su encargo y deberán ga-
rantizar un sistema de retiro digno.

De igual forma, los titulares de las Instituciones Policiales,
deberán establecer sistemas de seguros para los familiares
de los policías, que contemplen el fallecimiento y la inca-
pacidad total o permanente acaecida en el cumplimiento de
sus funciones.

Artículo 74. La Carrera Policial comprende el grado poli-
cial, la antigüedad, las insignias, condecoraciones, estímu-
los y reconocimientos obtenidos, el resultado de los proce-
sos de promoción, así como el registro de las correcciones
disciplinarias y sanciones que, en su caso, haya acumulado
el integrante. Se regirá por las normas mínimas siguientes:

I. Las Instituciones Policiales deberán consultar los an-
tecedentes de cualquier aspirante, antes de que se auto-
rice su ingreso a las mismas, en el Registro Nacional, y
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en la Base de Datos de Personal de Instituciones de Se-
guridad Pública del Distrito Federal;

II. Todo aspirante deberá tramitar, obtener y mantener
actualizado el Certificado Único Policial, que expedirá
el Centro;

III. Ninguna persona podrá ingresar a las Instituciones
Policiales si no ha sido debidamente certificado y regis-
trado;

IV. Sólo ingresarán y permanecerán en las Instituciones
Policiales, aquellos aspirantes e integrantes que cursen
y aprueben los programas de formación, capacitación y
profesionalización;

V. La permanencia de los integrantes en las Institucio-
nes Policiales está condicionada al cumplimiento de los
requisitos que determina la Ley General y esta Ley;

VI. Los méritos de los integrantes de las Instituciones
Policiales serán evaluados por las instancias encargadas
de determinar las promociones y verificar que se cum-
plan los requisitos de permanencia;

VII. Para la promoción de los integrantes de las Institu-
ciones Policiales se deberán considerar, por lo menos,
los resultados obtenidos en los programas de profesio-
nalización, los méritos demostrados en el desempeño de
sus funciones y sus aptitudes de mando y liderazgo;

VIII. Se determinará un régimen de estímulos y previ-
sión social que corresponda a las funciones de los inte-
grantes de las Instituciones Policiales;

IX. Los integrantes podrán ser cambiados de adscrip-
ción, con base en las necesidades del servicio;

X. El cambio de un integrante de las Instituciones Poli-
ciales de un área operativa a otra de distinta especiali-
dad, sólo podrá ser autorizado por el Secretario o Pro-
curador, o por los servidores públicos en quienes éstos
deleguen dicha atribución, respectivamente; y

XI. Los titulares de las Instituciones Policiales, estable-
cerán los procedimientos relativos a cada una de las eta-
pas de la Carrera Policial.

Artículo 75. La Carrera Policial es independiente de los
nombramientos para desempeñar cargos administrativos o

de dirección que el integrante llegue a desempeñar en las
Instituciones Policiales. En ningún caso habrá inamovili-
dad en los cargos administrativos y de dirección.

Artículo 76. Los titulares de las Instituciones Policiales,
podrán designar a los integrantes en cargos administrativos
o de dirección de la estructura orgánica de las instituciones
a su cargo; asimismo, podrán relevarlos libremente, respe-
tando su grado policial y los derechos inherentes a la Ca-
rrera Policial.

Capítulo Cuarto
De la Selección, Ingreso y Permanencia de los 

Elementos de las Instituciones Policiales

Artículo 77. La selección es el proceso que consiste en ele-
gir, de entre los aspirantes que hayan aprobado el recluta-
miento, a quienes cubran el perfil y la formación requeri-
dos para ingresar a las Instituciones Policiales.

Dicho proceso comprende el período de los cursos de for-
mación o capacitación y concluye con la resolución de las
instancias previstas en esta Ley sobre los aspirantes acep-
tados.

Artículo 78. El ingreso es el procedimiento de integración
de los candidatos a la estructura institucional y tendrá veri-
ficativo al terminar la etapa de formación inicial o capaci-
tación en el Instituto Tecnológico de Formación Policial y
el Instituto de Formación Profesional, el período de prácti-
cas correspondiente y la acreditación del cumplimiento de
los requisitos previstos en esta Ley.

Artículo 79. La permanencia es el resultado del cumpli-
miento constante de los requisitos establecidos en la pre-
sente Ley para continuar en el servicio activo de las Insti-
tuciones Policiales.

Son requisitos de ingreso y permanencia en las Institucio-
nes Policiales, los siguientes:

A. De ingreso:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno
ejercicio de sus derechos políticos y civiles, sin tener
otra nacionalidad;

II. Ser de notoria buena conducta, y no haber sido con-
denado por sentencia irrevocable por delito doloso, ni
estar sujeto a proceso penal;
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III. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Na-
cional;

IV. Acreditar que ha concluido, al menos, los estudios
siguientes:

a) En el caso de aspirantes a las áreas de investigación,
enseñanza superior o equivalente;

b) Tratándose de aspirantes a las áreas de prevención,
enseñanza media superior o equivalente; o

c) En caso de aspirantes a las áreas de reacción o com-
plementaria, los estudios correspondientes a la enseñan-
za media básica.

V. Aprobar el examen de ingreso y los cursos de forma-
ción;

VI. Contar con los requisitos de edad y el perfil físico,
médico y de personalidad que exijan las disposiciones
aplicables;

VII. Aprobar los procesos de evaluación de control de
confianza;

VIII. Abstenerse de consumir sustancias psicotrópicas,
estupefacientes u otras que produzcan efectos similares;

IX. No padecer alcoholismo;

X. Someterse a exámenes para comprobar la ausencia
de alcoholismo o el no uso de sustancias psicotrópicas,
estupefacientes u otras que produzcan efectos similares;

XI. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber sido
destituido por resolución firme como servidor público
en ningún ámbito de gobierno; y

XII. Los demás que establezcan otras disposiciones ju-
rídicas aplicables.

B. De permanencia:

I. Ser de notoria buena conducta, y no haber sido con-
denado por sentencia irrevocable por delito doloso;

II. Mantener actualizado su Certificado Único Policial;

III. No superar la edad máxima de retiro que establez-
can las disposiciones aplicables;

IV. Acreditar que ha concluido, al menos, los estudios
siguientes:

a) En el caso de integrantes de las áreas de investiga-
ción, enseñanza superior, equivalente u homologación
por desempeño, a partir de bachillerato;

b) Tratándose de integrantes de las áreas de prevención,
enseñanza media superior o equivalente; o

c) En caso de integrantes de las áreas de reacción o com-
plementaria, los estudios correspondientes a la enseñan-
za media básica.

V. Aprobar los cursos de formación, capacitación y pro-
fesionalización;

VI. Aprobar los procesos de evaluación de control de
confianza;

VII. Aprobar las evaluaciones del desempeño;

VIII. Participar en los procesos de promoción o ascenso
a que se convoque, conforme a las disposiciones aplica-
bles;

IX. Abstenerse de consumir sustancias psicotrópicas,
estupefacientes u otras que produzcan efectos similares;

X. No padecer alcoholismo;

XI. Someterse a exámenes para comprobar la ausencia
de alcoholismo;

XII. Someterse a exámenes para comprobar la ausencia
de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que
produzcan efectos similares;

XIII. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber sido
destituido por resolución firme como servidor público
en ningún ámbito de gobierno;

XIV. No ausentarse del servicio sin causa justificada,
por un periodo de tres días consecutivos o de cinco días
dentro de un término de treinta días; y
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XV. Las demás que establezcan las disposiciones jurídi-
cas aplicables.

Capítulo Quinto
De la Promoción de los Elementos 

de las Instituciones Policiales

Artículo 80. La promoción es el acto mediante el cual se
otorga a los elementos de las Instituciones Policiales, el
grado inmediato superior al que ostenten, dentro del orden
jerárquico previsto en las disposiciones jurídicas aplica-
bles.

Las promociones sólo podrán conferirse atendiendo a la
normatividad aplicable y cuando exista una vacante para la
categoría jerárquica superior inmediata correspondiente a
su grado.

Artículo 81. Al elemento que sea promovido, le será rati-
ficada su nueva categoría jerárquica mediante la expedi-
ción de la constancia de grado correspondiente.

Artículo 82. Para ocupar un grado dentro de las Institucio-
nes Policiales, se deberán reunir los requisitos establecidos
por esta Ley y las disposiciones normativas aplicables.

Artículo 83. Se considera escala de rangos policiales a la
relación que contiene a todos los elementos de las Institu-
ciones Policiales y los ordena en forma descendente de
acuerdo a su categoría, jerarquía, división, servicio, anti-
güedad y demás elementos pertinentes.

Para tales efectos, la antigüedad se clasificará y computará
para cada uno de los integrantes de las Instituciones Poli-
ciales, de la siguiente forma:

I. Antigüedad en el servicio, a partir de la fecha de su in-
greso a las Instituciones Policiales; 

II. Antigüedad en el grado, a partir de la fecha señalada
en la constancia o patente de grado correspondiente; y

III. La antigüedad contará hasta el momento en que es-
ta calidad deba determinarse para los efectos de la Ca-
rrera Policial.

Artículo 84. Las Instituciones Policiales establecerán ór-
ganos colegiados encargados del seguimiento de la carrera
policial, en términos de las disposiciones reglamentarias
correspondientes.

Capítulo Sexto
De la Conclusión del Servicio de los Elementos 

de las Instituciones Policiales

Artículo 85. La conclusión del servicio de un elemento es
la terminación de su nombramiento o la cesación de sus
efectos legales por las siguientes causas:

I. Separación, por incumplimiento de cualquiera de los
requisitos de permanencia, o cuando en los procesos de
promoción concurran las siguientes circunstancias:

a) Si hubiere sido convocado a tres procesos conse-
cutivos de promoción sin que haya participado en
los mismos, o que habiendo participado en dichos
procesos, no hubiese obtenido el grado inmediato
superior que le correspondería por causas imputa-
bles a él; 

b) Que haya alcanzado la edad máxima correspon-
diente a su jerarquía, de acuerdo con lo establecido
en las disposiciones aplicables; y

c) Que del expediente del integrante no se despren-
dan méritos suficientes a juicio de las Comisiones
para conservar su permanencia.

II. Remoción, por incurrir en responsabilidad en el de-
sempeño de sus funciones o incumplimiento de sus de-
beres, de conformidad con las disposiciones relativas al
régimen disciplinario; o

III. Baja, por:

a) Renuncia;

b) Muerte o incapacidad permanente; o

c) Jubilación o retiro.

Al concluir el servicio, el elemento deberá entregar al
funcionario designado para tal efecto, toda la informa-
ción, documentación, equipo, materiales, identificacio-
nes, valores u otros recursos que hayan sido puestos bajo
su responsabilidad o custodia mediante acta de entrega-
recepción.

Artículo 86. Los elementos de las Instituciones Policiales
que hayan alcanzado las edades límite para la permanencia,
previstas en las disposiciones que los rijan, podrán ser reu-
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bicados, a consideración de las instancias, en otras áreas de
los servicios de las propias Instituciones.

Capítulo Séptimo
Del Consejo de Honor y Justicia

Artículo 87. El Consejo de Honor y Justicia, es un órgano
colegiado que tendrá como atribución llevar a cabo, en el
ámbito de su competencia, los procedimientos en los que
se resuelva la suspensión temporal, separación, remoción,
baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servi-
cio de los elementos policiales de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII de la
Constitución Federal y la Ley General, cuando incumplan:

I. Con los requisitos de permanencia que se establecen
en la Ley General, esta Ley y demás disposiciones lega-
les aplicables;

II. Con las obligaciones establecidas en la Ley General,
esta Ley y los ordenamientos jurídicos internos que ri-
gen su actuar; y 

III. Con el régimen disciplinario establecido en esta Ley.

El Consejo de Honor y Justicia implementará una base de
datos en la que se registrarán las sanciones impuestas a los
integrantes de las Instituciones Policiales.

Artículo 88. Las Instituciones Policiales establecerán una
Consejo de Honor y Justicia, de conformidad con sus leyes
orgánicas y sus reglamentos respectivos.

Capítulo Octavo
Del Procedimiento

Artículo 89. El superior inmediato del elemento policial
que incumpla con alguno de los requisitos de permanencia,
las obligaciones establecidas en la Ley General, esta Ley y
los ordenamientos jurídicos internos que rigen su actuar o
con el régimen disciplinario establecido en esta Ley, inte-
grará el expediente que sustente dicha irregularidad y lo re-
mitirá a la brevedad a el Consejo de Honor y Justicia.

Artículo 90. El Consejo de Honor y Justicia, cuando le sea
remitido un expediente a que se refiere el artículo anterior,
abrirá un periodo de información previa, con la finalidad
de conocer las circunstancias del caso concreto y estar en
posibilidad de determinar la conveniencia o no de tramitar
el procedimiento administrativo correspondiente.

Artículo 91. Antes, al inicio o durante la tramitación del
procedimiento administrativo, el Consejo de Honor y Jus-
ticia, podrá determinar, como medida precautoria, la sus-
pensión temporal del elemento policial de que se trate, has-
ta en tanto se resuelva el procedimiento correspondiente,
con el objetivo de salvaguardar el interés social, el interés
público o el orden público derivado de las funciones que
realiza, de así convenir para el mejor cumplimiento del ser-
vicio de seguridad pública.

La medida precautoria aludida en el párrafo anterior, no
prejuzga sobre la responsabilidad que se impute.

Durante el período de la suspensión el servidor público no
tendrá derecho a percibir su salario y demás prestaciones
que le correspondan.

Artículo 92. De ser procedente, el Consejo de Honor y Jus-
ticia, iniciará procedimiento administrativo al elemento po-
licial, asignándole al expediente correspondiente un núme-
ro progresivo e incluirá el año que se inicia. El número se
anotará en todas las promociones y actuaciones que se pro-
duzcan con el mismo.

Artículo 93. El Consejo de Honor y Justicia otorgará al
elemento policial sujeto a procedimiento garantía de au-
diencia a efecto de que conozca la irregularidad que se le
imputa, ofrezca pruebas y alegue en su favor.

Artículo 94. En el citatorio de garantía de audiencia se ex-
presará: 

I. El nombre de la persona a la que se dirige;

II. El lugar, fecha y hora en la que tendrá verificativo la
audiencia;

III. El objeto o alcance de la diligencia; 

IV. Las disposiciones legales en que se sustente;

V. El derecho del interesado a aportar pruebas y alegar
en la audiencia por sí o por medio de defensor;

VI. Que podrá comparecer por sí o apoderado legal; y 

VII. El nombre, cargo y firma autógrafa de las autorida-
des que lo emiten.
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Artículo 95. El citatorio a garantía de audiencia deberá ser
notificado personalmente al interesado, por lo menos con
cuarenta y ocho horas de anticipación a la fecha señalada
para su desahogo, a efecto de que prepare su defensa.

Artículo 96. El Secretario del Consejo desahogará la dili-
gencia de garantía de audiencia en los siguientes términos: 

I. Dará a conocer al servidor público las constancias y
pruebas que obran en el expediente del asunto, en su ca-
so; 

II. Se admitirán y desahogarán las pruebas que se ofrez-
can y que sean procedentes; 

III. El compareciente formulará los alegatos que consi-
dere pertinentes; y

IV. Se levantará acta administrativa en la que consten
las circunstancias anteriores.

Artículo 97. De no comparecer el servidor público en el
día y hora señalados en el citatorio, se hará constar su in-
asistencia y se tendrá por satisfecha la garantía de audien-
cia y perdido su derecho a ofrecer pruebas y alegar en su
favor.

Artículo 98. Son medios de prueba:

I. La confesional;

II. Documentos públicos y privados;

III. Testimonial; 

IV. Inspección;

V. Pericial;

VI. Presuncional;

VII. Instrumental; y

VIII. Fotografías y demás elementos aportados por la
ciencia.

Los medios probatorios enlistados en este artículo se ofre-
cerán, admitirán o desecharán, desahogarán y valorarán
conforme a las reglas emitidas por el Consejo de Honor y
Justicia.

Tratándose de pruebas supervenientes podrán presentarse
hasta antes del dictado de la resolución.

Artículo 99. Si en el procedimiento es necesario el des-
ahogo de las pruebas ofrecidas, el secretario fijará el día y
hora para tal efecto, dentro de un plazo no mayor de 10 dí-
as siguientes a la presentación de la promoción inicial.

Artículo 100. Concluida la tramitación del procedimiento,
cuando existan documentos u otras pruebas que no sean del
conocimiento del servidor público, se pondrán las actua-
ciones a disposición de éste por un plazo de tres días si-
guientes a la notificación del acuerdo respectivo, para que
formulen, en su caso, los alegatos que consideren pertinen-
tes.

Artículo 101. El procedimiento terminará por:

I. Convenio; y

II. Resolución expresa del mismo.

Artículo 102. Los Consejos de Honor y Justicia podrán ce-
lebrar con los elementos policiales sujetos a procedimiento
convenios que pongan fin a los asuntos, siempre que no se-
an contrarios a las disposiciones legales aplicables.

Artículo 103. La resolución expresa que ponga fin al pro-
cedimiento indicará:

I. Nombre del servidor público; 

II. La determinación que podrá ser de: remoción, baja,
cese, sobreseimiento o resolución sin sanción;

III. Los fundamentos y motivos que la sustenten; y

IV. El nombre, cargo y firma de los integrantes del Con-
sejo de Honor y Justicia.

Artículo 104. Cuando se impongan sanciones administra-
tivas, la motivación de la resolución considerará las si-
guientes circunstancias:

I. La gravedad de la infracción en que se incurra;

II. Los antecedentes del infractor;

III. Las condiciones socio-económicas del infractor; y
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IV. La reincidencia en el incumplimiento de obligacio-
nes, en su caso.

Artículo 105. El Consejo de Honor y Justicia ordenará la
notificación al servidor público de la resolución correspon-
diente.

Artículo 106. Las resoluciones sancionadoras podrán ser
impugnadas mediante el Recurso Administrativo de Incon-
formidad, ante el Titular de la Institución Policial corres-
pondiente o a través del juicio ante el Tribunal de lo Con-
tencioso Administrativo del Distrito Federal, dentro de los
quince días posteriores al en que surta efectos la notifica-
ción de la resolución.

Artículo 107. Es improcedente la reinstalación o restitu-
ción de los integrantes de las Instituciones Policiales sepa-
rados de su cargo por resolución de remoción, baja o cese,
cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de de-
fensa que hubiere promovido y, en su caso, sólo procederá
la indemnización.

En caso de que los órganos jurisdiccionales determinen que
la resolución por la que se impone la separación o remo-
ción es injustificada, las Instituciones Policiales sólo esta-
rán obligadas a la indemnización y demás prestaciones a
que tenga derecho por ley.

Capítulo Noveno
Del Régimen Disciplinario

Artículo 108. La actuación de los Integrantes de las Insti-
tuciones Policiales se regirá por los principios previstos en
los artículos 21 de la Constitución Federal y 6 de la Ley
General.

La disciplina comprende el aprecio de sí mismo, la pulcri-
tud, los buenos modales, el rechazo a los vicios, la puntua-
lidad en el servicio, la exactitud en la obediencia, el escru-
puloso respeto a las leyes y reglamentos, así como a los
derechos humanos.

La disciplina es la base del funcionamiento y organización
de las Instituciones Policiales, por lo que sus Integrantes
deberán sujetar su conducta a la observancia de las leyes,
órdenes y jerarquías, así como a la obediencia y al alto con-
cepto del honor, de la justicia y de la ética.

La disciplina demanda respeto y consideración mutua en-
tre quien ostente un mando y sus subordinados.

Artículo 109. Las Instituciones Policiales exigirán de sus
integrantes el más estricto cumplimiento del deber, a efec-
to de salvaguardar la integridad y los derechos de las per-
sonas, prevenir la comisión de delitos, y preservar las li-
bertades, el orden y la paz públicos.

Artículo 110. El régimen disciplinario se ajustará a los
principios establecidos en la Constitución Federal, la Ley
General y los ordenamientos legales aplicables y compren-
derá los deberes, las correcciones disciplinarias, las sancio-
nes y los procedimientos para su aplicación.

Artículo 111. Los integrantes de las Instituciones Policia-
les, observarán las obligaciones previstas en la Ley Gene-
ral y en esta Ley, con independencia de su adscripción or-
gánica.

Artículo 112. La aplicación de las sanciones deberá regis-
trarse en el expediente personal del infractor.

La imposición de las sanciones que determinen las autori-
dades correspondientes se hará con independencia de las
que correspondan por responsabilidad civil, penal o admi-
nistrativa, en que incurran los integrantes de las Institucio-
nes Policiales de conformidad con la legislación aplicable.

Artículo 113. Por incumplimiento al régimen disciplinario
a que se refiere este Capítulo y en atención a la gravedad
de la infracción, se aplicarán los siguientes correctivos dis-
ciplinarios o sanciones:

I. Amonestación pública;

II. Amonestación privada;

III. Arresto, hasta por treinta y seis horas; 

IV. Cambio de adscripción, y

V. Suspensión temporal, hasta por quince días.

Las sanciones a que se refieren las fracciones I, II, III y IV
de este artículo serán impuestas por el jefe inmediato del
servidor público infractor.

Por lo que respecta a la sanción establecida en la fracción
V de este artículo, será impuesta por el Consejo de Honor
y Justicia, previa tramitación del procedimiento adminis-
trativo correspondiente.
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La amonestación es el acto por el cual el jefe inmediato ad-
vierte al elemento policial, de manera pública o privada, la
omisión o falta de cumplimiento de sus deberes, invitándo-
lo a corregirse. La amonestación será de palabra y consta-
rá por escrito en un acta mínima que deberá ser remitida el
Consejo de Honor y Justicia para su registro en la base de
datos correspondiente y a la unidad administrativa para que
se anexe al expediente personal del servidor público.

El arresto es el impedimento del elemento policial para
abandonar su centro de trabajo, por haber incurrido en fal-
tas considerables o por haber acumulado cinco amonesta-
ciones en un año calendario; en todo caso la orden de arres-
to deberá hacerse por escrito, especificando el motivo y la
duración de la misma.

El cambio de adscripción se decretará cuando el comporta-
miento del elemento policial afecte la disciplina y buena
marcha del grupo al que este adscrito, o bien sea necesario
para mantener una buena relación e imagen con la comuni-
dad donde se desempeña.

La suspensión temporal podrá ser preventivo o correctivo,
en ambos casos será sin goce de sueldo, teniendo por obje-
to evitar afectar el proceso de investigación y permitir pre-
servar los medios, cosas, objetos y personas, hasta la cul-
minación y determinación de la responsabilidad que en su
caso resulte.

Artículo 114. Los titulares de la Instituciones de Seguridad
Pública expedirán los criterios y reglas conforme a las cua-
les se impondrán los correctivos disciplinarios o sanciones.

Artículo 115. Contra el arresto o cambio de adscripción,
procede el recurso de rectificación ante el Consejo de Ho-
nor y Justicia, dentro de los cinco días naturales siguientes
a su aplicación.

Artículo 116. El recurso de rectificación no suspenderá los
efectos del arresto pero tendrá por objeto que dicho correc-
tivo no aparezca en el expediente del elemento de ser pro-
cedente el recurso; respecto del cambio de adscripción la
interposición del mismo suspende los efectos del cambio.

La resolución que declare improcedente el cambio de ads-
cripción, tendrá por objeto dejar sin efecto la medida co-
rrectiva. No procederá el recurso de rectificación contra un
cambio de adscripción por necesidades del servicio y que
no tenga carácter de sanción, previa audiencia con el ele-
mento a cambiar.

El Consejo de Honor y Justicia podrá aplicar las sanciones
que correspondan al superior jerárquico que impuso injus-
tificadamente un correctivo disciplinario.

Artículo 117. La suspensión temporal, de funciones se de-
terminará por el Consejo de Honor y Justicia y podrá ser de
carácter preventivo o correctivo atendiendo a las causas
que la motiven. 

Artículo 118. La suspensión temporal de carácter preven-
tivo procederá contra el elemento que se encuentre sujeto a
investigación administrativa o averiguación previa, por ac-
tos u omisiones de los que puedan derivarse presuntas res-
ponsabilidades y cuya permanencia en el servicio a juicio
del Consejo de Honor y Justicia, pudiera afectar a la Insti-
tución de Seguridad Pública o a la comunidad en general. 

La suspensión subsistirá hasta que el asunto de que se tra-
te quede total y definitivamente resuelto en la instancia fi-
nal del procedimiento correspondiente. 

En caso de que el elemento resulte declarado sin responsa-
bilidad, se le reintegrarán los salarios y prestaciones que
hubiese dejado de percibir hasta ese momento con motivo
de la suspensión. 

Artículo 119. La suspensión temporal de carácter correctivo
procederá contra el elemento que en forma reiterada o parti-
cularmente indisciplinada ha incurrido en faltas cuya natura-
leza no amerita la destitución. La suspensión a que se refie-
re este párrafo no podrá exceder de treinta días naturales.

Artículo 120. Cuando se desprenda la existencia de actos
u omisiones que puedan ser constitutivos de hechos delic-
tuosos, los Consejos de Justicia procederán de inmediato a
hacerlo del conocimiento del ministerio público.

Artículo 121. La imposición de las sanciones que determi-
nen, en su caso, los Consejos de Justicia, se hará con inde-
pendencia de las que correspondan por responsabilidad ci-
vil, penal o administrativa, de conformidad con las leyes de
la materia.

Título Séptimo
De la Participación Ciudadana

Capítulo Único

Artículo 122. En cada una de las Delegaciones del Go-
bierno del Distrito Federal se establecerá y organizará un
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Comité de Seguridad Pública como instancia colegiada de
consulta y participación ciudadana. 

En dichos comités, además de la representación que se de-
termine para la Secretaría y la Procuraduría, deberán parti-
cipar representantes populares así como organizaciones ve-
cinales o ciudadanas. El Delegado correspondiente
presidirá y coordinará las actividades del Comité. 

Artículo 123. Corresponde a los Comités Delegacionales
de Seguridad Pública 

I. Ser órganos de consulta análisis y opinión de las res-
pectivas Delegaciones en materia de seguridad pública; 

II. Emitir opiniones y sugerencias para la elaboración y
evaluación del subprograma Delegacional de Seguridad
Pública con participación vecinal y evaluar la ejecución
del mismo; 

III. Informar sobre las zonas que en su concepto tengan
mayor índice de delincuencia dentro de la circunscrip-
ción territorial de cada una de las Delegaciones; 

IV. Estudiar y proponer a las Instituciones de Seguridad
Pública y al Jefe de Gobierno, mecanismos de coordi-
nación y desconcentración, para la mejor cobertura y ca-
lidad las funciones que tienen encomendadas; 

V. Verificar que el patrullaje se realice en los términos
del subprograma, mediante los mecanismos y códigos
que al efecto acuerden con las autoridades a fin de arrai-
gar y vincular al policía con la comunidad; 

VI. Proponer anualmente al Consejo de Honor y Justi-
cia correspondiente, el otorgamiento de reconocimiento
o condecoración, al elemento que mejores servicios ha-
ya prestado a la comunidad, sin perjuicio de la facultad
para determinar otros estímulos; 

VII. Denunciar ante el Consejo de Honor y Justicia co-
rrespondiente, aquellos casos que a su juicio constituyan
faltas graves a los principios de actuación previstos en
esta ley;

VIII. Proponer normas y procedimientos que permitan
mejorar la atención de las quejas que formule la ciuda-
danía contra abusos y actuaciones de servidores públi-
cos; 

IX. Proponer a la Procuraduría y a la Secretaría las ac-
ciones a emprender para prevenir la comisión de delitos
y su impunidad, y 

X. Fomentar la cooperación y participación ciudadana
con en los siguientes aspectos: 

a. La difusión amplia del subprograma delegacional
de seguridad Pública con participación vecinal; 

b. La aportación de equipo complementario, el cual
será destinado al servicio exclusivo de la demarca-
ción correspondiente, y

c. El establecimiento de mecanismos de seguridad
vecinal o la instalación de alarmas.

Artículo 124. Los Comités Delegacionales tendrán dere-
cho a recibir la información que les permita participar ade-
cuadamente, en el ámbito de sus atribuciones, en la seguri-
dad pública de su respectiva demarcación. Igualmente
tendrán derecho a recibir respuesta por escrito a sus peti-
ciones o comentarios por parte de la autoridad correspon-
diente. 

Artículo 125. Las Instituciones de Seguridad Pública fo-
mentarán la colaboración de las organizaciones vecinales,
asociaciones y sociedades de carácter privado así como de
la ciudadanía en general, en los correspondientes subpro-
gramas delegacionales de seguridad Pública.

Título Octavo
De los Servicios Privados de Seguridad

Capítulo Único

Artículo 126. Los prestadores de servicios de seguridad
privada y su personal, serán auxiliares de la función de se-
guridad pública, y coadyuvarán con las autoridades y las
Instituciones de Seguridad Pública en situaciones de ur-
gencia, desastre o cuando así lo solicite la autoridad com-
petente.

Artículo 127. Corresponde al Distrito Federal regular y
controlar los servicios privados de seguridad, en términos
de la Ley de Seguridad Privada del Distrito Federal, de la
Ley Orgánica de la Secretaría de Seguridad Pública del
Distrito Federal y demás disposiciones aplicables. 
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Título Noveno
De la Administración 

de los Fondos de Ayuda Federal

Capítulo Único

Artículo 128. Los fondos de ayuda federal que sean asig-
nados al Gobierno del Distrito Federal se regularán, admi-
nistrarán y supervisarán de conformidad a lo establecido en
la Ley General, la Ley de Coordinación Fiscal y demás dis-
posiciones legales aplicables y sólo podrán ser destinados
a los fines de seguridad pública.

Artículo 129. Las autoridades correspondientes del Go-
bierno del Distrito Federal deberán concentrar los recursos
asignados a través de los Fondos de ayuda federal, en una
cuenta específica, así como los rendimientos que generen,
a efecto de identificarlos y separarlos del resto de los re-
cursos que con cargo a su presupuesto destinen a seguridad
pública.

Artículo 130. Las autoridades correspondientes del Go-
bierno del Distrito Federal, deberán rendir informes tri-
mestrales al Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional
sobre los movimientos que presenten las cuentas específi-
cas, la situación en el ejercicio de los recursos, su destino,
así como los recursos comprometidos, devengados y paga-
dos.

Artículo 131. Las responsabilidades administrativas, civi-
les y penales en que incurran los servidores públicos, por el
manejo o aplicación indebidos de los recursos de los Fon-
dos a que se refiere esta Ley, serán determinadas y sancio-
nadas en términos de las disposiciones legales aplicables y
por las autoridades competentes.

Artículo 132. La Contraloría General del Distrito Federal,
supervisará la aplicación de los recursos que se ejerzan en
el Distrito Federal en materia de seguridad pública, en los
términos de la legislación aplicable.

Título Décimo
De las Responsabilidades

Capítulo Único

Artículo 133. Se sancionará con dos a ocho años de prisión
y de quinientos a mil días multa, a quien:

I. Acceda dolosamente al Sistema o Sistemas de Infor-
mación de las Instituciones de Seguridad Pública del
Distrito Federal, sin tener derecho a ello o, teniéndolo,
ingrese a sabiendas información errónea, que dañe o que
pretenda dañar en cualquier forma la información, las
bases de datos o los equipos o sistemas que las conten-
gan;

II. Divulgue de manera ilícita información clasificada
en materia de Seguridad Pública;

III. Estando autorizado para acceder Sistema o Sistemas
de Información de las Instituciones de Seguridad Públi-
ca del Distrito Federal, indebidamente obtenga, copie o
utilice información;

IV. Inscriba o registre en la Base de Datos de Personal
de Instituciones de Seguridad Pública, como integrante
de una Institución de Seguridad Pública a persona que
no cuente con la certificación exigible conforme a la
Ley, o a sabiendas de que la certificación es ilícita; y

V. Asigne nombramiento de policía, ministerio público
o perito oficial a persona que no haya sido certificada y
registrada en los términos de esta Ley.

Si el responsable es o hubiera sido servidor público de las
Instituciones de Seguridad Pública, se impondrá hasta una
mitad más de la pena correspondiente, además de la inha-
bilitación por un plazo igual al de la pena de prisión im-
puesta para desempeñarse como servidor público, y en su
caso, la destitución.

Artículo 134. Se sancionará con cinco a doce años de pri-
sión y de doscientos a ochocientos días multa, a quien fal-
sifique el Certificado a que se refiere la presente Ley, lo al-
tere, comercialice o use a sabiendas de su ilicitud.

Artículo 135. Se sancionará con uno a dos años de prisión
y de doscientos a quinientos días multa, al servidor públi-
co de una institución de seguridad pública, que dañe, alte-
re, sustraiga, extravíe por negligencia o entregue a un ter-
cero, fuera de los casos de revisión o de los previstos en las
normas aplicables, los bienes, equipos y armas de fuego
que les hayan asignado para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 136. Las sanciones previstas en este Capítulo se
impondrán sin perjuicio de las penas que correspondan por
delitos previstos en otras leyes.
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Artículos Transitorios

Primero. La presente Ley entrará en vigor a los 180 días
naturales de su publicación en la Gaceta Oficial del Go-
bierno del Distrito Federal.

Segundo. Se abroga la Ley de Seguridad Pública del Dis-
trito Federal, publicada el 19 de junio de 1993 en el Diario
Oficial de la Federación; y las demás disposiciones de
igual o menor jerarquía, en lo que se opongan al presente
Decreto.

Tercero. Dentro de los ciento ochenta días naturales las
Instituciones de Seguridad Pública del Distrito Federal,
deberán adecuar su normatividad a lo dispuesto en esta
Ley.

Cuarto. Todos los integrantes de las Instituciones de Se-
guridad Pública deberán contar con el Certificado respecti-
vo, en los términos previstos en esta Ley y en los plazos
acordados por el Sistema Nacional de Seguridad Pública.
Quienes no obtengan el Certificado, serán separados del
servicio, observando lo dispuesto en el artículo 123, Apar-
tado B, Fracción XIII de la Constitución Federal y la pre-
sente Ley.

Quinto. Los procedimientos de separación y remoción ini-
ciados con anterioridad a la vigencia de esta Ley, se sus-
tanciarán y concluirán conforme a las disposiciones aplica-
bles al momento de su instauración.

Sexto. Los servicios de carrera vigentes en las Institucio-
nes de Seguridad Pública a la fecha de entrada en vigor de
este Decreto, deberán ajustarse a los requisitos, criterios y
procedimientos que establece esta Ley, en un plazo no ma-
yor a un año contado a partir de su publicación.

Séptimo. Los servidores públicos que obtengan el Certifi-
cado y que satisfagan los requisitos de ingreso y perma-
nencia que se establecen en esta Ley, ingresarán o serán ho-
mologados al servicio de carrera, en las ramas ministerial,
policial y pericial, según corresponda, en la jerarquía y
grado, así como antigüedad y derechos que resulten apli-
cables, de conformidad con lo previsto en el presente De-
creto.

Octavo. La organización jerárquica de las Instituciones
Policiales, se establecerá dentro de los cuatro meses si-
guientes a la publicación de esta Ley; en tanto, seguirán vi-
gentes los escalafones actuales. En las nuevas estructuras

organizacionales, deberán respetarse los derechos de los
elementos.

Noveno. La normatividad relativa a la Policía Comple-
mentaria será expedida en un periodo no mayor a noventa
días naturales. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de diciembre de 2014.— Dipu-
tada Margarita Saldaña Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dic-
tamen.

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 40 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Israel Moreno Rivera, del Grupo Parla-
mentario del PRD

El suscrito, diputado federal de la LXII Legislatura, Israel
Moreno Rivera, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática en la Cámara de Di-
putados, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71,
fracción II, 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77, 78 y 102 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma la fracción 3 del artículo 40 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, al te-
nor del siguiente

Planteamiento del problema

La concentración en el Distrito Federal es innegable hasta
ahora. En nuestra ciudad se asentaron pueblos indígenas y
se constituyó el centro del Imperio Azteca, el virreinato y
actualmente los poderes de la unión. Es indudable el acele-
rado crecimiento de la población y la centralización econó-
mica, comercial y cultura que tenemos en la Capital. 

A partir de los años 30, la ciudad rebasa sus 12 cuarteles en
que originalmente se encontraba dividida y empieza a po-
blar aceleradamente las delegaciones del Distrito Federal.
Desde 1950 y décadas que le continúan se rebasan las de-
legaciones y el crecimiento de los asentamientos urbanos
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invade los municipios colindantes del estado de México.
“De esa forma, para 1980 el AMCM (área metropolitana de
la Ciudad de México) queda constituida por las 16 delega-
ciones del Distrito Federal y 21 municipios del estado de
México”.1

El crecimiento ha venido generando problemas que cada
vez se hacen más y más complejos. No sólo urbanos, sino
sociales, económicos, ambientales, culturales y de seguri-
dad. Ha tenido en las últimas décadas un crecimiento de-
mográfico extraordinario, y ni qué decir de los municipios
con los que colinda con su división geográfica.

El Distrito Federal tiene una población de 8 millones 851
mil 80 personas.2 Lo cual representa que ocupa el segundo
lugar a nivel poblacional en toda la República Mexicana, y
sólo después del estado de México. Sin embargo la gran
mayoría de las personas que viven en los municipios co-
nurbados, se trasladan diariamente a la Capital por cuestio-
nes de trabajo, educación, cultura o diversión.

Nuestra Capital no sólo es el centro de nuestro país, sino el
parteaguas de temas de importancia para sus habitantes: el
aborto y el derecho de las ciudadanas para ejercerlo, la plu-
ralidad sexual y la legalidad en los matrimonios con prefe-
rencias sexuales diferentes, el respeto a los animales, la
pluralidad cultural y el respeto a los derechos humanos, en-
tre otros. 

Por lo anterior es que en esta iniciativa abordaremos lo im-
portante que es, que quienes integren la Comisión del Dis-
trito Federal, sean representantes que viven en ésta Capital
o en su defecto en los municipios conurbados a ésta; a fin
de que en conjunto, puedan dar salida a una serie de re-
querimientos de los ciudadanos.

Exposición de motivos

Históricamente la Ciudad de México se ha caracterizado
por ser el centro político, económico y religioso del país,
situación que la ha convertido en un núcleo de atracción
para miles de personas que buscan mejorar su calidad de
vida. 

Gran parte de la población y de la actividad económica del
país se encuentra en la región centro. Esta región com-
prende el Distrito Federal y los estados de México, More-
los, Puebla, Tlaxcala, Hidalgo y Querétaro.

En cifras, se encuentran 3 de las 5 entidades más pobladas
del país: Distrito Federal con 8 millones 851 mil 80 habi-
tantes, estado de México con 15 millones 175 mil 862 ha-
bitantes y Puebla con 5 millones 779 mil 829 habitantes.
Así como 2 de los 20 municipios más poblados de la repú-
blica mexicana: Ecatepec de Morelos con 1 millón 656 mil
107.00 habitantes y Nezahualcóyotl con 1 millón 110 mil
565.00 habitantes.3

Durante las últimas décadas, el Distrito Federal ha vivido
un proceso de despoblamiento de las delegaciones centra-
les a pesar de ser de las de mayor infraestructura urbana.
Esta situación ha sido acompañada de un crecimiento ex-
pansivo hacia las delegaciones del poniente, oriente y sur;
y en mayor medida hacia los municipios del estado de Mé-
xico, particularmente los ubicados al oriente.

La zona metropolitana de la Ciudad de México se ha ca-
racterizado por el desfase entre las políticas de desarrollo
urbano y las necesidades reales de los habitantes tradu-
ciéndose en crecimiento desmedido e irregular de la man-
cha urbana, el cual está ligado a la solución habitacional al
alcance de los sectores populares y de más bajos ingresos;
mismo que ha consistido, casi en su totalidad, en el acceso
al suelo a través de los procesos de urbanización irregular
y la autoproducción de la vivienda, esto es, la llamada ur-
banización popular o colonias populares. 
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Este tipo de crecimiento ha desembocado en complejas pro-
blemáticas urbanas, que van más allá de construcciones y de
la situación jurídica de los terrero y las viviendas. A saber,
problemas sociales, políticos, económicos y ambientales,
que afectan la habitabilidad no sólo de esas zonas, sino tam-
bién de las que la circundan.

Pareciera que no hay ningún límite al crecimiento desbor-
dado, el cual ha llevado complejas problemáticas urbanas:
la exclusión a la vida productiva, social y cultural de las
personas que viven en esas zonas, asentamiento en zonas
poco propicias para dotarlas de infraestructura y servicios,
la concentración de las actividades económicas y laborales
y por ello los derivados a los tiempos de transporte, los
congestionamientos y la contaminación, generados en gran
medida por la situación y la zonificación en que se en-
cuentran dichos desarrollos; y evidentemente impacta en la
habitabilidad de la ciudad de la zona conurbada y en la ca-
lidad de vida de sus habitantes.

Aunque en la actualidad hacemos todo lo posible para ofre-
cer a nuestros ciudadanos mejores condiciones de vida, in-
cluyendo una mejor calidad de ésta misma; la densidad po-
blacional concentrada en la capital nos está rebasando, ya
que como antes mencioné, no sólo son los ciudadanos que

viven en el Distrito Federal, sino además los vecinos que
ingresan o cruzan nuestra Capital por cuestiones de em-
pleo, diversión, cultura, educación, etcétera. 

Como sede de los poderes de la Unión y la Capital de los
Estados Unidos Mexicanos,4 como Distrito Federal, tiene
un estatuto distinto al de los Estados de México. Y se le
considera un territorio que no pertenece a ningún estado en
particular, sino a todo por igual, es decir, a toda la federa-
ción. 

En 1993, es estatus del Distrito Federal fue modificado con
la aprobación del Estatuto de Gobierno del Distrito Fede-
ral,5 que reconoció a los capitalinos el derecho a la elec-
ción de sus representantes a una Asamblea de Represen-
tantes.6 Este órgano funcionó hasta  1997, fecha en que
entró en funciones la primera legislatura de la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal. 

Los capitalinos a partir de entonces también podemos ele-
gir al jefe de gobierno del Distrito Federal; no obstante to-
davía tiene facultades limitadas y sus decisiones están su-
jetas al veto presidencial7 o del Congreso de la Unión.8

Desde hace unos años, se ha intentado dar mayor indepen-
dencia a la Ciudad de México, reformando diversos artícu-
los de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para transformar la naturaleza jurídica de la
Capital y dotarla de una constitución y de poderes locales
en condiciones similares a las de las demás entidades fede-
rativas. Sin embargo y hasta ahora no se ha llevado acabo,
ya que la aprobación del dictamen está detenida en el Se-
nado de la República. 

Ahora bien, el territorio del Distrito Federal está constitui-
do por 16 delegaciones. Cada delegación está integrada por
pueblos, barrios y colonias. Todos y cada una con una am-
plia diversidad de necesidades por cumplir. No es lo mis-
mo referirnos a la delegación Coyoacán a la de Iztapalapa;
a la de Miguel Hidalgo o la de Iztacalco. Todas y cada una
de las delegaciones tiene necesidades y características dis-
tintas: desde el número de población, hasta el tipo de sue-
lo, o el nivel socioeconómico y cultural de sus pobladores. 
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Delegaciones del Distrito Federal

Ahora bien, el artículo 40 de la Ley Orgánica del Congre-
so General, en su fracción 3 determina que “La Comisión
del Distrito Federal tiene a su cargo tareas de dictamen le-
gislativo y de información para el ejercicio de las atribu-
ciones de la Cámara previstas en el apartado A del artículo
122 constitucional.9

Actualmente la comisión ordinaria del Distrito Federal en
la honorable Cámara de Diputados, está integrada por 25
diputados integrantes; de los cuales la mayoría son dipu-
tados que representan distritos electorales del Distrito Fe-
deral; 5 diputados son representantes de distritos electora-
les del Estado de México; 2 diputados representan
distritos electorales de otros estados, y dicha comisión es
presidida por una diputada representante de un distrito
electoral del estado de México.

Por todo lo anterior es que presento ésta iniciativa con el
único fin de solicitar que la comisión del Distrito Federal
sea únicamente integrada por diputados con distritos elec-
torales de la capital y diputados con distritos electorales del
estado de México; pero además, que dicha comisión sea
presidida por un diputado o diputada con cabecera electo-
ral en el Distrito Federal, ya que son éstos quienes conocen
puntualmente las múltiples necesidades de nuestra ciudad
y saben a la perfección de las pautas a seguir a fin de que
se puedan entablar los mecanismos necesarios con los mu-
nicipios conurbados y dar solución a diversas solicitudes
de los ciudadanos a quienes representamos.

Por todo lo anteriormente expuesto y con fundamento en
los artículos 71, fracción II, y 135 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; así como en los ar-
tículos 6, fracción I, 77, 78 y 102 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto

por el que se adiciona un párrafo a la fracción 3, del ar-
tículo 40 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Proyecto de Decreto

Único. Se adiciona un párrafo a la fracción 3, del artículo
40 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos para quedar como sigue:

Artículo 40.

1. …

2. …

3. La Comisión del Distrito Federal tiene a su cargo tareas
de dictamen legislativo y de información para el ejercicio
de las atribuciones de la Cámara previstas en el apartado A
del artículo 122 constitucional. Será presidida por un
diputado de distrito electoral del Distrito Federal e in-
tegrada por diputados de distritos electorales del Dis-
trito Federal en su mayoría y diputados de distritos
electorales de los municipios conurbados.

4. …

5. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Garza, Gustavo. “El carácter metropolitano de la urbanización en
México. 1980-1988”, Estudios Demográficos y Urbanos. El Colegio
de México, Vol. 5, Nº. 1, enero-abril 1990, p. 55.

2 http://www3.inegi.org.mx/sistemas/mexicocifras/default.aspx?e=9

3 http://www.inegi.org.mx/

4 Artículo 44, Constitucional Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

5 http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=4719971&fecha=
26/07/1994
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6 Artículo 23, Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, 26/07/1994

7 Artículo 32, Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, 26/07/1994

8 Artículo 24, Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, 26/07/1994

9 Ley orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de diciembre de 2014.— Dipu-
tado Israel Moreno Rivera (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.
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